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I O U 

L. l11eneemien to; 2. .m:roque • 

l. Planea.miento. 

Se ha dicho que el hombre, centro del Universo, en au 
triste y pesado viaje a trav~a de los siglos, ha sido, ¡qu' 
paradoja!, el lobo del hombre. 

Y se ha dicho que mucha sangre y muchas lágrimas han 
esterilizado nuestras tierras, por eso, porque el hombre ha 
sido ••• el lobo del hombre. . 

Que gritos implorantes de misericordia, salidos d9 ... _-­
gargantas oprimidas por la angustia y el terror, no han po-··· 
dido con su eco estremecer los muros infranqueables del - -
cruel, del soberbio, del egoísta o del déspota. 

Si esto ha sido as!, qué trágico panorama el que ha -
presenciado nuestro suelo 1 qu~ amarga ignominia de la que 
ha sido testigo nuestro cielo. 

Pocos son los que creen en la bondad natural del hom­
bre. Nosotros, por el contrario, abrigamos esta convicci6n, 
porque estamos ciertos de que la aateria, las pasiones, han 
sido los verdugos inclementes que han esclavizado al ser hll 
mano, teniendo ~ate que luchar siempre, tornibldose guerrero 
de su propia conciencia. Porque no es el hombre depravado -
ni malo por eu deseo, sino por las condiciones que le ro- -
dean. Y, en fin, porque tales circunstancias lo han llevado 
a invadir la esfera íntima de su pr6jimo, resultándole un -
remordimiento a veces escondido, más nunca un plaoer genui­
no. 

Remont6monos al principio, cuando el hombre v16 la ta 
posibilidad de vivir aislado y la imperatividad de comulgar 
con sus semejantee, Cuando despu~s de ~ato oontempl6 la ne­
cesidad de crear una autoridad y de someterse a ella, a fin 
de ser guiado, gobernado, con el legitimo prop6sito de que 
~eta lograra la convivencia entre loa individuos, pero, con 
dición imperdonable, sin que por ello viera agredidas, res­
tringidas o destru!dan, ciertas prerrogativas que, por su -
esencia, su calidad, poseía por naturaleza y no podía ceder 
a la comunidad sino, muy al contrario, debía defender a co1 
ta de todo. 

Sin embargo se equivocaron los caminos, y desde que -
el hombre se encuentra gobernado por una entidad pol!tica,­
~sta no siempre ha sabido respetar o hacer respetar los de­
rechos reservados por el individuo para sí, tal vez porque 
en ocasiones no comprende que ella existe por él, para ser-



CAPITULO I 

DOCTRIBA GENERAL DE LOS DERECHOS HUJWiOS 

A) CONTENIDO GENERAL DE LA DOCTRINA 

Aunque para muchos pensadores la poaio16n de loe Sofis­
tas sea descabellada en el sentido de qué, ooao clamaba Pro­
tágoras, uno de loe más iluatres repreaenta1ttes de dicha es 
cuela, "el hombre es la medida de todas laa cosas", es decir, 
que cada hombre tiene un modo propio de ver y de conocer las 
cosas 1 que, por lo tanto, no existe una ciencia objetiva 1 
universalmente válida, sino aolo la opini&n illdividual, tal 
parece que los juristas se han empeaado en confirmarlo así, 
pues por lo general han demostrado que en au1 pocas cuestio­
nes jurídicas fundamentales puede haber oo1Doi4enoia o, al -
menos, similaridad de criterios. Tal vez eato se deba a que 
la precisión 1 la unanimidad de conceptos aea solo privile-­
gio de las ciencias exactas, las de loa n6aeros. No obstante, 
seguramente esta situación ha retardado la eTolución de la -
ciencia del derecho. 

Y es precisamente en lo que respecta a la naturaleza de 
loa derecho& del hombre, cuestión emiuenteaente primordial,­
que se ha presentado este fenómeno perjudioial1 daflino, por­
que ha llegado a afectar al sujeto de derecho por definici6n, 
el hombre. 

Y es desde Sócrates hasta Kelsen que la controversia se 
desenvuelve. La clave de ésta la encontraaoa en la corriente 
del "derecho natural" que, a través de las centurias, resis­
tiendo toda clase de embatee, vapuleada por loa grandes !112 
so!oe, se acomoda en la era moderna, sirviendo de motor para 
nuevas J arrolladoras tesis y, aun hoy, 0'1&1140 nos acercamos 
a pasos agigantados al vigésimo primer siglo deapu&s de Cria 
to, existe y conserva au tuerza, haciendo las veces de ci- -
miento de toda una labor llevada a cabo por el concierto uni 
versal, para demostrar la validéz de sus postulados. -

Antes de introducirnos por los emaaralladoe canales del 
desenvolvimiento de las diferentes corrientes, aclaremos el 
contenido general de la controversia. Sin auoho aventurarnos, 
podríamos establecer dos bandos& el de loa que aceptan que -
el hombre tiene ciertos derechos inherentes a au calidad hu­
mana, 'derechos innatos que r.o cede a la ooaunidad y que son 
inalienables e imprescriptibles, y el de los que afirman que 
los derechos de que el hombre goza loa ha obtenido por ce- -
si6n que de ellos le hace el Estado, a ~ravés del orden pos! 
tivo. 

De allí que, en cualquJer caso, el problema se traduzca 
en el estudio de la posición del individuo frente al Estado, 



- 3 -

actividad de todos loe hombres, en todas sus manifes-­
taciones, por lo que su interés •• el de promover el -
bien en todas sus formas. De ésto resulta que el poder 
del Estado no tiene ningún límite y, de tal forma, loe 
ciudadanos no se reservan nada para eu arbitrio, sino 
que todo está comprendido en la competencia e interven 
ci6n del Estado. -

Para Plat6n el elemento individual es sacrificado to-­
talmente al social o político. No existe de ninguna m.! 
nera la idea de que todo individuo tiene ciertos dere­
chos propios, originarios, inherentes a su pereonali-­
dad, ya que ni siquiera reoonoce ésta, sino que, incl!l 
eo, llega a sostener la abolici6n de la propiedad y de 
la familia, para que loe patrimonios y las mujeres ae 
asimilen al Estado, formando unidad orgánica perfecta. 

Su segunda posici6n, expresada en el diálogo de 11 Las -
Leyes", no es tan extremista, pero conserva el mismo -
sabor. Sin dejar de otorgar al Estado una preponderan­
cia primordial, el individuo es más respetado, no se -
propugna la abolici6n de la propiedad y no se af eota -
la integridad y uni6n de la familia, aunque todo ello 
queda controlado absolutamente por el Estado. 

d) Su discípulo .Ariat6telee, padre de la L6gioa, tue me-­
nos especulativo y se dedic6 a la observaci6n de los -
hechos. Conocemos sus ideas a través de su obra "La PA 
lítica". 

El hombre ee un animal político, porque por su natura­
leza es llamado a la política, No puede concebirse sin 
el Estado, ya que éste es más importante y está antes 
que el individuo. A diferencia de Plat6n, repudia la -
abolioi6n de la propiedad y de la familia. Explica el 
nacimiento del Estado de una forma que no se aleja na­
da de las corrientes modernas contractualietas que ve­
remos má1 adelante, y de ahí la importancia de este -­
f1l6eofo griego. 

La familia, dice, es una sociedad establecida perpetuA 
mente por la naturaleza. De la uni6n de varias de -­
ellas eurge el municipio; de la un~6n de varios munic! 
pios nace el Estado plenamente autartico, o sea, per-­
fecto. 

En donde concuerda con su maestro es en la esclavitud, 
tomada ~eta como una necesidad, Considera que loa incA 
paces de gobernarse a e! milDllos deben ser objeto de dA 
minio, sirviendo en las laboree materiales a los ea- -
bios, para que 'stos est~n en la posibilidad de aten--
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eterna que es expresión de la razón universal. El dere­
cho no está fundado sobre la opini6n arbitraria, sino -
en lo justo natural, que es lo inmutable 1 necesario, -
del que da testimonio la conciencia misma del hombre. 

Para Cicer6n. relacionado directamente con el ius natu­
rale está el iue gentium, que es el observado por todos 
los pueblos 1 sirve de base para sus mutuas relaciones, 
ya que se .tunda en las necesidades comunes, aunque modi 
ficado por las diversas circunstancias. Piensa que el = 
Estado es producto de la naturaleza, ya que el hombre -
es empujado por un instinto natural hacia la sociedad y 
a la convivencia política. Esta Última idea la veremos 
más adelante, al hablar de los doctrinarios modernos -­
que afirman la naturaleza social del hombre. Además, po 
demos darnos cuenta de que los Estoicos, a trav's de -= 
Oicerón, se introdujeron en Roma. 

b) Para los juristas romanos, el concepto de una ley natu­
ral común a todos los individuos llega a ser una creen­
cia que no solo está implícita, sino sobreentendida en 
la noci6n que tenían del derecho ~ositivo. Tal vez :tue 
en Roma donde primero se reconoci6 al derecho natural -
como informador del derecho positivo, porque se creía -
en una ley natural inmutable, no elaborada artificial-­
mente, sino innata y no sujeta a mutaciones por obra de 
los hombres. 

Es tambi6n en Roma donde el ius natural.e se relaciona -
con la igualdad, por lo que se estim6, llegando a sí a 
un grado evolutivo muy alto de esta corriente, que cusa 
do el derecho natural es modificado, con elementos de -
accidentalidad y arbitrio, se está frente al derecho p~ 
sitivo. El derecho natural se postula como el criterio­
supremo, del cual se deducen las m&ximas :fundamentales, 
como la de que por naturaleza todos loe hombres son 
iguales y libree, la de la legítima defensa, etc., ••••• 
Incluso, llegaron a reconocer, nos dice Del Vecchio (l) 
que"••• la esclavitud es contraria al Derecho Naturals 
pero buscan su justificac16n en el Derecho de gentes -
(iue gentium) por ser costumbre establecida en todos -­
los pueblos (como consecuencia de la guerra)". 

c) Aunque ya vemos que el derecho natural lleg6 a su cli-­
max como corriente en el sistema romano, queda aún. por 
mencionar la aportación del jurista Ulpiano, que es bá­
sica para demostrar la teor!a de los derechos que tiene 
el individuo por su naturaleza humana. 

Ulpiano, substancialmente,expresa que el .t'Undamento del 
derecho radica en la naturaleza misma de laa cosas. Y -
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para poder así demostrar el or!gen de sus derechos. 

Por lo general,. todas las corrientes siguen este méto 
do, partiendo desde el mismo punto, pero siguiendo direccio 
nea muy diferentes. -

, Una vez dilucidado lo anterior, recorramos las ideas-
mas relevantes en la materia. 

l. Las doctrinas de los fil6aofos griegos en relación con -
el derecho natural. 

a) La escuela de los ~ofiatas hizo una diferencia funda­
mental, que contemplaba lo que era justo por ley, y -
lo que lo era por naturaleza. Fueron los primeros en 
considerar a la naturaleza como un factor engendrador 
de consecuencias jurídicas. Bn otras palabras, encon­
tramos aqu! el gérmen o primera manifestación de la -
corriente de derecho natural. 

b) Sócrates enseñaba que el hombre debía respetar las l~ 
yes del Estado eunque fueran malas, a fin de no esti­
mular al mal ciudadano a violar las buenas; pero de-­
cía que ese respeto incluía también las leyes no es-­
cri tas, que son las que valen para todos y son impue~ 
tas a loe hombres por los dioses, independientemente 
de su voluntad. Ea decir, no solo re~!a para el hom­
bre el derecho del Estado, sino tambien otro que era 
dado a loe hombres, por su calidad de hombres. 

S6crates no fue en realidad un estudioso de nuestro -
tema, o por lo menos no nos consta que as! haya sido, 
ya que no ae cuenta con escritos de este pensador, si 
no que se sabe de él por referencias de otros autores, 
pero s! tenemos conocimiento de que habl6 de la exis­
tencia de un orden jurídico diferente del positivado 
por el Estado, 

e) No !'ue as! con su más prodigioso discípulo, Platón, -
quien adoptó a través de sus diálogos dos posturas en 
verdad absolutistas o, más bien totalitarias. Sobre -
todo la primera, manifestada en la "República", en la 
que la causa de la participación y de la sumisión del 
individuo en el Estado, es su falta de autarquía, ea 
decir, lu imperfección del ser humano, incapaz para -
llevar adelante su pro~ia vida, su destino. En cambio 
el Estado se bast'.l a si mismo, lo absorbe y lo domina 
todo, teniendo un objetivo universal, porque compren­
de en sus atribuciones la vida de todos los indivi- -
duoa, para hacerlos felices, mediante la virtud de 
cada uno de ellos. Por lo tanto, el Estado abarca la 



der a la vida ~Ública. Aristóteles pretendió, con ba­
se en la funci6n eoon6mica de la esclavitud, justifi­
carla absolutamente, cuestión inadmisible, como se de 
muestra con el repudio de que ha sido objeto a lo lar 
go de la historia de loe pueblos. -

e) La escuela de loe Cínicos, representada por .Ant!ete-­
nes y D16genes, tendía a olvidarse de las leyes posi­
tivas 1 a retornar a lo que ellos llamaban el "estado 
de naturaleza", ea decir, se desligaban del Estado y 
reoobraban au absoluta y original libertad, lo cual -
conatitu7e una importante idea, tal vez tomada más -­
adelante por los doctrinarios modernos. 

f) Derivada de la an.teriori surge la escuela de los Es-­
toicoe.1, formada por Zenon de Ci tio, Séneca '1 Epicteto 
principalmente. Se basaba en la existencia de una ley 
natural que domina al mundo y que se refleja en la -­
conciencia individual. El hombre, por su propia natu­
raleza ea partícipe de una ley que vale universalllen­
te. Desconocen la existencia del Estado, y aceptan la 
del g6nero humano. 

De este modo, vemos como Platón J Aristóteles defien­
den al Estado "a costa" del individuo, y las dos es-­
cuelas anteriormente mencionadas defienden al indivi­
duo "en contra" del Estado. 

En resumen, loe Sofistas, en primer lugar, los Cínicos 
y los Estoicos en segundo, son loe iniciadores de la co- -­
rriente del "derecho natural", no sin recordar la aporta- -
ci6n socrática y, aunque no muy precisa y convincente, la -
aristotélica. 

2. La aportac16n romana. 

Pasemos a la península itálica, en la que el Derecho -
se desarrolla maravillosamente, plasmándose en principios Y 
teorías que a'Ón hoy son :tu.ente de los ordenamientos jurídi­
cos vigentes. 

Con los filósofos romanos, la doctrina ius naturalista 
se desenvuelve más efectivamente, pues informó al derecho -
positivo de aquel entonces. 

a) En forma ecléctica, las sabidurías griegas fueron in-­
troducidas a Roma por C1cer6n, cuya tesis principal -­
consiste en afirmar que el derecho no es producto del 
arbitrio, sino que proviene de la naturaleza. "Natura­
iuris ab hominis repetenda est natura". Hay una ley 
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con este principio es como concibe al derecho natural. 

Deductivamente, podríamos concluir que para Ulpiano el 
origen de los derechos del hombre está en su naturale­
za misma, que es humana. 

Grande fue pues la aportaci6n que di6 Roma al derecho 
natural, pues lo traspasó a su orden positivo y, ante todo, 
lo reconoció plenamente. 

Pero la corriente iue naturalista habla de recorrer mu 
cho camino aún, como veremos enseguida. -

3. La filosof!a cristiana. 

Varios autores han coincidido en que algunas de las o,a 
rrientee que los pensadores de la Magna Grecia inmortaliza­
ron, especialmente las ideas socráticas, son antecedente de 
la f ilosof!a cristiana. Veremos cómo se manifiesta ésta por 
conducto de San Agustín y de Santo Tomás de Aquino. 

a) El primero de ellos, San Agustín, es el reverso de la 
medalla en relación con Platón y eu discípulo Ariet6-
telee, ya que eu pesimiemo lo llevó a considerar que 
las instituciones terrenas son malas, im~regnadas de 
la culpa del pecado, por lo que no hay más derecho n! 
tural que la justicia dictada por la "Ley Eterna", -­
que es la voluntad de Dios. Por lo tanto, dice, el d! 
racho natural es la voluntad divina, y el derecho po­
sitivo ea producto del pecado, lo cual lo conetituye­
en un mal diab6lico y sin remedio. 

Opinamos que esta posición carece totalmente de valor, 
especialmente jurídico, pues va en contra de una realidad -
necesaria que el mismo San Agustín observ6 y vivió, que es 
la de que el derecho positivo es el camino normal, aunque -
no el perfecto, para lograr la mejor convivencia en la so­
ciedad humana. Si tratamos de buscar en qué debe basarse -­
tal derecho positivo, y de oonclu!r que debe aer en el der!. 
cho natural, no podemos aceptar una poeic16n que tiene por 
pecaminosas las instituciones humanas. Así podemos compren­
der que el concepto de la ley natural en la mente de San -­
Agustín, estaba torcido por su ideología religiosa. 

b) La doctrina tomista, en el siglo XIII, toma otros sea 
deros para explicar el derecho natural, más optimis-­
tas, y sin basarse en el temor al pecado, sino en un 
ideal de luchar por la causa de Dios. 

Santo Tomás habla de loa derechos naturales de la si--
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guiente formas 1) El derecho natural primario, que existe -
como manifest1c16n divina, ee decir, la Le1 Ete:t"na de que 
hablaba San Agustín y, 2) E1 derecho natural secundario, -
que es el inherente a la naturaleza humana por voluntad d! 
vina. 

En resumen, el fil6eofo cristiano de la edad media, -
como el te6logo cat611co de la actualidad, explica que hay 
en el individuo un derecho natural por su misma naturaleza, 
porque as! lo ha querido el Ser Omnipotente. 

Esta es una posición teológica mucho más justa que la 
expresada por San Agustín y, en nuestro concepto, que va -
más de acuerdo con loa postulados del auténtico crietiani§. 
mo. 

Por otra parte, quizá este progreso haya eido intlu!­
do por el método introducido por Ariet6teles, en el que se 
emplea el racionalismo teol6gico. Por el contrario, San -­
Agust!n estaba encerrado en un teologismo puro, imposible­
de considerar por el sentimiento que tenía de horror al -­
pecado. 

As!, Santo Tomás de Aquino debe ser visto como un fi­
lósofo cristiano que supo combinar su ideología religiosa­
con sus conceptos sobre la po1Ít1ca. 

e) La filosofía del derecho que propag6 Santo Tomás par­
tía de la Lex Eterna, o de la existencia de un dere-­
cho natural cosnoscible a la raz6n de loe hombree (r! 
tio). Este fundamento fue muy pronto objeto de ata- -
~uee profw'ldos, baeadoe en la idea absoluta de que la 
unica fuente del derecho ea la voluntad de Dios y -­
afirmando que solo existen individuos u objetos con-­
cretos, nunca objetivos, a los cuales ee les llam6 -­
"los universales", que son el resultado de una abe- -
tracc16n que hace la razón, uniendo a varios indivi-­
duos eD un grupo. 

A estas nuevas ideas se les conoci6 con el nombre de­
"nominalismo voluntarieta", ya que se ooneideraba que las 
categor!ae aristotélicas no eran objetivas, sino meroe nom 
bres, representaciones abstractas de las cosas particula-­
ree. Se le denominó voluntarista porque, como se ha indica 
do, se considera a la voluntad divina como única fuente -= 
del derecho. 

d) Esta corriente maduró con Guillerino de Occam {1290 a 
1349, aproximadamente), que enseaó que lo bueno es lo 
que Dios ordena, y que no es correcta la idea de que 
Dios lo ordena porque es bueno. As!, la única fuente-
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del bien Y de lo bueno es la divinidad, y solo existen 
los diez mandamientos, el Decálogo. 

Es de esta forma que se traslada al hombre a un plano­
eeoondido, negándole el uso de su razón. Estas ideas influ­
yeron, a través de sus seguidores, en la doctrina cristiana 
del derecho natural al surgir el protestantismo, aunque no 
dejaron de ser atacadas por los racionalistas, como Vázquez 
de Menchaca. . 

Además, ea importante anotar que si bien Platón hizo -
desaparecer al hombre como actor del primer escenario, los 
nominalistas voluntaristas lo hicieron también, el primero­
para hacer sobresalir al Estado, y los segundos para poner 
a Dios como única verdad. 

4. Las ideas protestantes. 

Después del cisma religioso cristiano, varios reformis 
tas hicieron referencia al derecho natural, como veremos en= 
seguida. 

a) Para Hart.ín Lutero la naturaleza humana quedó corrompi 
da a causa del pecado original (violación a la ley de 
Dios, cometida por el primer hombre, según la Biblia), 
y por lo tanto no es apta para conocer los principios­
!undamen tales del derecho natural. 

b) Esta posición exagerada, fue aminorada por Calvino, 
quien pens6 que el Decálogo y los Evangelios hioieron­
pasar al derecho natural a un segundo plano. Esta idea, 
aparentemente sin fuerza, se traduce en la lucha entre 
ius naturalistas y iue positivistas, que perdura hasta 
nuestro tiempo. Calvino reconocía un derecho natural. -
que era transformado cuando se dictaba en la tierra cg 
mo norma de conducta, surgido, desde luego, de Dios. 

5. Los tratadistas españoles en el tiempo de la conquista -
de América. 

Dentro del marco sombrío de una Europa flagelada por -
la destrucción entre razas hermanas. Dentro del panorama -­
grisáceo, pintado as! por la discordia entre galos y britá­
nicos, entre latinos y germanos, el grito "tierra a la vis­
ta" hirió los aires de un espacio supuestamente virgen. Y -
esa mañana del 12 de octubre de 1492, la vieja casona eurg­
pea extiende sus mojoneras sobre nuevos terrenos, encontrB!! 
dose la raza hispana, de tintes moriscos y latinos, con la 
indígena, dueffa de un pasado obscuro, pero glorioso. 

El descubrimiento de América fue una verdadera epopeya 
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en la historia del hombre. Los viejos y venerables monumen­
tos piramidales del Egipto milenario, los encolumnados re­
cintos de la ancestral Grecia, dejan de ocupar el lugar pre 
ponderante en loa pergaminos que contaban entonces la hiato 
ria, dando la entrada a las masas oonales del Sol y de la :: 
Luna, y e la Calzada de los Muertos en San Juan Teot1huaoán. 
Deja de centrarse el estudio antropológico en las civiliza­
ciones germinadas ª~las orillas del Tigrie y del Eutratee, 
y se expande la inoognita a las nacidas en los lechos del -
Amazonas y del Yaqui. 

La raza humana, que esparci6 a sus hijos por todos los 
confines de la tierra y que, ese dia, con la alegría de una 
madre debió contemplar complacida cómo éstos ee reunían, no 
tard6 en sufrir el deaengafio de ver que, en lugar de que -­
las dos ramas se amalgamaran en fraternal abrazo, una de -­
ellas, valiéndose de la tuerza y de métodos criminales, co­
mo el Ca!n de la Biblia, eomet!a a la otra bajo su térula, 
denigrando a sus hermanos que la componían, haci~dolos má¡ 
tires de indecibles euplioioa y, sobre todo, llevandolos a 
la fuerza fuera de eue ooetumbres ancestrales, de su modus 
vivendi ya organizado siglos atrás, tornándolos reos de es­
clavitud en muchas ocasiones. 

Tal vez el día del descubrimiento no debiera ser cele­
brac16n !estiva, sino acaso luctuosa, pues lo que en tal -­
techa eucedi6, tue el preludio de una guerra encarnizada en 
tre una cultura desarrollada y poderosa y otra cuyas maravI 
llas no correspondían a la centuria que vivían los europeos. 

Son muchos los historiadores que nos cuentan las atro­
cidades que en contra de la dignidad humana de los ind!ge-­
nas cometieron los espaffolee, en au sed de riquezas y de d~ 
minio. 

Hacemos significativo este acontecimiento, no solo PºE 
que de ~l surgieron los precursores del derecho internacio­
nal moderno, sino porque demuestra lo extrailo de esta exis­
tencia que se desenvuelve en ocasiones contradictoriamente, 
pues las tierras americanas que vieron a eua hijos denigra­
dos al ser descubiertas por los súbditos de la península 
ibérica y, poco después, los de la isla británica, cinc~ s! 
gloa más tarde se convirtieron en cuna de una institucion -
mundial que se ha preocupado, quizá más que nadie y que nun 
ca, por proteger la dignidad de todos los seres humanos. 

a) Un enemigo del trato dado a los indígenas amaricanos -
en la Conquista fue Francisco Vitoria (1483-1546), -­
quien influido fUertemente por tal circunstancia elab~ 
r6 una teoría en la que el mundo integra una sola comy 
nidad jurídica, pero no como simple idea, sino como -· 
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comunidad concreta, unida por el derecho natural. 
por primera vez el nombre de "ius inter gentes" a 
normas del derecho natural que regulan las relacio 

nes entre los pueblos. -

Basado en San l'.gust!n y en Santo Tomás, Vitoria aport6 
una doctrina de capital importancia. Se opuso a las ensei'ían­
zas de su contemporáneo Sepúlveda, en el sentido de que, ae-, , t ,, I gun es e ultimo, era l~cito someter, aun por la fuerza, a -
las naciones del nuevo mundo, a fin de que quedaran bajo el 
imperio universal de la fe cristiana. 

Verdross nos resume los principios fundamentales de 
las lecciones impartidas por el dominico Vitoria, en la Uni­
versidad de Salamanca, en 1538 y 1539, vaciadas en el libro 
intitulado "Relectio de India", en las cuales defendió la -­
tesis de que también los pueblos paganos son sujetos indepen 
dientes de derecho, "••• titulares de una pretensi6n leg!ti:: 
ma a la libertad y a la independencia, debiendo ser respeta­
dos aun por los pueblos cristianos" (2). 

He aqu! los 8 prinoipioe de las oátedras de Vitoria (3)1 

111. La comunidad estatal no tiene como base a la fe, sino 
al derecho natural, conforme al cual todos los hombres, 
independientemente de sus creencias, poseen una natur.!, 
leza social. En consecuencia, el establecimiento de ca 
da poder estatal concreto depende únicamente de los -= 
hombree. 

2. Loe Estados fundados sobre el derecho natural se en- -
cuentran ligados entre a! por el mismo derecho natural, 
pues 1a naturaleza hizo parientes a todos los hombree. 

;. Por tanto, no solamente en el interior de cada Estado, 
sino también en la comunidad de ellos existe un orden 
~ur!dico, cuyas raíces se hunden en el derecho natural; 
dicho orden se configura mediante la práctica y los -­
tratados. En consecuencia, el derecho internacional no 
consiste únicamente a tratados, sino que más bien tie­
ne la fuerza de la ley. 

4. Ni el papa ni el emperador poseen una pretensi6n legi­
tima al dominio del mundo, pues ni Dios ni los pue- -
blos les han otorgado tal derecho. 

5. La comunidad de loa Estados es una comunidad natural -
para las comunicaciones y el comercio de los pueblos. 
Es en consecuencia contrario al derecho natural ex- -­
cluir a los extranjeros de la vida comercial o impedi~ 
les, sin una causa justa, el ingreso a un Estado. 
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Existen algunos bienes, como el mar, los r!oa y loe puer 
tos, que son comunes a todos loe pueblos por derecho na= 
tural. 

7. La guerra ea justa por derecho natural únicamente para -
defenderse de un ataque o para obtener reparaci6n de la­
injuaticia cometida por algún individuo y siempre que -­
los medios pac!fiooa no hayan conducido al reatableci- -
miento del derecho: el único fundamento de la guerra es 
una injusticia sufrida; por tanto, el simple prop6sito -
de extender la religión no es una causa justa de guerra. 
(En este aspecto, Vitoria perteccion6 la doctrina del --
11bellum juatum", de San Agustín 1 Santo Tom,s). 

a. Los Estados están legitimados, en raz6n de la eolidari-­
dad que orea entre los hombrea el derecho natural, para 
intervenir en el Estado que viole loa derechos del hom-­
bre, como la privaci6n de la vida a personas inocentes y 
los ataques en contra de la libertad religiosa. El tunda 
mento del titulo jurídico en el segundo ejemplo, no ea -
solamente la libertad religiosa, sino también la solida­
ridad humana. (Por lo tanto, para Vitoria el derecho in­
ternacional no solo ea derecho entre los Eetados, sino -
tambi~n derecho de la humanidad -ius humanitatie-)". 

Ya veremos en eu oportunidad, como es hasta la actuali-­
dad que se reconoce al individuo como sujeto de derecho inte,¡ 
nacional, cuest16n que fue prevista 1 afirmada por Vitoria, -
quien tenía, como se concluye de la anterior tranacr1po16n, -
un concepto muy sutil de la dignidad del ser humano, sin dif,! 
rencia de credo, lo cual le ha de haber valido ciertas contr,1 
riedadee en su tiempo. 

b) El profesor de Oo!mbra, Francisco Su,rez (1548-1617) al 
igual que loa !116sotoa cristianos de la Edad Media y 
que Vitoria, se bas6 en la Ley Eterna, también reconoci­
da por C1cer6n, en su forma prim~tiva enunciada por loa 
estoicos, y por la cual Dios gobierna al mundo hacia el 
bien comun. 

Decía que la ley natural que nace de la Ley Eterna no iB 
dica solo lo que es justo, sino tambi&n contiene mandamientos 
y prohibiciones. En su obra "De legibus ac Deo legielatore",­
aostuvo que la ley humana puede únicamente expedirse con :fun­
damento y dentro del marco de la ley natural, debiendo ser -­
particularmente respetados los principios de la ley natural -
que se relacionan con el bien común. Considera que el bien -­
común no s6lo se refiere al de todos, sino al de cad' uno, !a 
dividualmente, en la medida en que no dai'la a los demas. Así, 
loe individuos deben estar siempre dispuestos a realizar los 
sacrificios necesarios en favor de su comunidad, el Estado --
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a lograr que los hombres disfruten de una vida pacifica, y 
la Iglesia a educar al hombre en la bondad. 

El gran mérito de Suárez consistió en desarrollar la 
doctrina de Vitoria del derecho internacional expresada an 
teriormente. -

6. Recapitulación de principios. 

Una vez expuestas las ideas más prominentes sobre el 
derecho natural, desde los Sofistas hasta Suárez, hagamos­
una recapitulación de loa principios, a fin de saber lo -­
que era el derecho natural como corriente, que sirvi6 de -
base para la doctrina moderna. 

Previamente, debemos recordar que partimos del esta­
blecimiento de dos bandoe1 el de los que aceptan los dere­
chos naturales del hombre, intocables por parte del Estado 
y de los demás, y el de los que afirman que el individuo -
tiene los derechos por cesión que de ellos le hace el Esta 
do a través de su orden positivo. -

Como podemos observar, desde Grecia hasta el inicio­
de la Edad Moderna, es la doctrina del derecho natural la 
que priva, aunque existe casi sin otras que se le contra-­
pongan. En algunos, la corriente está basada en principios 
teológicos, y, en otros, en fundamentos filosóficos o ra-­
cionales. Es después cuando surgen los verdaderos enemigos 
del iusnaturalismo. 

Ahora, sinteticemos en contraposición al derecho po­
sitivo. ¿Qué es el derecho natural?: Ha sido concebido co­
mo un sistema jurídico universalmente válido y necesario -
para todo tiempo y lugar. 

El derecho positivo, en cambio, es el sistema juríd! 
co establecido para un tiempo y lugar determinados. 

El derecho natural es establecido racionalmente, 
mientras que el positivo lo es históricamente, cor1 carac-­
ter impositivo u obligatorio, y coactivo .• 

Lo jurídico del derecho positivo viene de su legali­
dad, por ser creados por los hombres a través de los me- -
dios establecidos en la comunidad en que se va a aplicar. 

Lo jurídico del derecho natural consiste en que con­
tiene los principios de justicia, las reglas justas unive! 
salee, necesarias y permanentes, no creadas por el hombre, 
sino inherentes a su naturaleza y que van a regular las -
relaciones. humanas para lograr ia convivencia en la justi-
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cia. 

El derecho natural contiene los principios justos 
universales, necesarios y permanentes, que deben ser toma-­
dos por el derecho positivo para asegurar la convivencia jJ! 
rídica de los hombres. 

Por lo tanto, el derecho positivo realmente justo es 
aquel que respeta los principios del derecho natural. De 
este modo, toda disposici6n que vaya en contra de la natur,! 
leza del hombre es injusta cuando le priva a éste de un de­
recho que tiene por ella, y que no puede perder en tunoión­
de nada sin peligro de ver afectada su esencia, su dignidad. 
He ah! la naturaleza del derecho individual, desde el punto 
de vista del iusnaturalismo. Perm!tasenos adelantar que en­
asta conclusión sobre el contenido y verdad del derecho na­
turali la que compartimos absolutamente, sin perjuicio de -
un analisis que posteriormente haremos sobre el "bienestar­
general". 

A fin de evitar el caer en un estudio filos6fico so-­
bre el valor del derecho, que no corresponde exactamente al 
presente trabajo, dejaremos expuestas estas ideas, pero no 
por eso le daremos caracter de verdad absoluta, sino que V,! 
remos en su oportunidad los ataques de que fUeron objeto, a 
través de varios autores, hasta Keleen. 

En resumen, éste :t'ue el derecho natural que se ofre-­
c16 a la vista de loe doctrinarios de la modernidad. 

B) LAS DOCTRINAS MODERNAS 

Hasta este punto hemos estudiado las doctrinas y co-­
rrientee que han querido demostrar la existencia de un der.!!, 
cho anterior a aquel que es establecido por el Estado. 

Loe doctrinarios modernos tratarán de convencernos de 
que el derecho natural otorga al individuo ciertas prerro&§ 
tivas que deben ser respetadas por el orden positivo, va- -
liándose para ello del estudio del origen del Estado, Es d! 
cir, ¿porqué el Estado debe respetar y hacer valer, a tra-­
vés del orden positivo, ciertos derechos que el individuo -
no puede perder?. Para resolver esta cuest16n hay que estu­
diar el origen del Estado, para ver si éste está obligado a 
dicho respeto, o si está capacitado para no observarlo y r! 
gular a su antojo la vida y derechos de loa individuos. 

Aunque para Carré de Malberg (4), de acuerdo con G. -
Meyer, la labor de "••• averiguar en qué circunstancias de 
heoho ni bajo la influencia de qué causas prácticas han na­
cido loa Estados ••• ", no corresponde al jurista, sino al --
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soci6logo o al historiador, la historia de las doctrinas -
nos enseaa lo contrario, pues los más grandes juristas no 

__ han pod.ido sacar de su mente el problema. 

Las teorías que justi!ican el origen del Estado son 
muy diversas. 

l. Tenemos la Teológica-Religiosa, que dice que el Esta 
do está fundado por Dios o por la Providencia Divina. 

2. La de la Fuerza, que considera que el Estado nació -
del dominio impuesto por los fUertes a los débiles. 
Esta Última concepción fatalista no nos habla en rea 
lidad del Estado, sino del yugo, y se supone que eI 
!in del Estado no es precisamente ese, sino el diri­
gir a la comunidad a la satisfacción de sus necesida 
des, basándose en las normas de justicia, de convi-= 
vencia 7 de superación. Aun la teor!a Teoló¡ico-Reli 
giosa parece estar más de acuerdo con tal fin. Pero 
desde el punto de vista jurídico, estas dos posicio­
nes no contestan nuestra pregunda. ¿De dónde provie­
ne el Estado? 

3. Jurídicamente, la teoría Patriarcal concibe que el -
Estado surge históricamente de la familia, de su am­
pliación. Hay un derecho de los ascendientes para d~ 
minar a los descendientes. Sin embargo, tampoco nos 
satisface esta posición, en cuanto que nuestra búa-­
queda no se dirige a la autoridad familiar, de una o 
varias familias, surgida del derecho de los mayores, 
sino a la estatal,aparecida como ente distinto que -
gobierna a padres e hijos. 

4. La teoría Patrimonialista senala como origen del Es­
tado a la protección que quisieron dar los hombres a 
sus propiedades. Este. pensamiento supone un orden de 
propiedad anterior y causal del Estado, y aunque no 
es del todo equivocada, en nuestro concepto, no lo-­
gra explicare~ suficientemente, ni menos desa~rolla! 
se hasta sus ultimas causas y proy~ccionee. Más par~ 
ce una teoría contractual en embrion. 

5. La más importante de las teorías jurídicas ea la -­
contractual, del pacto o del contrato social, según 
ha sido denominada en aus diferentes formas. 

Veamos a loa protagonistas de ellas 
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Antecedentes a 

a) En la antigüedad1 Fueron loa Sofistas los primeros en 
seaalar que los hombrea se agruparon voluntariamente­
para protegerse contra la injusticia. Ya vimos tam- -
bién que .Ar1st6teles hablaba de ideas con esencia -­
contractualista. 

Tanto en la Biblia como en Roma, con Cicer6n see;4n di 
jimos encontramos ideas similares expresadas, y en la época 
moderna son muchos los pensadores que la desenvuelven. 

b) Richard Hooker, inglés, en su obra "The Lawa of 
Eooleaiastical Polity" (4) 1 habla por primera vez, en 
su época, de la constituoion del Estado por acuerdo -
de los individuos, aunque sin usar el término "contra 
to". -

Establece tres tipos de leyeas la le7 eterna, o la ~ 
ley de la naturaleza propia de Dioas la ley natural, o con­
junto de normas establecidas por Dios para gobernar las co­
sas según sus diferentes especies¡ 1 la ley de la raz6n que 
el hombre, como ser racional, está especialmente obligado a 
seguir. · 

Según Hooker, los hombres no pueden satisfacer sus n~ 
oesidades viviendo aislados, por lo que, siguiendo su eoci4 
bilidad, se ven llevados a constituir eooiedadee. Pero una­
sociedad no puede subsistir sin gobierno y sin una ley hum4 
na positiva, por lo que llegan a un acuerdo entre ellos, o¡ 
denando alguna forma de gobierno público y sometiéndose a -
él como eubdi tos. La ley de la comunidad está compuesta por 
las normas mediante las cuales deciden loe hombree convivir, 
por acuerdo expreso o tácito. 

Hooker representa así, el primer contraotualista de -
la ~poca moderna, aunque esta afirmaci6n nuestra vaya en -­
contra de la tesis comúnmente sostenida y que consiste en -
dar a Althusius el primer lugar en el desarrollo de la teo­
ría contractual. Richard Hooker vivi6 de 1553 a 1600,y -­
Althusius de 1586 a 1638, por lo que, a la muerte del prim!, 
ro, el segundo debi6 tener catorce aflos, edad un poco pre-­
coz para exponer una teoría sobre el origen del Estado. 

No podemos estudiar a Althusiue sin pasar antes por -
quien debe ser tomado como progenitor moderno de la doctri­
na de los derechos del hombre. 

e) El eapaflol Vásquez de Menchaca, en el prefacio a la -
edición revisada de •su obra "Controversias illuetres" 
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(5), publicada en 1564, resume las conclusiones de eu 
doctrina en loe siguientes principios fundamentaless 

"l. El hombre es por naturaleza bueno. En consecuencia, a 
su naturaleza corresponde no solo aspirar a su felici 
dad, sino convivir amistosamente con los demás hom- ::: 
brea. 

2. Cada hombre posee derechos naturales inmutables (jura 
naturalia, quasi inmutabilia), que deben asegurarle -
su aspiración a la felicidad, Estos derechos, que son 
pisoteados en casi todos los Estados, comprenden la -
lib;rtad natural y la igualdad de todos los hombres,­
razon por la que la esclavitud es contradictoria con 
el derecho natural y debe ser suprimida. 

~. La autoridad estatal existe para el bien de todos los 
ciudadanos. Su actividad y beneficios no deben cons-­
trefiirse a solo una parte de ellos, 

4. Los poderes transmitidos al gobernante son únicamente 
aquellos que ee requieren para la realización del pr2 
p6sito ee!alado en el punto anterior. 

5. El gobernante puede ser privado de los poderes que le 
fUeron transmitidos, pues todo mandato está destinado 
a servir a loe mandan tes. 

6. La soberanía no solo emana del pueblo, sino que siem­
pre permanece en él. Al gobernante se transmite únic.!, 
mente el ejercicio del poder estatal. 

7. Gobernar significa jurisdicci6n, pues el fin único -­
del gobierno no es otro que aplicar el derecho natu-­
ral y el positivo que deriva de él, · 

8, El Estado no es un organismo, ~orque los ciudadanos -
pueden emigrar y sobrevivirle {6) 11

• 

fiibstein (7) ve en Vásquez de Menchaca el nacimiento­
de la doctrina de los derechos individuales fundamentalee,­
los derechos subjetivos ya en un primer plano, justificados 
por la idea de la soberanía del pueblo y del Estado de Der~ 
cho. 

Nosotros nos vemos obligados a profesar unn sincera -
devoci6n por Vásquez de Nenchaca, puoo el contenido de su -­
doctrina, expuesta en 8 principios fundamentales que por sí 
solos se explican, demuestra la conciencia de una gran ver­
dad que no ha sido muy dinamizada por los ho~bres en miles 



de años. 

Destacaremos solamente tres puntos de-importancia en 
relación con tales principios. 

Primeramente, su afirmación de que los derechos natJ!, 
ralea inmutables del hombre, bueno por naturaleza, son pi­
soteados en casi todoelos Estados. En su oportunidad, ana­
lizaremos que tanto de verdad tiene esta afinnación en -­
cuanto a su aplicación en los estados actuales. 

~n segundo lugar, expone en cierto sentido, la teo-­
r!a de la representación, al hablar del "mandato". Es ex-­
trafto que no haya tratado de profundizar un poco más en -­
esta cuestión, pues si habló de mandato, de soberanía ema­
nente del pueblo y de la !'unción derivada del gobierno, lo 
m~s lógico hubiera sido que llegara, como lo hicieron -­
otros, a concluir en la concepción del contractualismo que 
en aquellos afios iniciaba Hooker. Sin embargo no fue as!, 
pero el contenido de sus ideas sobre el Estado es explica­
do en el mismo sentido, es decir, de la creac16n del Esta­
do por obra de los hombres. 

Y, por Último, en el séptimo punto fundamental, Vás­
que~ de Menchaca dice en unas palabras mínimas el sentido 
intrínseco de la esencia de nuestro temas El fin del Esta­
do es aplicar el derecho natural y el positivo que deriva­
da él. 

6. Althuaius, calvinista, hace residir la soberanía en 
el pueblo, el cual, en uso de ella orea el Estado. -
Hay un acuerdo de todos los individuos para unirse, 
otro para crear una autoridad y otro para limitarla. 
Estos, podríamos decir, son los contratos de tipo -­
político. Pero además, hace una clasificac16n de las 
formas de asociación, ea decir, los contratos de ti­
po social, que constituyen primero la familia -no en 
el sentido de que habla la teoría Patriarcal-, luego 
la corporación voluntaria o collegium, la comunidad 
local, las provincias y, por Último, el Estado, por 
lo que, como expresa Raymond G. Gettels 11.Althusius -
gave an elaborate analyeis of the contract theory as 
the baeis of social and political organization, and 
added the ideal of contract a.mong the political 
units that form the state, thua giving it a federal 
basis" (8), lo cual consideramos cierto. 

El aspecto más importante de la doctrina de Althu- -
sius consiste en que, apegándose al de1:echo natural, e in­
flu!do como menoionábamoa por Vásquez de Menchaca, seftal6 
que la soberanía la tiene el pueblo, porque es originaria-
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mente de él, y en uso de ella reviste a los funcionarios ad 
ministrativos del poder necesario para llevar a la práctica 
los fines de la sociedad que los ha investido de tal poder. 

Esto no solo otorga a los individuos la facultad de -
hacer que la autoridad respete sus derechos naturales, sino 
también la de resistir a un ejercicio tiránico del poder -­
ejecutivo, como nos expresa George H. Sabina (9). 

7. Después de Althusius, el segundo ius naturalista lai­
co es Hugo Grocio (1583-1645), al extremo de afirmar­
que el derecho natural existiría aunque no hubiera -
Dios, o El no se encargara de cuidar de las cosas hu­
manas. 

Se separa de Althusius al no reconocer la soberanía -
permanente del pueblo, sino del que ejerce el poder, contr~ 
riando de t!'ll modo a Vásquez de Nenchaca igualmente. 

Para Grocio, como para Aristóteles, los hombres son -
por naturaleza seres sociables. "El hombre es, sin duda, un 
animal, pero un animal de especie superior, mucho más dis-­
tante de las demás especies de animales que ninguna de és-­
tas de cualquier otra ••• Pero entre las cosas que son pro-­
pias del hombre está el deseo de la comunidad, esto ea, de 
comunidad, pero no de una comunidad de cualquier clase, si­
no de una comunidad pacifica y organizada con arreglo a su 
entendimiento, con los seres de su propia especie; a esta -
"tendencia social denominaron los estoicos sociabilidad" 
(10). . 

De esta manera, hay ciertas condiciones o valores mí­
nimos que, siendo la naturaleza humana como es, tienen que 
darse para que pueda perdurar una sociedad ordenada (11). -
La naturaleza humana es la madre del derecho natural (12),­
y no al revés. 

Grocio definió al derecho natural en la siguien~e fo~ 
ma: "El derecho natural es un dictado de la recta razon, -­
que señala que.una acción, se~ que sea conforme o no a la 
naturaleza racional, tiene en sí una calidad de fealdad mo­
ral o necesidad moral; y que, en consecuencia, tal acto es 
:prohibido u ordenado por el autor de la naturaleza, Dios" -
{13). Pero, como tenemos dicho, piensa que el derecho natu­
ral es producto de la recta razón, y de ahí el carácter ra­
cionalista de Grocio, y puede existir independientemente de 
la idea de Dios. Es decir, el derecho natural contendría -­
los mismos ordenamientos aunque no hubiera Dios. 

Bl derecho natural da origen al derecho positivo a -­
través de un pacto de los individuos, y la validéz de ese -
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derecho positivo se deriva especialmente de la buena fe en 
el cumplimiento de los pactos, dice Grocio. "En efecto, 
quienes se habían ·Juntado en al.guna comunidad o se habían 
sometido a uno o varios hombree, o habían prometido expre­
samente -o por la naturaleza del acto hay que atender lo -
habían hecho de modo tácito- que ee conformarían a lo que 
se determinase en un caso por la mayoría y en otros aque-­
llos a quienes se había conferido autoridad" (14). Asi, ea 
tre las condiciones de sociabilidad que oonstitu7en el De­
recho, destaca la inviolabilidad de los pactos, ya que 'ª­
to fue lícito, la sociedad no sar!a posible. 

Análogamente, Grocio deduce de sus ideas la legitim! 
dad de los gobiernos y la inviolabilidad de loa tratados -
internacionales (15). Recordemos que Grocio fue el primero 
en sistematizar el derecho internaoional(l6). 

Nos encontramos pues con un contractualismo diferen­
te al de loe antecedentes,y aún al de los posteriores. Grs 
cio habla del contrato como una realidad histórica, un pa~ 
to tácito, -imposible imaginarnos uno expreso-, algo que -
realmente sucedió, no como un principio regulador, una -~ 
idea o una hipótesis. Aa!, dice que se realizaron verdade­
ramente tantos pe.otos como constituciones políticas apare­
cieron, haciendo legítimas las instituciones 1 los gobier­
nos (17). 

Grooio afirmó que el hombre es sociable por eu pro-­
pia naturaleza; pero respecto a ésto se~aló una distinción: 
Es sociable por eu naturaleza, pero el acto mismo de aso-­
ciarse ya depende de su voluntad, de su arbitrio. Es decir, 
cuando el hombre decide asociarse para determinar la forma 
que la sociedad ha de asumir, lo hace por una cuestión de 
voluntad. 

Creemos que esta dietinci6n no existe, pues cuando -
el hombre efectúa el acto de asociarse, aún cuando lo hace 
por su voluntad o arbitrio, esa voluntad está determinada­
por su naturaleza sociable, así que loa dos conceptos no -
se excluyen ni deben distinguirse como independientes, si­
no que ee siguen uno al otro en forma causal y concatenada, 
en un mismo momento. 

Junto con Pufendorf y Thomasius, pensadores que esty_ 
diaremos posteriormente, Grooio es considerado como parte 
de lo que se ha dado en llamar "escuela clásica del dere~ 
cho natural". 

8. Uno de los más grandes juristas de su ~poca fue 
Thomae Hobbes (1588-1679), quien se dió a la tarea -
de estudiar la política con principios científicos,-
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matemáticos, de la geometría y de la psicología, a -
través de un método deductivo. Quizá buscaba la pre­
cisión de que hablabamos al principio de nuestro tra 
bajo. -

La concepción clásica del derecho natural sufre en -
Hobbes un viraje excepcional, como lo apreciamos con sus -
propias palabrast "Ley de naturaleza (lex naturalis) es un 
precepto o norma general, establecida por la raz6n, en vir 
tud de la cual se le prohibe a un hombre hacer lo que pue= 
de destruir su vida o privarle de loe medios de conservar­
la; o bien, omitir aquello mediante lo cual piensa quedar­
su vida mejor preservada" (18). Vemos con esta definición, 
de cierta apariencia egoista, se nos habla de una libertad 
ilimitada de usar, para la propia conservación, todos los 
medios que se estimen necesarios para la realización de 
loe propósitos personales. Pero no es tal el sentido que -
quiso dar Hobbes a su concepto de Ley de naturaleza, sino 
que, como mencionamos, es solo una cierta apariencia que -
bien vale el esfuerzo de esclarecer. Para ésto, veamos los 
diferentes peldaños de su pensamiento. 

Ya no estemos frente a la Üea aristotélica del hom­
bre sociable por naturaleza, sino al contrario, con Hobbes 
tenemos a un ser a-social, situado en lo que llama "estado 
de naturaleza", en el cual existe una libertad sin frenos, 
y cada ho~bre tiene un derecho sobre todas las cosas e in­
cluso sobre los demás hombree. La naturaleza había hecho -
a los hombres insociables y hasta asesinos entre si. En -­
ese estado de naturaleza no hay justicia ni injusticia, -­
porque no hay deberes. Concibe al derecho natural no en -­
sentido normativo, porque no contiene mandamientos y proh! 
biciones, sino como una aptitud natural del hombre para va 
leree de sus fuerzas según le parezca conveniente (19). -

Debido a estas características, Verdross ha llamado­ª la teoría de Hobbes "concepción naturalista del derecho­
natural" (20). 

El hombre que hab!a en la mente de Hobbes, no se as~ 
meja precisamente a los personajes de la obra. "El sueño de 
una noche de verano", de William Shakespeare, en la que -­
éstos prodigaban su generosidad hacia los demás y convi- ~ 
v!an en completa paz y tranquilidad, antes de la llegada -
del duende Pan. Muy por el contrario, el jurista inglés -­
nos enseña que en el estado de naturaleza en que vivían -­
los hombrea, loa cuales tenían las mismas aptitudes Y nin­
guna limitaci6n u obligación, éstos mantenían una guerra -
de todos contra todos. 

Pero este estado de naturaleza del que nos informa -
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Hobbes no fue una realidad solo en la época lejana de. la -
prehistoria, sino que lo traslada a las guerras civiles -­
que se suceden en los pueblos y, aún más, lo coloca en el 
plano internacional, en el que los Estados son guerreros -
pel'manentea en potencia. "Al igual que loe gladiadores, -­
los Estados se colocan loe unos frente a los otros, ee ob­
servan cuidadosamente y tienen sus armas listas para la -­
aoci6n 11 (21). Creemos que tal afirmación puede hacerse con 
más seguridad en nuestro siglo. 

Esta explicaci6n del estado de naturaleza del hombre 
a-social, guerrero, podríamos tomarla como el primer esca­
lón de la doctrina que estudiamos. 

El segundo es aq~el en el que el hombre, por sus pr.e, 
pios apetitos y su razon, quiere ya dejar de ser homo -­
homini lupus. Sus apetitos lo llevan a salir del estado -
de naturaleza por el temor a morir violentamente, ya que -
aspira a gozar tranquilamente de sus bienes materiales •. Su 
razón le prueba que el uso ilimitado de su "derecho natu-­
ral" • -y conser:vemos en la mente estas frasee-, lo llevan­ª su propia deetrucci6n, por lo que le induoe a buscar la 
paz y le eneena las normas esenciales para lograrla (22). 
Esas normas son las que llama Ley de naturaleza y qué est§ 
moa tratando de comprender ya que, a primera vista, la de­
finición que de ella hace noe pareoe egoísta, aunque ea lo 
contrario por lo que vamos a ver, baaáiidonos ahora en el -
conocimiento de los dos pasos estudiados. 

La ley natural y el derecho natural son distintos -­
para Hobbes (2})a El derecho natural es la libertad, la -­
ley natural posee la nota de obligatoriedad, un hacer o d~ 
jar de hacer obligatorio, pero no es normativa. sino un -­
principio racional que nos seaala lo que es necesario para 
la conservaci6n del ser humano (24). 

La raz6n lleva al hombre a renunciar a todos los de­
rechos que impiden tal oonservac16n, a.respetar por ello -
los contratos celebrados, a otorgar igualdad a los demás -
hombres y a protegerse mutuamente. Además, lo conduce a s2 
meter sus diferencias con los otros a la deciei6n de un 
juez o arbitro imparciales (25). 

Como podemos apreciar, hasta este punto Hobbes ha d~ 
do dos nuevas concepciones al derecho natural. En el esta­
do de naturaleza desarrolla la co~cepción naturalista que 
ya citamos, y cuando el hombre decide por sus apetitos y -
por su razón salir de ese estado, hace surgir la concep- -
ción racionalista. 

Aaí, la ley natural es una ley racional, ya no teol§. 
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gica como lo f\le para sus predecesores, aun para Grooio, -
que no supo salir de esa corriente, no obstante que dijo -
que el derecho natural valía sin necesidad de la existen-­
cia de Dios, porque siempre pensó y eneefió que el autor de 
todas ,las cosas, incluso del derecho natural, es Dios ( 26). 

Por otra parte, la razón no es un medio para descu-­
bri~ la ley natural, como argumentaron Aristóteles y Santo 
Tomas de Aquino, sino es la que le dice al hombre lo que -
debe hacer para salir de su estado a-social (27). Bien di­
ferentes son estas dos maneras de concebir la ley natural, 
aun~ue lo que las une es que ambas reconocen la existencia 
de esta. 

La concepción racionalista del derecho natural que -
tenía Hobbee, lo llevó, en nuestra opinión, al positivismo. 
As! fue al decir que la ley natural no basta para asegurar 
la paz, debido a que las pasiones humanas son indomables -
para la razón, por lo que tampoco son suficientes los con­
tratos celebrados por los hombres, ya que su contenido son 
meras palabras que no causan 'temor alguno y, por lo tanto, 
no son aptos para fundar la seguridad de los hombres sin -
la ayuda de las armas. Es por eso que los hombres se ven -
en la necesidad de someterse a un poder que "inspire temor 
a cada :¡ersona y determine que nuestras acciones, efectua­
das segun sus mandamientos, tengan siempre a la vista el -
interés general". Es as! como nace el Estado, "al que debe 
mos, gracias a Dios, paz y protección" (28). -

Las propias palabras de Hobbes no podrían ser más -­
claras para explicar su concepción s~bre el Estados "Y gr.@. 
ciae al arte se crea ese gran Leviatan al que llamamos Re­
pública o Estado, que no es sino un hombre artificial, aua 
que de mayor estatura y robustez que el natural para cuya­
protección y defe,nsa fue instituido; y en el cual aquel -­
que ostenta la soberanía es un alma artificial que dá vida 
y movimiento al cue:r:po entero; los magistrados y otros flJ!l 
cionarios de la judicatura y del poder ejecutivo son los -
miembros artificiales; la recompensa y el castigo mediante 
los cuales cada persona es inducida a ejecutar eu deber, -
son loa nervios que realizan idéntica !unción en el cuerpo 
bllmano; el patrimonio de cada persona es la fuerza, ae! -­
como la salud pública es el negocio común; loa consejeros­
que informan sobre cuantas cosas precisa conocer, son la -
memoria; la equidad y las leyes, una razón y una voluntad­
artificialee; la concordia es la salud; la sed~ci6n, la en 
fetmedad; y la guerra civil ea la muerte. Por ultimo, los 
convenios mediante los cuales laa partee de este cuerpo P2 
lítico se crean, combinan y unen entre sí, asimilándose a 
aquel fiat, hagamos al hombre, pronunciado· por Dios en la 



creación" (29). 

Desprendemos de lo anterior que el objetivo del Bst!l 
do es dominar las pasiones que perturban la paz social. En 
esta explicación del establecimiento del Estado, de au or­
ganización 1 aua tines, estamos ante el tercer peldaflo de 
la doctrina de Hobbes. Pero antes de seguir adelante, ore.!. 
moa oonveniente hacer una pausa de dos consideraciones so­
bre la anterior transcripción. 

En primer lugar, hay que hacer notar que, tal vez -• 
ahora que desgraciadamente el Estado es continuamente cri­
ticado por sus muchas deficiencias, debamos recalcar que -
posiblemente nunca le tueron dirigidas palabras tan bellas 
como en el Leviathan. La privilegiada mente de Hobbes es, 
en realidad, digna de admiración. 

Y, en seg1µ1do lugar, si analizamos todo el contenido 
de la explicación sobre el establecimiento del Estado que 
nos ocupa, debemos concluir que en ella Hobbes estaba ha-­
blándonos de un cuerpo que no es solo similar al físico, -
como dijo el mismo, sino también idéntico, nos aventuramos 
a decir, a lo que el derecho, por una ficción, ha oreado -
con el nombre de "persona moral" o "persona jurídica". No 
es otra cosa el Leviathan de Hobbes que una especie de cor 
poración jurídica. Una unión de individuos formando una -= 
persona distinta a la de cada uno de ellos, con un !in, en 
este caso dominar las pasiones que perturban la paz social, 
con sus representantes legítimos, los magistrados y otros 
funcionarios de la judicatura y del poder ejecutivo, etc •• 
Creemos que esta concepción nuestra ea diferente a las or­
ganicistas, en cuanto que todas ellas han preterido la com 
paración con el cuerpo humano, sin ver que existe otra fi: 
gura jurídica más equiparable con el Estado, es decir, in­
sistimos, la de la persona moral o jurídica. 

Sigamos refiriéndonos a nuestro gran jurista. Para -
que el Estado pueda crear y mantener la paz, independientt 
mente de que sea organizado como monarquía, aristocracia o 
democracia (30), es necesario que haya un poder permanente 
e ilimitado sobre los ciudadanos, inmune a toda clase de -
resistencia. As!, Hobbea compara objetivamente al Estado -
con un monstruo marino citado en el Antiguo Testamento 
(31), denominado Leviatán, al que representa en el acto de 
rechazar a otro monstruo marino llamado Behemoth ('2), que 
simboliza a la guerra civil. El Leviatán aparece como un -
gigante formado por una muchedumbre de hombrea armados, -­
que tienen en su mano derecha una espada, en tanto la iz-­
quierda detenta la tiara obispal, ya que este personaje no 
solo regula las cuestiones que dependen del poder temporal, 
sino que también se ocupa de los asuntos relativos al oul-
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-to externo q3), interviniendo,incluso en a1gunos aspectos-
de la·relii¡ion, puesto que esta facultado para decidir so-­
bre si algun acontecimiento constituye o no un milagro. Ade 
más, el Estado debe controlar las opiniones de sus ciudada= 
n~s, ya que éstos actúan siempre de acuerdo con sus pensa-­
mientos, por lo que, para apartar a los hombres de ideolo-­
g!as extrañas, Hobbes propone se extirpara de las escuelas­
superi~res el veneno de la filosofía antigua, implantándose 
la razon. 

Pongamos ahora suma atención en el cuarto paso de la 
doctrina que analizamos, ya que nos es de utilidad para 
nuestro propósito de contemplar el desarrollo del peneamien 
to moderno en cuanto a la naturaleza de los derechos indivI 
duales, a través del estudio de la constitución del Eetado7 
Y el punto requiere tal concentración ya que es aquí en don­
de Hobbes expone la creación de una esfera del individuo -­
que no debe transgredir el Estado. Ya veremos que esta esf~ 
ra es muy limitada en Hobbes. 

1 

Ante todo, debemos aclarar que ni a Hobbes ni a Váe-­
quez de Menchaca se les debe tomar como genios creadores de 
tales,eeferas, pues aunque ya hemos hecho resaltar sus enor 
mea meritas, no podemos olvidar que se informaron de las -­
corrientes ya estudiadas en este trabajo. Sin embargo, in-­
sistimos en que Vásquez de Menchaca tuvo UI!lmejor viaión -
(34). 

Pasemoa pues a adentrarnos en lo anunciado. 

El Leviatán no constituye un Estado totalitario, sino 
protector de la vida y bienes terrenales de los individuos, 
es decir, obligado a cumplir la ley natural, la cual impone 
el deber de cuidar de aquellos bienes. 

Al constituírae el Leviatán, el derecho natural exis­
tente en el estado de natui·a.leza resulta muy restringido, -
pero no suprimido, ya que cada ciudadano conserva para s! -
el derecho de defender su vida aún en contra del Estado. El 
deber de obedicencia de éstos se extingue cuando el p9der -
estatal no está en condiciones de mantener el orden publico. 
Es decir, ese deber subsiste en la medida en que el Estado­
posee los medios para proteger al individuo, ya que cuando 
no los tiene, el derecho de defenderse por sí mismo no pue­
de ser objeto de contrato alguno (35). 

El hombre de Hobbes retiene solo un derecho natural -
frente al Estado; el de defenderse para conservar su vida -
sin limitaciones. Así que la esfera resulta bien pequefia, 
por lo que la utilidad que obtenemos de lo expresado por --



- 25 -

Hobbes proviene no de este único derecho individual que -­
acepta, sino de su teoría contractual sobre el establee!- -
miento del Estado, que sirvi6 de base para otros juristas -
que s! desarrollaron su concepci6n sobre loa derechos huma­
nos con fundamento, precisamente, en tal teoría. Es pues en 
funci6n de dichos pensadores que obtendremos provecho de -­
Hobbes. 

Este no pudo llegar a una doctrina sobre los derechos 
humanos basada en el contrato social, porque resultó devorA 
do por el mismo monstruo jacobino que comparó con el Estadoi 
El Leviatán. 

Para Hobbes, el poder' estatal es el creador del dere­
cho, pues es el que está en condiciones de mantener la paz. 
Aunque el Estado está obligado por la ley natural, ~l es su 
único intérprete, y aún en el caso de que hubiera una inter 
pretaci6n te6rioamente válida, su obligatoriedad depende de 
que la acepte el Estado, ya que es la "autoridad" y no la -
"verdad" quien está facultada para decir el derecho, Esto -
es, la única medida para juzgar de las acciones buenas y -­
malas es la ley positiva del Estado (36). De ah! el positi­
vismo de Hobbes antes mencionado, que no es el mi11no que -­
apareció y se desenvolvi6 en el siglo XIX. Aunque tenemos -
dicho que el Leviatán no constituye un Estado totalitario,­
s! podemos, para no caer en el riesgo de seguir hablando -­
del "positivismo" de Hobbes, pensar que dicho Estado :f'ue 
idealiz,do al otorgarle tanto pode~ absoluto sobre su inte!: 
pretacion -Y monopolio de la validez de ella- del derecho -
natural. En realidad, por otra parte, el Estado de Hobbes -
no es muy antojable para el ser humano, pues de todo lo an­
terior· se desprende que, aunque tiene protegidos sus bienes 
y su vida, no tiene siquiera el goce de las libertades de -
conciencia, de creencias y de filosofía. o, por lo menos, -
no le son garantizadas con la misma tuerza que lo están sus 
bienes y su vida. 

Lo elaborado por Hobbes es ciertamente fenomenal, pe­
ro a cambio del aseguramiento de los bienes materiales, des 
conoce otros valores -aunque no todos- que deben ser incluI 
dos dentro de los derechos del hombre. Para quien sí los r,! 
conoce, la teoría de Hobbes se demerita por este aspecto, 

Tal vez no es totalitario, como se dijo, el Leviatán, 
pero sí inadecuado para la sociedad hwnana, por las razones 
que hemos apuntado. 

9. John Locke (1633-1704), fue también naturalista del -
derecho natural, y partió de la concepción hobbesiana. 
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Reconocía el estado de naturaleza, con la libertad -
indivi~~al ilimitada que en ~l existía, el instinto de con 
servacion y el estado guerrero en potencia. Admitió aa.ímiii 
mo la ley de la razón o law of nature, por lo que tambi&n= 
fue racionalista. Esta ley demuestra que solo en una situa 
ción pacífica el hombre puede disfrutar sus derechos priml' 
tivos y, además, aconseja una limitación razonable de la= 
libertad natural, para asegurar la vida y las propiedades­
(37). Para lograr la paz, loe hombrea ven la necesidad de 
convenir en formar un gobierno, por lo que el poder supre­
mo de cada sociedad es el poder unido de todos sus miem- -
broa (38). 

Locke se separó de Hobbes al negar el poder ilimita­
do del Estado y la sumisión total de los ciudadanos. Por -
el contrario, afirmó que cuando los hombree suscribieron -
el contrato social, se reservaron sus derechos naturales a 
la vida, a la libertad y a la propiedad. 

En estas Últimas palabras podemos resumir en forma -
general la doctrina de loa derechos humanos que ha traacen 
dido hasta nuestros días, empujada por una corriente que = 
nos llega desde la escuela de los Sofistas. Sin embargo, -
hay aun más. 

Lo grandioso de la doctrina de Locke, lo exponemos a 
continuación• El procedimiento adecuado para limitar al E,! 
tado y poder así garantizar loe citados derechos, consiste 
en la divisi6n de poderes, doctrina de la que fue padre -­
este jurista inglés y que, más tarde, seria continuada por 
Montesquieu. El poder legislativo estaría compuesto por -­
miembros elegidos por un corto período de tiempo, y el ej~ 
cutivo depositado en un rey y au correspondiente gabinete, 
los cuales equilibrarían loa platillos de la balanza y se 
limitarían mutuamente. 

As! se realizaría el fÍn del Estado, que seria la -­
protecci6n de la propiedad, tanto contra ataques internos­
oomo externos, considerada ésta como el conjunto de bienes 
necesarios para asegurar los derechos fundamentales, que -
son la propia conservación y el logro de una vida confort!! 
ble. 

Enseñó 1ocke que el derecho ilimitado para adquirir­
bienee es el mejor camino para alcanzar el bienestar gene­
ral, lo que le convierte, al decir de Verdross, en funda-­
dor del liberalismo político (39). Por nuestra parte, res­
pecto a ésto último, pensamos que Locke se contradice, 
pues al mismo tiempo que aconseja una limitaci6n razonable 
de la libertad natural -en el .sentido amplio que tiene tal 
término-, consiente en un derecho ilimitado en la adquisi-
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ci6n de bienes. Y se contradice porque creemos que en el -
sentido en que acepta esa prerrogativa del hombre, se aceI 
ca al anarquismo, que es precisamente lo contrario a la -­
aconsejable restricci6n de la libertad natural. 

En general, aunque valoramos en alto grado la doctri 
na de Locke, no podemos dejar de percibir en él cierta teñ 
dencia al abudo de la libertad, no obstante, repetimos, -= 
que expresamente haya aconsejado el no caer en ese defecto. 

Sin embargo Locke, podríamos concluir, di6 la funda­
mentaci6n te6rica de los derechos fundamentales que !alt6-
a la doctrina de Vásquez de Menchaca, por lo que, para -­
efectos de nuestro estudio, podemos anotarlos, junto con -
Grocio y Hobbes especialmente, como los progenitores de la 
doctrina moderna que nos ocupa. 

10. Christian Thomasius (1655-1728), profesor de la Uni­
versidad de Halle, se apartó de su primera influen-­
cia, Pufendorf, para acercarse a llobbes y a Locke. 

Para comprenderlo, veamos la teoría de Pufendorf -
(1632-1694) sobre el derecho natural, elaborada desde el -
punto de vista racionalista extremo; este tratadista fue -
el primer profesor de derecho natural e internacional en -
la Universidad de Heildelberg. Apuntemos ante todo que es­
te tipo de racionalismo fue diferente al de Hobbes. 

Pufendorf reconocía también la ley natural de la ra­
zón, pero como medio que permite deducir dicha ley de la -
contemplaci6n de la naturaleza humana. Este mismo punto de 
vista se asemeja al sostenido por Aristóteles y por Santo 
Tomás de Aquino. En cambio, para Hobbes la ley racional es 
la que le dice al hombre lo que debe hacer para salir de -
su naturaleza a-social (40). 

Pufendorf sigui6 a Grocio, al decir que el hombre, -
ante todo, se ama a sí mismo, pero que a causa de su debi­
lidad y desamparo necesita, aún en el estado de naturaleza, 
de la compañía de los demás, lo cual f'Ue llamado por los -
Estoicos "Socialistas". Este término fue explicado por el 
tratadista que analizamos diciendo qu~ Dios dot6 a los holB 
bree con una naturaleza social, obligandoloe a vivir en so 
ciedad (41). Por lo tanto el hombre está obligado por el= 
derecho natural a hacer todo aquello que pueda contribuir­
al fortalecimiento y estímulo de la vida social y prohibe, 
en cambio, todo lo que pueda daffarla (42). 

Así es como Puf endorf aceptó un hombre social por n_!l 
turaleza, y no al aislado con libertad natural de los in-­
glasea Hobbes y Locke. Nos describe más bien al hombre que 
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en una sociedad natural. 

Lejos de reconocer los derechos subjetivos, elaboró -
una teor!a alrededor del concepto del "deber", en su obra -
"De officio hominis et civis iuxta legem naturalem11 , de 
1673, en la que dice que los hombres logran el conocimiento 
de sus deberes de tres fuentes, que son la razón, los manda 
mientos de la autoridad legislativa y la revelación divina7 
La primera es fuente de los deberes generales del hombre, -
la segunda lo es de loa deberes del ciudadano en cuanto -­
miembro de un Estado determinado, y de la Última resultan -
los deberes del hombre cristiano. De esta teor!a formó cua­
tro principios sociales fundamentales (43)a 

l. Wadie dañe a los demá.si Este principio protege, "no -
solamente aquello que corresponde a cada persona por 
naturaleza, como el cuerpo, la vida, la integridad de 
los miembros y la libertad, sino también de aquello -
que adquiere por convenio o de las instituciones pú-­
blicas". 

2. Cada quien honre a los demás y tráteles como iguales 
y como a personas humanas, lo cual se deduce de la -­
dignidad humana que corresponde a todos los hombres -
(44). 

3. Cada uno ayude a los demás en todo aquello que esté a 
su alcance, por lo que los poseedores deben contri- -
buir equitativamente en beneficio de quienes nada po­
seen. 

4. Cada quien cumpla los compromisos contraídos. Los hoe 
bree son iguales y libres, pero pueden modificar es-­
tos principios mediante pactos de subordinación. 

Como se puede comprender, Pufendorf, tal vez sin aeí­
desearlo, al mismo tiempo que sefial6 ciertos deberes del -­
hombre, reseñ6 sus derechos fllndamentales desde un punto de 
vista pasivo, como la vida, la integridad corporal, la li-­
bertad, la igualdad, la dignidad, etc ••• 

See:ún mencionamos, Thomasiua se apartó de Pufendorf -
para ide~tificaree con Hobbes y Locke. Afirm6 que los debe­
res jurídicos son solamente aquellos que están asegurados -
por una sanción coactiva, por lo que la ley natural, al no 
tener esa característica, más que un mandato constituía un 
consejo. 

En otras _pelabras, con esta teoría, se desnS;turalizq­
la esencia jurídica del derecho natural, convirtiendolo mas 
bien en un derecho moral. Esto lo demostramos con la ense--
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fianza de Thomaeius en una de sus obras (45), en la que di~ 
ce que el derecho natural nos guía para entender que para­
alcanzar la felicidad honestamente, a fin de conservar la 
paz interior, decorosamente, a efecto de que los otros hom 
bree se inclinen a ayudarnos y, por último, justicieramen': 
te, para no provocar a loe demás ni turbar la paz externa. 

De esto conclu!moe que, al mismo tiempo que no reco­
nocía los deberes surgidos del derecho natural mencionados 
por Pufendorf, acepta loe principios morales de éste, in-­
clu!doe en el derecho natural, es decir, los deberes gene­
rales del hombre, sin importar la presencia o falta de la 
coacción. 

El defecto de ~homasius consistió en colocar a la V.2, 
luntad sobre la razón, lo cual hace que su doctrina carez­
ca de profundidad filosófica. 

Sin embargo, al lado de Grocio y de Pufendorf esta-­
bleci6 un gran número de principios, ya sefialados, y que -
son fundamentales para comprender la doctrina moderna del 
derecho natural. 

C) JUAN JACOBO ROUSSEAU 

Al estudiar a Juan Jacobo Rousseau (1712-1778), ver!. 
moa que por primera vez, después de los Sofistas, se sue-­
tenta una concepción verdaderamente revolucionaria, en el 
sentido de la franca oposición entre el Estado y el dere-­
oho natural. 

De sobra está decir que, por la época que vivió y -­
las circunstancias que le rodearon, Rousseau fue el más -­
ilustre de los contractualietas o, por lo menos, el que -­
trascendió más efectivamente en el campo intelectual, ocu­
pando un sitial muy particular en la historia de las ideas 
políticas. 

La personalidad de Roueeeau, su manera de ser, sus -
costumbres y su conducta, han sido siempre foco de ataques 
por parte de diversos tratadistas, los cuales han demerit,1 
do su obra injustamente. 

Olvidémonos, como lo hemos hecho hasta ahora respec­
to de otros pensadores, de las cuestiones exteriores que -
no atañen a los aswitoe de la ciencia, 1 adentr~monos en -
su verdadero legado intelectual para comprender a nuestro­
tratadis ta, quizá porque es en ese ámbito donde mejor se -
llega a conocer el sentir profundo y genuino de un hombre. 

Rousseau fue un defensor del hombre sencillo, despr_q 
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visto de las complicaciones del desarrollo de la inteligen 
cia, de la ciencia. Podríamos describir el contenido de = 
sus teorías de la misma manera como lo hace acertademente­
George H. Sabines "Una filosofía política que ••• , comenz6-
engrandeciendo los sentimientos morales frente a la ra- -
z6n ••• n (46). 

Siguiendo la concepci6n naturalista, aceptó un esta­
do de naturaleza presocial, en el que el hombre, boa sauva 
ge,,vivía vagando en los bosques, sin casa, lenguaje u ocü 
pación, autosuticiente y sin relación social, pero tampoco 
en estado permanente de guerra contra sus semejantes, como 
en Hobbes y Locke. Había por tanto libertad e igualdad ab­
solutas 1 tuera de peligro, hasta que, con el cultivo de -
la tierra, naci6 la propiedad privada 1-• con ella, el adje 
tivo posesivo "mío", porque tal vez as! las desigualdades:: 
hicieron acto de presencia en aquel estado de naturaleza -
convirti~ndose, pensamos, en el tumor maligno de todas las 
calamidades y luchas entre loa hombres. 

A medida que la civilización iba avanzando, la dis-­
tinción iba marcándose más prof'undamente. Surgieron as! el 
pobre y el rico, el amo y el esclavo, el .t\lerte y el pode­
roso. 

El nacimiento del Estado lo encuentra Rousseau en la 
libre voluntad uniforme de los hombres, pero piensa que -­
toda forma estatal contradice al derecho natural, por lo -
que, pensando que la libertad e igualdad que imperaban en 
el estado de naturaleza son la condición natural del hom-­
bre, trató de buscar una asociaci6n política que cumpliera 
con tales valores. "Es preciso encontrar una forma de aso­
ciación que defienda y proteja con la fuerza común a la -­
persona y bienes de cada asociado, y por la qu~ cada cual, 
uniéndose a todos, no obedezca, sin embargo, mas gue a s! 
mismo y permanezca tan libre ·como anteriormente" l47). 

La forma de asociación pol!tica que propone para lo­
grar dichos ideales, consiste en que cada miembro del cue~ 
po social en formación debe resignar sus derechos natura­
les a la voluntad general, para recibirlos inmediatamente­
como derechos civiles. As!, no se restringiría la libertad 
individual, pues esta sería entregada a un cuerpo colecti­
vo en el que cada quien encuentra au propia voluntad, y no 
la daría a ninguna persona en particular (48), El concepto 
de "voluntad general" fue muy analizado por Rousseau. Pen­
saba que ésta es la que se preocupa por el interés general, 
en tanto que la voluntad de todos, compuesta por la suma -
de las voluntades de loa particulares, tiende a satisfacer 
intereses particulares. Esta clase de contrato social que 
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propone (49), necesita de la unánime voluntad de todos los 
hombres, para hacer nacer al Estado soberano y poderoso, -
capáz de ejercer la f'llnoi6n legislativa, ya que la sobera­
n!a no puede delegarse ni siquiera en una asamblea repre-­
sentati va. El pueblo ea soberano y, por esa raz6n, es il6-
gico pensar que la transmite, pues la perdería en aras de 
cumplir lo dispuesto por otro (50). 

Es as! como se opone a la !ragsnentaci6n de la sobera 
n!a en poderes estatales, contradiciendo de esta manera a 
Loc~e y Montesquieu. Simplemente ooncibe al gobierno como 
un organo ejecutor de la asamblea legislativa. 

Esta asamblea, que acepta decisiones por mayoría de 
votos, excepto, como ya dijimos, para el contrato social -
que requiere unanimidad, ;s cuesti6n absolutamente incomp4 
tible con la representacion. 

Es la voluntad general, la mayoría de votos, la que 
integra el cuerpo legislativo. 

Esto es exactamente lo que se conoce como 11democra-­
cia directa", en la que el pueblo ejerce directamente, y -
no a través de representantes, las tunciones públicas (51). 

Esta democracia directa existe todavía en algunos -­
cantones suizos, donde loe ciudadanos se reunen en grandes 
asambleas, para hacer por sí miamos las leyes (52)." ••• loe 
diputados o comisarios no son ni deben ser representantes¡ 
no ·son más que comisarios, no pueden decidir nada. Toda -­
ley que el pueblo en persona no ha ratificado es nula; no 
es una ley" (5J). 

Cuando se presenta un proyecto legislativo a la ase.a 
blea del pueblo, la votaci6n no se refiere a la aceptaoi6n 
o rechazo de éste, sino a si coincide o no con la voluntad 
general. As! que loe disidentes en realidad están equivoca 
dos con la voluntad general. 

Tnl parece que la voluntad general se convierte en -
un poder soberano que lleva al Estado totalitario. As! lo 
ha.n visto muchos tratadistas, olvidando que la idea recto­
ra de Rouseeau fue la de encontrar una forma de asociaci6n 
en la que el hombre ••• " uniéndose a todos, no obedezca, -­
sin embargo, más que a sí mismo y permanezca tan libre co­
mo ·anteriormente11 (54). Es en ese sentido, y no en otro, -
en el que debe interpretarse la doctrina de Rousseau. 

Algunos tratadistas deducen erróneamente que 
Rousseau dejó los derechos individuales a la voluntad geD,,2. 
ral, pero no es así. 
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En la comunidad los hombres obtienen su libertad ci~ 
vil, que es un derecho moral y no meramente la libertad na 
tural. 

En conclusión, Rousseau habló de derechos individua­
les surgidos después del contrato social, pero debido a la 
cesi6n de derechos naturales. En otras palabras, el hombre 
cede sus derechos naturales al crear al Estado, para reci­
bir inmediatamente sus derechos individual.es civiles. Los 
derechos innatos, inseparables a la persona humana, deben 
serle conferidos igualmente al hombre por la comunidad de 
que forma parte, en forma de derechos civiles. Es ésta una 
concepción diferente de los derechos humanos, aunque sigue 
en su esencia al contractualismo de sus precursores. 

Para Del Vecchio (55), quien trata a la persona de -
Rousseau más justamente que como lo hace Sabine, el contra 
to social del ginebrino del siglo IVIII es, no un hecho -= 
acaecido, sino, como en Grocio, un postule.do de la razón , 
una verdad no histórica, sino normativa o reguladora; esto 
constituye, a nuestro entender, el perfeccionamiento de la 
corriente contractualista. 

~ambién es importante, para mayor claridad, tomar la 
síntesis que hace Del Vecchio sobre la teoría de los dere­
chos del hombre formulada por Rousseaus "Ea necesario que 
los individuos por un instante confieran sus derechos al -
Estado, el cual se los reintegra a todos con el nombre cam 
biado,ya no serán derechos naturales, sino derechos civi-­
les. De tal suerte realizándose el acto igualmente por to­
dos, ninguno resultará privilegiado~ y así queda por cona! 
guiente asegurada la igualdad. Ademas, cada cual conserva­
su libertad, porque el individuo se hace súbdito únicamen­
te respecto al Estado que es la síntesis de las libertades 
individuales. Por esta especie de renovación o transforma­
ción de los derechos naturales en civiles, tienen asegura­
dos por el Estado, aquellos derechos que ya poseían por na 
turaleza" (56). 

Creemos que con lo expresado queda suficientemente -
demostrada la intención de Rousseau respecto a los dere- -
chos del hombre. El hombre, dijo, nació libre, y en todas­
partes está encadenado (57J. 

Junto con estas ideas, Housseau perfeccionó la teo-­
ría de la soberanía iniciada por Jean Dodino (1576). Para 
este último, la soberanía era la suma de los derechos de -
la supremacía del rey. ~s decir, se hablaba de la sobara-­
nía del príncipe, del poderoso (58). 

Para Rousseau la soberanía es inalienable, impres- -
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oriptible e indivisible. Si bien el gobierno o poder ejeou 
tivo es confiado a determinados órganos o individuos, la= 
soberanía conserva siempre su sede en el pueblo, que puede 
en todo momento avocarla a s!. 

Quiso encontrar las fot'lllae necesarias para lograr -
una mejor organizaci6n estatal, basándose en la realidad-­
que·v1vi6, y no, como dicen varios autores, desde un punto 
de vista ideal. Pensemos que Rouseeau fUe y ha sido siem-­
pre mal comprendido. Mentira que haya guarido el retorno -
del hombre al estado de naturaleza (59) sino que lo com-­
pren~i6 como habla llegado a ser a travis del tiempo, y -­
busco la forma para que, en ese estadio, pudiera superarse 
dentro de UJBmejor unidad estatal. 

La revoluci6n francesa se fund6 en los principios de 
Rousaeau en varios aspectos, porque en aquella 6pooa todo 
contribuía a evaluar las teor!as del derecho naüiral, de -
la cual este tratadista era Último y más acertado int&rpr! 
te. 

Sus ideas se vieron poeitivadae en la Declaraci6n de 
los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, trascen-­
diendo a 1a Constitución Francesa de 1791, al Estatuto Ita 
liano, y a otras muchas legislaciones como la de B6lgica.-

Su pensamiento, bien es sabido, ha tenido siempre 1J1 
flujo universal, y es y será considerado como uno de los -
más brillantes pensadores en la historia de la humanidad. 

Immanuel Kant recogió loe.principios de Rouseeau al 
hablar del establecimiento del Estado. Es decir, acepta el 
contrato social. 

As!miemo, reconoce los derechos naturales del hombre 
que, al crear el Estado, se tornan en derechos civiles. 

Sigui6 tambi~n a Rouseeau en lo que respecta a la ag 
beranía del pueblo y a la voluntad general. 

D) CONCLUSIONES SOBRE LA NATURALEZA DE LOS DERECHOS HUMA-­
...Q§. 

Después de haber analizado más de treinta fuentes -­
doctrinarias que nos llevan a comprender la naturaleza de 
loa derechos del hombro, y basados en nuestra propia con-­
ciencia, no podemos más que reconocerlos en todo su valor. 

El hombre tiene derechos que son inherentes a su ca­
lidad huma.na. ~erechos naturales que posee por el hecho de 
ser hombre. Inutil sería tratar de demostrar si éstos pro-
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vienen o no de una delegaci6n divina. Para los que oreemos 
en un ser superior, es más fácil aceptar estos derechos na 
turales; pero aún para los que no tienen fe en una divini= 
dad, su propia dignidad los debe llevar a la a!irmaoi6n de 
los derechos individuales. 

As! pues, no podemos aceptar que estas prerrogativas 
jurídicas sean menoscabadas por el poder estatal porque,-·· 
como se dijo en el inicio del presente Capítulo, el Estado 
debe su existencia a los hombres, Y. no a la inversa, y, -­
por lo tanto, debe cumplir su misi~n de asegurar la felici 
dad de sus progenitores. Porque ¿qué hombre se prace al -= 
verse privado de su dignidad, de sus bienes o de su vida? 

Reconocemos los principios generales del contractua­
lismo, pero sin tomar al pacto social como un solemne he-­
cho histórico necesario, que bien pudo darse según Hobbes, 
sino, siguiendo a Rousseau, como un principio regulador. 

Basamos la veracidad de los derechos humanos en el -
reconocimiento del derecho natural y en la teor!a contrac­
tualista. El hombre, por su naturaleza, posee ciertos der!, 
chos que, cuando conviene con sus semejantes en crear una 
autoridad que les sirva de gu!a y de organizador, que no -
se obtendr!a con el aislamiento del estado de naturaleza -
que en ocasiones los lleva a pelear entre si, no cede nun­
ca para conservar eu 1nteg~idad !!sica y moral, su digni-­
dad, por lo que el Estado as! creado debe respetarlos y ~ 
rantizarlos, pues tal es su f!n. 

No aceptamos la frase "reconocimiento del Estado a -
los derechos individuales", sino que proclamamos la obli~ 
ci6n de éste de plasmarlos en el orden positivo, estable-­
ciendo el sistema necesario para garantizarlos. Y al ha- -
blar de obligación lo hacemos en sentido jurídico, pues t~ 
do derecho es correlativo de un deber de respeto, como se 
estudiará en el Capitulo siguiente. 

Porque el hombre cede parte de sus libertades, más -
no las fUndamentales, para crear un cuerpo que le dirija;­
y es ilógico que este cuerpo quiera devorar a su creador, 
tratándole de quitar lo que se ha reservado para no menos­
cabar su dignidad y para no desnaturalizarse. 

Se nos antoja esto como un parricidio que debe ser -
evitado por todos los medios. · 

Sin embargo, no todas las conciencias han palpado e! 
tas verdades sino que, por el contrario, han tratado de D! 
gar su esencia. Desde este punto las condenamos, porque r1 
chazar los derechos individuales, a más de consentir táci-



- 3.5 -

ta y expresamente en la violación de su dignidad por parte 
de cualquier extrafto, es ••• destruirse a e! mismo. 

E) LOS lfEGADORES DE LOS DERECHOS NATURALES DEL HOMBRE 

Después de haber predominado a través de varias cen­
turias el ius naturalismo, empiezan a hacer eu aparición 
en el escenario filosófico jurídico diversas corrientes 
que le niegan. Apuntemos las más relevantes. 

Al divulgarse el Código de Napoleón, a partir de 
1804, se extendió el derecho francés a otros países como -
consecuencia de las guerras de dominación emprendidas por 
el Emperador Bonaparte. Esto provocó una reacción en la -­
doctrina alemana, en el sentido de que el pueblo alemán no 
podía aceptar el derecho escrito en Francia, porque no se 
adaptaba a las tradiciones nacionales germanas, ya que ca­
da pueblo, aducían, debe tener su derecho basado en sus -­
respectivas costumbres. 

Es as! como surge en Alemania el Romanticismo Jur!di 
co, de la Escuela Histórica, cuna del concepto de "nacioni 
lidad" 9 re11resentado por Savigny, para quien las ins ti tu.­
ciones jurídicas deben surgir de la espontaneidad del,eep! 
ritu del ¡ueblo y del alma popular. Es decir, que el unico 
derecho valido es el escrito, ya que él expresa el alma -­
del pueblo (60). 

Muy probablemente ésta fue la idelogía que sirvió de 
punto de partida para el exaltamiento de la herencia, la -
tradición del pueblo y la cultura patria, que llevaron a -
loe alemanes, a largo plazo, a aceptar un régimen totalit~ 
rio y falto de escrupulos, como fue el Nazi de Adolfo 
Hitler. Todo esto tuvo sus ra!cesi indudablemente, en pos! 
ciones como la de la Escuela Histórica. 

· Una concepción que solo acepta el derecho escrito, -
tiene que pugnar forzosamente con el derecho natu.ral., y -­
así fue. Sin embargo esta escuela no pudo demostrar sus -­
postulados, ya que no logró explicar el concepto de "esp!­
ritu popular". 

Más tarde Hegel, en su idealismo, atacó la expresión 
de las coe~umbres en el derecho escrito, aduciendo que en 
éste solo se encuentra la razón jur!dica. Pero esa raz6n -
tampoco es congruente con el derecho natural, en cuanto -­
también se basa solamente en el derecho escrito, sin acep­
tar la existencia de otros preceptos naturales. 

Carlos Marx, creador de la tesis denominada "Materi!l 
lismo Histórico", pensaba que ni las ideas, ni la moral , -
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ni el derecho, ni el arte son fuerzas de la historia, ni -
lo ea tampoco el hombre, sino que esos valores y también 
la manera de actuar de los hombres son el resultado de la 
realidad económica {61). El hombre no tiene la capacidad -
de actuar en la historia, puesto que es un instrumento usa 
do por las fuerzas eoon6micas. -

Es notorio que Marx, en favor del proletariado como­
maaa, desvaloriz6 al individuo. En el siglo XX Lenin lleg6 
a decir que la libertad era un perjuicio de la burguee!a,­
aiguiendo as! la despersonal1zaci6n jurídica del individuo 
postulada ~or Marx al considerarlo un esclavo de los ten6-
menos economicos. 

Creemos que el hombre es mucho más que eso. Reconoce 
moa otros valores que posee fuera de toda concepción mate= 
rialista. 

Las dos corrientes filosófico-jur!dicas que han neS,! 
do con más fuerza los derechos inherentes a la persona hu­
mana, son el positivismo jurídico y el formalismo kelseni~ 
no. 

Si~iendo al inigualable maestro Alfonso Noriega -­
Oantú (62), estudiaremos los postule.dos de tales corrien-­
tes. 

La metafísica, que iluminó por siglos las ideas de -
los más sabios, sufre un duro embate con el surgimiento, a 
mediados del siglo XIX, de la dirección positivista, cuyo­
padre fue Augusto Comte. 

Este pensador francés (1798-1857) explicó la dinámi­
ca de la sociedad a trav~s de la historia en su "ley de -­
las tres etapas o estados", por las cuales, aseguró, ha -­
pasado el pensamiento humano. 

La primera etapa es la teológica o mitológica, en la 
que predomina la fantasía. Todos los hechos naturales los 
atribuye el hombre a seres místicos, como los dioses, los 
espíritus, etc ••• 

En la etapa meta!!sica, la segunda, el hombre se ex­
plica el mundo con relación a principios purrunente abstra~ 
tos, construidos por el pens8llliento lógico, como aon las -
substancias, las causas, las esencias, etc ••• 

·:~1 posi tivisr:io es el tercer estado, en el que se re­
conoce la imposibilidad de entendor la esencia absoluta de 
la realidad, por lo que la ciencia se propone tan solo 
aprender las relaciones constantes entre los fenómenos, ro~ 
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diante la observaci6n y el experimento (63). 

De esta manera queda excluido lo sobrenatural, y so­
lamente sirve lo que se funda en la experiencia de la ob-­
eervaci6n de los hechos; lo emp!rioo. 

El positivismo filos6fico de Oomte 1rrump16 con .f'u.eI 
za en el campo de las ciencias sociales, incluso en la ju­
rídica, eliminando de la teoría del derecho toda clase de 
eepeculac16n de carácter metafísico o filosófico. 

El antecedente del positivismo jurídico es la escue­
la analítica inglesa tundada por Auetin, para la que la 1111, 
teria del derecho era el estudio de las leyes positivas, -
sin importar, como en S6cratee, que tueran buenas o malas, 
ya que son exclusivamente mandatos del soberano. 

El jurista húngaro Julios Moor definía al positivis­
mo jurídico como 11 ••• una concepci6n con arreglo a la cual 
el Derecho es producido, en un proceso h1at6rico, por el -
poder gobernante en la sociedad. En esta concepción es De­
recho, solo aquello que ha mandado el poder gobernante 1 -
todo lo que ~ate mande es Derecho por virtud del heolio mi,! 
mo que lo manda" (64). · 

El positivismo jurídico juzga el valor de una norma­
en cuento a su conformidad con otra norma que se oonsidera 
fundamental, que generalmente es la Constitución. En nues­
tra ~poca, el máe destacado jurista positivista es el vie­
n6e Hans Kelsen, con su norma hipot&tioa .f'u.ndamental en el 
v&rtice superior de su pirámide de las normas. 

Otro matíz del positivismo jurídico consiste en afi~ 
mar que el derecho es un conjunto de normas establecido y 
existente para un tiempo y lugar determinados. 

El derecho positivo esa¡uel que se aplica efectiva-­
mente en un ámbito temporal y espacial cierto, a diferen-­
cia del natural, que existe universal y absolutamente para 
todo tiempo y lugar. 

El maestro Noriega nos da las caracter!sticas esen-­
cialee del positivismo jurídico {65)1 

-"La ciencia jurídica debe eliminar toda especulación 
metafísica o trascendente y limitar el campo de su -
investigación al mundo de los hechos, al mundo empí­
rico. 

-Los hechos humanos, sociales, crean el derecho, y el 
jurista debe, ante todo, ajustarse a la realidad. La 
investigación del jurista es sobre el medio social,-
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económico, pol!ticoi histórico en el cual se presenta 
determinada situacion de derecho. 

-El derecho se produce en virtud de un proceso históri 
co; pero como el fin o propósito de la regulaci6n ju= 
r!dica es la seguridad de las condiciones de la vida 
social, el derecho es, exclusivamente una acción del 
poder estatal, un mandato del poder p!blico, dirigido 
a ese fin. 

-El único criterio para juzgar del valor jurídico de -
una norma, es su conformidad -formal o material- con 
otra norma considerada como paradigma de valores jurí 
dicos, como ley fundamental, que es ordinariamente la 
Constitución. 

-El derecho positivo es el único derecho válido y debe 
. considerarse como derecho positivo no tan sólo el ins 

titu!do, sino también el derecho efectivamente aplica 
d " -o • 

Con todos los datos anteriores podemos ya estudiar la 
posición positivista ante los derechos humanos. 

Atacando la dignidad del individuo, el positivismo jJl 
r!dico yerra rotundamente al establecer que los derechos -­
del hombre son meras concesiones que hace el Estado a tra-­
vés del derecho positivo, y niega que estos sean inherentes 
a la calidad humana. Niega los derechos subjetivos. 

¿De dónde obtiene el Estado esa potestad para hacer -
concesiones de derechos a loa individuos si no es de ellos 
mismos? Es ilógico creer que el hombre acepta crear un or&!! 
nismo que va a menoscabarle sus libertades. 

Se ha definido a la cultura diciendo que ea todo aque 
llo creado por el hombre para su superación y perfecciona-= 
miento. 

Ahora bien, el Estado no es más que una de las mani-­
festaciones de la cultura. E~ creación genuinamente humana~ 
Sin embargo, los positivistas tratan de darle al Estado un 
carácter más omnipotente que el que le dan a eue dioses los 
miemos te6logos y metafísicos. 

Si el hombre acepta crear un sistema que lo dirija, -
no lo hace con el objeto de que tal sistema se vuelva con-­
tra él, sino para que le ayude a superarse y perfeccionarse, 
para que le proteja, lo cuide y le garantice sus derechos, 
los cuales posee por el simple hecho de que ea precisamen·t;e 
eso ••• un hombre, un ser humano, que por su naturaleza, por 
sus instintos, defiende desesperadamente. Porque al hombre­
se le puede privar de ciertos valores, pero no de aquellos, 
como la vida y la libertad, que son inherentes a su esencia. 
El mismo derecho positivo es una creación del hombre. Es -
un conjunto de normas oreadas por los hombres para que --
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regule sus interacciones en lo justo y equitativo. 

El hombre no puede crear un sistema legislativo que 
le perjudique, sino uno que vele sus intereses. 

Cuando el Estado se vale del orden positivo para -

~!g~a~ª~'sª~~~~~~ !~e~:~!~ªa~bi~r~~!!:!t!~ª' ese E!, 

Aquellos que con base en el positivismo pretenden -­
desconocer la genuinidad de los derechos humanos, no mere­
cen más que nuestra desaprobación, por ser una interpreta­
ci6n indigna de tales facultades. No debemos olvidar que -
posturas como esa han causado las grandes tragedias de la 
humanidad. 

En el campo doctrinario el hombre encuentra su mayor 
peligro en Kelsen, quien sostiene la segunda tesis violat.2, 
ria de la dignidad humana, de las que nos hemos propuesto­
analizar. 

Ante Kelsen, el hombre llega al desamparo y, al mis­
mo t!empo, el Esta10 a su enaltecimiento máximo, hac~éndo­
lo mas peligroso aun que los regímenes absolutistas de la 
Edad Media dominados por el Clero, que tanto hicieron pade 
cer a la humanidad con su concepción pagana y distorsiona= 
dora del cristianismo. 

El formalismo logicista jurídico no ea una obra de -
la que Hans Kelsen deba sentirse orgulloso. Por medio de -
éste inventó que la conducta humana puede estar en una tr! 
ple relaci6n con el orden jurídico. 

En la primera relación el hombre se encuentra somet!, 
do a la norma. En la segunda el hombre produce la norma o 
participa en su nacimiento de alguna forma. Por Último, en 
la tercera,el hombre está libre frente a la norma. Por lo 
tanto, el hombre está sometido al orden jurídico cuando su 
conducta constituye el contaraido de un deber jurídico, y -
la libertad viene a ser la ausencia de una vinculaci6n ju­
rídica a un deber. La libertad que se adquiere por la au-­
sencia de nol'IÍlas reguladoras, arguye Kelsen, ha sido cona! 
derada como un derecho subjetivo que no existe, sino que -
son meros efectos reflejos del derecho. 

Lo único jurídico para el autor vien~a es aquello -­
que está referido, dentro de su famosa pirámide, a la nor­
ma fundamental o básica, que es la Constitución, y lo de-­
más es extrajur!dico. 

La única libertad que concede Kelsen al hombre ea --



- 40 -

aquella que le permite actuar sin contrariar un deber jurí­
dico. 

Al colmo llega Kelsen con su crítica a las constitu-­
ciones modernas que consagran uno de sus capítulos a los de 
rechos del hombre, al decir que éstas son catálogos de con= 
tenido típicamente juanaturalista que pretenden que la vali 

·déz del orden jurídico estatal se basa, en Último ténnino,= 
en la libre voluntad de los particulares. 

Olvida Kelsen que su consagrada y enaltecida "norma -
fundamental" no ea otra cosa que el producto del consenso -
de la voluntad de los particulares expresada en ocasiones -
directamente, y, en otras, a través de sus representantes. 
Olvida que la Constituci6n no aparece espontáneamente para 
regular la conducta de los hombres, sino que éstos la crean 
para su beneficio. 

Ante una ideología tan distorsionada, no podemos sino 
reproducir lo que en su contra piensa y expresa certeramen­
te el maestro Alfonso Noriega (66)1 "En esta triste situa-­
oión, sin criterio alguno sobre el contenido de las normas, 
atenidos a un orden formal en el que el hombre es una mario 
neta de normas, ¿qué es lo que queda de la libertad del hom 
bre para el mago jurídico de nuestra época, el oriente que 
guía a muchos juristas deslumbrados por un logicismo esté-­
ril? Kelaen, implacable, hace de la libertad otro juego di~ 
l&ctico y aniquilador". "Kelaen y el coro muy numeroso de -
sus seguidores que adoran la -última moda-, o bien que gus­
tan de estar siempre up to date y dernier cri, tienen la -­
virtud negativa de aniquilar en un mundo ideal de fórmulas­
y logiciamoa, la realidad de la persona humana y el concep­
to esencial de libertad, inherente a su naturaleza. Pero en 
cambio deifican el orden coactivo, el Estado, el Derecho. -
Esta destrucción de la persona y de la libertad, ha sido -­
precursora en la teoría y quizá justificación doctrinal en 
la vida política de los grandes atentados a la dignidad del 
hombre, cometidos }lor los regímenes totalitarios". 

De sobra e~tá decir que entre los negadores de los d~ 
rechos individuales están ar.mellas corrientes que exaltan -
el sentimiento.de nacionalismo~ como el nacional socialista 
basado en el romanticismo ~lenan (67), el Estado, como el -
fascismo, las masas proletarias y &l Partido, como el colltu­
nismo socialista, etc •••• 

También Gobrn seflalr.tr que han sido el pCL'sonalimno, -
la denocracia libi;ral 1 loo movimientos uu ténticcunente l 1urno.­
nistas, los que han sabido respetar la dignidad indi vidue.l. 
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F) ¿CUALES SON LOS DERECHOS INHERENTES A LA CALIDAD HUM.ANA? 

Bl ser humano, por el simple hecho de serlo, tiene de 
recho a todo aquello que su naturaleza no, puede perder siñ 
destruirse. Los derechos que por tal razón posee sona 

l. La vidas ~ue los demás individuos no atenten injusta­
mente contra su vida, su integridad corporal o su sa­
lud. 

Que el Estado respete su vida e integridad corporal,­
lo proteja de ataques provenientes de otras personas que -­
afecten su vida o integridad corporal, as! como de que lo -
auxilie en proveerse de medios de subsistencia cuando esté 
incapacitado absolutamente para ello. 

2. La libertada Derecho de ser dueffo de sí mismo, y no -
de otro, ni de la colectividad, ni del Estado, Dere-­
oho a su seguridad, de no ser sometido a torturas ni 
a penas o tratos crueles e inhumanos; derecho a no -­
ser sometido a tratos degradantes¡ derecho a no ser -
objeto de ataques a la honra o a la reputación; dere­
cho a no ser arbitrariamente detenido, preso o deste­
rrado; derecho de ser oído en juicio ~Úblioo ante -­
juez imparcial; derecho a la presunoi6n juris tantum­
de su inocencia; derecho a ser prevenido de sus garaa 
tías antes de ser sometido a juicio1 derecho a la li­
bre conciencia, pensamiento, opin16n y expresi6n; de­
recho de contraer matrimonio con quien preste su con­
sentimiento 1 derecho de elegir ocupación, profesi6n, 
oficio o trabajo; derecho de circular o de moverse -­
tanto nacional como internacionalmente; derecho de -­
elegir su domicilio1 derecho a que no se viole la vi­
da privada, la familia, domicilio y correspondencia; 
derecho de reunirse o asociarse pacíficamente con fi­
nes lícitos; derecho de no ser obligado a participar 
en una reuni6n o asociación, etc ••• 

3. La propiedad, privada o colectivamente, de aquello -­
que se ha obtenido lícitamente y se posee por derecho. 

4. La igualdad, sin diferencia de raza, sexo, religión, 
nacionalidad, idioma, edad, credo político, origen -­
social, posici6n econ6mica, nacimiento, etc •• , 

5. Ser reconocido como persona jurídica, a que se le 
otorgue una nacionalidad, a participar en el gobierno 
de su país, a votar libremente en elecciones, a que -
se guarde secreto respecto a sus votos electorales, -
etc ••• 

Estos, podemos afirmar, son solo algunos de los dere-
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chos fundamentales. Aunque esta enumeración enunciativa es 
caprichosa, y,solo tiene el objeto de dar una idea de los 
derechos que le corresponde al hombre por naturaleza, más 
adelante se estudiarán los mismo más detenidamente con re­
ferencia al orden jurídico mexicano. 

G) LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y CULTURALES 

Entre los derechos individuales del hombre están los 
sociales, econ6micos y culturales, que en el siglo XX han 
aparecido en las Constituciones. · · 

Son sociales, por ejemplo, loa seguros para situacio 
nes accidentales. Económicos, el salario, los alimentos, = 
el vestido, la vivienda, etc ••• La educación y la partici­
pación en la vida cultural serían, precisamente, los Cultu 
rales. Ya nos ocuparemos también en su oportunidad de es-= 
too derechos. 

H) EL BIENESTAR GENERAL 

C)l.ando los individuos crean el Estado, buscan el 
bienestar común y el personal. Pero éstos no se oponen si­
no, al contrario, se complementan. 

El primer requisito del bien común es la garantía de 
los derechos individuales. Fara que la sociedad esté segu­
ra, se necesita que sus componentes estén protegidos. 

¿Cómo podr!a una sociedad vivir tranquila si sabe -­
que sus miembros están en constante zozobra por la viola-­
ci6n de sus derechos? 

El hombre, ser social, tiene ciertos deberes de sol! 
daridad para con la sociedad. Pero no puede perder por eso 
su dignidad, sus derechos individuales. 

¿Cuándo debe renunciar a sus derechos fundamentales­
en favor de la sociedad?: S6lo cuando el menoscabo de sus 
derechos es a la vez una garantía para loe de cada uno de 
los miembros de la comunidad. 

As!, el que asesina, va contra la sociedad, porque -
pone en peligro el derecho individual a la vida de cada -­
miembro de la sociedad, Se justifica as! la privación de -
su libertad (no podemos aceptar la pena de muerte, según -
se verá en el Último Capítulo). 

El que delinque, ataca a la sociedad, porque ~uebran­
ta el derecho a la seguridad ~e cada uno de los demas. Cuan, 
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do un difamador es castigado, se está protegiendo el dere­
cho a la honra de un individuo y, en Última instancia, el 
de todos los individuos, porque as! se previene a los po-­
sibles futuros delincuentes de la comisi6n del delito, an­
te la posibilidad del castigo. 

Pero hay casos en que el que tiene que renunciar a -
un derecho en favor de la comunidad no ha transgredido las 
normas legales. Son aquellos casos en que el Estado res- -
tringe las facultades de un individuo en aras del interés­
comúli. Los sistemas legales establecen indemnizaciones pa­
ra dichas circunstancias, como en la expropiaci6n por cau­
sa de utilidad pública. 

N6tese que no nos referimos a aquellas ocasiones en 
que el Estado viola arbitrariamente los derechos individua 
les. -

El ejemplo de la expropiaci6n no tiene muchos simil,! 
res y, en general, el Estado debe abstenerse de restringir 
loa derechos individuales. Si el ·sstado restringe loe dere 
chos de un particular, debe ser porque todos o la mayoría= 
se van a beneficiar justamente. Pero lo anterior no debe -
nunca invadir la dignidad del que ha sido privado de sus -
derechoa. 

No podría el Estado, por ejemplo, exigir a los indi­
viduos de una generaoi6n restringir la procreaci6n so pre­
texto de estabilizar la economía estatal o de guardar los 
recursos de subsistencia para una generación posterior. Se 
violaría el derecho natural de fundar u:n hogar 1 orear una 
familia, el cual no se puede restringir sin afectar la di& 
nidad individual. 

Hay aún otro caso, que ejemplificamos& Cuando el Es­
tado viola la correspondencia de un individuo, debe ser -­
solo por el justo interés y seguridad de la mayoría. Sin -
embargo, si aquel individuo no ha transgredido las leyes,­
debe ser indemnizado •. 

En conclusión, el hombre que está dentro del derecho 
solo puede ser obligado a renunciar a uno o varios de sus 
derechos fundamentales cuando, sin violar su dignidad, la 
medida asegurará los derechos individuales o el justo bien 
estar de la mayoría. 

Tristemente, nos damos cuenta de que los Estados to­
talitarios han usad,o como pretexto el interés general, el 
de la nación o el del Estado mismo, para violar los dere-­
choa individuales, postura que condenamos enérgicamente. 
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As!, basados en el derecho de la clase proletaria, de 
la masa, en la gloria del Estado, en el llamado "derecho -­
social" que existe justo y equitativo pero ~ue ha. sido ins­
trumento de los enemigos del hombre, los acerrimoa positi-­
vistas poseen 9randes catálogos de peroratas para justifi-­
car la violacion de los derechos humanos. 

Terminamos el presente Capítulo denunciando que, gen~ 
ralmente,es el ansia de poder, la ambici6n, la extrema po-­
breza de espíritu, la que lleva a negar los derechos del -­
hombre, y proclamando que éste tiene derecho a vivir, a ser 
libre, a poseer el producto de sus esfuerzos y lo que obti~ 
ne justamente, y a ser tratado igual que todos, sin ninguna 
clase de distinci6n, porque su naturaleza le hace acreedor­
a todo eso. 

. .. -.: ·~. ' 

:.J 
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CAPITULO II 

LOS DERÉCHOS HUMANOS EN LA.TEORIA GENERAL DEL DERECHO 

Procedamos a analizar cual es el lugar de nuestro t1 
ma dentro de la Teoría General del Derecho, teniendo en 
mente que, no obstante la negac16n de que han sido objeto 
los derechos humanos por parte de los autores influidos -­
por ideas contrarias a la dignidad del individuo, la mayo­
ría de las legislaciones loe han consagrado, estableciendo 
sistemas para su protecci6n. Asimismo, nos proponemos con 
este estudio demostrar que el Estado debe consagrar los d,! 
recbos fundamentales como condici6n indispensable de la ae· 
guridad jurídica del individuo y de él mismo. -

A) DERECHO VIGENTE, POSITIVO E INTRINSECAMENTE VALIDO 

Dada la controversia que persiste entre la existen-­
cia de un derecho natural y otro positivo, estudiada en el 
capítulo anterior, es conveniente investigar qué ordenes -
jurídicos son aceptados por la Teoría General del Derecho. 

El derecho vigente es el conjunto de normas jurÍdi-­
cas que en cierta é~oca y lugar la autoridad política con­
sidera obligatorio (1). El orden jurídico positivo es el -
que efectivamente se aplica u observa. Por último, el dere 
cho intrínsecamente válido es el derecho justo, el derecho 
natural. 

La vigencia y positividad son requisitos de existen­
cia, más no de validéz de un orden jurídico. 

El derecho vigente es válido intr!nseoamente en cuan 
to es expres16n del deber ser, es decir, de lo justo. Si :: 
no cumple esta cualidad, es v,&lido solo por su forma, o -­
formalmente válido, puesto que ha sido reconocido por la -
autoridad soberana. Al mismo tiempo, el derecho vigente, -
formal o intrínsecamente válido, puede no tener poaitivi-­
dad, por no ser aplicado y observado efectivamente. 

El derecho positivo es intrínsecamente válido en 
cuanto expresa el deber ser, lo justo. De lo contrario, -
e6lo será formalmentf> vtilido, por or,r observado y aplicado 
efectivamente. Asimismo~ el orden jurídico positivo, far-­
mal o intrínsecamente valido, puede no ser vigente, por no 
ser considerado por la autoridad política. 



- 46 -

El derecho intrínsecamente válido que es reconocido­
por la autoridad política como obligatorio es a la vez de­
recho vigente. Si es aplicado u observado efectivamente, -
será derecho positivo. Puede ser, e incluso debe ser, vi-­
gente y positivo a la vez, resultando un derecho positivo 
intrínseco y formalmente válido. Aun más, el derecho in-­
trínsecamente válido puede ser vigente, más no positivo, o 
positivo sin ser vigente. 

Los derechos fundamentales de la persona humana son 
derechos intrínsecamente válido, derecho justo. El derecho 
vigente que no consagra los derechos humanos no puede ser 
sino formalmente válido. 

Anteriormente dijimos que el derecho vigente formal­º intrínsecamente válido podría no tener positividad. Sin 
embargo esta regla no es absoluta, ya que un derecho vige~ 
te que consagra los derechos humanos y no tiene la fuerza 
suficiente para que se observen y apliquen efectivamente, 
es decir que no tengan positividad, no puede de ninguna ma 
nera ser intrínsecamente válido. El derecho vigente !orzo= 
eamente debe buscar ser positivo en la aplicaci6n de los -
derechos del hombre, pues de lo contrario de nada sirve -­
que los consagre I, siendo ae!, no puede ser derecho justo, 
intrínsecamente válido. 

Así pues, por lo que respecta a nuestra materia, un 
derecho vigente no es intrínsecamente válido por el solo -
echo de que la autoridad política considere obligatorio el 
respeto de loa derechos humanos sino que, para serlo, debe 
tambi~n buscar que se apliquen y observen efectivamente. 

Si aceptamos que un orden jurídico pueda contentarse 
con postular los derechos fundamentales para ser califica­
do de justo, daríamos también nuestro consentimiento a -­
aquellos Estados que, para no perder prestigio internacio­
nal o con el objeto de encubrir sus atrocidades o de defen 
derse de los ataques de sus enemigos, los consagran en sus 
legislaciones, sin hacerlos efectivos en la vida real. 

For lo tanto, en cuanto a los derechos humanos, el -
presupuesto de valid~z intrínseca de un derecho vigente es 
su positividad. 

El derecho positivo que no respeta los derechos huma 
nos no puede ser válido intrínsecamente, sino formalmente:" 

j -

t 



- 47 -

El orden jurídico positivo que observa y aplica efec~ 
tivamente los derechos humanos es, sin duda, el derecho jus 
to o intrínsecamente válido, aunque no sea reconocido por= 
la autoridad política, ee decir, aunque no tenga vigencia. 

Dijimos antes Que el derecho intrínsecamente v6lido -
puede ser vigente, mas no positivo. Pero también esta regla 
se rompe, puea un orden jurídico que es considerado derecho 
intrínsecamente válido.vigente 1 que no hace efectivos loe 
derechos humanos, deja inmediatamente de ser derecho justo. 

En realidad e• el mismo caso apuntado unas líneas m!s 
arriba, solo que contemplado desde un diferente '2lgulo. 

En oonclue16n, el derecho positivo 1 el derecho vigea 
te deben consagrar los derechos humanos para ser 1Dtr!neeca 
mente v&lidos. Y un derecho intrínsecamente v'lido, para ..:= 
serlo, debe observar los derechos tundaaentalea del hombre. 
Todo derecho intrínsecamente v'1.ido con vigencia 1 poaitiv! 
dad tiene que respetar forzosamente los derechos humanos, -
sin exoepo16n. 

B) JURIDICIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS 

Independientemente de que el orden vigente 1 el orden 
positivo consagren o no loe derechos del hombre, estos no -
pueden ser considerados como meros principios morales, se-­
gdn han aseverado 1.n!inidad de autores, puesto que tienen -
todas las características de las normas jurídicas. 

Aunque nos bastaría, para demostrar la juridicidad de 
los derechos humanos, el hecho de que estos han sido eleva­
dos a normas legales obligatorias por diversos eitemae jur.! 
dicos, otreoemos este análisis a aquellos que aducen que -­
los pretendidos derechos humanos inventados por místicos, -
te6logos y metatíe1coe, no son derechos, sino principios m.e, 
ralee. 

La unilateralidad de la moral consiste en que trente­
al sujeto al que obliga una norma moral no hay nadie autor! 
zado para exigirle el cumplimiento del deber contenido en -
la miema. 

La bilateralidad de las normas jurídicas signi!ica -­
que impone tanto derechos como obligaciones. Es decir, frea 
te al sujeto de una norma jurídica que adquiere un derecho, 
está siempre otro sujeto, que adquiere el deber de no tras­
pasar ese derecho, ya sea con un dar, un haoer o un no ha-­
cer. 

El sujeto de la norma moral es uno, quien debe oum- -
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plir con pureza de intenciones con lo estipulado en ella, 
para su perfeccionamiento interior. La norma moral solo es 
tablece deberes, y no hay nadie facultado para exigir ese 
deber. 

El derecho, la norma jurídica, supone dos sujetosa -
uno activo y otro pasivo. . 

El sujeto activo, derechohabiente, tiene por la nor­
ma la facultad de exigir del pasivo, el obligaao, la obser 
vación de la conducta establecida en la misma. -

La norma jurídica, al mismo tiempo que da un derecho, 
otorga al que lo recibe una facultad de exigir el cumpli-­
miento de una conducta que no le prive de tal derecho. La 
norma jurídica concede derechos correlativos de obligacio­
nes o impone deberes correlativos de facultades. 

Loe derechos humanos no pueden ser normas morales, -
puesto que ~etas solo imponen deberes, y no derechos. Se-­
ría absurdo alegar lo contrario, pues frente al sujeto de 
la norma moral no hay nadie quien le exija cumplir. 

El derecho a la vida, primordial de los del hombre,­
debe ser respetado, Más de nada serviría tal derecho si no 
hubiera quien exigiera el deber de respetarlo. Si se pudi! 
ra estar obligado solo moralmente a respetar la vida de -­
loe demás, si no pudiera cada quien exigir de los demás el 
respeto a su existencia, tal vez el ser humano difícilmen­
te conocería la ancianidad. 

Los derechos humanos son de carácter jurídico, pues 
quien los tiene puede exigir el cumplimiento del deber que 
corresponde a ese derecho. 

La interioridad de la moral consiste en que a ésta -
solo le importa la vida interior de las personas y la bon­
dad o maldad de sus intenciones cuando actúan en el exte-­
rior. 

El derecho tiene la característica de la exteriori-­
dad porque en tanto que regula la conducta de los indivi-­
duos, le importa todo acto exterior que afecte lii:irelacio­
nes entre los mismos. 

Los derechos humanos no imponen únicamente el deber 
de ser respetados por el sujeto en su vida interior, ni de 
solamente tener buenEeintenciones para con sus semejantes, 
sino que exigen se lea respete en los actos exteriores del 
sujeto. 
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El sujeto debe en sus actos exteriores respe·tar la -
vida de loa demás, pues si solo estuviera obligado a hacer 
lo de conciencia, repito, no habría ninguna garantía pari 
la seguridad de cada quien. 

Hablemos aquí por lo tanto de deberes correlativos -
de derechos, que son loe que tienen las normas jurídicas y 
no las morales, 

Loe deberes morales son incoercibles en cuanto su -­
cumplimiento se efectúa espontáneamente, y nadie puede 
obligar al sujeto a que cumpla con pureza de intenciones. 

El derecho es coercible en cuanto puede lograr que -
el obligado cumpla aún en contra de su voluntad. 

Los derechos humanos no protegen valores ouyo respe­
to sea observado caprichosamente por los sujetos. Es nece­
sario que se hagan respetar aún en contra de su voluntad. 
La vida de otro debe ser respetada aunque no quiera respe­
tarse. 

Las normas morales son aut6nomas, porque aon de uno 
mismo, y se cumple con ellas siguiendo el imperativo de lG 
propia conciencia, espontáneamente. 

Las jurídicas son heterónomas, porque consisten en -
la euje~6n a un querer ajeno, a una voluntad extrafla, y -
se renuncia a la facultad de autodeterminarse. 

El respeto a los derechos humanos no es una norma -­
que se da uno mismo solamente, pues de ser as! no loe res­
petaría quiEnno quisiera hacerlo. Es la voluntad de aquel­
que dictala norma la que hace al sujeto verse obligado a -
cumplirla. Se somete a la voluntad de otro sujeto para que 
le sean respetados sus derechos fundamentales. Se sujeta,­
por ejemplo, a la voluntad que tiene un semejante de que 
le respeten su vida, 

En conclusión, los derechos humanos gozan de lae ca­
racterísticas de lo jurídico; la bilateralidad, exteriori­
dad, coercibilidad y heteronom!a de las normas jurídicas. 

C) DERECHO OBJETIVO. DERECHO SUBJETIVO Y DEBER JURIDICO 

Entre las diversas acepc1oneo de la palabra "Derecho" 
hay dos que nos merecen especial importancias El derecho -
o~jetivo y el derecho subjetivo. Encuadraremos en ellos S! 
gun corresponda a los derechos humanos, haciendo re!eren-­
o1a al deber jurídico impuesto por el derecho objetivo 1 -
correlativo del derecho subjetivo. 
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El derecho objetivo es un con·3unto ~de normas 1mpero-­
atr1butivasJ porque a la vez que imponen deberes conceden-
tacultades \2). ' 

La facultad concedida al derechohabiente por la norma 
es un derecho subjetivo. 

En sentido objetivo se habla de la norma que permite­º prohibe, 1 en el subjetivo nos referimos al pei:miso deri­
vado de la nol'lla solamente. Ese derecho subjetivo consiste­
en la autor1zaci6n de la norma para hacer u omitir algo lí­
citamente. 

o). As! que el derecho subjetivo se apoya en el objetivo-

faabifn se habla de derecho objetivo en relación con 
UD conjunto de normas, como cuando nos referimos al derecho 
de UD país, lo hacemos en sentido objetivo. 

El individuo que obtiene de una norma un derecho, po­
see un "derecho subjetivo", que puede oponer al que, por -­
esa misma norma, adquiere un deber correlativo a ese dere-­
cho, que ea denominado "deber jurídico". 

Por lo anterior, a todo derecho subjetivo corresponde 
un deber jurídico. 

Respecto al derecho subjetivo tene~os diversas tesis. 

Windscheid lo considera un pode~ o seRor!o de la vo-­
luntad, reconocido por el orden jurídico (4). ·Jellinek lo -
toma como un interés tutelado por la ley mediante el recono 
cimiento de la voluntad individual (5). -

Aunque no es tema que ataile a nuestro estudio, hemos 
citado las anteriores teorías para la mejor oomprensi6n del 
derecho subjetivo, sin entrar en controversias de aprecia-­
ciones. 

Según lo visto, podemos concluir que los derechos hu-. 
manos son derecho objetivo cuando se tra~a de una norma que 
impone deberes y concede facultades al eatablecer un dere-­
cho tundamental del hombre. Es decir, cuando una norma con­
sagra un derecho humano, concede una faaultad y un deber. -
Entonces esa norma es derecho objetivo. 

Toda norma que establece un derecho humano, otorga al 
derechohabiente un derecho subjetivo, y ál obligado un de-­
ber jurídico. 



- 51 -
Por ejemplo, una norma que postula el derecho a la -

libertad, da al derechohabiente un derecho subjetivo que -
opone al deber jur!dico de los demás para el respeto de -­
tal valor. 

El deber jurídico, para mayor entendimiento,es la -­
restricoi6n de la libertad exterior de una o varias perso­
nas, derivada de la voluntad, concedida a otra u otras, de 
exigir de la primera cierta conducta, positiva· o negativa­
(6). 

Por lo tanto, los derechos humanos son derechos sub­
jetivos que implican deberes jur!dicos. 

D) CLASIJICACION DE LOS DERECHOS SUBJETIVOS 

El único punto que dejamos pendiente basta ahora es 
resolver a quien se le otorga el derecho subjetivo 1 a 
quien se le impone el deber jurídico en una norma que est.! 
bleoe uno de los derechos ta.ndamentales del hombre. 

Para despejarlo nosee indispensable reseflar las cla­
ses de derechos subjetivos más im~ortantea 1 aceptadas que 
ha1, con lo cual lograremos, adanás, saber en cual o en -­
cuales de ellas encajan los derechos humanos. 

los guiaremoe para tal objeto de la clasificaci6n -­
del profesar Garc!a Má~ez (7), que es mu7 aceptada, espe­
cialmente por Morineau (8). 

Los derechos subjetivos a la propia conducta son -­
aquellos que se refieren a la actividad del titular, que -
puede consistir en hacer algo {facultas agerdi) u omitirlo 
{facultas omithendi). La omis16n puede ser de la conducta­
il!cita o del ejercicio del derecho. Aqu! no se requiere -
la 1ntervenci6n de otros sujetos. Las facultades de hacer 
u omitir eon correlativas de un deber universal de respeto. 
Por ejemplo, el derecho de libertad implica la facultad de 
hacer o no hacer algo. Ese derecho debe ser respetado por 
todos los individuos, universalmente. 

"En el caso de las facultades de hacer y de·omitir, -
el cumplimiento del deber de respeto permite al tit]l 
lar el pacifico ejercicio de las mismas, sin necesi­
dad de pedir nada a los sujetos pasivos de la rela-­
ci6n" (9). 

El reverso de los derechos subjetivos a la propia -­
conducta son los derechos subjetivos a la conducta ajena. 
Estos últimos se llaman "tacultae exigendi", pues la inte¡ 
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venci6n del obligado es indispensable, es decir, se requie­
re el concurso de otros sujetos. 

La facultad exigendi, o derecho a la conducta ajena, 
no es correlativa de un deber universal de respeto, sino -­
del deber de una o más personas individualmente determina-­
das. Cabe aclarar que estos derechos también se refieren a 
la conducta del titular, pero además, como dijimos, a la de 
otros sujetos necesariamente. Por ejemplo, el que compra un 
objeto tiene la facultad de exigir al vendedor la entrega -
de la cosa. Es necesario, para que el comprador pueda ejer­
citar un derecho, que el vendedor cumpla con el deber de -­
entrega. 

Las derechas humanos son generalmente derechos subje­
tivos a la propia conducta, pues hay un deber universal de 
respeto, y el titular puede disfrutar pacíficamente d'e su -
facultad de hacer u omitir algo, sin necesidad de pedir na­
da a los sujetos pasivos de la relación. 

En algunos casos los derechos humanos resultan ser de 
rechos subjetivos a la conducta ajena. Como en el caso del 
artículo 26 de la Declaración Universal de Derechos Humanos 
de la Organización de las Naciones Unidas, en el que se es­
tablece el derecho de toda persona a la educación, que debe 
ser gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción 
elemental y fundamental. Bn este caso el individuo tiene la 
facultad de exigir (facultad exigendi) al Estado los medios 
necesarios para ejercitar tal derecho. 

En resumen, los derechos humanos pueden s.er derechos­
subjetivos a la propia conducta y a la conducta ajena. 

En relativos y absolutos se dividen también los dere­
chos subjetivos. Los primeros se presentan cuando la obli~ 
ción correlativa a la facultad incumbe a uno o varios suje­
tos, individualmente determinados. Los segundos existen 
cuando el deber correlativo es una obligaci6n universal de 
respeto. 

Indudablemente los derechos humanos son derechos sub­
jetivos absolutos ~ue deben ser respetados por todo~, lo -­
cual no solo incluye a los particulares, sino tambien y muy 
especialmente al Estado. 

Los derechos subjetivos privados son loa personales o 
de crédito, y los reales. Los públicos son la suma,de fncul 
tades que los particulares tienaifrente al poder publico -­
y representan una serie de limitaciones para el Estado. Es-
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toa son de tres tiposs 

l. Derechos de libertad. 

2. Derechos que se traducen en la facultad de pedir la-
1ntervenci6n del Estado en provecho de intereses in­
dividuales. 

3. Derechos políticos. 

Los derechos humanos constituyen, como hemos reitera 
do constantemente, limitaciones para el Estado. Son facul­
tades que los individuos hacen valer frente al poder públ! 
co, y son de libertad, políticos, 1 se traducen en el der~ 
cho de pedir la intervenoi6n del Estado en provecho de in­
tereses individuales. As! que los derechos h11JD811os son de­
rechos subjetivos públicos. 

Se dividen también los derechos subjetivos en dere-­
oho del obligado, que es el que tiene éste de cumplir con 
su deber, y derecho del pretensor, que no se .tunda en nin­
gÚn deber del titular del derecho. 

Es evidente que los derechos humanos representan un­
deber universal de respeto. Pero al mismo tiempo todos los 
obligados tienen el derecho de respetar los derechos huma­
nos, aun cuando la norma no haga menc16n de ésto, pues to­
do deber jur!dico se .tunda en el derecho de acatarlo. Bl -
Estado, por ejemplo, tiene el derecho de respetar los der~ 
oboe del hombre. 

Al mismo tiempo, cuando una norma consagra un dere-­
cho tundemental, el sujeto titular del tal derecho no ad-­
quiere ningún deber. 

ConcluÍDlos que los derechos humanos pueden ser d1are­
choe subjetivos del obligado y del pretensor. 

~ ! ; Por ultimo, el profesor Garc a Maynez nos habla de -
derechos subjetivos dependientes y derechos subjetivos in­
dependientes. 

Dependientes son los que se basan en otro derecho o­
en un deber jurídico del titular. 

Los que se funá.w.l en un debe,.i.· son los llamados dere­
chos del obligado, que ya sefialamos, y los que se basan en 
un derecho se denominan derechos de libertad, que consistEJl 
en elegir entre el ejercicio y el no ejercicio del mismo. 

Son independientes los. que no ae fundan en otro de--
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ber o derecho del sujeto. 

Los derechos humanos, según dijimos pueden ser dere­
chos subjetivos del obligado y, de igual manera, derechos 
de libertad incuestionablemente. A manera de ejemplo, pode 
moa observar que todo sujeto tiene derecho a participar eñ 
las elecciones de autoridades del poder público. Tal dere­
cho está condicionado por otro, que ea el de ejercitar o -
no el derecho de voto. 

Tambi'n son los derechos humanos :lnle pendientes, ya -
que pueden no basarse en otro deber o derecho del eujeto. 

Para concluir diremos que los derechos humanos pue-­
den ser, indistintamente, derechos subjetivos dependientes 
e independientes. 

E) DERECHOS DE EJERCICIO OBLIGATORIO 

Como resultado del estudio de la clasi!icaoi6n de -­
loa derechos subjetivos, obtenemos el principio de que, -­
tanto 6atos como los deberes jurídicos, siempre van acomp.1. 
ftadoa de un derecho de libertad, para ejercitar o no el d~. 
reoho, o de otro deber jurídico. En este Último caso, oua;, 
do el derecho subjetivo implica un deber jurídico, se pre­
sentan los derechos de ejercicio obligatorio. En cambio, -
en el primer caso son derechos potestativos (10). 

Ya vimos que los derechos humanos pueden ser dere- -
chos potestativos, al hablar de los derechos subjetivos d~ 
pendientes. De la misma forma, debemos asentar que los de­
rechos hWD8D.os solo pueden ser de ejercicio obligatorio en 
la forma de derechos subjetivos dependientes, máa no en el 
caso de los independientes, ya que se necesita del cumpli­
miento de un deber jur!dico del titular, como en el ejem-­
plo del voto indispensable para la part1cipaoi6n en las -­
elecciones. 

J) CLA.SIFICACION DE LAS NORMAS JURIDICAS 

Siguiendo la olasiticaci6n del autor al que nos hemos 
venido refiriendo, veamos que clase de normas jur!dicaa -­
son las que consagran los derechos humanos1 

a) Desde el punto de vista del sistema al que perte­
necen, las normas jur!dicas pueden ser leyes o -­
normas de derecho escrito, de derecho consuetudi­
nario 1 de derecho jurisprudencial. Estas últimas 
son las que se consideran jur!dicamente obligato­
rias por derivar de la actividad de ciertos trib!! 
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nales. 

Los derechos humanos pueden ser oonaagradoa tanto por 
el poder legislativo, como por la costumbre y la jurispru-­
dencia. 

b) Desde el punto de vista de su mi&bito material de val! 
d&z pued6n ser de derecho público y de derecho priva= 
do. Los de derecho ptblioo se dividen en constitucio­
nales, administrativos, penales, procesales e interna 
ciona1es, y los de derecho privado en civiles y mer-­
oantiles. 

Los derechos humanos pueden ser tomados por nol.'mas de 
derecho p~blico o de derecho privado. Consagran derechos h!i 
manos las normas constitucionales, como el derecho a la 11-
bertad,adminietrativas como el derecho a la circulaci6n, P.! 
nales como el derecho a no ser detenido arbitrariamente, -­
procesales como el derecho de acci6n, internacionales como 
el derecho a la nacionalidad, civiles como el derecho a la 
propiedad y mercantiles como el derecho a ejercer el comer­
cio. 

c) Desde el punto de vista del ámbito personal de vali-­
déz pueden ser genéricas, que obligan o !aoultan a t2 
dos, o individuales cuan.do obligan o taoultan a uno o 
varios miembros de la misma clase, individual.mente d!, 
terminados. 

Las normas jur!dicas de derechos humanos son genfri-­
caa, nunca individuales, pues se refieren a todos los indi­
viduos, sin d11t1nc1ones por raz6n de raza, color, sexo, -
idioma, relig16n, opini6n política o de cualquier otra íñd9. 
le, origen nacional o social, posioi6n econ6m1ca, nacimien­
to o cualquier otra oondici6n {11). El Artioulo lº de la -­
Constituoi6n Mexicana establece que "En loa Estados Unidos­
Mexicanos todo individuo gosará de las garant!aa que otorga 
esta Coneti tuoi6n ••• 11 · 

d) Desde el punto de vista de su jerarquía pueden ser -­
constitucionales, ordinarias, reglamentarias e indiv! 
dualizadas. 

Los derechos fundamentales del hombre son consignados 
en las constituciones y tratados internacionales, en leyes­
!ederalee, en constituciones locales y leyes ordinarias, en 
leyes reglamentarias, leyes municipales y en normas indivi­
dualizadas. Excepto en estas Últimas, no se requiere mayor­
explicaci6n. 

Un ejemplo de norma individualizada que se refiere --
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a un derecho humano sería la sentencia basada en un contra 
to de trabajo en el que se estipula la prestación gratuita 
de un servicio. 

e) Desde el punto de vista de su sanción, la claa1fioa­
ci6n de las normas no interesa a nuestro estudio. 

t) Desde el punto de vista de su cualidad pueden ser -­
posi tivae, cuando permiten cierta conducta, o negati 
vas cuando la prohiben. -

Nada impide que una norma jurídica de derechos huma-
nos sea negativa. Una norma puede establecer la obligaci6n 
de no privar de la vida a un semejante injuetamen.te, y al 
mismo tiempo está consignando un derecho .fundamental del -
ser humano. 

As! que también pueden haber en nuestra materia nor­
mas positivas y'negativas. 

G) CONCLUSIONES 

En resumen de lo visto en el presente capítulo, podt 
moa seftalar diversas conclusiones. 

l. Los derechos fundamentales del hombre son derechos -
i.ntr:ínsecamente válidos, derecho justo. 

2. El derecho positivo y el derecho vigente deben cona~ 
~ar loe derechos humanos para ser intrínsecamente -
válidos. 

3. El Estado debe respetar los derechos humanos, como -
corolario de los dos puntos anteriores. 

4. Los derechos humanos no son meros principios morales, 
pues las normas jurídicas que los consignan gozan de 
la bilateralidad, exterioridad, coercitividad y het~ 
ronom!a del derecho; aunque también disfrutan de la 
unilateralidad, interioridad, incoercitividad 1 aut~ 
nom!a de la moral, sirviendo esto último únicamente­
para la conciencia individual del ser humano, la 
cual debe ser proyectada en sus actos al exterior, -
mostrando convicción y respeto a loe derechos inhe-­
rentee a la dignidad de sus semejantes. 

5. Loe derechos humanos son derecho objetivo, en cuanto 
hay normas que los consagran. 

6. Toda norma. jurídica que establece un derecho huma.no­
otorga a su titular un derecho subjetivo. 
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7. Los derechos humanos pueden ser derechos subjetivos a 
la propia conducta o a la conducta ajena, del obliga­
do o del pretensor, y dependientes o independientes. 

B. Los derechos humanos son derechos subjetivos absolu-­
tos públicos. 

9. Loa titulares o derechohabientes de las normas que -­
consagran derechos humanos son todos loa individuos,­
indistintamente, y los obligados por las mismas son -
igualmente todos los individuos, incluyendo al Estado, 
sin excepción, lo cual constituye la igualdad de to-­
dos los seres humanos. 

10. Loe derechos humanos consagrados en una norma pueden­
ser de los llamados potestativos generalmente y, solo 
en loe casos de los derechos subjetivos dependientes, 
pueden ser de ejercicio obligatorio. 

11. Las normas jurídicas que establecen la observancia -­
obligatoria de los derechos fundamentales del hombre, 
pueden ser leyes o normas de derecho escrito, consue­
tudinarias, jurisprudenciales, de derecho público, de 
derecho privado, constitucionales, ordinarias, regla­
mentarias, individualizadas, positivas y negativas. -
Son forzosamente gen~ricas, en contraposición a indi­
viduales. 

12. El Estado debe consagrar los derechos fundamentales -
como condici6n indispensable de la seguridad jurídica 
del individuo y de él mismo. 
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CAPITULO III 

El presente capitulo comprende un breve análisis, me­
ramente descriptivo, de la protecci6n de los derechos del -
hombre, en los campos nacional e intel'llB.olonal, tanto mun-­
dial como regional, hasta la adopción de los Pactos Inter-­
nacionales de 1966. 

A) LA APARICION DE LOS DERECHOS HUMANOS EN EL DERECHO POSI­
TIVO -
a) La antigU.edad 

No dudamos que desde que se di6 la primera organiza-­
ci6n política en la sociedad humana se hayan oreado normas 
jurídicas que establecieran ciertos derechos individuales -
como limitaci6n al que ostentaba el poder. 

Aunque sabemos que en los pueblos antiguos la liber-­
tad era muy relativa debido a la absorci6n que hac!an del -
poder los patriarcas y los sacerdotes, estamos seguros de -
que ellos mismos contemplaron siempre la necesidad de no in 
tervenir en cierta esfera del individuo, pues resultarla p¡ 
ligroso para su estabilidad política. El hombre, por ·natura 
leza, siempre se ha rebelado contra toda acci6n atentatoria 
de su dignidad, y la ha defendido con la vida en la mayoría 
de las ocasiones. 

As! pues, el dueño del poder, ante el temor de la -­
reacoi6n violenta de sus súbditos, tuvo siempre que limitar 
sus actos tiránicos. 

no dudamos tampoco de la existencia de grandes regÍm!. 
nea totalitarios en la antig(iedad, que por desgracia hoy en 
d!a aun se presentan, pero estamos ciertos de que si no en 
todos esos casos, en los más de ellos, el poder se ha dete­
nido ante ciertas cuestiones que le han sido prohibidas tam 
bién por su propia naturaleza. 

Sabemos que el género humano ha derramado sangre in-­
justamente en su lucha contra el poder devorador del Estado. 
Eso no es historia antigüa, sino el mismísimo presente. 

Nunca ha sabido el Estado aprender a respetar a sus -
creadores, y testigo de esta afirmación es el sufrimiento -
que desde el primer siglo ha turbado la paz de la humanidad. 

El poderoso ha sido en ocasiones un patriarca, en -­
otras un invasor y, en muchas ocasiones, el jefe religioso, 
que por muchas centurias, abusó de su eimboliamo espiritual 
y de su representación di•ina para esclavizar a sus fieles. 
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Solo en el pueblo judío, en la época primitiva, la casta ea 
cerdotal estuvo separada del poder político, interviniendo= 
en amparo de los civiles ante los desmanes de tal poder. Es· 
ta actitud la encontramos, en la época del Renacimiento y= 
en la dominación espafiola en América, en las que el crimi-­
nal que lograba entrar a una iglesia se podía considerar -­
asilado. 

Grecia ha sido considerada la cuna de las democracias, 
lo cual hace suponer, entre otros tantos valoree básicos, -
una libertad efectiva. 

Numa Dionisio Puetel De Coulangee (1) afirma que los 
antiguos no conocieron la libertad individual, pues perten! 
cían de cuerio y alma al Estado. Considera que la democra-­
cia consistio en una actividad y participación muy directa 
del ciuda~ano en la vida pública, pero que éste ni siquiera 
tuvo idea de ella. 

Divergimos de la idea de Fustel De Coulangee, pues si 
no hubo una libertad declarada, sí la hubo de hecho. El ciu 
dadano griego podía votar, nombrar magistrados, ser arcante, 
gozar de sus derechos de familia, de su derecho de propie-­
dad, de su derecho de sucesión y de otras prerrogativas in­
herentes a su calidad de ciudadanos que no poseían los ex-­
tranjeroe. 

No ignoramos que, si bien existía en Grecia la liber­
tad en términos generales, habían grandes desigualdades. -
Existía, por ejemplo, una poe1ci6n mu1 aventajada del hom-­
bre con respecto a la mujer, se carecía de libertad religi~ 
ea, la esclavitud era bastante impiadosa durante mucho tiem 
po y se daban situaciones que atentaban grandemente la dig­
nidad humana, como aquella facultad estatal para ordenar a 
un padre de familia dar muerte a sus hijos maltrechoa. 

Sin embargo, podemos reconocer que solo con base en -
la libertad y en un reconocimiento de la persona humana y -
de su individualidad pudo el griego emitir libremente eu -­
pensamiento, como lo hicieron Plat6n y Aristóteles, y desa­
rrollar su arte y oivilizac16n para difundirla a todo el ~ 
mundo occidental. 

b) Roma 

Según tenemos dicho en el Capítulo I de eete trabajo, 
la influencia de la corriente iua naturalista traspaa6 al­
orden positivo romano. 

No habían disposiciones expresas declaratorias de li­
bertad, pero el ciudadano romano gozaba de inumerablee pre-
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rrogativas. También en Roma hubo un tremE11do régimen de ea-­
clavitud, y diferencias sociales maroad!aimas. Sin embargo­
tambi&n pudo coexistir con esas instituciones la libertad -
del ciudadano. 

Desde luego tal coexistencia no eobrevivi6 mucho tiem 
po, por ser absurda. -

La "domine libero exbibendo", consignada en un edicto 
especial del Digesto, puede ser considerada como un sistema 
de protección a loe derechos del hombre. Las deudas civiles 
eran causa de acción penal en la.ley romana. Si un deudor -
era apresado arbitrariamente, el pretor podía liberarlo a -
pet1o16n de un pariente, siguiendose posteriormente un pro­
cedimiento para averiguar sobre la procedencia de la priva­
ción de libertad. 

En Roma hubo, podrlamoe oonclu:!r, una gran similitud­
con las cond~cionee de la libertad individual en Grecia. 

o) Aragón 

Influenciados por el cristianismo y el reepeto a la -
persona humana de los gel'manoa, en el siglo XI los aragone­
ses dictan loe Fueros de Sobrarde, que reconocían ciertas -
libertades individuales para algunas clases privilegiadas. 

Esto fue antecedente de la legislaoi6n de Arag6n, re!! 
petuoaa de la libertad política de los ciudadanos. 

El derecho aragonés establecía un juicio pol!tioo, d,! 
nominado "grenges", para dirimir las intervenciones del rey 
en la juriedioo16n de loe demás órganos estatales, 1 un -­
"Justicia", que impedía las arbitrariedades del poder en -­
contra de los individuos, por medio de un procedimiento si­
milar al del. amparo. 

Si bien el derecho y los procedimientos de protecoi6n 
individual aragoneses constituyen un antecedente de las in!!, 
tituciones posteriores, no influyeron significativamente en 
las prácticas de otros países. La verdadera influencia la -
ejerció Iaglaterra. 

d) Inglaterra 

La historia inglet:ia es rica e . .l materia de reoonoci- -
miento y protecci6n de derechos individuales, a partir del 
siglo XII. 

De los apuntes de clase del maestro Noriega tomamos -
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siguientes párrafos: 
"Los franceses se reunen en los Estados Centrales, se 
transforman en Asamblea Constituyente, y un d!a, en -
medio de gritos, de abrazos, de llantos, de éxtasis,­
proclaman los derechos del hombre. Los ingleses van -
imponiendo sus leyes lentamente, sin aspavientos; los 
franceses pensaban cuando lanzaron al mundo loe dere­
cho a del hombre, que habían salvado a la humanidad". 

De los logros de los ingleses en materia de derechos-
indi viduales, nos importan loa siguientess 

l. El 15 de junio de 1215, el Rey Juan de Inglaterra, 
Lord de Irlanda, Duque de Normand!a 1 Aquitaine, y -
Conde de Anjou, por la gracia de Dios, acept6 los CU.! 
renta y ocho Art!culos de los Barones de Runnimede, -
consignados en la Carta Magna Libertatum. 

Las arbitrariedades de Juan sin Tierra provocaron la­
formaci6n del ej,rcito revolucionario de Barones, que acab6 
coa la imposición del juramento Real a la Carta Magna, en -
la que se establecen sus derechos !rente al Rey, y sanc1o-­
nes muy enérgicas para su violaci6n. 

La conquista más grande de los Barones en este docu-­
mento, fue la seguridad de un juicio previo a los actos de 
ejecuci6n en contra de sus bienes o de sus personas. 

Fue ésta la piedra angular de las libertades indivi-­
dualee de los ingleses. 

2. Al caer en desuso la Carta Magna se obtiene del Rey -
Jacobo I, en 1627, también violentamente, su acepta-­
ci6n a la "Petition of Rights", en la que se protege­
la libertad individual y se crea el "Due procese of -
lam", que privó al monarca de la facultad de abetene,!: 
se de aplicar el derecho a su capricho. 

}. En 1679 el Parlamento aprueba el Acta de Habeas 
Corpus, en la que se establece que nadie puede ser 
preso por una simple orden del monarca basada en la -
existencia de razones de Estado, sino que ee necesita 
que medie juicio. El detenido ilegal.mente podía, me-­
diante fianza, lograr que las autoridades judicialea­
pidieran al carcelero les enseñara el cuerpo del det! 
nido, para averiguar sobre la legalidad de su priva-­
ci6n de libertad. 

Oon esto se eetableci6 un mínimo de garantías indivi­
duales frente al Rey. 
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4. En l6SB, después del rompimiento de Enrique VIII oon 
el Papa, Jaoobo II demuestra ciertas tendencias oat! 
licas, por lo que el Parlamento nombra Reina a la -

, Princesa Ana, para que gobierne de acuerdo con Gui-­
llermo de Orange. El Parlamento puso como condio16n­
para la entrega del trono la aceptac16n de un ~ill -
o! Righta que había redactado. 

El documento tue aceptado en sus trece articulas, -­
que aefialan las características que debe reunir el Rey pa-
ra serlo y loa derechos del pueblo ingl,a. , 

5. En el Acta de Establecimiento de 1701, los ingleaes­
logran la inamovilidad de loa 3ueces encargados de -
la exped1ci6n del Habeas Corpus, consolidando as! -­
este sistema de protecoi6n de la libertad individual. 

B) LAS DECLARAQIOHES DE DERECHOS 

Con loa antecedentes apuntados, pasemos a las prime­
ras Declaraciones que consagraron de manera más expresa -­
loa derechos del hombre. 

a) Estados Unidos 

Antes de la Declarao16n de In.dependencia de Estadoa­
Unidoe, el 12 de junio de 1776, el Estado de Virginia em1-
ti6 una Declaración de Derechos, en cuyo art!oulo primero­
proclama que "todos los hombrea son por naturaleza 1gual-­
men te librea e independientes, 1 poseen oiertoa derechos -
inherentes, de loa cuales, por pertenecer a la sociedad no 
pueden aer privados por ningún pacto, as! como tampoco su 
posteridad. Son a saber& disfrutar de la vida 1 de la 11-­
bertad, como medios para adquirir y poseer propiedades 1 -
para buscar 1 obtener la dicha 1 la seguridad". Otros der~ 
chos fundamentales tueron consagrados, tale• como la garan 
tía de eleaciones libres, la libertad de prensa, la liber:= 
tad de conciencia y la condenaai6n a los castigos crueles. 

El 4 de julio del mismo aflo, el Acta de Independen-­
cia de Estados Unidos, redactada por Thomaa Jeffereon, ex­
pusoa "Sostenemos como verdades evidentes que todos los -­
hombres nacen igualee1 que a todos les confiere su Creador 
ciertos derechos inalienables entre los cuales eet~ la -­
vida, la libertad 1 la consecuci6n de la felio.ldad; que -­
para garantizar esos derechos, los hombres insti tu3ren go-­
biernos que derivan sus justos poderes del conaentiaiento­
de loe gobtra&dos; que siempre que una forma de gobierno -
tiende a destruir esos fines, el pueblo tiene derecho a r1 
formarla o abolirla, a inetituir un nuevo gobierno que se 
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tunde en diohoe prinoipioe y a organizar sue poderes en -­
aquella forma que a su juicio garantice mejor eu eeguridad-
1 su felicidad ••• " 

En eete documento se encuentran expresadas todas las 
verdades del contractualismo basado en el derecho natural.­
Si se nos interrogara sobre loe postulados de esae corrien­
tes, bastaría con remitirse a la lectura del Acta de Inda-­
pendencia de los Estados Unidos. En ella está implícita la 
verdad del origen del Estado y la bondad del respeto a eus 
fundadores. 

Aún dos aB.oe antes de la Revolución Pranceea, el 17 -
de septiembre de 1787, se promulg6 la Constituci6n de loe -
Estados Unidos de América, que no fUe ratificada por los di 
versos Estados, sino hasta que en las primeras diez enmien: 
das a la misma se 1noluy6 el Bill of Righte, que sobrepaeó­
por mucho al redactado por el Parlamento Inglés, ya que ee 
hace una positiva enumeraci6n de loe más !undamentalee de -
loe derechos del hombrea Libertad de religión, de expresión, 
de prensa; Derecho de petición al Gobierno para la repara-­
ción de agravios; Derecho de guardar y portar armas a fin -
de proteger la seguridad del Estado; ningún soldado puede -
ser encarcelado en ninguna casa en tiempo de paz sjnel con­
sentimiento del dueño; Libertad de indagaciones y a~resa- -
miento irrazonables; Reglas relativas a fiscalización, jui­
cio y condenas; justa indeminización a la expropiación por 
utilidad pública; Derecho a juicio público y expedito, y r,!t 
glas para su procedimiento; Derecho a juicio ante jurado; -
Prohibición de excesiva fianza y castigos crueles1 la enume 
ración de derechos constitucionales no debe ser interpreta= 
do en el sentido d.e negar o desaoredi tar otros retenidos -­
por loe individuos; los ~oderee no delegados a loe Estados­
Unidos por la Constitucion ni prohibidos por ella a loa Es­
tados, están reservados a loe Estados respectivos o a loe -
individuos. 

Con esa base justa 1nio16 Estados Unidos su vida ind,!! 
pendiente. Sin embargoi a través de su historia ha sido, la 
violación a las garant1ae individuales la causa de eusmas -
grandes tragedias. 

El 1° d.e enero de 1863, Abraham Lincoln decret6 la l! 
bertad de loe esclavos, durante la guerra de seces16n. Sin 
embargo el problema no aoab6 con esa guerra. Noventa y ocho 
aB.os más tarde el Presidente Kennedy expuso en su diecurso­
inaugural la necesidad de respetar loe derechos de todos -­
los hombres: "El mundo es muy diferente ahora. El hombre 
tiene en sus manos el poder de abolir todas las formas de -
pobreza y todas lae formas de vida humana. Y todavía las 
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mismas creencias revolucionarias por las cuales pelearon ~ 
nuestros antecesores están en disputa alrededor del mundo­
-la creencia de que los derechos del hombre proceden no de 
la generosidad del Estado, sino de la mano de Dios", 

Siendo este país una de las cunas de la Declaraci6n­
Uni versal de Derechos Humanos de 1948, es triste observar­
que no todo su pueblo ha aprendido que todos loe hombres -
han sido oreados iguales. 

b) Francia 

Fueron loa franceses quienes fundamentaron filos6fi­
cemente las nuevas instituciones que loe Estados Unidos 1!l 
corporaron en su derecho positivo. 

Sin embargo Francia tardó en hacerlo, y no fU.e sino 
hasta trece afíoe después cuando, influida por la Emancipa­
ci6n Norteamericana, llev6 a cabo su violenta Revoluci6n,­
marcando la frontera entre la Era Moderna y la Contemporá­
nea, dada su importancia universal. 

Desde el gran acontecimiento del 4 de julio de 1776, 
al glorioso día del 14 de julio de 1789,el pueblo francés­
se ocupó en admirar entusiastamente los postulados del mo­
vimiento democrático y separatista realizado por las colo­
nias británicas en el norte del Nuevo Mundo, 

Sin embargo la tarea de los franceses fue más ardua­
Y difícil, pues había que destiuír lo inservible para le-­
vantar un nuevo sistema que debía transformar loe aspectos 
de la vida política y social. 

"L1.bertad, igualdad y fraternidad", fUeron las pala­
bras mágicas que llevaron a Francia a su Revoluoi6n, ence­
rrando en ellas un grito implorante de justicia. Los fran­
oesea querían garantías individuales, pues estaban ya con­
cientes de su derecho a ellas. Habían ya oído el estruendo 
americano, habían leído, y, sobre todo, hablan comulgado -
con Roueaeau en la lectura de sus escritos. 

Tres días antes de la Toma de la Bastilla,el Marqués 
de Lafayette supo recoger el anhelo ~opular y presentó a -
la Aeamb1ea un Proyecto de Declaracion de Derechos, adu- -
ciendo quei "El ejern:l·~to de los de'::nohoa naturales no ti.2, 
ne más límites que aquellos que aa0guran su goce a otros -
miembros de la sociedad" ( 2). 

El 14 de julio la Asamblea decidió incluir una Deol,! 
ración de Derechos en la nueva Constitución de ~anoia. -
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Ese mismo d!a, el epígrafe de L.M. Prudhomme, publicado en 
su periódico "Revoluciones de Par!e", surtía efecto. La Re 
volucj.Ón habíase iniciado. El ep!grate dec!ai "Los grandes 
nos parecen grandes porque estamos de rodillas& ¡Levantémo 
nosl" (3). 

En los días sucesivos Sieyés, Morinier, Robespierre. 
Target, Serván, Creniere y otros grandes personajes, pre-~ 
sentaron proyectos y ponencias reclamando una Declarac16n­
de Derechos, basando sus argumentos en lae ideas de Juan -
Jacobo Rousseau, y haciendo resaltar que la historia de la 
humanidad había sido un constante cambiar de cadenas. 

A la abol1ci6n de loa derechos feudales en Francia -
el 2 de agosto, sigu.ió la lectura del Proyecto de Deolara­
ci6n, por el vizconde de Mirabeau, el 15 del mismo mee, so 
bre el cual se discutió acaloradamente la redacción final7 

El 26 de agosto de 1789 se adoptó la Declaraoi6n de 
loa Derechos del Hombre y del Ciudadano, de 17 art!culos,­
en el primero de los cuales ee establece que "Loe bombree­
nacen 1 viven libree e iguales en derechos. Las distincio­
nes sociales solo pueden estar fundadas en la utilidad co­
mún". 

El articulado iba precedido por la siguiente resolu­
ción: "Los representantes del pueblo franc~s, conetitu!doa 
en Asamblea Nacional, considerando que la ignorancia, el -
olvido o el menosprecio de loe derechos del hombre son -­
las únicas causas de las desgracias públicas y de la co- -
rrupció~ de loe gobiernos, han resuelto exponer, en una d! 
claracion solemne, loa derechos naturales, imprescripti- -
bles e inalienables del hombre ••• 11 

El peor de loe enemigos de la Revoluci6n, el inglés­
Edmundo Burke, impugnó la Declaración con el propósito de 
desvirtuarla. Fue Thomas Paine, también británico, quien -
se le enirent6 haciendo la que constituye la más vigoroza­
defensa de la Declaración de 1789 (4). 

Loe derechos que se consagran en la Asamblea ~rance­
sa son& La libertad, la igualdad, la propiedad, la seguri­
dad, la reeietencia a la opreai6n, la generalidad de la -­
ley, la participaci6n en la creación de la ley, la partic! 
paoi6n en la adminietraci6n pública, la prohibición del ~­
arresto arbitrario y de las penas excesivas, la aplioacion 
de leyes anteriormente establecidas, la presunción juris -
tantum de la inocencia del acusado, las libertades de rel! 
gi6n 1- de expresión, el respeto a la propiedad y la expro­
piacion por causa de utilidad pública posterior a una jus-
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Después de todo lo descrito, concluimos que la Declg 
raci6n de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, 
es la más completa en la historia de la humanidad haata -­
ese aflo. 

Su más grande defecto es que carece de normas proce­
sales suficientes que aseguren la protección de loe cita-­
dos derechos, lo que constituye un problema que, según ve­
remos, aún hoy en día es de difícil solución. 

C) ANTECEDENTES INMEDIATOS DE LA DECLARACION DE 1948 

Los antecedentes de la primera Declaración Universal 
son diversos, originándose la mayoría de ellos en el campo 
de la organizaci6n internacional. 

La comunidad internacional, desde principios del si­
glo XX, empezó a comprender que contra quien debían ser -­
protegidos loe derechos individuales era del Eatado. 

Siguiendo el ejemplo de Francia y Estados Unidos, el 
reato de Europa, Am'rica, Asia y, recientaiaente Atriéa, 
han incluido en sus Constituciones declaraciones similares. 

En el siglo XX, la primera Constitución que expreaó­
aietemáticemente esta práctica .tue la de la Rep4blioa MexJi. 
cana, de 1917, sigu.dndole las de Weimar, en 1919 ~de Eap,1 
fta de 1931. Autores como Egon Sohwelb han efectuado un ve~ 
dadero despliegue de au isnorancia de la historia cuando -
afirman que tue la Constitución de Weimar la primera en es 
tablecer sistemáticamente las garantías individual.es (5).-

En los proyectos del Tratado de Versal.lea 11 intent6 
incluir ··cláusulas relativas a loe derechos de minor!aa­
racialee y religiosas. Incluso Japón trat6 de que se incl!! 
yera un articulo que prohibiera a loe Estados Miembros de 
la Liga de las Naciones hacer distinciones por motivos de 
raza o nacionalidad. Sin embargo todas las propuestas en -
ese sentido fueron rechazadas y el Convenio no habl6 de -­
loe derechos .tundamentales del hombre ni eetableoi6 el · -
principio de la no diecriminaci6n. 

Sin embargo los Miembros de la Sociedad de Naciones­
se comprometieron en el Convenio de 1919 a asegurar y man­
tener lae condiciones justas y humanas del trabajo para -­
hombres., mujeres y niilos. 

A mayor abundamiento, se comprometieron a asegurar -
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el justo trato de los nativos habitantes de sus colonias y 
confiaron a la Liga la supervisi6n de la ejecuci6n de 
acuerdos relacionados con el tráfico de mujeres y niños, -
garantizando su propia acci6n para prevenir y controlar ~ 
las enfermedades. Los Estados a quienes se les confi6 el -
Mandato sobre territorios que se estimaba no estaban eufi­
cientemen te preparados pu•a administrarse por e! mismos, -
tuvieron que garantizar la libertad de conciencia y reli-­
gión, y se les prohibieron abusos como el comercio de ea-­
clavos. 

Bajo la Liga de las Naciones, de 1919 a 1924, se coa 
certaron numerosos tratados y declaraciones de diversos -­
países europeos relativos a la Protección de las Minorías, 
Albania, Austria, Bulgaria, Checoeslovaquia, Greci~i Hun-­
sría, Polonia, Rumania, Yugoealavia y loe Estados J:Se.lticos 
{e Iraq en 1932), se comprometiron a asegurar una completa 
protecci6n a la vida y libertad de todos sus habitantes -­
.sin distinci6n de nacimiento, nacionalidad, idioma, raza o 
religión. Todos los habitantes tenían el libre ejercioio,­
ya sea público o privado, de cualquier crelo o religión. 

Los antecedentes de estos tratados y declaraciones -
los encontramos en el Tratado de Westfalia de 1648, que -­
protegía las minorías religiosas, y el Congreso de Viena -
de 1815, que trat6 el status de los judíos. 

La religión en Europa fue y ha sido siempre causa de 
discr1minaci6n y uno de los más graves problemas de ese -­
Continente, sobre todo durante la Segunda Guerra Mundial,­
con la indigna matanza de millones de judíos. Es de lamen­
tarse que la religi6n sea causa de discordia y no de uni6n 
entre los hombres. No solo desde las Cruzadas, sino desde 
la religi6n impuesta por el poder público griego y hasta -
nuestros días, el derecho de la libertad de relig16n ha -­
sido constantemente mancillado. 

La Organizaci6n Internaéional del Trabajo, el más ll!l 
tiguo de los Organismos Especializados de las Naciones Un! 
das, fUe establecido en 1919, con base en la frase del 
Acta Clayton de Estados Unidos de 1914, que rezaba: " ••• el 
trabajo de un ser humano no es una mercancía o artículo de 
com~rcio ••• " Creemos que es este Organismo Internacional -
tripartito el más relacionado con la protección de la dig­
nidad humana, y de ahí su importancia. 

Al promover en el campo de la cooperaci6n internaci.Q. 
nal el mejoramiento de lae condiciones de trabajo en todos 
sus aspectos, la O•I.T. ha dado y continúa aportando una -
gran contribuc16n a la protección intel1lacional y domésti­
ca de los derechos del hombre. 
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En otros c!rculos se realizaron tambi'n esfUerzos, -
como el del Instituto de Derecho Internacional, que aprob6 
en Nueva York, en 1929, una declaraci6n de loa derechos in 
ternacionales del hombre, en la que por primera vez ae ex= 
presa el deber de todo Estado de res~etar los derechos -­
del hombre. Anteriormente, en las demás declaraciones eetu 
diadas, solo se hacia referencia a un Estado, como Francia 
o Estados Unidos. A diferencia de tal enfoque, el artículo 
primero de la declaración que nos ocupa dices "Es un deber 
de todo Estado reconocer a los individuos el derecho igual 
a la vida, a la libertad y a la propiedad, y conceder a -­
todos, en su territorio, la plena y entera protección de -
este derecho, sin distinción de nacionalidad, sexo, raza, 
lengua o religión". Y el articulo segundo: :•Es un deber de 
todo Estado reconocer a los individuos el derecho igual al 
libre ejercicio, tanto público como privado, de toda fe, -
religión o creencia cuya práctica no sea compatible con el 
orden público o las buenas coa tumbrea ••• " ( 6}. 

Este constituye un verdadero antecedente relevante -
de la Declaración Universal de 1948, por referirse por pr!, 
mera vez, repetimos, a todos los Estados y no a uno solo. 

En la Declaración de las Naciones Unidas firmada por 
loa Aliados el 1° de enero de 1952, se expresó que "••• la 
completa victoria sobre nuestros enemigos es esencial para 
defender la vida, libertad, independencia y libertad reli­
giosa, y para preservar los derechos humanos y la justicia 
en toda la tierra". 

Este es otro antecedente de mucha importancia, ya -­
que fue la primera vez en que varios Estados convinieron ·• 
en la necesidad de respetar los derechos del hombre. 

Toda esta inquietud venía siendo el resultado de las 
atrocidades de las dos grandes guerras del siglo XX. 

Durante las conferencias en Dumbartan Oaks, en 1944, 
Estados Unidos, Inglaterra, la Uni6n Soviética y China -­
acordaron que uno de los objetos de la propuesta organiza­
ción internacional general debía ser promover el respeto -
a loa derechos humanos y libertades fundamentales. He aquí 
el antecedente de la consagración de los derechos del hom­
bre por las Naciones Unidas. 

La semilla de la ,p.:.•otecoión in·~emacional de los de­
rechos humanos fUe sembrada en la Declaración de loe Alia­
dos de 1942 y en las Propuestas de Dumbartan Oaks de 1944, 
germinando en la Carta de San Francisco de 1945, por fruc­
tificar en la Asamblea General de 1948. 
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T . > a) La Carta de San 1rancisco 
·1'- ''" ,, 

El Presidente Franklin Delano Roosevelt expresó en -
1941 que las condiciones de la paz y los objetivos de una 
nueva organización internacional no podían ser otros que -
el respeto a las libertades humanas en todo el mundo. 

Bien convencido estaba el mundo de la anterior atir­
maci6n, después de pasar por la experiencia de la Segunda­
Guerra, durante la cual se violaron loe derechos humanos -
como nunca en 1a historia de la humanidad. 

Los paises que concurrieron a la Con!erencia de San 
1rancieco llevaban en sus mentes esas ideas, y en el Preám 
bulo de la Carta de las Naciones Unidas proclamaron su de­
terminaci6n "a preservar a las generacioaes venideras del 
flagelo de la guerra, que dos veces durante nuestra vida -
ha inflingido a la humanidad eufrimientos indecibles, a -­
reafirmar la te en loe derechos fundamentales del hombre,­
en la dignidad 1 el valor de la persona humana, en la 
igualdad de derech9s de hombree y mujeres de las naciones­
grandes y pequeaas, a crear condiciones bajo las cuales -­
puedan mantenerse la justicia y el respeto a las obligaoig_ 
nes emanadas de los tratados y de otras fuentes del dere-­
cho internacional, a promover el progreso social y a ele-­
var el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de -
libertad". 

Algunos autores (7) han pretendido que los Represen­
tantes de las naciones en San Francisco apenas consintie-­
ron en que se tratara el tema de loe derechos humanos. No 
puede haber afirmación más errónea que esa, pues loe fines 
principales de las Naoio~es Unidas son la paz y el desarrg, 
llo de loe pueblos, propositos que solo se pueden lograr -
con el respeto a loa derechos humanos, como se lee en el -
propio Preámbulo y en el Capitulo I de la Carta. 

El mundo estuvo acorde,en 1945,en que para lograr -­
paz y progreso se necesitaba adoptar como propósito y prin 
cipio la consagración de loe derechos del hombre. 

La Carta contiene varios artículos relativos a ellosa 
El Artículo I habla de los Propósi toe de la. O.N. U.: 11 3.ReJl 
lizar la cooperaci6n internacional en la solución de pro-­
blemas internacionales de carácter económico, social, cul­
tural o humanitario, y en el desarrollo y estimulo del re.!!. 
peto a los derechos humanos y a las libertades fundamenta­
les de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, -­
sexo, idioma o. religión, ••• " El párrafo b) de la fracc16n-
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1 del Artículo 13 confiere a la Asamblea General la Funoi6n 
de promover estudios Y. hacer recomendaciones con el fin de 
fomentar la cooperación intemiaoional en materias de car,c­
ter económico, social, oultural,educativo 1 sanitario 1 ayy 
dar a hacer efectivos loe derechos humanos 1 las libertadei 
fundamentales de todos, sin hacer diatinoión por motivos de 
raza, sexo, idioma o religi6n. En el Capítulo IX, el ArtÍO!!, 
lo 55 establece que con el propósito de crear lae condicio­
nes de estabilidad y bienestar necesarias para las relacio­
nes pacificas y amistosas entre las naciones, basadas en el 
respeto al princi~io de la igualdad de derechos 1 al de la­
libre determinación de los pueblos, la Organizac16n promoTe 
rá: "·•• c) El respeto universal a loa derechos humanos 7 ': 
a las libertades f'Undamentales de todos, sin hacer d1at1n-­
ción por motivos de raza, sexo, idioma o relis16n, 1 la -­
efectividad de tales derechos 1 libertades". El siguiente -
Artículo rezas "Todos loe miembros se comprometen a tomar­
medidae conjunta o separadamente, en cooperación con la Or­
ganizaci6n, para la realizaci6n de los prop6aitos oonaigna­
dos en el Articulo 55". De conformidad con lo dispuesto por 
la tracción 2 del Artículo 62, el Consejo Eoon6mioo 1 So--­
olal_ tiene la Punción 1 el Poder de "hacer reoomendaoionea 
con el objeto de promover el respeto a los derechos hwaanos 
y a las libertades :fundamentales de todos! 1 la efectividad 
de tales derechos y libertades", y el Art culo 68 "El Oonae 
jo Económico y Social establecerá comisiones de orden econ! 
mico y social, 1 para la promoci6n de loa derechos humanos, 
•••"• Por Último, la fraco16n o) del Artículo 76 encomienda 
al Régimen Internacional de Adlllinistraci6n Jiduoiaria la -­
promoc16n del respeto a loe derechos .humanos. 

Como se puede apreciar, en la Carta solo ee habla de 
promoción o estímulo, pero no de protecoi6n a loa dereohoe­
humanos. 

Cuando ae propuso en San Prancisco que las Naciones -
Unidas aseguraran no solo la promoci6n, eino tambi&n la pr~ 
tecci6n de loa derechos humanos, la propoaici6n no tue aoe~ 
tada, puesto que se consider6 como violatoria de la oláuau­
la de jurisd1coi6n interna o dom6atica establecida en la -
fracc16n 7 del Artículo 2 de la Cartas "Ninguna diapoaioi6n 
de eata Carta autorizará a las Naciones Unidas a interTenir 
en loe asuntos que son esencialmente de la jur1ad1cci6n in­
terna de los Estados, ni obligará a los Miembros a aometer­
dichos asuntos a procedimientos de arreglo contorme a la -­
presente Carta, ••• " 

Tambi~n arguyeron algunos de los participantes en la 
Conferencia de 1945 que la Carta establecía solo un princi­
pio general de tipo ideal al hablar de los derechos hUJDaDoe, 
y no obligaoi6n alguna. Sin embargo, los Prop6sitos de la ·• 
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Organización sometían a loa Estados Miembros a una obliga­
ción legal de actuar conforme a ellos. Por otra parte, de­
be seftalarse que al firmar y ratificar los diferentes Esta 
dos Miembros la Carta de la O.N.U., simultáneamente deja-= 
ron de ser los derechos humanos una materia de la exclusi­
va jurisdicción interna, as! que no es de aplicarse la men 
cionada cláusula. -

A mayor abundamiento, en la práctica de las Naciones 
Unid,s, la cláusula de jurisdicción interna no ha sido un 
obetaculo para promover el respeto a los derechoa·humanos, 
a tal grado que se han logrado establecer sistemas por me­
.dio de los cuales los derechos humanos pueden ser "proteg! 
dos" por la O.U.U., como es el caso de varios tratados in­
ternacionales y los Pactos de 1966 que están abiertos a la 
firma y ratificación de los Estados Niembros. 

Podemos tel'lllinar diciendo que en 1945 se inicia el -
verdadero movimiento mundial en pro de los derechos huma-­
nos. 

b) La Declaración Universal de 1948 

Efectuar un análisis completo de la labor de la Or~ 
nización de las Naciones Unidas en el campo de los dere- -
chos humanos supone llenar una gran cantidad de volumenes, 
que bien merecen llevarse a cabo. No obstante, siendo otro 
el propósito de este trabajo, nos limitaremos a poner de -
relieve aquellos datos que son indispensables para el ma-­
yor entendimiento de los Pactos Internacionales de 1966, -
que son el mejor fruto de dicha labor. 

Desde 1945 se propuso en San Francisco la inclusión 
de una Lista de Derechos en la Carta de la O.N.U., lo cual 
no pudo hacerse ~or considerarse que era necesario estu- -
diar el asunto mas detalladamente. En el otoño del mismo -
afio, la Comisión Preparatoria de las Naciones Unidas y su 
Comité Ejecutivo recom~mdaron que el trabajo de la Comi- -
si6n de ~erechos Humanos se encaminara directamente a for­
mular, en primer t~nnino, una lista internacional de dere­
chos. 

La Comisión de Derechos Humanos fu.e creada l)Or el -
COUECOSOC en enero de 1946, de acuerdo con el Articulo 68 
de la Cc.rta,celebrando en enero de 194 7 su primera reunión, 
bajo la pre~idencia de la 'Jiuda de Franklin D. Hooselvel t. 
Había desacuerdo entre los miembros de la Comisiónlen aquel 
entonces 18 y ahora 32, acerca de la forma que deba adop­
tar la lista de derechos. Al final del año se sometieron -
varias proposiciones al CONECOSOC para resolver laa divergea 
cias de opiniones, las cuales pugnaban por un Convenio, al 
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¡unos por una lista, otros por un m&llitiesto, otros por 
una declarac16n, etc ••• 

El 10 de dioiembre de 1948, por 48 votos a tavor; n1A 
guno en contra y ocho abstenciones, la Aaaablea General -= 
adopt6 la Declaraci6n Universal de los Derechos del Hoabre, 
en el Palacio de Chaillot, Paria. 

· Loa 30 Art!culoa de la Declaraci6n contienen los dere 
choa civiles, políticos, econ6micos, sociales 1 culturales";" 

Los dos prillleros art!culoa son de tipo 1eneral1 "Ar-­
t!culo l, todos loe seres lnulanos nacen libres e iguales en 
dignidad y derechos 1, dotados como eatÚl de ras6n y con- -
ciencia, deben comportarse fraternallllente loa unos con loa 
otros"1 la fraco16n 1 del Articulo 2, dices "!oda persona -
tiene todos los derechos l libertades proclamados en esta -
Declaración, a1A distinción alguna de raza, color, •exo -­
idioma, relig16n, op1ni6n política o de cualquier otra .lada. 
le, origen nacional o social, pos1ci6n econ6mica, naoiaien­
to o cualquier otra cond1ci6n". 

Loa derechos civiles y políticos del ser hWIUUlo estÚl 
cubiertos en los .trt!culoa 3 a 21, los econ6micoa, social•• 
y culturales del 22 al 27, 1 en los 3 Últimos aeftalaa la P.2. 
eic16n del individuo frente a la comunidad. Esta Declara- -
c16n constituye la lista de derechos más completa que se ha 
b!a formulado hasta ese tiempo. 

En general, la Declarac16n tue aplaudida por la op1-­
ni6n mund1al.1ueron pocos los que se pronunciaron contra -­
ella, especialmente aquellos que no hab!an comprendido el -
carácter necesario de los derechos humanos para la paz del 
mundo. 

Autores como Harold J. Laski y E.s.c. Northrop (8) ar 
gumentaron su oposici6n a la Declaraci~n aduciendo que iati, 
tanto como todas las anteriores, no eran sino producto de -
la burguesía, para lo cual invocaron frecuentemente ideas -
marxistas. 

El carácter obligatorio de la Declaraci6n ha sido ob­
jeto de una gran controversia de opiniones. 

En el debate tinel de la Asamblea General, la seftora 
Eleanor Roosevelt pueo da manitiest~ que la Deolarac16n no 
era un ~:~tado ni un acuerdo intet'llacional y que no imponía 
obligaciones legales, sino más bien una formulaci6n de prJ.a 
cipios que exhortaba a los Estados a promover y respetar -­
los derechos humanos. Sin embargo lo dicho por la Presiden-

il~UOTE<M n.JT~,ll,J 

U. N. A. M. 
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te de la Oomie16:n no fue suficiente para acallar la pol'-­
mica. 

Loe representantes de Francia, Bélgica, Líbano, Pana 
má 1 Chile demostraron su tendencia de atribuirle car,oter 
obligatorio a la Declaración. · 

Durante la elaboración del documento la opinión gene 
ral fue de que no se estaba oreando un inatt'Wllento con va= 
lor jurídico obli~atorio. Esta posición debe considerarse­
cierta ya que segun lo ha expresado el Licenciado Jorge -­
Casta!ieda, "El hecho de que la Declaración exprese ciertos 
principios generales de der.echo no equivale, por eí miaao, 
directamente, a que exista una obligación internacional a 
cargo de loe Estados de respetar las libertades tundaaenta 
lee que son materia de esos principios generales" (9). -

La tuersa real de la Declarac16n de 1948 radica más 
bien en las repercusiones que ha tenido en sus 20 afloe de 
vida, que han sido indudablemente poderosas. 

Muchos Estados han invocado la Declaración para acu­
sar a otros de violar loe principios contenidos en ella. -
La Asamblea General también ha echado mano de ella para -­
condenar en varias resoluciones las transgresiones a loa -
derechos humanos, especialmente en el caso de la pol!tica­
de Apartheid en Sudáfrica. 

Loe Organiemoe Especializados en enumerables ocasio­
nes han hecho uso de la Declaraoi6n en sus resoluciones, -
convenciones y programas de oooperaci6n internacional, es­
pecialmente la U.N.E.s.c.o y la O.I.T. Las conetituoiones­
de muchos pa!eea han reci'bido influencias de ella, favore­
ciendo indudablemente la aituaci6n de sus naciones. 

La Declaraci6n ha inspirado un buen número de co~vea 
cionee concertadas bajo loe auspicios de la Organizacion,­
como son la Convención sobre elEstatuto de loa Refugiadoe­
de 1951, la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas­
de 1954, la Convenci6n sobre Derechos Políticos de la Mu-­
jer de 1952, la Convención sobre la Nacionalidad de la Mu­
jer Casada de 1957, la Convenci6n Suplementaria sobre la -
Abolición de la Esclavitud, la trata de Esclavos Y las In,! 
titucionee y Prácticas Análogas a la Esclavitud de 1956, -
la Convención relativa a la Abolición del Trabajo Forzado­
de 1957, la Convención sobre el Consentimiento para el Ma­
trimonio, la Edad M!nima para Contraer Matrimonio y el Re­
gistro de los Matrimonios de 1962, la Convenci6n Interna-­
cional sobre la Eliminación de todae las Formas de Discri­
minación Racial de 1966, etc ••• 

e) Otros resultados de la Promoción Universal. 
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Se ha puesto atenci6n en la sitllaoi6n de la mujer -­
dentro de los derechos humanos, y desde 1946 ha existido -
la Oomisi6n de la Condioi6n Jurídica 1 Social de la Mujer, 
logrando varios frutos, como lo es la Oonvenoi6n de 1952 -
antes mencionada Y la Declaraoi6n sobre la elim1naci6n de 
la disorill1naci6n contra la mujer de 1967. 

En 1960, la Asamblea General adopt6 la Deolaraoi6n -
contra el Colonialismo, que en nuestro concepto sisnitica­
un .fuerte apoyo a la Deolaraci6n Universal. 

La Tercera Comiai6n de la Asamblea General, encarga­
da de loa Asuntos Sociales, Humanitarios 1 CUlturales, ••­
encuentra estudiando las cuestiones relativas a la elillinl 
ci6n de todas las formas de intolerancia religiosa, la ai­
tuaci6n social en el mundo, el Alto Comisionado para loa -
Refugiados, loa criminales de guerra y personas que hafan­
oometido crímenes de lesa hUll&Didad, etc ••• 

La o.N.U, ha tenido que enfrentarse a serias viola-­
cionea de los derechos humanos desde au oreaci6n. Las pri­
meras preocupaciones fueron deshogadaa por medio del Trib¡ 
nal de Nuremberg, para tratar loa crímenes contra la huma­
nidad y al genocidio, de los fratados de Paz de 1947 con -
Italia, Rumania, Bulgaria, Hungría 1 Pinladia, 1 del oal,t 
brado con Jap6n en 1951. 

Probablemente el problema más apdo que ae le ha pr,t 
sentado ea el relativo a la política del apartheid en Sud­
áfrica, que data desde 1952. La posioi6n segregacionista -
del resillen sudafricano ha sido la aooi6n más opuesta a -­
loe derechos hWll&Dos desde la post-guerrat causando un au-
téntico pesar en el seno de la Organizacion. _ 

Como ya tenemos dicho, la labor de la o ••• u. en el -
campo de los derechos del hombre ha sido muy extensa. Para 
no referirnos a cada uno de los trabajos y resultados da -
la o.R.U. en la materia, por la ra•6n ya asentada, báste-­
noa oon eeftalar que ésta ha sido una de las más tomadas en 
cuenta por la Asaablea General. 

El Consejo Econ6mico 1 Social y el de !dm1nistraoi6n 
Piduoiaria tambi~n han tenido oportunidad de colaborar en 
la promoción, y los Organismos Especializados han jugado -
un papel muy encomiable en la realizaci6n de ese primor- -
dial propósito de la Organización. 

Sin embargo, el centro principal de acción de las Na 
ciones Unidas ha sido la Comisión de Derechos Humanos. 
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d) La Comisión de Derechos Humanos 

Ya hemos dicho que la Comisión de Derechos Humanos -­
.tue creada por el OONECOSOC en enero de 1946, de acuerdo -­
con el Articulo 66 de la Carta de la o.N.u., asignúdolela 
tarea de formular proposiciones, recomendaciones e informes 
sobre los siguientes t6picoaa 

l. Una lista internacional de derechos. 

2. Declaraciones o convenciones internacionales sobre 11 
bertades civiles, el estatuto de la mujer, libertad = 
de informaci6n y materias similares. 

'· La protección de minor!as. 

4. La prevención de la d1acriminaci6n por raz6n de raza, 
sexo, idioma o religión. 

5. Cualquier otra materia relacionada con los derechos -
humanos, no cubierta en loe cuatro puntos anteriores. 

La Comisi6n se compone actualmente de 32 representan.­
tea de gobiernos electos por el CONECOSOC. Al principio hu­
bo cierta presión por parte de algunos pa!ses para que los 
miembros de la Comiai6n fueran no gubernamentales. Sin em-­
bargo, se consideró que dado que la Comiai6n trataría cues­
tiones en que se hacia indispensable saber la reaoci6n de -
cada gobierno para lograr resultados positivos, eapeoialmeD, 
te por el hecho de que los derechos humanos son tanto del -
inter&s internacional como de la jurisdicción interna de -­
cada uno, los miembros debían ser gubernamentales. 

En sus primeros cuatro afios de vida la Comisi6n iUe -
presidida por la seftora Roosoveltf quien posteriol'l!ente coa 
tinuó como representante de su pa s por dos aiios mas, que-­
dando endeudada para con ella la Comisión, por su constante 
preocupac16n 1 aportaciones en favor de la dignidad del hom 
bre. 

En sus inicios trabajó con dos Subcomisiones, la de -
Libertad de Informaci6n y de Prensa, y la de Prevenci6n de 
la D1scrilllinao16n 1 Protecci6n de Minorías. De ellas solo -
subsiste la segunda, que ha dado una gran ayuda al trabajo-
de la Comisión. · 

Sin ser un organo jurisdiccional o investigador de -­
casos particulares de violaciones a loe derechos humanos, -
la Comisión loe toma en cuenta para sus estudios y recomen­
daciones. Ee esencial recalcar esta situación porque, en --
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más de un caso (10), se ha pretendido que la Oomis16n se -
constituya en juez o investigador. 

Durante su primera reuni6n la Comisión encarg6 a la 
Presidente y al Vicepresidente la tarea de f ol'llular un pra_ 
yecto preliminar de una lista internacional de derechos -­
humanos, 1 se eatableci6 un Comité Redactor para que se -­
reuniera antes de su siguiente eesi.6n. La Gran Bretafla -­
fUe el primer país en someter a la Comis16n 1 al Comité -­
Redactor un proyecto de lista internacional de derechos. -
En la Segunda Reun16n la comisi6n dec1di6 aplicar el térm! 
no "Lista Internacional de Derechos Humanos" a la totali-­
dad de documentos preparatorios, que consiat!an en una de­
claraci6n, una convenci6n l medidas de 1mplementaoi6n, 1 -
darle a la oonvenc16n el titulo de "Pacto sobre Derechos -
Humanos". 

Desde su Reuni6n de 1949 hasta la de 1954 la Oomi- -
ei6n se ocupó principalmente de la redacci6n de lo que 11! 
garon a ser dos pactos. 

El proyecto preliminar preparado por la Comisi6n con 
cernía a los derechos tradicionales, como el de justo jui­
cio, la libertad de expresión, libertad de asociación con­
fines lícitos, etc ••• que eran conocidos como "derechos -­
o1v1les". Por otra parte, la ouest16n de e1 los derechos -
de carácter social y económico, tales como el derecho al -
trabajo, a la seguridad social 1 a un adecuado nivel de V! 
da, que :fueron incluidos en la Declaración Universal, de-­
b{an ser o no incluidos en el mismo pacto !ue discutida -­
por la Asamblea General, el COHECOSOO y la Com1si6n. Hasta 
1951 la Asamblea General adopt6 una resoluci6n en el senti 
do de que debían haber dos pactos, uno para loe derechos= 
civiles y políticos y otro para loe econ6micos, sociales y 
culturales. Sin embargo esta resolución estuvo a punto de 
no llegar a existir, pues una que proponía la elaboraci6n­
de un solo pacto no lleg6 a ser adoptada por 29 votos en -
oont~a, 25 a favor y 4 abstenciones. 

As! la Comisión preparó 1 exemin6, artículo por ar­
tículo, doe proyectos de pactos, lo cual fue una labor du­
ra que le ocupó tres af1os, con reuniones anuales de dos m!, 
ses. 

La Comisión se encontró con el problema del aloauoe­
de las restricciones f'. rmitibles a l:is derechos civiles y 
políticos. Se consideró que ningÚn derecho ea absoluto, e! 
no que cada uno puede sujetarse a ciertas restricciones en 
favor del inter's general (ll). Decimos que lo anterior 
constituía un problema porque la Comisi6n quería evitar 
que los Estados abusaran de esas reetricoiones. Con tal 
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fin se decidió que las restricciones a las que podrían ser 
sujetados los derechos civiles y políticos solo podían ser 
los prescritos por la ley y que fueran necesarios en una -
sociedad democrática para la protección de ciertos intere­
ses específicos, como la seguridad nacional, la protección 
de la salud, etc ••• Sin embargo, ni siquiera de ese modo -
pod!a evitarse el riesgo del ab~so, por lo que se propusi~ 
ron las Medidas de lmplementacion. Estas consistían en el 
establecimiento de un Comité de Derechos Humanos, compues­
to de nueve personas independientes, que tendr!an la facu¡ 
tad de recibir quejas de un Estado, parte del Pacto de De­
rechos Civiles y Políticos, en contra de otro Estado, parte 
por la no observación de alguno de los mandamientos de di­
cho Pacto. 

En muchas ocasiones se propuso que se permitiera la 
presentación de quejas por parte de individuos o grupos, -
argumentando que la doctrina de que el individuo no podía 
ser sujeto de Derecho Internacional hab!a caducado y que, 
en todo caso, las quejas que fueran ~resentadae por los E,!. 
tados se harían solo por razones políticas. 

Las ¡roposiciones en ese sentido no fueron aceptadas, 
y se retiraron en 1954, por lo que durante ese afio, al so­
meter la Comisi6n a la consideración de la Asamblea Gene-­
ral los dos Pactos, las únicas medidas de implementación -
que se proponían eran las de rendir informes, cada Estado, 
acerca de loe progresos logrados en la promoción de los d!, 
rechoe humanos. 

Desde 1954 hasta 1966 la Tercera Comisión consider6-
los Pactos. Ese afio tueron adoptados por la Asamblea Gene­
ral. 

Junto con loe Pactos, la Asamblea General aprob6 el 
Protocolo lacultativo del Pacto Internacional de Derechos­
Oiviles y Políticos, que reglamenta todas las cuestiones -
relativas al Comité de Derechos Humanos, establecido en la 
parte IV de dicho Pacto, el cual estará compuesto de 18 -­
miembros y cuyas funciones estudiaremos en el siguiente C! 
p!tulo. 

Hasta junio de 1968, ningún Estado ha ratificado los 
Pactos y el Protocolo. Habiendo sido aprobados el 16 de d! 
ciembre de 1966, aun es temprano para especular sobre su -
aceptación entre los Estados Miembros. 

El e~amen del contenido de los Pactos lnternaciona-­
les lo dejaremos también para el próximo Capítulo, en que 
lo haremos con relación a la posibilidad de su Ratifica- -
ción por parte de México. 
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Lae laboree de la Cóm1si6n también han consistido en 
estudios y recomendaciones acerca de otros puntos. Ha tra­
bajado en Subcomiai6n sobre la Prevención de la Discriaina 
c16n y la Proteoci6n de Minorías, ha logrado la ¡>1'011Ulga-= 
ción, en 1959, de la Declarao16n sobre los Derechos del -­
Ni~o, ha foJ:11ulado la Declaración sobre el Derecho de Aai 
lo y las Declaraciones 1 Convenciones sobre la 111l1tacicSi 
de todas las formas de diecriminaci6n racial 1 de todas -­
las formas de intolerancia religiosa, ha establecido un -­
sistema de asistencia técnica, consisten.te en servicios -­
consul tivoe, becas 1 aellinarios, todos tendientes a la pra, 
moc16n de loe derechos hWl&D.oa, etc ••• 

,La Oomisi6n de Derechos Humanos ha sido el cuerpo -­
que masha cooperado con el hombre en la detenaa de aua de­
rechos naturales. 

e) El reconocimiento del individuo como suje~o de dere­
cho internacional. 

La definici6n clásica del Derecho Internacional Pú-­
blico dice que éste es un conjunto de normas jurídicas que 
regulan las relaciones entre loa Estados. 

Creemos que la definición ha sido incorrecta siempre, 
pues no ha sido nunca el derecho internacional aplicable -
solamente a relaciones interestatales. 

El derecho internacional eurgi6 con la f ormao16n de­
los Estados europeos en el siglo XVI, como Francia, Eapafla, 
Austria e Inglaterra, 1 deade entonces ha in.fol'll&do el de­
recho lnterno de cada uno de ellos. Siendo aa!, los indiv! 
duoe que formaron los pueblos de aquellos estados se v~e-­
ron obligados legalllente a observar laa noraaa contra!dae­
por su Gobierno 1 que tuer&111nclu!das en el derecho posit!. 
vo doa,atico. 

Sujeto de derecho es aquel cuya conducta se ve regu­
lada por una norma jurídica. Resulta así que el individuo, 
aunque en un aegundo nivel o indirectamente, ha sido euje­
to de derecho internacional. Decimos que en un segundo ni­
vel porque esto ha sido a trav&s del derecho interno. 

La teoría de la responsabilidad del estado nos corrJl 
bora esto, En muchas ocasiones el Estado resulta responsa­
ble por los actos de sus nacionales en contra de otro e&t,! 
do. 

La defin1ci6n clásica ha tenido tambi&n que deaapar~ 
cer oon el desarrollo creciente de la organizac16n interna 

1 
1 ... 1o'••' 
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cional durante el presente siglo, la oual se ha convertido 
en sujeto importantísimo de las normas jurídicas interna-­
oionales, a través de la diplomacia multilateral y de los 
tratados y otros acuerdos celebrados por las organizaoio-­
nes con estados en particular. 

Y ha sido sumultáneamente con el nacimiento de la or 
ganización internacional de la post-guerra, que el indivi-: 
duo se ha convertido también en sujeto del.orden jurídico 
internacional. 

El método seguido por el derecho internacional en la 
segunda ~itad del siglo Y.X pare lograr cooperación entre -
estado soberanos en la observancia de los derechos humanos 
y libertades fundamentales, ha provocado el reconocimiento 
de la persona human como sujeto de derechos en el dereoho­
internacional. 

Ha nacido ya sin duda el derecho internacional de -­
loe derechos humanos. En algunos casos, como en el de la -
Comisión Europea de Derechos Humanos, el individuo puede -
presentar quejas contra su gobierno en un órgano extra-es­
tatal, la propia Comisión, por una violaoi6n a sus dere- -
chos fundamentales, sujetos, desde luego, a ciertas condi-­
ciones, como el agotamiento de los recursos legales inter-­
nos. 

También varios tratados internacionales, tanto bila­
terales como multilaterales, han derivado para los indivi­
duos derechos subjetivos, no solamente en lo relativo a -­
los derechos humanos, sino en cuestiones como la exporta-·· 
ción e 1mportaci6n. 

Fara reforzar nuestras afirmaciones, podemos citar -
un ejemplo muy ilustrativo. Loa juicios seguidos en Nurem­
berg a loe criminales de guerra que cometieron delitos de 
genocidio y de lesa humanidad, no son otra cosa que la 
aplicación del derecho internacional, loe acuerdos de los 
aliados, a individuos en particular. 

Uno de loe problemas más difíciles con que se ha en­
contrado la comunidad internacional en su labor para prot~ 
ger los derechos humanos es, como ya hemos advertido, la -
cuestión de la capacidad del individuo para dirigirse n -­
Órganos extra-estatales en queja contra su gobierno por -­
violaciones a los derechos inherentes a su calidad humana, 
ya que muchos estados han considerado ~ue esto es aten- -
tatorio a su soberanía o su jurisdiocion interna. También­
con esa base se ha pretendido negar la cali.dad del indivi­
duo como sujeto de derecho internacional. 
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En la pr,ctica se ha salvado ya el problema, como en 

el menci~do ejemplo de la Comisión Europea. 

Pero dentro de la teoría del derecho debemos aduóir,­
como asienta Pieter Nicolaas Drost (12), que el reoonoci~ -
miento de la personalidad internacional del individuo no de 
pende en teoria del reconocimiento de su completa oapacidal 
procesal. "Un derecho sustantivo no es idéntico a un dere­
cho de acción". 

Pero así como el individuo es sujeto de derechos en -
el derecho internacional, lo es también de deberes, 1 para 
comprobarlo volvemos a citar el ejemplo de los juicios de -
Nuremberg. 

Por lo tanto, el individuo ea, como lo son loa Esta-­
dos 1 las organizaciones internacionales, sujeto de dere- -
chos 7 deberes del derecho internacional, de lo que inferi­
mos que el hombre no obtiene del derecho internacional sol§ 
mente la protección de sus derechos fundamentales, sino de 
la misma manera la obligación de respetar loe de sus seme-­
jantes, sin distinción alguna. 

El derecho internacional de loa derechos humanos no -
se refiere, como comúnmente se cree, solo a deberes del Es­
tado y derechos del individuo, sino que también da deberes­
ª éste Último. 

E) EXPERIENCIAS REGIONALES DE LA ACCION INTERNACIONAL 

No ha sido solo en el ámbito universal,en el seno de 
las Naciones Unidas, donde se han establecido sistemas y C! 
lebrado acuerdos internacionales para la observancia 7 pro­
tección de los derechos del hombre. 

Se han registrado también ciertas experiencias inter­
nacionales en el ámbito regional. 

a) Europa 

Los miembros del Comité de Ministros del Consejo de -
Europa firmaron en Roma, el 4 de noviembre de 1950, la Con­
vención Europea de Derechos Humanos, la oual entró en vigor 
tres afios después, cuando fueron depositados diez inetrume~ 
toe de ratificación. 

Desde 1948 el Consejo de Europa había iniciado un mo­
vimiento tendiente a elevar loe derechos humanos al oar,c-­
ter de normas jurídicas dentro de un instrumento internaoi2 
nal. 
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El viejo mundo había eUfrido más que nadie los flage­
los de las tiranías nazi y fascista, 1 quería prevenirse -­
para el futuro de un nuevo atentado contra sus hijos. 

En el Preámbulo de la Oonvenci6n se seftala que su pro 
p6sito es dar los primeros pasos para el reforzamiento oo-= 
lectivo de algunos de los Derechos establecidos en la Decla 
raoi6n Universal de 1948. -

Varios Protocolos se han formulado a la Convenoi6n -­
desde 1950 hasta 1956, y ha sido ratificado por 15 Estados& 
Austria, Bélgica, Chipre, Dinamarca, la República federal -
Alemana, Grecia, Islandia, Irlanda, Italia, Luxemburgo, loe 
Países Bajos, Noruega, Suecia, Turquía y el Reino Unidos. -
Es decir., todos los miembros ocl Consejo Eu.~opeo, excepto -
Francia, Malta y Suiza. 

Loa estados partes de la Convención están obligados a 
asegurar a cualquier individuo, no solo a sus nacionales, -
los derechos y libertades fundamentales que se definen en -
la misma. Esos derechos y libertades son solo los necesa- -
rios en una sociedad democráotica, más no todos los que es­
tablece, por ejemplo, la Declaración de la O.N.U. Esto se -
debe a que se consideró que era preferible limitar la gar~ 
t!a colectiva a aquellos derechos y libertades que eran -­
practicados, después de un largo uso y experiencia, en to-­
dos los pa!ees democráticos, es decir, "empezar por el prin 
oipio", en las palabras de M. Tiegen \13). 

Loa derechos protegidos por la Convención son los de­
la vida, libertad y seguridad personal, justo juicio, pro-­
teoción contra la retroactividad de la ley, respecto a la -
vida privada individual y familiar, a la residencia y oo- -
rrespondencia, libertad de pensamiento, conciencia y reli-­
g16n, libertad de expresión, libertad de reunión y asocia-­
ci6n, derecho de matrimonio y de fundar una familia, prohi­
bici6n de torturas y tratamiento o condenas inhumanas, y la 
prohibición de la esclavitud y de la servidumbre. El Proto­
colo de 1952 agreg6 el derecho a la propiedad, a elecci~nee 
libree y el derecho de los padres a asegurar la educacion -
de sus hijos de conformidad con eua oonviccionee religiosas 
y :t:ilos6ficas. 

La mayoría de estos derechos y libertades están saca­
dos y definidos de la Declaración Universal de 1948, Y la -
Convenci6n señala claramente las restricciones a las que -­
pueden ser sometidos, siempre oon la idea de que solo deben 
ser aquellas prescritas por la ley o indispensables en una 
sociedad democrática. 

En 1961 se firmó en Turin la Carta Social 1uropea, --
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que enlista 19 principios y derechos econ6micos "1 sociales. 
Durante el mismo aíl.o y, posteriormente en 1963, se incorp,¡ 
raron a la Convenci6n dos protocolos ;le que establecían -­
nuevos derechos. 

La maquinaria internacional del sistema europeo de de 
rechoe hWl18Dos está compuesta por la Comis16n Europea de Di 
reohoe Humanos, la Corta de Derechos Humanos y el Comit' di 
Ministros del Consejo de Europa. 

La Comisión se integra por tantos miembros como Par-­
tes Contratantes hay en la Convención, los cuales actúan en 
su capacidad individual y no como delegados guberDamentales. 

Cualquier Estado Parte puede comunicar a la Oomia16n­
la violación cometida por otro a la Convenci6n, pero tam- -
bién se establece el derecho de todo individuo a quejarse ~ 
contra su GobierDo ante la Comiai6n, lo cual es el gran mé­
rito del sistema europeo. Si~ embargo, esta dispoa1ci6n no 
es absoluta ya que, debido a esto muchos estados dudaron en 
aceptarla, se aplica solo a aquellos que expresamente decl.! 
ran aceptarla. Es decir, es opcional. Aun as! la medida no 
se deavirtu6, ya que once países la han aceptado. 

En loa iniciales veinte aflos solo tres casos interes­
tatales se han presentado a la Comisión. Los dos priaeros -
entre Grecia y la Gran Bretafla, que fueron retirados al oe­
lebrarse un acuerdo entre ambos paises referente al estatu­
to constitucional de Chipre, y el caso de Austria e Italia, 
relativo al derecho de justo juicio. 

De 1955 a 1966 la Comisi6n recibi6 3,001 aolicitudes­
de individuos, organizaciones no gubernamentales o grupos -
de individuos. Para la admisión de dichas quejas la Oomi- -
si6n se cerciora de que se hayan agotado todos los recursos 
legales internos y que no hayan pasado más de seis meses -­
desde la fecha en que se dictó la deoisi6n final. Además de 
estas medidas, se toman otras para· evitar el abuso del der~ 
cho de petici6n, por lo que del número indicado solo 42 qu~ 
jaa han sido admitidas. La mayoría de las rechazadas han B! 
do consideradas dolosas por el Comité de Ministros. 

Cuando la Comisi6n declara que un caso ea admisible,­
se impone una doble tarea que descansa en una Suboomia16n. 
Primero se establecen loa hechos y se trata de asegurar un 
amistoso arreglo del asµnto, lo oua:L ha sucedido solo en -­
dos caeos. De no lograrse lo anteri1>r, la Comiei6n redacta­
un informe, incluyendo su opinión sobre si los hechos cons­
tituyen o no una violación a la Convenoi6n. El informe se 
transmite al Consejo de Ministros, quien decide si ha babi-
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do o no violación y prescribe, en caso afirmativo, un per!o 
do de tiempo dentro del cual el Estado ofensor en cuesti6n= 
debe tomar las medidas necesarias para remediar la viola- -
ci6n. 

Hasta 1966 el Comité tom6 21 decisiones, todas apoyan 
do la opini6n de la Comisión. -

La corte de Derechos Humanos, compuesta de 18 jueces, 
solo recibe quejas de la Comisión o de un Estado Parte, y -
a6lo a1 e1 demandado ha aceptado su jurisdicci6n en forma -
general o para ese caso particular. La aceptación general -
ha sido ya hecha por once países. 

El responsable de la ejecución de la sentencia ea el 
Comit& de Ministros de Relaciones Exteriores ya citado. 

Hasta el final de 1966 la Corte solo ha tratado cua-­
tro casos. 

Loa mejores resultados de la Convención han sido el -
reconocimiento del individuo como sujeto de derecho interna 
cional, la aotitud de varios Estados por adecuar su legisl! 
c16n interna a las disposiciones de la Convención y el rec~ 
nocimiento del principio del control internacional sobre as 
cionea de gobiernos nacionales. 

Por otra parte, las Cortes nacionales han tomado en -
cuenta, para la aplicación de la ley,muohas de las reglas -
del sistema (14). 

Creemos que la maquinaria europea de protecci6n de -­
loa derechos humanos ea, si no perfecta, bastante inteligea 
te, y no obstante los ataques de que ha sido objeto (15), -
ha demostrado la madurez de sus miembros en el campo del m~ 
derno derecho inte111acional. 

El significado de la Convención es muy importante en 
las relaciones internacionales y política internacional de 
la época que vivimos. 

Es triste ver que ninguno de los paises sojuzgados -­
por loe sovi&ticm ha podido sacudirse eu rugo para ingresar­
a! Consejo Europeo y poder as! aceptar la ~onvenci6n. 

La situac16n de los derechos humanos detrás de la coI 
tina de hierro ea, desgraciadamente, muy lamentable, aunque 
las respectivas 6rdenes legales los protegen (16). 

La Asamblea de Naciones Cautivas Europeas, formada --
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por oriundos de Albania, Bulgaria, Checoeslovaquia, Estonia, 
Hungría, Latvia, Lituania, Polonia y Rumania, se celebr6 en 
Nueva York el 10 de diciembre de 1946, para elaborar un in­
forme acerca de la denegaoi6n de derechos humanos en Eu.ro-­
pa Oriental. 

En dicho informe se acusa a la Uni6n de Repúblicas So 
cialiatas Soviéticas de imponer regímenes en paises del Oei 
tro y Este de Europa que, hasta 1958, han tenido de 50,000 
a 60,000 húngaros en las prisiones por la Revoluci6n aplas­
tada doe aílos antes, enviado a polacos a Siberia, auprimi-­
do las libertades e independencia de loa Estados B&lticos e 
impuesto en todos ellos una ideología tiránica que presupo­
ne la eumisi6n y entrega servil del individuo a loa intere­
ees del Estado. 

Tal vez la violaci6n más constan.te en loa paiaea que 
están dentro del bloque sovi,tico,consiate en la permanente 
introm1a16n del gobierno en la vida privada de todos aque-­
llos que se encuentran bajo su juriedicci6n territorial. Rs 
aulta bastante deprimente para esoa europeos que a1eatraa -
ellos sufren ingerencias en au vida privada, ae celebran -­
reuniones dentro del mismo continente, como la Conterencia­
B6rdica sobre el Derecho a la Intimidad de 1967, en las que 
sus semejantes tratan de asegurar au pr1vao1a hasta el Últ! 
mo detalle. · 

b) Am'rica 

Durante la Novena Conterenoia Interamer1eana, llevada 
a cabo en Bogotá, en 1948, se adopt6 la Declaraci6n Americ¡ 
aa de Derechos y Deberes del Hombre, oonaagrando loa dere-­
chos a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad.­
de la persona, a la igualdad ante la ley, a la libertad re­
ligiosa y de cultoi a la libertad de 1nveat1gaoi6n, op1ni6n, 
expresi6n y ditusion, a la protecci6n a la honra, la reputA 
oión personal 1 a la vida privada y ~amiliar, a los benefi­
cios de la cultura, al trabajo y una justa remune'l'8.c16n, al 
descanso y a su aprovechamiento, a la seguridad social, al 
reconocimiento de la personalidad jurídica y de los dere- -
choa civiles, a la justicia, a una nacionalidad, al sufra-­
gio y participaci6n en el gobie:rno, a la reuni6n y asocia-­
oi6n licita, a la propiedad, a la petición, a la protecoi6n 
contra la detención arbitraria, al proceso regular y al asi 
lo. .Asimismo, se esti:~'t,lecieron los deberes ante la soci edaiJ, 
para con los hijos y los padrea, de la instruoci6n, de su-­
fragio, de obediencia a la ley, de servir a la comunidad y 
a la naci6n, de asistencia y seguridad sociales, del pago -
de impuestos, de trabajo y de abstenerse de actividades po­
l!tioae en pa!a extranjero. 
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Es ot~io indicar que con esta Declaración, especial-­
mente por lo que se refiere a los deberes, América recono-­
ció al individuo como sujeto de derecho internacional. 

Durante la misma Conferencia se suscribieron las Con­
venciones Interamericanae sobre Concesión de loa Derechos -
Civiles a la Mujer. Desde luego que la palabra "Concesión" 
ea del todo criticable, por ser contraria a la esencia de -
loe derechos del hombre. Más adecuado hubiera sido usar el 
término 11Reoonocimiento 11 • 

Por medio de la Resolución VIII, la Quinta Reuni6n de 
Consulta de Ministros de Relaciones ~xteriores, celebrada -
en Santiago de Chile en 1959, se cre6 la Comisión Interame­
ricana de Derechos Humanos, compuesta por siete miembros -­
electos a titulo personal y encargada de promover el respe­
to de tales derechos. 

Salvo los casos de denegación de justicia, la Comi- -
sión solo conoce de asuntos que le sean sometidos cuando se 
han interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción in-­
terna y dentro de seis meses a partir de la fecha de la de­
cisión interna definitiva. La Comisi6n puede recibir las -­
peticiónea ~ue le sean dirigidas por cualquier persona o -­
grupo de personas, o por asociacione~ o corporaciones legal, 
mente reconocidas por la autoridad publica, siguiendo as! -
el sistema de la Comisión Europea. También se necesita, y -
por las mismas razones, de la aceptación del Estado en cue.§_ 
ti6n a la facultad de los individuos para interponer sus -­
quejas. 

La Organización de Estados Americanos ha aprobado al­
gunos Tratados y Convenciones relacionados con loa derechos 
humanos, sobre todo en cuestiones migratorias y de asilo. 
Aun fuera de la O.E.A., dentro del sistema interamericano -
tenemos el Proyecto de Convenci6n Centroamericana sobre De­
rechos IIUJl8llos y su respectiva Corte. 

La violación de los derechos humanos en América es -­
tambi'n cuestión de cada día • Pero la experiencia más ama~ 
ga del·continente ee ha dado en Cuba, desde 1959, en donde 
el Gobierno de la Revoluci6n ha desconocido la dignidad del 
hombre, infiriéndole loe más burdos y sanguinarios ataques. 

c) Africa 

La Carta de Unidad Pan-Africana, que constituye el E~ 
tatuto básico de la Organización de la Unidad Africana, es­
tablecida por treinta jefes de Estados de ese continente en 
1963, reafirm6 su adhesión a los principios de la D~clara-­
ción Universal de Derechos Humanos de 1948 y enliato, entre 
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los propósitos de la nueva organización, la promoción de la 
cooperac16n internacional en favor de los mismos. 

Estimamos que ea mucho lo que se puede hacer en pro -
de los derechos del hombre en el ámbito internacional regio 
nal, y que bastante puede aprender de 'l el universal, y -= 
confiamos en que los resultados sean ya próximos. 

F) LA CONFERENCIA DE TEHERAN 

El Último paso im~ortante dado en la promoción de loe 
derechos humanos, después de loe Pactos Internacionales de 
1966, fue la Conferencia Internacional de Derechos Humanos, 
que se efectuó bajo loe auspicios de la O.N.U. en Teherán,­
del 12 de abril al 13 de mayo de 1968, para examinar los -­
avances logrados en la materia y la efectividad de los métg_ 
dos utilizados para su fortalecimiento. 

Esta Conferencia forma parte de loe eventos para cel!. 
brar el Afio Internacional de los Derechos Humanos, en 1968, 
auspiciado por las Naciones Unidas al conmemorarse el vig'­
simo aniversario de su Declaración Universal de Derechos 
del Hombre de 1948. 

l!."n la Conferencia, se adoptó la "Proclamación de 
Teherán", unánimementei en la que se atribuye carácter obl! 
gatorio a la Declaracion de 1948 (siendo ella misma una de­
claración), e insta insistentemente a los Estados a promo-­
ver el respeto a los derechos del hombre. 
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CAPITULO IV 

MEXICO Y LOS PACTOS INTERNACIONALES 

A) EVALUCACION DE LOS PACTOS INTERNACICtiALES Y DEL PROTOCOLO 
FACULTATIVO 

Repetidamente se ha criticado la lentltud de las Na-­
ciones Unidas en sus trabajos sobre derechos humanos. 

Después de examinar algunos documentos hemos podido -
llegar a la conclusión de que el problema de falta de cele­
ridad se debe a dos :fenómenos, En primer lugar, es muy ex-­
tensa la magnitud del orden del d!a de las sesiones de la -
Tercera Comisión de la Asamblea General, encargada como he­
mos indicado de todos loe asuntos sociales, culturales y -­
humanitarios. En segundo lugar, los Estados Miembros de la 
O.N.U. han demostrado su reticencia a ~tregarse por compl~ 
to y sin reserva a la defensa y promocion de los derechos -
humanos, lo que ha provocado el estancamiento de varias coa 
venciones, por no ser ratificadas, no obstante que ellos -­
mismos las adoptaron casi unánimemente en la Aeanblea Gene­
ral. 

Ante esta actitud, probablemente causada por la iner­
cia o falta de voluntad, numerosas tuentee han instado a -­
los Esta.dos Miembros a dar efecto a la mayor brevedad posi­
ble a las convenciones interna:iianales y, especialmente, a -
los Pactos y el Protocolo de 1966, 

La Conferencia de Organizaciones No Gubernamentales -
sobre Derechos Humanos, efectuada en Ginebra, del 29 al 31 
de enero de 1968, dirigi6 a los Estados Miembros un llamado 
en tal sentido. 

Preocupado por esta situaci6n, el Secretario General­
de las Naciones Unidas, U Thant, presentó a la considera- -
ción de la Conferencia Internacional de Derechos Humanos de 
Teherán, que hemos citado en el Capítulo anterior, un estu­
dio sobre la aceptación de los Tratados de Derechos Humanos 
(1), del que obtenemos varias conolusiones. 

De 1948 a 1968 la Asamblea General o las Conferencias 
Internacionales aus~ioiadas por las Naciones Unidas han -­
aprobado por votacion unánime, o casi unánime, 16 tratados 
multilaterales sobre d~rechos humanos, de los cuales solo 3 
han recibido más de la mitad del máximo obtenible de acept!, 
ciones. 

Hasta el 31 de diciembre de 1967, solo siete Estados 
hab!an aceptado más de 8 de esos tratados, lo cual quiere -
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decir que 125 Estados no lo habían hecho. 

Treinta Estados habían aceptado dos tratados sobre -
derechos humanos, otros 15 aceptaron uno y 14 ninguno. La 
Convenci6n para la Reducci6n de la Apatridia de 1961 había 
recibido cinco firmas 1 tan solo una ratiticaci6n. 

· Entre las posibles causas del problema el Secretario 
General destacó las eiguienteas 

l. La sucesión de Estados ha interferido en la acepta-­
ción de tratados multilaterales anteriores (2). 

2. Palta de expertos sobre derechos humanos en algunos 
Gobiernos. La cuesti6n de la ratificación o accesión 
a tratados sobre derechos humanos es más que una sim 
ple decisión política tomada al nivel del Ministro : 
para el Exterior o del Jete del Estado. A menudo se 
necesita investigación sobre la visión sustantiva de 
los tratados, loe efectos de las convenciones en el 
derecho existente y la política de los Estados. Pre­
cuentemente, la ratificación de tratados necesita de 
la adopci6n de una nueva legislación y, consecuente­
mente, de la redacoi6n de proyectos de ley. 

3. Loe requisitos que imponen algunas Constituciones r1 
tardan enórmemente la Ratificación de loe Tratados -
Multilateralee. 

4. Algunos tratados adoptados tuera de la Organización 
de las Naciones Unidas, en varios casos en el mnbito 
regional, son paralelos a otros aprobados en el seno 
de ella, por lo que éstos Últimos no han recibido -­
aceptaci6n. 

5. Otras causas, como las diferencias interdepartament! 
les, factores políticos, tradiciones populares, han 
impedido también la aceptación de los tratados mult! 
laterales de derechos humanos. 

Ante esas circunstancias, el Secretario General pro­
puso las eiguientes medidas: 

l. El uso de las reservas, que en el caso de los trata­
dos sobre derechos humanos pueden ser de tres clases: 

a) Relativos a la cláusula que da jurisdicción a la 
Corte Internacional de Justicia para la aoluci6n­
de controversias, La mayoría de las reservas for­
muladas en los tratados sobre derechos humanos ee 
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refieren a esta cláusula. 

b) Relativas a reglas sustantivas de los derechos -­
humanos. 

o) Relacionadas con problemas federales o de territa, 
rios coloniales. 

2. Capaoitaci6n de expertos y entrenamiento de personal. 

3. Consultas entre Gobiernos y legislaturas. 

4. Creac16n de un Comit& de Expertos sobre Ratificac16n 
1 Aceptaci6n. . 

5. Promoci6n de aceptaci6n a realizarse por tuncionarioe 
internacionales. 

6. Aoci6n de los individuos 1 organ1mao1ones no gubern.a 
mentales dirigida a promover la aceptaci6n. 

Opinamos que las seis proposiciones del Secretal'io -
Geberal son excelentes, aunque la priaera de ellas puede -
ser objeto de abuso 1 por eae camino desvirtuar el fin del 
tratado. 

Tambi'n la Com1ai6n de Derechos Humano• ha sentido -
honda preocupaci6n por el estado de las aceptaciones a los 
tratados oorreapondientea, por lo que en 811 23º Periodo de 
Sesiones, con •u Reaolucion 14 (XXIII}, reooaend6 a la -­
Asamblea General el eatableoilliento de una Oficina del Al­
to Comisionado de las Baaionee Unidas para hacer CWllpl1r -
las disposiciones sobre derechos hWl&llos (,). 

Los Pactos Internacionales de Derechos Humanos file-­
ron aprobados el 16 de diciembre de 1966, durante el V1g&­
eilllo Primer Período de Sesiones de la Asamblea General, a 
trav's de su Resoluci6n 2200. 

La votao16n fue unánime para la aprobaoi6n de loa -­
Pactos. En c~anto al Protocolo, 66 votos a favor, dos en -
contra 1 38 abstenciones. 

La esperanza de todos los defensores de loe derechoa 
humanos es que no se repita el ten6meno descrito por el Se 
cretario General en su estudio seftalado. Es decir, que er 
hecho de que los Pactos hayan sido aprobados por unanimi-­
dad no implique que no vayan a ser ratificados. 

El Protocolo Facultativo al Pacto Internacional de -
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Derechos Civiles y Políticos, al no recibir la misma canti 
dad de votos, es probable que no vaya a ser, lamentablemeñ 
te, objeto de una buena cantidad de aceptaciones, pues pa= 
rece que las eficaces medidas que contiene para hacer cum­
plir las provisiones de dicho Pacto amedrentan un tanto a 
los Estados. Haciendo uso de una expresión del uso popular 
podemos decir& "el que nada debe, nada teme". Si los Esta­
dos aseguran tener 6rdenes jud.dioos respetuoso.e de los de 
rechos humanos y sistemas efectivos, justos y equitativos= 
para su protección, nada deben temer ante la oreaci6n de -
un Comité receptor de quejas de individuos. 

Pensamos que los dos Pactos tienen la enumeración -­
más completa e inteligente de los Derechos Humanos, y que 
el Protocolo 1acultat1vo contiene un sistema absolutamente 
adecuado para la protección de ellos, por lo que nada tie­
ne que envidiarle a aquellos sistemas regionales ya estu-­
diados, como el europeo y el americano. 

La virtud de estos instrumentos es altísima, pues -­
constituye la más grande esperanza que ha podido abrigar -
el individuo en eu lucha por defender sus derechos funda-­
mentales. Son, en fin, el máximo fruto de cuanta genera- -
ción halabitado la tierra, y creemos que deben ser puestos 
en práctica por todos loe países del mundo, pues estamos -
seguros de que con ello se dará un gran paso hacia la paz, 
el progreso y la consiguiente tranquilidad de espíritu pa­
ra nosotros y nuestros hijos de las generaciones venideras, 
quienes sin duda nos venerarán por herencia tan incompar~ 
ble. 

B) LOS DERECHOS HUMANOS EN MEXICO 

a) Legislación Nacional 

La omnipotencia del Estado había ya caído en Europa, 
bajo el principio de que "la soberanía dimana del pueblo". 

Con esta idea se liberó M~xico de Eepaiia en 1810, -­
año en que Don Miguel Hidalgo y Costilla publicó el primer 
documento protectos del individuo en la vida independiente 
del pais. 

El Bando de Hidalgo aboli6 la esclavitud y la recau­
dación desigual y excesiva de tributos, que soportaron loe 
indígenas durante trescientos años. 

Buen inicio para una nación sedienta de libertad, 
que cargaba sobre sus espaldas la amarga experiencia de la 
opresión. 
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Hab!a llegado a América el liberalismo democrático, -
para informar la legislación de los nuevos paises. M'xico,­
especialmente, recibió esta influencia. 

El liberalismo puede darse en los 6rdenes pol!tioo, -
económico, religioso, etc ••• , 1 se basa en una ooncepoi6n -
individualistas, surgida como reacción al absolutismo en el 
poder. El Estado que se convert!a en liberal segu!a la m6xi 
mas "dejad hacer, dejad pasar". -

La manifestación visible del liberalismo tue la Cons­
titución Clásica, con el siguiente contenido& Abstención ~ 
del Estado, declaración de derechos del individuo y divi- -
sión de poderes en forma expresa. 

Las declaraciones de derechos forman la parte dogm&t! 
ca de la Constitución, 1 son un reconocimiento patente 1 -­
solemne de un grupo de prerrogativas que tiene el individuo 
frente al poder del Estado. 

La legislación mexicana constitucional es rica en di,! 
posiciones liberales, protectoras de las libertades de los 
individuos. Sin embargo, la inestabilidad que reilló .en el 
territorio de 1810 a 1920 no perm1ti6 a loa mexicanos cono­
cer el sabor de sus garant!as, pues loa regímenes dictato-­
rialea, las guerras civiles y los personajes del militaris­
mo inclemente lo 1mpidieron,y tal vez un buen poroenta3e de 
nuestros antepasados no llegaron siquiera a adquirir oon-:­
ciencia de sus derechos. 

La Constitución de Apatzingán, de 1814, basada en los 
principios de "igualdad, s•guridad, propiedad 1 libertad" -
acató e'l punto 15 de los "Sentimientos de la Nación" de Mo­
relos, que rezaba sabiamente& "Que la e~olavitud ae prosor! 
ba para siempre, y lo,miemo la diet!ncion de castas, qued&B, 
do todos iguales, y solo dietinguira a un americano de otro, 
el vicio y la virtud". 

Aunque esta primera Constitución mexicana era intole­
rante en materia religiosa, pues daba absoluto monopolio al 
catolicismo, en otros art!culoe si reconoc!a otros derechos 
indiTidualee, con fundamento en loa principios arriba cita­
dos. 

Este reoonocim.trn~o de que h.anamos forma una verdad_! 
ra relaci6n de derechos (4), aunque no una deolarao16n en -
el sentido del constitucionalismo moderno. 

En la Constituci6n Federal de 1824, al igual que en -
la de los Estados Unidos, no hay una serie de artículos que 
garantizan las libertades. También en ella se establece a -
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la religión católica como única aceptable (5). 

La primera Constitución vigente de México que incluyó 
una lista de derechos fue la Centralista de 1836, llamada -
"Las Siete Leyes", la primera de las cuales se intitula "De 
reohos 7 obligaciones de los mexicanos y habitantes de la = 
República" (6). 

La enumeración de derechos que se hace en dicha Ley -
es verdaderamente sorprendente, pues en aquél entonces mu7-
pocoe países habían logrado introducir a sus órdenes jurídi 
cos las garantías individuales, y aún menos en la gran medi 
da en que se hizo en el mexicano de 1836. -

Es de hacerse notar también que la lista que nos ocu­
pa incluye deberes para el individuo (característica más -­
bien peculiar de las declaraciones modernas), de loe cuales 
el único que contraria el concepto actual de derechos huma­
nos es aquel que obliga a profesar la religión católica. -
Hay que recordar que desde la primera postguerra se inició­
en el ámbito internacional, un movimiento tendiente a evi-­
tar las discriminaciones por razón de religión, lo cual ha 
fructificado con la "Declaración para la Eliminación de to­
das las formas de intolerancia religiosa". 

As!miemo, hay ciertas disposiciones que violan los d~ 
rechos del hombre en la Constitución de 1836, como en el -­
caso de la suspensión de los derechos particulares de los -
ciudadanos que tu.eran sirvientes domésticos, que no supie-­
ran leer ni escribir (4esde el afio de 1846 en adelante}, o 
que profesaran el estado religioso. Respecto a este Último­
punto, opinamos que se trata de otra forma de intoleranoia­
religiosa. 

También se creó en esta Carta fundamental el Supremo­
Poder Conservador, para el control de la constitucionalidad, 
sólo que no en cuanto a la violación de los derechos del -­
hombre. 

En las Bases Orgánicas de 1843 (7), sancionadas por -
Santa Anna, se hace una enumeración de los derechos y res-­
tricciones del individuo casi idéntica a la de 1836. Igual­
mente, el Acta de Reformas de 1847, en el que nace el Ampa­
ro, contie.ne una lista de derechos ( 8) • 

Es en la Constitución de 1857 en donde se llega a un­
verdadero alto grado de protección individual. 

En su primer· Articulo dice que 1 "El pueblo mexicano -
reconoce, que loe derechos del hombre son la base y el obj! 
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to de las instituciones sociales. En 0011Becuencia declara, 
que todas las leyes y todas las autoridades del pa!s, de-­
ben respetar 1- sostener las garantías que otorga la presea 
te Conatituoi~n". · 

En esta disposio16n se encuentran loa postulados del 
ius naturalismo y del oontraotualiamo, recogidos por el 11 
beralismo pol!tico, del cual surgió la democracia moderna7 

En esta Constitución la cantidad de derechos indivi­
duales consignados sobrepasa la de las anteriores. Se pro­
hibe la esclavitud, se otorgan los derechos de eduoaoi6n,­
de trabajo, de propiedad, de expresión, de imprenta, de P.! 
t1c16n, de correspondencia, de asociación y reunión lícita, 
de tránsito, de juicio ante tribunales previamente establ.t 
cidoe, de ser juzgado solo ~or leyes vigentes, etc ••• Ade­
más, se hace una relación más completa de las garantías --
procesales (g). . 

Para la época que vivi6, eeta Ley 1undamental tue -­
una de las más avanzadas del mundo en materia de dereohoa­
hWIUUlos, pues aun en algunas de Europa no se babia llegado 
a una política legislativa individualista tan completa. 

Las Leyes de Reforma tambi'n son de nuestra incumbea 
oia, puea varias de ellas se refieren a los dereohoe ~el -
hombre, solo que en un sentido que oorreeponde nma a las -
legislaciones nacionales e inte:t'!laoionales del siglo XX. -
El espíritu liberal se manifest6 en la Ley de Matrimonio -
Civil de 1859 y en la Ley Sobre Libertad de Cultos de 1860, 
con la cual se puso t!n casi completamente a la intoleran­
cia religiosa en México, herencia espáflola nada encomiable. 

A principios de nuestro siglo, el concepto material­
de la Co:nstituci6n estaba todav!a limitado a su parte dog­
·mática, la declaración de derechos, y su parte or8'nica, -
la división de poderes, 

Este concepto fue ampliado al incluir los derechos -
sociales, es decir, al 1omar en cuenta la estructura ao-­
cio-econ6mioa, 

La primera Conatituoi6n que estableo16 garantías so­
ciales fue la mexicana, de 1917, y posteriormente la de -­
Weimar de 1919. in ese el gran mérito de la Carta Pundaaea 
tal que rige a los Estados Unidos Mexicanos. Desgraciada-­
mente esta virtud no ha sido justamente valorada por los -
doctrinarios extranjeros sino, muy por el contrario, olvi­
dada. 

El derecho social, del que habl6 Radbruoh en sus in! 
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cios, encuentra su verdadero antecedente legislativo en loe 
artículos 27 y 12~ de nuestra Constitución, los cuales en-­
cauzan la ~ropiedad y el trabajo, desde un punto de vista -
socio-económico. Pero más correctamente debemos seftalar que 
con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexioa-­
nos, de 1917, se consignaron por primera vez, en la hiato-­
ria del Derecho Público, los derechos sociales en una carta 
fundamental • 

También las garantías individuales de la Constitución 
de 1917 constituyen un importante antecedente de la materia, 
en su desenvolvimiento durante este siglo. Aunque no ea per 
feota la enumeración, en cuanto se puede mejorar aprovecha!! 
do los resultados de los trabajos de las Naciones Unidas, -
es mucho mejor que la de otras naciones. 

Se h' dicho que debido al carácter social de nuestra­
Conati tucion, se pone en ella el interés colectivo antes -­
que el individual, con lo cual no estamos de acuerdo. Cree­
mos que precisamente el valor de los constituyentes de 1917, 
reside en que con mucha inteligencia supieron dar su lugar 
al interés particular, por una parte y, por la otra,. al ge­
neral. 

Loe defectos y virtudes de la enumeración de derechos 
de nuestra Constitución vigente los estudiaremos al ~ompa-­
rarla con los Pactos Internacionales de 1966. 

Sin embargo, debemos apuntar que es enorme el mérito­
de loe creadores de la Constitución de Querétaro, pues reo~ 
gieron la tradición legisla.tiva mexicana, que ya hemos sefl! 
lado, y consagraron las libertades del hombre frente al Es­
tado, tanto individual como socialmente. 

Desde el primer año de la Independencia de México, su 
legislación ha mostrado una real preocupación por consagrar 
los derechos y libertades fundamentales. 

Es México, por lo tanto, un país respetuoso de los d! 
rechoe humanos, por lo menos en la vía legislativa, ya que 
no ha sido lo mismo en la práctica» como tampoco lo ha sido 
en la mayoría de loe países del globo. No obstante, repeti­
mos, en comparación con otras naciones, México ocupa un di¡ 
no lugar en el reconocimiento normativo jurídico de loa de­
rechos individuales, tanto por lo que se refiere a los que 
poseen constituciones escritas, como a los regidos por con­
suetudinarias. 

b) Notas sobre el Amparo. 
En las Constituciones de 1824 y 1836 solo se dispuso-

' -

' 
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el control constitucional respecto a controversias relati­
vas a sus partes orgánicas, es decir, las resultantes de -
la diviei6n de poderes y los conflictos de competencia por 
raz6n de soberanía. 

Fue hasta 1840 cuando, en el proyecto de Constitu- -
ción para Yucatán, elaborado casi en su totalidad por Ma-­
nuel Cresoencio Rejón, se habl6 de entregar a la Corte Su­
prema de Justicia del Estado el control de la constitucio­
nalidad "para oponerse a las providencias anticonstitucio­
nales del Congreso y a las ilegales del Poder Ejecutivo, -
en las ofensas que se hagan a loe derechos políticos y ci­
viles de los habitantes del Estado", es decir, el Poder Jl! 
dicial se eoontraba por primera vez con la tarea de custo­
diar y "proteger en el goce de las garantías individuales­
al oprimido". 

La Constitución Yucateca de 1841 recogió las ideas -
de Rej6n, al disponer que a la autoridad judicial corres­
pond!a -"amparar en el goce de sus derechos a los que le -­
piden su protección ••• limitándose ••• a reparar el agravio 
en la parte en que la Constitución hubiese sido violada". 

También el proyecto de Constitución Federal de.Mari~ 
no Otero, estudiado por el Congreso Constituyente de 1842, 
daba a la Suprema Corte la protección de las garantías in­
dividuales frente a los Poderes legislativos y ejecutivos, 
pero solo con relaoi6n a casos particulares, sin hacer nia 
guna declaración general respecto de la ley o acto de que 
se tratara. 

En el Acta de Reformas de 1847 nac16 el Amparo del -
derecho mexicano, influenciado por su propia experiencia,­
prinoipalmente, y por instituciones anglo-sajonas como el 
Habeas Corpus y el Due Procese of Low. 

El Acta tuvo por objeto la implantación de dos sist~ 
mas de control de la constitucionalidad. Uno para la defea 
ea de los derechos individuales, instituyendo para el efe~ 
to el procedimiento judicial, y otro para mantener dentro­
de su jurisdicción respectiva a la federaci6n y a los Eat~ 
dos, por medio del control político. 

En la Constitución de 1857 desapareció todo tipo de 
control político, y st~ sometió al j11dicial las invaaiones­
rec!procas de las esferas federal y locales, as! como las 
violaciones a las garantías individuales, recogiendo para 
este último punto la fórmula de Oteros Petición de parte -
agraviada y protección en el caso especial, sin hacer nin­
guna declaración general. 
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El Amparo protegió a los individuos desde 1857 a 1917 
en la medida en que fue posible, pues durante ese lapso no 
faltaron las suspensiones de garantías, especialmente en el 
tiempo de Don Benito Juárez, las revueltas, las arbitrarie­
dades de la "Paz Porfiriana", y, a partir de 1910, la gue-­
rra de Revolución. 

Los que llegaron a darse cuenta de la existencia y -­
ven tajas del amparo, fueron muy pocos, no obstante que la -
Constitución de 1857 fue traducida al idioma azteca (10). 

En razón de esas circunstancias, el Amparo protector­
de las garantías individuales vivió precariamente. Sin em-­
bargo, los constituyentes de Querétaro elogiaron el sistema 
y lo integraron a la nueva Constitución, introduciendo re-­
glas detalladas para la tramitación del juicio, no por su -
efectividad anterior, sino debido más bien al deseo de jus­
ticia para el pueblo que los animaba, después de aiete afios 
de fraticidio. 

Los Artículos 103 a 107 de la Constitución de 1917 -­
dieron las bases del Amparo, a las cuales se debía auje·tar­
una ley posterior, que es la Ley de Amparo de 1936, en la -
que se reglamenta todo lo relativo a la materia en forma -­
muy completa. 

La breve relación que hemos hecho del desarrollo del 
Amparo, tiene el únioo propósito de demostrar que en México 
el reconocimiento de sus legislaciones a los derechos indi­
viduales ha ido aoompaiiado también de un sistema para su -­
protección. No ha sido por lo tanto nuestro deseo, de ninEm, 
na manera, el de elaborar un completo análisis histórico y 
valorativo del Amparo. Justificamos as! la omisión de nume­
rosos datos y doctrinas que no corresponden a tal fin. 

El Amparo, en su definioi6n, es una defensa de la -­
Constitución de tipo jurisdiccional por v!a de acción, que 
tiene como materia laa leyes o actos de las autoridades que 
violan las garantías individua.les o el pacto federal, que -
se tramita en forma de juicio y cuyos efectos son los de -­
reponer al quejoso en el goce de la garantía violada con 7-
efeotos retroactivos, y que debe concretarse al caso parti­
cular y no hacer declaraciones generales. 

El Amparo ea un sistema de la tradición jurídica mexi 
cana del que nuestros juristas se sienten orgullosos. S~ ª.!!. 
tructura constituye un magnífico medio para la protec9ion -
de loe derechos del hombre, pero la realidad ha demostrado­
que no todos los individuos tienen acoeao a él, ya sea por 
razones de orden econ6mico, o por el atascamiento de expe-
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dientes que aun hoy priva en nuestra Suprema Corte de Jus­
ticia. Respecto a este problema haremos alusi6n, tamb!én,­
posteriormente. 

c) Doctrina 

El Artículo lº de la Constitucic511 de 1857, ya seflala 
do, deo!a en su primera parte que el pueblo mexicano reco= 
nace que los derechos del hombre son la base y el objeto -
de las instituciones sociales. 

En torno a esta dispoeic16n se 1nici6 una abierta -­
controversia de conceptos entre Don Ignacio L. Vallarta y 
Don Emilio Rabasa (11). 

El primero, juez federal y uno de loe más notables -
doctrinarios del Derecho Público mexicano, afiraaba que -­
los derechos del hombre eran inherentes a su calidad huma­
na, y que estos eran universales, inalienables e impres- -
oriptibles. Alegaba, justamente, que el Artículo lº se -­
ajustaba precisamente a esas ideas valorativas de los der.! 
choa del hombre. 

Por el contrario, Rabaea, el más distinguido de los 
constituoionalistas mexicanos, pensaba que loa derechos -­
del hombre son meras concesiones del Estado al individuo,­
convirtiéndose así en el padre del positivismo jurídico de 
nuestro país. 

Atao6 la primera parte del Artículo 1° 1 detendic5 la 
validéz única de la segunda, que rezabas "En conaecuencia­
declara, que todas las leyes y todas las autoridades del -
país, deben respetar y sostener las garantías que otorga -
la presente Constituci6n". Decía que la ~arte inicial de -
la diapos1ci6n era detestable por su carácter abstracto y 
metafísico. Estas opiniones eran también compartidas por -
Don Justo Sierra y otros publicistas. 

Cuando se redaot6 la Constituci6n de 1917, loa cons­
tituyentes no tenían a su alcance sino las obras de Rabaoa. 
Viéronse así influidos por las ideas positivistas al torm)l 
lar el Articulo 1° del siguiente modoa "En los Estados Uni 
dos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que = 
otorga esta Constituoi6n, las cuales no podrán restringir­
se, ni suspenderse, sino en los casos y con las condicio-­
nee que ella misma establece". 

También el título de la Secci6n I de la Constituci6n 
de 1857, 11 De los Derechos del Hombre", fue variado en el -
Capítulo I del Título Primero de la de 1917 por el de "De 
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individuales". 

Sin embargo, debido a la poca preparación académica -
de loe Congresistas de Querétaro, es muy difícil que estos 
hayan comprendido el contenido filosófico de las ideas de -
Rabasa, según opina el maestro Noriega (12). 

De todas maneras, todo lo anterior ha dado pie para -
que varios juristas mexicanos contemporaneos o posteriores­ª la Constitución actual se hayan servido del Artículo lº -
de ésta para afirmar el concepto positivista jurídico de -­
los derechos del hombre, en contraposición con el del dere­
cho natural, al que consideran muerto. 

:2.1 licenciado don Narciso Bassols, fundador de la cá­
tedra de Garantías y Amparo en la Escuela Nacional de Juris 
prudencia de la Universidad nacional de Héxicol pensaba que 
las doctrinas clásicas del derecho natural hab an sido supe 
radas y que, en consecuencia, las habían reemplazado aque-~ 
llas que afil'!Daban que los derechos del hombre no son otra 
cosa que autolimitaciones del Estado, concesiones al indivi 
duo por el derecho positivo (13). -

Varias generaciones de estudiantes de Derecho recibi~ 
ron estas ideas, y a ellas se adhirieron maestros de la ta­
lla del licenciado Vicente Peniche López (14). Incluso ac-­
tua.lmente, el maestro licenciado Ignacio Burgoa afirma en -
S': obra ''Las Garantías Individuales", que los derechos huma 
nos don concesiones que hace el Estado al individuo (15). -

Sin embargo no todos los doctrinarios mexicanos han -
adoptado las corrientes del positivismo-jurídico, aunque s!, 
y lo lamentamos, hay actualmente varios catedráticos y al~ 
nos de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional -­
Autónoma de México que se encuentran deslumbrados por el -­
formalismo kelseniano, enemigo de los derechos y libertades 
fundamentales del hombre. 

Sin duda el más grande defensor de los derechos huma­
nos entre los juristas mexicanos es el maestro Alfonso No-­
riega, ya citado en múltiples ocasiones. 

d) Realidad mexicana. 

Hemos ya estudiado los derechos humanos en nuestras -
legislaciones y en las doctrinas de publicistas mexicanos. 
Conviene ahora señalar la realidad de nuestro pa!s, que es, 
por cierto, bastante amarga. 

Aunque sea difícil de creer, aún nos enteramos, de --
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cuando en cuando, de las violencias físicas y morales de 
que son víctimas loa detenidos, con el objeto de arrancar­
les brutalmente declaraciones de culpabilidad sobre deli-­
tos que, en muchos de los casos, no han cometido. 

Mucho ha que los tratos crueles y las penas exceei-­
vas fueron prohibidos por nuestras leyes. Sin embargo, es 
tos subsisten en los establecimientos policiacos y cárce-= 
les de Méxfoo, en donde privan las condiciones infrahuma-­
nas, la peor insalubridad y el más injusto trato. 

~os particulares son objeto continuamente de deten-­
ciones arbitrarias, carentes del requisito previo de las -
citaciones a que obliga la ley, y que son substituidas por 
falsificaciones de agentes extorsionadorea. 

No han acabado los casos de afiliación obligatoria -
de campesinos y obreros a Partidos Políticos, que conti- -
nuan llevando masas de individuos, ignorantes cívicamente­
y coaccionados a las urnas electorales para que voten a f~ 
vor de sus candidatos, y acarreando gentes a los mítines -
políticos que organizan. 

Tampoco han podido dejar de sufrir los campesinos el 
robo de sus parcelas a menos de funcionarios abusivos. 

La justicia, bien lo sabemos, sigue siendo objeto de 
comercio en nuestra patria. 

El dinero con que se compra la violaci6n del Derecho, 
ha sido el yugo del que carece de él, a trave~ de institu­
ciones indignas como la "mordida", por ínfima que ésta sea, 
que denigran la profesión e investidura del abogado mexic~ 
no, el cual olvida que su deber es, como lo es para el Es­
tado, el de velar por la exacta aplicación de la ley. 

Es por eso muy triste denunciar que tanto se ha co-­
mercializado la justicia, como lo ha sido la abogacía. Así 
de aborrecible es la conducta de funcionarios adminietrat! 
vos y judiciales, como lo es la de aquellos que concurren­
ª la Universidad a medio aprender una carrera que loe con­
vierte al practicarla en pillos y deshonestos. 

Cierto es que vivimos en un ~atado de Derecho. Tam-­
bién es cierto que nu,fd.r.a Constituc~.ón encier~a la "Idea 
de Derecho" de que habltJ.ba George Burdeau, segun la cual -
un pueblo expresa la clase de organización social en la -­
que le gustaría vivir. 

Sin embargo, el mexicano se empefia en vivir en con--
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e Idea de Derecho. 

La culpa de esta situaci6n, condenable, no debe atri­
buirse solamente al Gobierno, sino principalmente a los go­
bernados. 

Hay en México, aunque se quiera negar, una proflmda­
deeigualdad, una marcadieima división de clases, que va en 
contra de loe derechos individuales. 

Se ha tratado de justificar lo anterior con base en -
la carencia de cultura. 

Sin embargo 1 existe ya una numerosa clase privilefia­
da por la educacion, que bien poco hace por los despose dos, 
1 que no comprende que su máxima responsabilidad consiste -
en devolver lo que ha recibido, en la medida de eus posibi­
lidades. El car~cter mercantilista dado a las profesiones -
ha provocado, en la élite intelectual, un olvido desprecia­
ble respecto de sus deberes de solidaridad social. 

Las clases económicamente fuertes hanee no solo olvi­
dado, sino también aprovechado de las débiles. Tenemos tod!!, 
vía la servidumbre doméstica, mal retribuida, menos respet!!. 
da, casi esclavizada, ignorante de sus derechos como seree­
humanos y de sus garantías sociales. La juventud "de socie­
dad" tiene cancerada la mente por un profundo desprecio ha­
cia aquellos que no tuvieron la oportunidad de gozar de los 
privilegios de un hogar adinerado, y pierden eu tiempo en -
las cuestiones más cursis e hip6critas, y derrochan el din.!:!, 
ro, que no han obtenido como producto de su esfuerzo, en -­
diversiones y lujos irresponsables, en detrimento de loe -­
que lo necesitan para satisfacer sus más indispensables ne­
cesidades, en lugar de encauzarlos inteligentemente al desa 
rrollo económico y social del pa!s, y elevar así el nivel ': 
de vida de todos loa mexicanos. 

La alta clase social, la que no carece de suficientes 
medios económicos, sigue trabajando con "medias fuerzas", -
como en los tiempos inmediatamente posteriores a la Revolu­
cióu In lBtrial; solo que en nuestro caso son las m~jeree -
jóvenes, las de esa clase, las que se resisten a contribuir 
efectivamente con su trabajo en favor de la verdade~a soci.!:!, 
dad, aduciendo razones de linaje, olvidando que el unico -­
que existe es el humano. 

Es pues desoladora la situaci6n. Los derechos humanos 
son constantemente violados en nuestra patria, lo que suce­
de, tambi~n por desgracia, en casi todos los paises del m~ 
do occidental. 
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El Gobierno parece en ocasiones darse cuenta del pro­
blema, aunque carece de la decisi6n definitiva necesaria -­
para resolverlo. 

El Congreso de la Uni6n estudiará los pro1eotos ten-­
di en te e a equiparar los derechos de la mujer con los del -­
hombre, en todos los ordenes, a otorgar a las sirvientas do 
mésticaa los derechos que como sujetos de Derecho del Trabi 
jo les corresponden, y a que aquellos que hayan oumplido --
18 aflos obtengan sus prerrogativas como ciudadanos mexica-­
nos, aumentando así el número de partipantes en la reali•a­
ci6n de la democracia del pa!s. Hay otros pasos que se es-­
tán dando en el mismo sentido, como lo es el caso del Cen-­
tro Penitenciario del Estado de México, en la ciudad de To­
luca, en el que al~os reos sentenciados a diez, quince 1 
veinte aflos de prisi6n, pueden salir los fines de semana -­
con el fin de lograr una readaptaci6n a la sociedad m's &O!, 
lerada para cuando obtengan su libertad. Todo lo anterior -
de acuerdo con algunas investigaciones que se llevan a cabo 
sobre la conducta, educaci6n y otros aspectos de la person,! 
lidad de los reos. El privilegio es concedido a los presos­
que observen buena conducta y demuestren interés en dominar 
alguno de los muchos oficios que se les ense!an dentro de -
la circel. Tal parece que el sistema ha dado buenos reault!, 
dos, y que es permanen·te (16). 

Este ejemplo nos recuerda las conferencias que impar­
tió el eminente jurista italiano Binigno Di Tullio~ en la -
Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autonoma de 
M~xico en 1965, a loe estudiantes del segundo curso de Der~ 
cho Penal. 

El distinguido penalista nos habl6 en aquella ocasi6n 
de la necesidad de encausar las políticas penitenciarias -­
por otros medios diferentes de los carcelarios, seaalando -
que es posible lograr la rehabilitaci6n y readaptac16n de -
los delincuentes con la utilizaci6n de sistemas más moder-­
nos y menos deprimentes. 

Opinamos que, de lograrse tal política, no solo en -­
nuestro país, sino en todo el orbe, se obtendrían mejores -
resultados en la tarea del Estado para hacer respetar el o~ 
den jurídico. 

Volviendo a nuestro tema, creemos que algo se está b& 
ciendo actualmente en la esfera gubernamental en pro de las 
garantías individuales, pero es mucho más lo que hay que -­
hacer para establecer la igualdad de todos los mexicanos. -
La soluci6n bien puede encontrarse en las conciencias de -­
tqncionarios y, sobre todo, en las de loe particulares, se­
gún hemos indlcado. 
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Cuando México se decida por la absoluta honestidad de 
sus actos, dará el paso definitivo para el logro de su 
bienestar. 

d) Papel que ha desempeftado M~xico en la Promoción Intei.: 
nacional 

La actuaci6n de M~xico en el seno de las organizacio­
nes internacionales a las que pertenece en calidad de Esta­
do Miembro, ha favorecido siempre todo tipo de promoci6n al 
respeto de los derechos humanos. 

Ha dado su voto afirmativo a las resoluciones adopta­
das por la Asamblea General de las Naciones Unidas en tal -
sentido, y ha ~rticipado activamente en las labores de la 
Tercera Comision de ésta, incluso tratando de lograr un con -
sanso entre los demás participantes de los diversos acalora 
dos debates y, al mismo tiempo, expresando su preocupaci6n= 
por la carencia de sistemas de implementación para los con­
venios relativos a la materia (17). Sin embargo, de los 16 
instrwnentoa internacionales sobre derechos humanos adopta­
dos por la O.N.U. hasta el 31 de diciembre de 1967, México­
ha ratificado 4 y firmado 2. 

Los ratificados son: La Convención sobre la Preven- -
ci6n 1 la Sanción del Delito de Genocidio de 1948, la Con-­
venc16n para la Supresi6n del Tráfico de Personas y de la -
Explotación de la Prostitución de Otras,de 1949, Convención 
sobre la Esclavitud firmado en Ginebra en 1926 y enmendado­
por un Protocolo adoptado por las Naciones Unidas en 1953, 
y la Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Es-­
clavi ~d, la trata de Esclavos y las Instituciones y Práct! 
cas Analogas a la Esclavitud, de 1956. 

Las que solamente se han firmado son: La Convención -
sobre los Derechos Políticos de Mujeres, de 1952, y la Con­
venci6n Internacional sobre la Eliminaci6n de todas las Fo! 
mas de Discriminación Racial, de 1965. 

Con 4 Convenciones ratificada.a, México ocupa, junto -
con otros 16 países, el lugar número 43 en la lista de los 
132 Estados Miembros de la O.N.U., segÚn la cantidad de ra­
tificaciones efectuadas por cada uno de ellos (18). 

Este lugar de Néxico, no favorece su prestigio, den-­
tro de la comunidad internacional, como país protector de -
los derechos humanos. 

¿Cual es la razón de este fenómeno? 

Desde luego no debemos pensar que se debe a factores-
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exclusivos de México puesto que, como se ha dicho, la may_g, 
r!a de los Estados Miembros se ene11entran en las mismas -­
circunstancias. 

Es pues conveniente revisar las cau~as que el Secre­
tario General de la O.N.U. ha apuntado como creadora del -
problema de la falta de ratificación a las convenciones -
sobre derechos humanos (19), para saber si se presenten en 
el caso mexicano. 

La primera causa, relativa a la interferencia de la 
aceptaci6n de tratados multilaterales anteriores a la suce 
ai6n de Estados, no ea aplicable; en cambio, la segunda s! 
lo ea, ya que el Gobierno de México carece de expertos en 
derechos humanos dedicados expresamente al estudio de los 
diferentes instrumentos internacionales existentes sobre -
la materia, con el propósito de adecuarlos a la legisla- -
ci6n nacional en la mayor medida posible. 

No dudamos que existan en México personas capacita-­
das para tal efecto, aun dentro de la misma Secretar!a de 
Relaciones :Exteriores, as! como tampoco titubeamos en de-­
cir que si algunas de ellas turan encargadas de dicha ta-­
rea, nuestro Gobierno se vería posibilitado para presentar 
más instrumentos de ratificaci6n a las Convenciones refer! 
das, ya que la legislac16n nacional es apta para lograrlo. 

Sería pues muy recomendable que en la Direcci6n Gen~ 
ral de Organismos Internacionales, de la Secretaría de Re­
laciones Exteriores, se encomendara a un funcionario exper 
to en derechos humanos el estudio de la situaoi6n de Méx1= 
oo frente a las convenciones sobre derechos humanos, ree-­
paldado desde luego por una actitud, de todas las autorid~ 
des superiores competentes, favorable a la aceptación de -
tantas convenciones de ese tipo como sea posible y, sobre 
todo,con la idea fundamental de que lo anterior redunde en 
beneficio del enal teciiDiento, respeto y mejor protecci6n -
de los derechos del hombre en el pa!s. 

La tercera causa se refiere a la lentitud en las ra­
tificaciones por los requisitos que imp~nen algunas Conat! 
tucionee. En la Mexicana este punto esta regido por la -­
fracción I de su Articulo 76i que establece la facultad e~ 
elusiva del Senado de la Repuhlica para aprobar los trata­
dos y convenios internaciones que le someta el Presidente 
de la Republica. 

La Dependencia del Ejecutivo encargada del estudio -
sobre la conveniencia de someter a la consideración del S~ 
nado los instrumentos internacionales de la O.N.U. sobre -
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cderechos humanos, es, desde luego, la de Relaciones Exte-­
riores1 en algunas ocasiones en colaboración con otras Se­
cretar as interesadas por la índole de la cuestión. 

Cuando la convención, tratado o pacto, es considera­
do aceptable por la Secretaría de Relaciones Exteriores -­
pide a la de Gobernación que someta el asunto a la Cámara 
de Senadores, señalando en su dictámen, las reservas o re­
formas que se estima necesario efectuar, en caso de que se 
requieran. 

Estos pasos procedimentales de forma, pueden hacerse 
en muy poco tiempo cuando lo requiere la urgencia del caso, 
por lo que no constituyen un obstáculo para la celeridad -
de la ratificación. Si la tardanza se diera en el examen -
de la cuestión en la Secretaría de Relaciones Exteriores,­
estamos seguros 4e que se podría resolver con el empleo de 
expertos en derechos humanos, como hemos dicho. 

Para el caso en que Relaciones Exteriores estuviera 
efectuando el examen en colaboración con otra ~ecretaría, 
encaja tambi~n nuestra recomendación en el sentido de que 
los expertos en derechos humanos de la primera podrían ase 
sorar a la segunda, para evitar un estancamiento. Por otra 
parte, es relativamente difícil que el asunto sea retarda­
do en la Cámara, por lo que tampoco se trata de una barre­
ra, sobre todo porque generalmente recibe solo aquellos -­
instrumentos internacionales de los ~ue la Dependencia re­
misora puede estar segura de que seran aprobados, ya sea -
en su totalidad o, en caso dP. haber alguna discrepancia -­
legislativa, por considerar que no existe problema en for­
mular la reserva o en hacer la reforma a la ley nacional -
correspondiente. 

El Secretario General aduce, como cuarta causa del -
problema que estudiamos, que algunos tratados adoptados -­
fuera de la Organización, en varios casos en el ámbito re­
gional, son paralelos a otros aprobados en el seno de ella, 
por lo que éstos últimos no hnn recibido aceptación. 

A este respecto, el paralelismo en los tratados que 
obligan internacionalmente a México, tanto intermultilute­
rales como entre multilaterales y bilcterales, puede cons­
tituir un serio problema, cono en los casos el e los comi téo 
regionales de los derechos humanos ~uc ne pueden eot~ble-­
cer en le.s !facir.mcs Unidns, y riue no concuerd2.n con las -­
obligaciones de M~xico pRra con los sistemas respectivos -
de la Organización de E:ste.dos Americe.non. T~;mbién este ti­
po de cuestiones podrían ser encauzadon por los expertos -
aludidos a una solución inteligente y eficaz. 
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Por último, la quinta causa consiste en las diferen­
cias interdepartamentales, factores políticos l tradiciones 
populares que han impedido tambifn la aceptac16n de loa tra 
tadoe multilaterales de derechos humanos. · -

En cuanto a las diferencias interdepartamentales, que 
en México serían más bien intersecretariales, no creemos -
que sean la raz6n o parte de ella, de la s1tuaoi6n que ob-­
servamos, pero en todo caso se disolverían con la reiterada 
asesoría especializada que proponemos por estima~la necesa­
ria. Y por lo que se refiere a factores políticos y tradi-­
ciones populares, no creemos que se presenten tales que im­
pidan al Gobierno de Mézico ratificar alguna convenci6n so­
bre derechos humanos. 

El Secretario General de las Naciones Unidas propuao­
seis medidas de soluci6n (20)1 El uso de las reservas, que 
estudiaremos en el siguiente apartado¡ la capacitao16n de -
expertos 1 entrenamiento de personal, que jusgamos 1.ndispe¡ 
sable para nuestro Gobierno; las consultas entre Gobiernos-
7 legislaturas, que serían de provecho para M6xioo y para -
lo cual no contemplamos ningún inconveniente; la creación -
de un Comit& de Expertos sobre Ratificación y Aceptación, -
que debería ser apoyada por nuestro país, la promoción de -
aceptaoi~n a realizarse por ttlnoionarios internacionales, -
que reoultar!a relativamente efectiva en M&xico; y la ac- -
ción de los individuos y organizaciones no ~bernamentalea­
dirigida a promover la aceptación, que deber!a considerarse 
como una obligación de todos aquellos mexicanos, personas -
físicas o morales, que conocen el problema y que, igualmen­
tei podrían instar al Gobierno para 1.apulsarlo a la eolu- -
cion del problema. 

Los Pactos Internacionales de 1966 contaron en su -­
aprobaci6n con el voto afirmativo de M~xico. 

Al final de este trabajo concluiremos sobre la conve­
niencia o improcedencia de su ratificac16n por parte de Mé­
xico. 

Tambi&n votó afirmativamente la Proclamación de Tehe­
rán de 1966, como indicamos en su oportunidad, 

En el seno de los Organismos Especializados de las NA 
ciones Unidas, México forma parte de diversos instrumentos­
internacionales conectados con los derechos del hombre, en 
especial de los convenios adoptados por la Conferencia In-­
ternacional del Trabajo, de la Organización Internacional -
del Trabajo, que son nume1:os!simos, y que se refieren a las 
condiciones de los trabajadores y materias conexas. 
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En el ámbito regional, México está dentro del siste­
,ma de protecci6n de derechos humanos de la O.E.A., que des 
cribimoe en nuestro Capítulo III. El 15 de julio de 1968,= 
el Doctor Gabino Praga, Subsecretario de Relaciones Exte-­
riores, tue electo Presidente de la Comiei6n Interamerica­
na de Derechos Humanos. 

En la escena internacional, no creemos que México -­
ocupe actualmente una posición de prestigio por su respeto 
a loe derechos humanos, ni aún con la condena o rechazo -­
que hizo de la política de "Apartheid" en Sudá.trioa, con -
ocasión de los debates del Comité Olímpico Internacional -
•obre la ~articipaci6n de deportistas de ese país en los -
Juegos Ol!mpicoa de 1968. Ni tampoco consideramos que ten­
ga una !ama vergonzosa al respecto, aún cuando ha apareci­
do en las "listas negras" de la O.I.T. por incamplimiento­
de los convenios adoptados en ese Organismo Especializado. 

También se han presentado quejas, en la O.I.T., de -
individuos 7 agrupaciones de trabajadores mexicanos por -­
violaciones de su Gobierno al derecho de sindicación. 

Otro tipo de incidentes similares se han dado en el 
plano internacional en contra de México, aunque ninguno de 
ellos ha trascendido. El Consejo Econ6mico Y. Social de las 
Naciones Unidas adoptó la Hesolución 728 F (XXVIII), que -
establece la facultad de individuos para quejarse contra -
eu Gobierno, ante la Comisión de Derechos Humanos, a tra-­
vés del Secretario General de la Organizaci6n,cuando sean 
violados eus derechos y libertades fundamentales, pudiendo 
los Estados, de acuerdo con el párrafo 2 f) de la citada -
disposición del CONECOSOC, abstenerse de responder a tales 
quejas. 

Con esa base, varias quejas d~ particulares u organ.!, 
zaciones se han presentado contra Nexico, actuando nuestro 
Gobierno, la mayoría de las veces, en el sentido de pedir­
ª sus funcionarios competentes la realizaci6n de una inve.§. 
tigación, o absteniéndose simplemente de contestar por es­
timar la queja improcedente. 

En el caso de que se desee ratificar los Factos In--
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ternaoionales. si existen discrepancias entre ellos 1 la -
legislaoi6n nacional, pueden presentarse varias cirounstaa 
ciass 

a) Modificaciones al orden jurídico 

En el supuesto de que se estime necesario y posible­
modifioar .la legislaci6n nacional• 

l. Si la discrepancia versa sobre normas Constituciona­
les, debe seguirse el procedimiento de reformas y -­
adiciones a la misma, de acuerdo con su Articulo 135, 
que dices "La presente Oonat1tuc16n puede ser adicia, 
nada o reformada. Para que las adiciones o refol'ID8s­
lleguen a ser parte de la misma, se requiera que el 
Congreso de la Uni6n acuerde las reformas o adioio-­
nes, y que éstas sean aprobadas por la mayoría de -­
las Legislaturas de los Estados. El Congreso de la -
Un16n har¡ el cómputo de loa votos de las Legislatu­
ras y la deolaraoi6n de haber sido aprobadas las ad! 
ciones o reformas". 

Lo anterior debe atenerse a lo dispuesto por el Ar-­
tículo 15 de la propia Constituci6n1 "No se autoriza la 01 
lebración de tratados para la extradición de reos politi-­
cos, ni para la de aquellos delincuentes del orden común -
que hayan tenido, en el pata donde cometieron el delito, -
la condici6n de esclavos; ni de oonvenioa o tratados en -­
virtud de los que se alteren las garantías 1 derechos eata 
blecidos por esta Constituo16n para el hombre y el ciudad! 
no". Desde luego que el Urm.ino "alteren" se interpreta en 
el sentido de menoscabo o pr1vaci6n de esas garantías. 

2. Si el desacuerdo existe con leyes tederales o leyes­
aplicables al Distrito y Territorios Federales, las 
reformas o derogaciones deben elaborarse de conformi 
dad con el párrafo f) del Art!011lo 72 de la Conatitü 
ci6na "En la interpretación, reforma o derogaoi6n de 
las leyes o decretos se observarán los mismos trámi­
tes establecidos para su formac16n11 • Es decir, que -
deben ~asar por las siete etapas del proceso de ela­
boración de la ley en el Congreso de la Uni6n. 

3. Si la falta de concordancia se da con respecto a 
Constituciones o leyes localea, se deben modificar -
según las disposiciones de las Constituciones de los 
Estados correspondientes. 

También en estos dos últimos casos debe cuidarse de 
no violar la garantía concedida en el citado Articulo 15 -
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· de la Constitución. 

Todo lo anterior tiene el objeto de llenar el predu-­
puesto del Artículo 133 Constitucionals "Esta Constitución, 
las leyes del Congreso de la Unión que emanan de ella y to­
dos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebra 
dos y que se celebren por el Presidente de la República, -= 
con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la 
Unión". En otras ialabras, se buscará adecuar los Pactos -­
con la Constitucion, a fin de que no se contradigan, logran 
do as! que los primeros sean ley suprema en México. -

b) Las reservas 

Si no es posible modificar la legislación nacional, -"ªY que formular una reserva a los Pactos, cuidando de no -
contrariar el multicitado Artículo 15 de la Constitución, y 
también con el objeto de apegarse a su Artículo 133. 

El problema de las reservas es en el derecho interna­
cional uno de los más complicados. 

El documento de trabajo de la Conferencia Internacio­
nal de Plenipotenciarios sobre el Derecho de los Tratados, 
que ee celebró en Viena, del 26 de marzo al 24 de mayo de -
1968, fue un proyecto de 75 artículos sobre el derecho de -
los tratados aprobados por la Comisión de Derecho Interna­
cional de las naciones Unidas, durante su XVIII Período de 
Sesiones (21). 

Si el nuevo procedimiento del derecho internacional -
sobre reservas se ha de regir por este articulado, nos int! 
resan expresamente sus númerosl6, 17 y 19, que transcribi-­
mos conducentes y para mayor entendimiento: 

" Artículo 16.- Formulación de reservas.- Todo Estado­
podrá formular una reserva en el momento de la firma, 
la ratificación, la aceptación o aprobación de un tra 
tado o de la adhesión al mismo, a menos que: a) La r¡ 
serva est' prohibida por el tratado; b) ~l tratado a~ 
torice determinadas reservas entre las que no figure 
la reserva de que se trata; o c) Zl tx·atado no con ten 
ga disposición alguna acerca de las reservas y la re­
serva sea incompatible con el objeto y el fin del tr~ 
tado". 

Puesto que los Pactos no contienen disposición alguna 
acerca de las reservas, solo debe cuidar que las que formu­
le no sean incompatibles con el objeto y el fin de los mis­
mos, que es el de hacer reope tar los derechos humanos sin -
ningún tipo de distinciones, es.decir, universalmente. 
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"Artículo 17.- Aceptación de las reservas y objeción -
de las reservas.- 4 •.• a) La aceptación de la reserva 
por otro Estado oontratante constituirá al Estado au­
tor de la reserva en parte del tratado, en relaci6n -
con ese Estad.o, si el tratado ya está en vigor o ouan 
do entre en vigor; b) La objeción hecha por otro Eati 
do contratante a una reserva impedirá la entrada en :: 
vigor del tratado entre el Estado que ha hecho la ob­
jeción y el Estado autor de la reserva, a menos que -
el Estado autor de la objeción manifieste la inten- -
ción contraria; c) Un acto por el que un Estado mani­
fieste su consentimiento en obligarse por un tratado­
y que contenga una reserva surtirá efecto en cuanto -
acepte la reserva al menos otro Estado contratante. -
5.- A los efectos de loe párrafos ••• y 4, se conside­
rará que una reserva ha sido aceptada por un Estado -
cuando 'ste no ha formulado ninguna objeción a la re­
serva dentro de loe doce meses si~ientes a la fecha­
en que haya recibido la notificación de la reserva o 
en la fecha en que haya manifestado eu consentimiento 
en obligarse por el tratado, si esta Última ea poste­
rior". 

Con este articulo se ha consagrado en el nuevo ·dere-­
cho internacional el sistema llamado "flexible" o "tesis -­
panamericana" de las reservas (22), que ha sido utilizado -
por la Secretaria General de la O.N.U. desde 1952, y por -­
cuyo establecimiento ha propugnado M'xico desde hace afloe -
en el escenario internacional. 

"Art!culo 19.- Efectos jurídicos de las reservas.- -­
l. Toda reserva establecida con respecto a otra parte 
en el tratado ••• 1 a) Modificará con respecto al Esta­
do autor de la reaerva las disposiciones del tratado­ª que se refiere ésta y en la medida de su alcance; y 
b) Modificará en la misma medida esas disposiciones -
del tratado en sus relaciones con el Estado autor de 
la reserva.- 2. La reserva no modificará las disposi­
ciones del tratado en lo que respecta a las otras pa~ 
tes en el tratado en sus relaciones inter ae.- 3. -­
cuando un Estado que haya objetado a una reserva aceR 
te considerar que el tratado está en vigor entre él y 
el Estado autor de la reserva, las dispoaicionee a -­
que se refiera ésta no se aplicarán entre loe dos Es­
tados en la medida del alcance de la reserva". 

Sería especular sobre el vacío si trataramoe de averi 
güar, en· cualquier tiempo, qué países aceptarán u objetaráñ 
las reservas que México pudiera formular en el supuesto de 
ratificar loe Pactos, pero si podemos asegurar que en caso­
de que tal supuesto no se reaUoe, no querría decir que las 
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obligaciones de los Pactos no llegarán nunca a aplicársele, 
ya que en la medida en que un gran número de Estados ee con 
viertan en Partes de ellos, sus disposiciones irán adqui- = 
riendo la categoría de normas de derecho internacional gene 
ral, pues reflejarán el acuerdo de la comunidad internacio= 
nal acerca de los derechos humanos que todos deben respetar; 
en otras ~alabras, México estar!a dejando de participar en 
la creación de normas del nuevo derecho internacional. 

Por todo lo expuesto, es de recomendarse que, dada la 
naturaleza de los Pactos Internacionales de Derechos Huma-­
nos, en el caso de que México decida ratificarlos, se abe-­
tenga en lo posible de formular un gran número de reservas, 
y que las que sean indispensables hacer, no vayan en contra 
del objeto de los mismos. 

D) ANALISIS DE LOS PACTOS Y DEL PROTOCOLO FACULTATIVO A Ll 
LUZ DEL DERECHO MEXICANO 

Arialicemos ahora el Pacto Internacional de Derechos -
Económicos, Sociales y Culturales, y el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo, 
en relación con el Derecho Mexicano, con el doble propósito 
de encontrar las concordancias y discrepancias entre ellos, 
y de resolver sobre la conveniencia de au ratificación por 
parte del Gobierno de Héxico. 

Resolución 2200 del X~G Período de Sesiones de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas: 

La Asamblea General, 

Considerando que uno de los prop6sitos de las Naoio-­
nes Unidas, según se establece en los Artículos l y -
55 de la Carta, es el de promover el respeto univer-­
sal a los derechos humanos y a las libertades funda-­
mentales de todos, sin hacer distinción por motivos -
de raza, sexo, idioma o religión, y la efectividad de 
tales derechos y libertades, 

Considerando que, en virtud del Articulo 56 de la Ca! 
ta, todos los Miembros de las Naciones Unidas se han 
comprometido a tomar medidas con~unta o separadamente, 
en cooperación con la Organizacion, para la realiza-­
ción de ese propósito, 

Recordando que la Asamblea General proclamó, el 10 de 
diciembre de 1948, la Declaración Universal de Dere-­
chos Humanos como ideal común por el que todos los -­
pueblos y naciones deben esforzarse, 
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Habiendo examinado, desde su noveno período de sesio­
nes, los proyectos de pactos internacionales de dere­
chos humanos redactados por la Com1si6n de Derechos -
Humanos y transmitidos a la Asamblea por la resolu- -
ci6n 545 B (XVIII) del Consejo Econ6mico y Social, de 
29 de julio de 1954, 1 habiendo terminado la prepara­
ci6n de dichos instrumentos en su vig&simo primer pe­
ríodo de sesiones, 

l. A~rueba 1 abre a la firma y ratificaci6D o a la ad 
hesi6n los instrumentos internacionales siguientes, ': 
euros textos figuran como anexo a la presente resolu­
cion 1 

a) El Pacto Internacional de Derechos Econ6mi­
coa, Sociales y Culturales1 

b) El Pacto Internacional de Derechos Civiles­
y Poli ticos 1 

o) El Protocolo Pacultativo del Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos, 

2. Expresa la esperanza de que loa Pactos y el Proto­
colo Facultativo sean firmados y ratificados o reci-­
ban la adhesi6n correspondiente sin demora y entren -
en vigor en breves 

3. Pide al Secretario General que presente a la As&lll­
blea General en sus futuros períodos de sesiones in-­
formes relativos al estado de las ratificaciones de 
los Pactos y del Protocolo Facultativo¡ que la Aaam-­
blea examinará ~omo un tema separado del programa. 

1946 a. seai6n plenaria, 
16 de diciembre de 1966. 

Pacto Internacional de Derechos Econ6micoa, Sooiales­
Y Culturales 

Preámbulo 

Los Estados Partea en el presente Pacto, 

Considerando que, conforme a loe principios enuncia-­
dos en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad,­
la justicia y la paz en el mundo tienen por base el -
reconocimiento de la dignidad inherente a todos loa -
miembros de la familia humana y de sus derechos igua­
le a e inalienables, 

Reconociendo que estos derechos se desprenden de la -
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dignidad inherente a la persona humana, 

Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Univer 
sal de Derechos Humanos, no puede realizar el ideal := 
del ser humano libre, liberado del temor· y de la mise 
ria, a menos que se creen condiciones que permitan a 
cada persona gozar de sus derechos económicos, socia­
les y culturales, tanto como de sus derechos civiles­
y pol!ticos, 

Consider~do que la Carta de las Naciones Unidas imp.Q. 
ne a loa ~atados la obligación de promover el respeto 
universal y efectivo de los derechos y libertades hu­
manos, 

Comprendiendo que el individuo, por tener deberes res 
pecto de otros individuos y de la comunidad a que per 
tenece, está obligado a procurar la vigencia y obaer= 
vancia de loa derechos reconocidos en este Pacto, 

Conviene en los artículos siguientes& 

PARTE I 

Artículo 1 

l. Todos los pueblos tienen el derecho de libre de­
terminación. En virtud de este derecho establecen li­
bremente su condición política y proveen asimismo a -
su desarrollo económico, social y cultural. 

2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos -­
pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos 
naturales, sin perj~icio d~ las obligaciones que der! 
van de la cooperacion economica internacional basada­
en el principio de benefioio recíproco, aa! como del 
derecho internacional. En ningÚn caso podrá privarse­
ª un pueblo de sus propios medios de subsistencia. 

3. Los Estados Partes en el preaente Pacto, inclusr 
los que tienen la responsabilidad de administrar te-­
rri torioa no autónomos y territorios en fideicomiao,­
promoverán el ejercicio del derecho de libre determi­
naci6n, y respetarán este derecho de conformidad con 
las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas. 

Este Artículo debe entenderse en el sentido de que --
para que un pueblo pueda proveer a su desarrollo ~conomico, 
en ejercicio de su derecho a la libre determinacion, neces! 
ta disponer de sus recursos y riquezas natural.es. 
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Estos derechos aon en realidad colectivos, ea decir, 
garantías sociales, caraoter!sticas de aquellas Oonatitu-­
ciones que han ampliado su concepto material. 

En sus relaciones internacionales México ha invocado 
siempre el derecho a la libre determ1naoi6n, 1 en el ámbi­
to interno el pueblo goza de él, puesto que vive en un Es­
tado Democrático de Derechos, establecido por su Qonatitu-
ci6n Política. · _, 

Laa violaciones a este derecho en la vida del pa!a, 
son todas aquellas que, como hemos seaalado, vician la pu­
reza que deben tener las elecciones democráticas. Sin em-­
bargo la Oonatituc16nda normas para que el pueblo partio! 
pe libremente en las elecciones, e~istiendo al lado la Le7 
Electoral Jederal, que reglamenta el procedimiento que de­
be seguirse para lograr comicios honestos. 

En cuanto a la riqueza y recursos naturales, la trae 
ci6n 2 del Artículo se refiere a laa obligaoionee aursidai 
del principio del beneficio recíproco, a laa provenientea­
del derecho internacional y, como tercer caso, a la protes. 
ci6n interna del derecho del pueblo a dichos bienes •. 

El principio recíproco se refiere a que un Estado, -
para favorecer su desarrollo eoon6mico, puede celebrar un 
acuerdo o un tratado con uno o varios Estados con el obje­
to de explotar en común determinados recursos. México ha -
celebrado algunos acuerdos de esta índole, come loa relat!, 
vos a las cuencas de loa ríos Bravo y Colorado, con el Go­
bierno de los Estados Unidos. 

La protección del derecho de un pueblo a eus rique-­
zas y recursos naturalesl garantía social por exoelenoia,­
implica, en el orden jur1dico, la reglamentación del r'gi­
men de propiedad, a fin de evitar loe acaparamientos de -­
bienes en pocas manos, lo que lleva a loe problemas cone-­
xos a las naoionalizaoionee y expropiaciones por causa de­
benetioio general o utilidad pública. 

El derecho internacional no ha madurado bastante en 
esta materia, En loe Informes elaborados por el Relator -­
Especial García Amador de la Comisión de Derecho Interna-­
oional sobre la Responsabilidad Internacional del Estadol­
se puede apreciar la opinión generalizada entre la mayor1a 
de loa Estados, en el sentido de que toda nao1onalizaoi6n­
o expropiaci6n debe fundarse en causa de utilidad pÚblica­
Y en una 1ndemnizaoi6n al afectado (23). 

La expropiación está r~gulada en el Artículo 27 de -
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la Const1tuoi6na "Las expropiaciones solo podrán haoerse -­
por causa de utilidad pública mediante indeminizaci6n11 • El 
Código Civil para el Distrito y Territorios Federales la -­
trata en loe miemos t'rminos en su Art!oulo 831 y, a mayor 
abundamiento, desde 1936 se encuentra vigente la Ley de Ex­
propiaci6n, basada en el principio Constitucional. 

Pero lo anterior se refiere más bien a la garantía in 
dividual del afectado, y a lo que se refiere el Artículo I 
del Pacto ea a la protección del derecho del pueblo. 

El mismo Artículo 27 protege esta ~rerrogativa de la 
sociedad, en un tercer párrafo: "La naci6n tendrá en todo -
tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada las mo­
dalidades que dicte el inter's público, as! como el de regy, 
lar el aprovechamiento de los derechos naturales suscepti-­
bles de aprobaci6n, para hacer una distribución equitativa­
de la riqueza pública l para cuidar de su conservación. Con 
este objeto, se dictaran las medidas necesarias para el -­
fraccionamiento de los latifundios ••• , y para evitar la de! 
truoci6n de los elementos naturales y los dafíos que la pro­
piedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad". El esp!r.!, 
tu de este Artículo es el de que las riqueza~ y recursos n~ 
turalee corresponden originalmente a la nacion, la cual -­
ejerce sobre ellos l1Jl dominio directo, apegándose as! más -
fuertemente a lo postulado en el Artículo l del Pacto. 

En el mismo sentido está redactada la Ley Reglamenta­
ria del Artículo 27 Constitucional y los Artículos 832 y --
833 del citado Código Civil. 

La prohibición de los monopolios en el Articulo 28 de 
la Constitución, y el Capítulo I del Título Décimocuarto -­
del Código Penal para el Distrito y Territorios Federales,­
relativo a los delitos contra el consumo y la rique~a naci~ 
nales, tambi'n son de esencial importancia y relacion con -
esta cuestión. 

En conclusión, la leg1elaci6n mexicana protege los d~ 
rechos del Articulo l del Pacto. 

PAnTE II 

Artículo 2 

l. Cada uno de los Estados Partes en el presente -­
Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por sep~ 
rado como mediante la asistencia I la cooperación in­
ternacionales, especialmente economicas y t~cnicas, -
hasta el máximo de los recursos de que disponga, para 
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lograr progresivamente, por todos los medios apropia­
dos, inclusive en particular la adopci6n de las medi­
das legislativas, la plena efectividad de loe dere- -
choe aquí reconocidos. 

2. Loe Estados Partes en el presente Pacto se com-­
prometen a garantizar el ejercicio de loe derechos -
que en él se enuncian, sin discriminaci6n alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opi-­
ni6n política o de otra Índole, origen nacional o so­
cial, poeici6n económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social. 

3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente -
en cuenta los derechos humanos y su economía nacional, 
podrán determinar en qué medida garantizarí.n loe dere 
chos económicos reconocidos en el presente Pacto a -= 
personas que no sean nacionales suyos. 

La fracción 1 es meramente enunciativa de las medidas 
a las que se obligaría M&xico para promover la etectividad­
de los derechos del Pacto, con lo que no encontramos ningu­
na objeci6n, ya que nuestro país adopta medidas tanto en el 
ámbito doméstico como internacional para tal efecto.· 

La fracción 2 se refiere al principio de la universa­
lidad de los derechos humanos, es decir, al respeto de loa 
miemos sin distinciones de ninguna especie. Este »rincipio­
ee consagrado por el Artículo lº de la Constitución, al es­
tablecer que todo individuo, en loe Estados Unidos Mexica-­
nos, gozará de las garantías individuales. Este Artículo lº 
tambi~n cumple con la fracci6n 3, puesto qu~ no se refiere­
solo a nacionales, sino a todos loe individuos, que incluye 
por supuesto a extranjeros. 

Pero, por otra parte, M'xico en su calidad de país en 
vías de desarrollo determina, en favor de su economía nacio 
nal, las modalidades a que están sujetas las garantías de ':' 
los extranjeros, especialmente en lo relativo al r'gimen de 
la propiedad, para lo que volvemos a invocar el Articulo 27 
de la Constituci6n, que en su fracci6n I establece para los 
extranjeros la discutida "cláusula calvo", 1 la prohibición 
absoluta para los mismos de adquirir el dominio directo so­
bre tierras y aguas en una faja de cien kilómetros a lo la!: 
g~ de las fronteras y ie ~incuenta on las playas. La Ley O!: 
ganica,de la misma fraccion agrega en su Artículo 1° la pr2 
hibicion a los extranjeros de pertenecer a sociedades mexi­
canas que ad~uieran el dominio directo de las citadas por-­
clones. Ademas, el Artículo 70 de la Ley General de Pobla-­
ci6n obliga a los extranjeros a obtener un permiso de la --
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Secretaría de Gobernación, previamente a la adquisición de 
bienes raíces, acciones o derechos sobre los miamos. 

· Todo lo anterior va dirigido a proteger la seguridad 
y economía de la nación, lo cual está permitido expresamen 
te en el Articulo 2 del Pacto. -

Artículo 3 

Los Estados Partes en el presente Pacto se compro­
meten a asegurar a loa hombres y a las mu~eres igual 
título a gozar de todos los derechos economicos, so­
ciales y culturales enunciados en el presente Pacto. 

La legislaci6n nacional cumple de antemano con este 
Articulo al no establecer ninguna dispoaici6n discriminato 
ria para las mujeres sino que, por el contrario, la defieñ 
de y protege, especialmente en la Ley Federal del Trabajo7 
Su Articulo 21 estableces "La mujer casada no necesitará -
consentimiento de su marido para celebrar el contrato de -
trabajo, ni para ejercitar los derechos que de él deriven". 

Por otra parte, como hemos dicho, cabe recordar como 
dato informativo que el Congreso de la Unión se ocupará -­
proximamente en considerar, en forma expresa, los derechos 
de la mujer mexicana. 

Artículo 4 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen­
que, en el ejercicio de los derechos garantizados -­
conforme al presente Pacto por el Estado, éste podrá 
someter tales derechos únicamente a limitaciones de­
terminadas por ley, s6lo en la medida compatible con 
la naturaleza de esos derechos y con el exclusivo o~ 
jeto de promover el bienestar general en una socie-­
dad democrática. 

Las garantías individuales en México son sometidas -
solamente a limitaciones determinadas por la Constituci6n, 
cuyo Artículo lº, ya mencionado, indica: "En los Estados -
Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías -­
que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restria 
girae, ni supenderse, sino en los casos y con las condici2 
nea que ella misma establece". 

Las restricciones en nuestra Constitución están est~ 
blecidas, generalmente, en favor del interés ~Úbli~o. Las 
que no siguen este principio son pocas, y seran aenaladas­
a medida que vayamos recorriendo el articulado de los Pac-
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tos, lo mismo que aquellas que contrarían la naturaleza de 
las garantías individuales. 

Artículo 5 

l. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser 
interpretada en el sentido de reconocer derecho algu­
no a un Estado, grupo o individuo para emprender aoti 
vidades o realizar actos encaminados a la deatrucoi6ñ 
de cualquiera de los derechos o libertades reoonooi-­
dos en el Pacto, o a su limitación en medida mayor ~ 
que la prevista en él. 

2, No podrá admitirse restricción o menoscabo de -­
ninguno de los derechos humanos fundamentales recono­
cidos o vigentes en un país en virtud de leyes, oon-­
venciones, reglamentos o costUlllbres, a pretexto de -­
que el presente Pacto no los reconoce o los reoonooe­
en menor grado. 

El Art!oulo 15 de la Constituci6n prevea el caso, del 
siguiente modos "No se autoriza la celebraci6n ••• de conve­
nios o tratados en virtud de los que se alteren las garan-­
tías y derechos establecidos por esta Oonstituoi6n para el 
hombre y el ciudadano". Esta dieposici6n disuelve todos los 
demás casos previstos en el Artículo 5 del Pacto, junto con 
el multicitado lº de la misma Constituci6n, que se confiere 
as! misma la exclueiv!sima determinación de las limitacio-­
nes a las garantías individuales. 

PARTE III 

Artículo 6 

l. Los Estados Partea en el presente Pacto recono-­
cen el derecho a trabajar, que comprende el derecho -
de toda persona a tener la oportunidad de ganarse la 
vida mediante un trabajo libremente escogido o acepta 
do, y tomarán medidas adecuadas para garantizar este 
derecho. 

2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno 
de los Estados Partes en el presente Pacto para lo- -
grar la plena efectividad de este derecho deberá fig'J! 
rar la orientación y formaci6n técnicoprofeaional, la 
preparación de programas, normas y técnicas encamina­
das a conseguir un desarroll9 económico, social y cu1 
tural constante y la ocupacion plena y productiva, en 
condiciones que garanticen las libertades pol!ticas y 
económicas fundamentales de la persona humana. 
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Son de aplicarse loe Art~oulos 4º y 5º de la Constitu­
.. ción, que consagran muy extensamente la libertad de trabajo 

licito, aunque le imponen algunas limitaciones. El Articulo 
4° dice en una de sus parteea "El ejercicio de esta liber-­
tad solo podrá vedarse por determinación judicial, cuando -
se ataquen loa derechos de tercero, o por resolución guber­
nativa, dictada en los t~nninos que marque la ley, cuando -
se ofendan loe derechos de la sociedad". 

Los Artículos 7 y 8 de la Ley Federal del Trabajo se­
aalan al respecto los casos en los que se atacan los dere-­
chos de tercero o se ofende los de la sociedad. 

El Articulo 4° Constitucional, más adelante agrega: -
"La ley determinará en cada Estado cuales son las profesio­
nes que necesitan titulo para su ejercicio, las condiciones 
que deban llenarse para obtenerlo y las autoridades que han 
de expedirlo". El Articulo 5º habla de los servicios públi­
cos obligatorios, que solo pueden serlo, 11 ••• en los térmi­
nos que establezcan las leyes respectivas, el de las armas 
y los de jurados, as! como el desempefio de los cargos oonoe 
jiles y los de elecci6n popular, directa o indirectamente:' 
Las :tunciones electorales y censales tendrán carácter obli­
gatorio y ~atuito; los servicios profesionales de índole -
social seran obligatorios y retribuidos en loe términos de 
ley y con las excepciones que ésta sefiale". 

Otra restricción al ejercicio de la libertad de traba 
jo la encontramos en la ~raoción III del Apartado A del Ar': 
t!culo 123 Constitucional, que prohibe el trabajo de meno-­
res de catorce af1oe. El Articulo 19 de la Ley Federal del -
~rabajo prohibe el trabajo a menores entre catorce y dieci­
seie atloe que no hayan completado su educación obligatoria, 
la primaria, a menos que la autori.dad correspondiente lo -­
apruebe por haber compatibilidad entre loa estudios y el -­
trabajo. El siguiente Artículo prohibe el trabajo de meno-­
res de entre catorce y dieoiseie aiios, cuando éstos no ob-­
tengan autorización de sus padres para el efecto o, a falta 
de ellos, de sus representantes legales. 

Todas estas limitaciones de la Constitución Mexicana­
tienen el propósito de promover el bienestar general o de -
proteger la persona humana, como en el caso de los menores, 
lo cual est~ peI.'!llitido por el· Pacto, porque no es inoompat.!, 
ble con la naturaleza del derecho de libertad de trabajo. 

Hay aun otro caso que debemos apuntar, que es el que 
se refiere a las restricciones de que son objeto algunos e~ 
tranjeros en su derecho al trabajo. 

El Articulo 50 de la Ley General de Poblac16n, al es-
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tablecer las diversas clases de la calidad migratoria de -­
"no inmigrante", prohibe tácitamente a los turistas y trans 
migrantes la prestaci6n de servicios remunerados o lucrati= 
vos. De acuerdo con el Articulo 71 del Reglamento de la mis 
ma Ley, los visitantes pueden ejercer actividades remunera= 
das o lucrativas, pero mediante permiso previo de la Secre­
taría de Gobernaci6n, y solo en el grado que lo permita la 
protección de los nacionales y siempre tue la solicitud de 
admisi6n al país se formule por la empresa, 1nstituci6n o -
persona que pretenda utilizar sus servicios. Esta última -­
disposición está de acuerdo con el Artículo 9 de la Ley Fe­
deral del Trabajo 1 que obliga a los patronee a emplear en -
sus empresas un 111nimo de 9~ de trabajadores mexicanos, en 
cada una de las categorías de técnicos y no caliticados, -­
salvo algunas excepciones. 

También para el ejercicio del trabajo por parte de ª! 
tranjeros inmigrantes, y otras clases de loe no inmigrantes, 
la Ley General de Población y su Reglamento imponen numero­
sos requisitos que deben ser satisfechos ante la Secretaría 
de Gobernación, la cual tiene la facultad de conceder la aS, 
misi6nal.~a!s con estas bases, aunque discrecionalmente, lo 
cual se presta para un sinnúmero de arbitrariedades y abu-­
sos. Sin embargo, esto Último ya se refiere a violaciones -
a la ley~ 

Todas las limitaciones que hemos visto que se imponen 
al extranjero en el ejercicio de su derecho al trabajo, ti,2_ 
nen el fin de proteger la seg11ridad y economía nacional, -­
sobre todo en aquellos casos en que se trata de impedir el 
desempleo de mexicanos, las actividades ilícitas de extran­
jeros, etc ••• 

Como podemos recordar, la fracci6n 3 del Artículo 2 ~ 
del Pacto permite a los países en vías de desarrollo, impo­
ner ese género de limitaciones. 

Por lo tanto, México cumple con su legislaci6n vigen­
te el Artículo 6 del Pacto. 

Artículo 7 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen -
el derecho de toda persona al goce de condiciones de 
trabajo equitativas y satisfactorias que le asegurens 

a) Una remuneraci6n que proporcione como mínimo a to­
dos los trabajadoress 
i) Un salario equitativo e igual por trabajo de -­

igual valor, sin distinciones de ninguna espe--
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; en particular, debe asegurarse a las muje­
,res condiciones de trabajo no inferiores a las 
de los hombres, con salario igual por trabajo -
igual; 

ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y -
para sus familias conforme a las diapoeicionea­
del presente Pacto; 

b) La seguridad y la higiene en el trabajo; 

e) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, 
dentro de su trabajo, a la categoría aup~rior que 
les corresponda, sin más consideraciones que los -
!actores de tiempo de servicio y capacidad; 

d) El descanso, el disfrute de tiempo libre, la lim1-
tao16n razonable de las horas de trabajo y las va­
caciones peri6dicas pagadas, así como la remunera­
c16n de loe días festivos. 

La legislac16n mexicana del trabajo otorga a los tra­
bajadores los derechos que lee permitan obtener condiciones 
equitativas y satisfactorias en la prestac16n del servicio. 

La tracci6n VII del Apartado A del Artículo 123 de la 
Constituci6n establece: "Para trabajo igual debe correspon­
der salario igual, sin tener en cuenta sexo ni nacionalidad". 
Aún más, a las mujeres no solo se les otorgan iguales cond! 
cionee de trabajo que al hombre, sino que en ocasiones se -
les protege más que a éste. La tracc16n II prohibe a las my 
jeres las labores insalubres y peligrosas, el trabajo noo-­
turno en la industria, o después de las diez de la noche en 
establecimientos comerciales. AaÍJn.S¡smo, se les dan diversas 
facilidades para los períodos anterior y po~terior al parto. 

El Capítulo VII de la Ley Federal del Trabajo se int! 
tula "Trabajo de las Mujeres", y establece igualdad de -­
derechos para las mujeres con los de los hombres, seffala -­
los establecimientos insalubres y peligrosos en loa que les 
está vedado prestar sus servicios, prohibe que trabajen jo~ 
nadas extraordinarias, etc ••• 

La ·fracci6n VI del Artículo 123 y el Artículo 99 de -
la Ley Federal del Trabajo seftalttiun salario mínimo que de­
be ser suficiente para satisfacer las necesidades normales­
de un jefe de familia en el orden material, social Y cultu­
ral y para proveer a la educación obligatoria de los hijos. 

El Capítulo VIII de la mencionada Ley OL'dena a los P~ 
troneo, en varios de sus artículos, cuidar de la higiene Y 
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seguridad de los trabajadores. Su Titulo Sexto, reglamenta­
en !orma completa los riesgos profesionales. Sobre el mismo 
punto versan las fracciones XII, XIV y XV del Articulo 12' 
Constitucional. 

A diferencia de todo lo anterior, ni la Conatituc16n­
ni la Le1 reconocen el derecho de los trabajadores a ser -­
promovidos en sus trabajos. El único caso que contempla -
nuestra legislaci6n a este respecto es el del derecho de es 
oalat6n para los trabajadores del sector ferrocarrilero, eii 
el Estatuto de los Trabajadores al servicio del Estado. 

Sin embargo, generalmente los contratos colectivos de 
trabajo son los que reglamentan este derecho. Siendo aa!, -
no habría ningún problema para M'xico en aceptar el inoiso­
c} del Artículo 7 del Pacto, 1a sea por la simple ratifica­
ción del mismo', con lo que quedaría incorporado en el orden 
jurídico interno, o legislando expresamente al efecto, lo -
cual ser!a aun mas recomendable, dada la poca d1tusi6n que 
llegan a tener en el medio algunos tratados sobre Derecho -
del Trabajo aceptados por nuestro país. 

La fracci6n IV del Articulo 123 ordena que por cada -
seis d!as de trabajo debe disfrutar el trabajador de ·un d!a 
de descanso, cuando menos, y el Articulo 78 de la Ley Fede­
ral establece adem&s el goce de salario integro para ese -­
d !a. El Artículo 73 de la misma, seflala que "Cuando el tra­
bajador no pueda salir del lugar donde preste sus .servicios 
durante las horas de descanso y comidas, el tiempo corres-­
pondiente a dichos actos les ser& contado como tiempo efec­
tivo dentro de la jornada normal de trabajo", lo cual, in-­
terpretado a contrario sensu, implica el reconocimiento del 
derecho al disfrute de tiempos libres. 

Tambi~n nuestro orden jurídico limita razonablemente­
las horas de trabajo. La fracci6n I del Articulo 12' dices 
"La duraci6n de la jornada máxima será de ocho horas". Sin 
embargo, el Articulo 69 de la Ley Federal del Trabajo quita 
esta garantía a las personas que deaempeaan servicios dom'! 
ticos, salvo a los que lo hacen en hoteles, fondas, hosp1t~ 
les u otros establecimientos comerciales u análogos. Consi­
deramos que esta restricción que se refiere m&s concretamen. 
te a los sirvientes, es absolutamente arbitraria, y aunque­
sabemos que tiende a desaparecer en los proyectos de refor­
mas a la misma Ley, insistimos en que el Congreso de la -­
Un16n debe derogar esta disposición vejatoria de la digni-­
dad hu.mana. 

La fracción II del Artículo 123 y el Articulo 70 de -
la Ley ordenan una jornada máxima nocturna de siete horas. 
La fracción III y el Art!oulo 72, respectivamente, seffalan-



- 124 -

una jornada máxima de seis horas para menora:i de dieciseis 
años y mayores de catorce. También hay disposiciones relati 
vas a las horas de trabajo de mujeres y menores durante la 
noche, sobre la jornada mixta y las horas extraordinarias -
de trabajo. 

El Articulo 82 de la Ley Federal del Trabajo consagra 
el derecho de los trabajadores a disfrutar de vacaciones pe 
ri6dicas pagadas. Sin embargo, su Articulo 210 priva de tal 
privilegio a los trabajadores de la pequeffa industria, no -
obstante que M~xico es parte del Convenio número 52 de la -
Organizaci6n Internacional de Trabajo, que sí otorga ese -­
derecho al mencionado tipo de trabajadores. 

Debe pues derogarse el citado Articulo 210, a fin de 
cumplir con el inciso d) del Artículo 7 del Paoto y con el 
Convenio número 52 de la O.I.T., máxime que no hay raz6n 
para privar a dichas personas del goce de las vacaciones 
peri6dicas pagadas. 

Por Último los d!as festivos, o d!as de descanso 
obligatorio, 1 estAzi enumerados por el Articulo 80 de la Ley 
lederal del Trabajo. El Articulo 93 de la misma ordena que 
'stoa d!as sean remunerados. 

Articulo 8 

l. Los Estados Partea en el presente Pacto se com-­
prometen a garantizars 

a) El derecho de toda persona a fundar sindica-­
tos y a af iliarae al de su elecci6n, con aUj!!, 
ción únicamente a los estatutos de la organi­
zación correspondiente~ para promover y prot!!, 
ger sus intereses economicos y sociales. No -
podrán imponerse otras restricciones al ejer­
cicio de este derecho que las que prescriba -
la ley y que sean necesarias en una sociedad­
democrática en interés de la seguridad nacio­
nal o del orden público, o para la protección 
de los derechos y libertades ajenos; 

El Artículo 234 de la Ley Federal del Trabajo concede 
el mismo derecho, junto con la libertad de afiliación. EataV 
misma ley contiene las restricciones al ejercicio del dere­
cho de libertad sindical, que son las relativas a la oblirul 
ción de registrar al sindicato ante las autorida.des labora­
les competentes, según los Articules 242 a 245. Sin emba.rgo, 
estas limitaciones no contrarian la naturaleza del derecho­
ª la asociación profesional, puesto que de acuerdo con el -
Artículo 243, ninguna autoridad puede negar el registro de 
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un sindicato cuando éste ha satisfecho los requisitos est!, 
blecidos. 

Pero de acuerdo con nuestras leyes, no toda persona -
puede pertenecer a un sindicato. El Articulo 237 de la Ley 
que hemos venido tratando indica que "No pueden formar sin­
dicato las personas a quienes la ley prohiba asooiaree, o -
sujete a reglamentos especiales". Es el caso de la fracción 
2 del Articulo 8 del lacto, que permite restringir ~or me-­
dio de la ley el ejercicio del derecho de sind1caci6n y de 
huelga a los miembros de las fuerzas armadas, de la polic!a 
o de la administración del Estado. 

El Reglamento de Trabajo de loe ]Dpleados de las Ins­
tituciones de Cr6dito y Organizaciónes Auxiliares; im~ide -
a dichos trabajadores ejercer el derecho de sindicaci6n. 

Aun cuando las actividades de las mencio11adas institu 
ciones están regidas por la Comis16n Nacional Bancaria, loi 
empleados de las mismas no son contratados por el Gobierno­
de la Federación, por lo que no podemos atribu!rles el ca-­
rácter de miembros de la Administración del Estado, máxime­
que ni siquiera perciben la retribución de su servicio por 
parte de la Tesorería, sino de las Instituciones con·las -­
que mantienen su relación de trabajo. 

Por lo tanto deben derogarse todas las diaposiciones­
del citado Reglamento que, por cierto, no tienen razón de -
ser, puesto que ni aun alegando razones de bienestar gene-­
ral se juatifican, ya que en nada perjudica a la naci6n el 
que los trabajadores que sefialamos ~e coaliguen para eatu-­
d iar, mejorar y defender sus intereses comunes. 

A mayor abundamiento México es parte del Convenio -­
número 87 de la OrganizaciAn Internacional del Trabajo, que 
se refiere a la libertad aindical y a la protección del de­
recho de sindicación, que ha aervido de instrumento de alS!l 
nas organizaciones mexicanas para acusar al Gobierno de in~ 
cumplimiento del mismo. 

De acuerdo con las anteriores aseveraciones, estima-­
moa que en México el Estado no otorga una amplia protección 
al derecho de sindicación, consignado por su Carta lundamea 
tal, en algunas de sus leyes internas y en obligaciones in­
ternacionales contra!das. 

Insistimos por lo tanto en que deben derogarse las -­
disposiciones que hemos eeftalado, porque impiden el ejerci­
cio del derecho de libertad de asociación, sin una razona-­
ble justificaci6n. 
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El derecho de los sindicatos a formar federacio­
nes o confederaciones nacionales y el de éstas -
a fundar organizaciones sindicales internaciona­
les o afiliarse a las mismas; 

El Articulo 255 dela Ley Federal del Trabajo concede­
el derecho de los sindicatos para formar federaciones y con 
federaciones nacionales. Por otra parte, México es parte de 
Convenios adoptados en la O.I.T., que permiten a los sindi­
catos promover y afiliarse a organizaciones aindicales.in-­
ternacionales. 

c) El derecho de los sindicatos a :funcionar sin obs 
táculos y sin otras limitaciones que las que -
prescriba la ley y que sean necesarias en una so 
ciedad democrática en interés d.e la segurldad na 
oional o del orden público, o para la protecci6ñ 
de los derechos y libertades ajenos, 

Ya sefialamos que las únicas limitaciones que se impo­
nen a los sindicatos son las derivadas del trámite obligato 
rio de registro, que no contrarían la libertad sindical. -

d) El derecho de huelga, ejercido de conformidad --
con las leyes de cada país. . 

2. El presente artículo no impedirá someter a res- -
tricciones legales el ejercicio de tales derechos por 
los miembros de las fuerzas armadas, de la policia o 
de la admin1etraci6n del Estado. 

La fracción XVII del Articulo 123 Constitucional dice: 
"Las leyes reconocerán como un derecho de loe obreros y de 
los patronea las huelgas y los paros". Igualmente, el Titu­
lo Quinto de la Ley Federal del Trabajo regula todo lo rel! 
tivo a esos derechos. Pero el articulo 19 del referido Re-­
glamento de Trabajo de los Empleados de las Instituciones -
de Cr~dito y Organizaciones Auxiliares no otorga a esos tr! 
bajadoree el derecho de huelga. Claramente se ve que este -
Artículo es anticonstitucional, puesto que contraria la -­
fracción XVII del 123. 

Como hemos dicho, los empleados bancarios no deben -­
considerarse como miembros de la Administración del Estado. 
Se ha dicho que no se les puede conceder el derecho de hue!, 
ga, porque una interrupción en las labores de las institu-­
cionee bancarias afectaría enormemente el interés público. 
A este respecto, opinamos que la interrupción de labores de 
trabajadores de ramas importantísimas del comercio y, sobre 
todo, de la industria, que sí p~eden ejercer el derecho de 
huelga, también implica un incalculable daño a los intere--
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ses de la naci6n, en especial lesiones econ6mioas, lo cual 
no ha provocado la privac16n de ese derecho para tales tra­
bajadores. 

Sin embargo, no dejamos de reconocer que una huelga -
bancaria afectar!a gravemente las operaciones comerciales -
del país, por lo que estimamos que lo más justo y prudente­
ser!a, en aras del bienestar general, privar del derecho de 
huelga solo a aquellos empleados bancarios que son absolu-­
tamente necesarios para la contiauidad de las operaciones -
bancarias más indispensables. 

As! que debe modificarse el alcance del artículo 19 -
del mencionado Reglamento, a fin de adecuarlo al inciso d) 
de la fracc16n 1 del Articulo 8 del Pacto. 

3. Nada de lo dispuesto en ·este articulo autorizará 
a los Estados Partes en el Convenio de la Organiza- -
ci6n Internacional de Trabajo de 1948 relativo a la -
libertadaindical y a la proteco16n del derecho de sia 
dicao16n a adoptar medidas legislativas que menosca-­
ben las garantías previstas en dicho Convenio o a -­
aplicar la ley en forma que menoscabe dichas garan- -
tias. 

Como ya hemos tocado este punto, nos limitamos a repe 
tir que para que M~xico cumpla con el Convenio número 87 de 
la O.I.T. y con el Articulo 8 del Pacto, es necesario hacer 
las reformas y derogaciones señaladas. 

Artículo 9 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen -
el derecho de toda persona a la seguridad social, in­
cluso al seguro social. 

El Artículo 123 de la Constitución, en la fracción -­
XXIX de su Apartado A, dice que "Se considera de utilidad -
pública la expedición de la Ley del Seguro Social, y ella -
conprenderá seguros de invalidez, de vida, de cesación inv2 
luntaria del trabajo, de enfermedades y accidentes, y otros 
con finesanálogos". Las fracciones XI a XIV del Apartado B 
del mismo Artículo señalan todo lo relativo a la seguridad­
social de trabajadores al servicio del Estado, y loa Art!c~ 
loe 4, 5 y 6 de la Ley del Seguro Social indican los suje-­
tos de la seguridad social. 

1m todas estas disposiciones solo se habla del seguro 
social para los trabajadores y sus familiares, lo que no es 
suficiente para cumplir con el Artículo 9 del Pacto, ya que 
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&ate habla del seguro social general, es decir, para todas 
las personas. 

El establecimiento de un sistema de seguridad social 
general en México constituye un problema muy complicado. -
Con base en las experiencias de otros paises se han regis­
trado algunas propuestas al respecto. 

Considerando que una ampliaci6n de los programas de 
seguridad social del Gobierno Mexicano en ese sentido se-­
r!a de gran beneficio para el individuo, aunque carecemos 
de datos suficientes para asegurar que hay medios técnicos 
y económicos que lo puedan hacer posible. 

Ahora bien, el Artículo 9 del Pacto no consigna una 
obligación que debe ser cumplida de inmediato, sino una -­

·con respecto a la cual se puede empezar a cum~lir con la -
adopción d.e medidas, de acuerdo con la fraccion l de su -­
Articulo 2. 

Por lo tanto, para que México pueda cumplir con el -
Artículo 9, debe en principio adoptarcano política el pro­
pósito de generalizar el seguro social, hasta llegar, pro­
gresivamente, a la adopción de medidas legislativas. 

Es pues de recomendarse que las autoridades competen. 
tes realicen un estudio sobre el problema, como primer pa­
so en la observancia de esta obligación de cumplimiento -­
diferido. 

Artículo 10 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen­
que 1 

l. ·se debe conceder a la familia, que es elemento­
natural 1 fundamental de la sociedad, la más nmplia­
protección y asistencia posible, especialmente para­
su constituc16n,y mientras sea responsable del cuid!!, 
do y la educacion de los hijos a su cargo. El matri­
monio debe contraerse con el libre consentimiento de 
los futuros cónyuges. 

2. Se debe conceder especial protección a las ma-­
dres durante un período de tiempo razonable antes Y 
después del parto. Durante dicho período, a las ma-­
dres que trabajen se les debe conceder licencia con 
remuneración o con prestaciones adecuadas do seguri­
dad social. 

3. Se debmadoptar medidas especiales de proteo- -
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ción y asistencia en favor de todos loe nifios y ado­
lescentes contra la explotao16n eoon6m1oa y social. 
Su emp1eo en trabajos nocivo• para su moral y salud, 
o en los cuales peligre su vida o se corra el riesgo 
de perjudicar su desarrollo normal, será eancionado­
por la ley. Los Estados deben establecer tam.bi&n lí­
mites de edad por debajo de loe cuales quede prohibi 
do y sancionado por la ley el empleo a sueldo de ma= 
no de obra infantil. 

Este Artículo contiene tanto derechos meramente ao-­
ciales como especialmente laborales. En cuanto a loa prime 
ros la legislaci6n nacional no establece nada e~reeamente, 
aunque lm programas y actividades de la Secretaria de Salu 
bridad y Asistencia, de la Secretaría de Educaci6n Pl1bl1ci, 
del Instituto Mexicano del Seguro Social, del Instituto N! 
cional para la Protección de la Infancia y del Instituto -
de Seguridad y Servicios Sociales para Trabajadores del E1 
tado, se encuentran dirigidos hacia la asistencia de la -­
familia y de la niftez en particular, en los aspectos sefta­
lados por las fracciones de esta dispoeici6n del Paoto. 

Por otra parte, los C6digoe Civiles de la República­
establecen como requisito para el matrimonio el libre con­
sentimiento de loe contrayentes. 

La fracci6n V del Artículo 123 Constitucional y el -
110-B de la Ley lederal del Trabajo, oEdenan todas y cada 
una de las prerrogativas que para las madres antes y des­
pués del parto, otorga la fracción 2 del Artloulo 10 del-­
Pacto. Asimismo, el citado Artículo de la Conat1tuci6n y -
el Capitulo VII Bis de la mencionada Ley, protegen a loe -
menores en todos los aspectos citados en el Pacto. 

En México, la ley laboral exige como edad mínima pa~ 
ra trabajar la de 14 afios, aunque esta norma es constante­
mente violada por los particulares, por lo que considera-­
moa que el Gobierno deber!a ejercer una más estricta y -­
enérgica vigilancia para evitar la explotación de menores. 

Artículo 11 

l. Loe Estados Partes en el presente Pacto recono­
cen el derecho de toda persona a un nivel de vida -­
adecuado para si y su familia, incluso alimentaci6n, 
vestido y vivienda adecuados, y a una mejora conti-­
nua de las condiciones de existencia. Loe Estados -­
Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la -
efectividad de este derecho, reconociendo a este 
efecto la importancia esencial.de la cooperación in--
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internacional fundada en el libre consentimiento. 

2. Los Estados Partes en el presente Pacto, recono­
ciendo el derecho fundamental de toda persona a estar 
protegida contra el ha.mbrei adoptarán, individualmen­
te y mediante la cooperacion internacional, las medi­
das, inaluídos programas concretos, que se necesitan 
para: 

a) Me~orar los métodos de producción, conserva- -
cion y distribución de alimentos mediante la -
plena utilización de los conocimientos técni-­
cos y científicos, la divulgación de princi- -
pios sobre nutrición y el perfeccionamiento -­
o la ref o'l'Dla de los regímenes agrarios de modo 
que se logre la explotación y la utilización -
más eficaces de las riquezas naturales; 

b) Asegurar una distribución equitativa de los -­
alimentos mundiales en relación con las neoesi 
dades, teniendo en cuenta los problemas que se 
plantean tanto a los países que importan pro-­
duetos alimenticios como a los que los expor-­
tan. 

Podemos decir que la adopción de medidas a que se re­
fiere este Artículo constituyen el programa del Gobierno M~ 
xicano. Aunque hay ciertos casos que merecen una mayor at~n 
ción, sobre todo aquellos que constituyen los capítulos mas 
dolorosos de la vida del país. 

Tenemos, por ejemplo, el "cinturón de la miseria" en 
loe alrededores de la· ciudad de ~Iéxioo, problema de humani­
dad que podría ser resuelto con un poco de decisión. 

Al hablar de la realidad mexicana con respecto a loa 
derechos humanos, hemos dejado asentadas nuestras consider~ 
oiones respecto a estas cuestiones contenidas en el Artícu­
lo 11. 

Lcsmismos puntos de vista podemos aducir respecto al 
Artículo 12 del Pacto, que reza de la siguiente manera: 

Artículo 12 

l. Los Estados Partes en el presente Pacto recono-­
cen el derecho de toda persona al disfrute del más al 
to nivel posible de salud física y mental. 

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Esta-­
dos Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena --
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efectividad de este derecho, figurarán las neceáarias 
para: 

a) La reducción de la mortinatalidad y de la -
mortalidad infantil, y el sano desarollo de 
los niftos; 

b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la 
higiene del trabajo' y del medio :ambiente; 

c) La prevención y el tratamiento de las enfer 
medades epidémicas, endémicas, profesiona-= 
les y de otra !ndole, y la lucha contra -­
ellas; 

d) La creac16n de condiciones que aseguren a -
todos asistencia médica y servicios médicos 
en caso de enfermedad. 

El Articulo 13 dice como sigues 

Articulo 13 

l. Loe Estados Partea en el presente Pacto reoono-­
cen el derecho de toda persona a la educación. Convie 
nen en que la educaci6n debe orientarse hacia el ple= 
no desarrollo de la personalidad humana y del sentido 
de la dignidad, y debe fortalecer el respeto por los 
derechos humanos y las libertades !undamentalee. Con­
vie111!11 ~aimiemo en que la educación debe capacitar a -
todas las personas para partic~pa efectivamente en -
una sociedad libre, favorecer la comprensión, la tol! 
rancia y la amistad entre todas las naciones y entre­
todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, y -­
promover las actividades de las Naciones Unidas en -­
pro del mantenimiento de la paz. 

2. Loa Estados Partee en el presente Pacto recono-­
cen que, con objeto de lograr el pleno ejercicio de -
este derecho: 

a) La eneefianza primaria debe ser obligatoria-
y asequible a todos gratuitamente; · 

b) La enseñanza secundaria, en sus diferentee­
formas, incluso la enseñanza ~ecundaria té~ 
nica y profesional, debe ser generalizada y 
hacerse accesible a todos, por cuantos me-­
dios sean apropiados, y en particular por -
la implantación progresiva de la ensefianza-



c} La enseñanza superior debe hacerse igual-­
mente accesible a todos, sobre la base de 
la capacidad de cada uno, por cuantos me-­
dios sean apropiados, y en particular, por 
la implantación progresiva de la enseñanza 
gratuita; 

d} Debe fomentarse o intensificarse, en la me 
dida de lo posible, la educaci6n fundamen: 
tal para aquellas personas que no hayan r~ 
cibido o terminado el ciclo completo de -­
instrucción primaria; 

e) Se debe proseguir activamente el desarro-­
llo del sistema escolar en todos loe ci- -
cloe de la eneefianza, implantar un sistema 
adecuado de becas, y mejorar continuamente 
las condiciones materiales del cuerpo do-­
oente. 

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se oompr~ 
moten a respetar la libertad de los padres y, en 
su caso, de loe tutores legales, de escoger para­
sus hijos o pupilos escuelas ~istintas de las . 
oreadas por las autoridades publicas, siempre que 
aquellt:e satisfagan las normas mínimas que el Esto! 
do prescriba o apruebe en materia de enseñanza, y 
de-hacer que sus hijos o pupilos reciban la educo! 
cion religiosa o moral que esté de acuerdo con -­
sus propias convicciones. 

4. Nada de lo dispuesto en este articulo se interpr~ 
tará como una restricción de la libertad de loe -
particulares y entidades para establecer y diri-­
gir instituciones de enseñanza, a condición de -­
que se respeten loe principios enunciados en el -
párrafo l y de que la educación dada en esas ins­
tituciones se ajuste a las normas m!nimae que 
prescriba el Estado. 

El primer párrafo del Artículo 3° de la Constitución 
cumple admirable y perfectamente con la fracción l de este 
Articulo del Pacto, además de establecer, en sus fraccio-­
nes VI y VII, que la educación primaria ea obligatoria y -
toda la que imparta el Estado gratuita. 

La educaci6n secundaria en I>léxico no es gratuita, y 
aunque la implantación progresiva de tal sistema no sea --
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tal vez muy viable por el momento, las cuotas que en ée--· 
tas se cobran son mínimas, en ocasiones simbólicas, por lo 
que de hecho se está de acuerdo con el inciso c) de la tras 
ción 2, que no es determinante al respecto. 

El problema de las condiciones económicas y, sobre to 
do, académicas del cuerpo docente es una de las tragedias':: 
del sistema educacional mexicano, por lo que consideramos -
que el Gobierno Mexicano debe legislar al efecto, para ee-­
tar en aptitud de cumplir con el inciso e) de la misma frac 
ción. -

Loe par"ticularea, ajustándose a los requisitos lega-­
les y a loe programas gubernamentales, pueden impartir la -
educación, segÚn el mencionado Artículo 3º de la Conetitu-­
ción, pero deben mantenerla aaena a cualquier doctrina -
religiosa. Aún más, ninguna corporación religiosa, ministro 
de,culto, sociedades o asociaciones ligádas con la propaga­
cion de un credo religioso puede intervenir en la educación. 

En la República Mexicana se violan constante y perme-­
nentemente estas disposicione~, puesto que ¡a mayor!a de -­
las escuelas particulares estan dirigidas por religiosos e 
imparten en ellas sus credos, lo cual es del absoluto cono­
cimiento del Gobierno, y tolerado por el mismo. 

Creemos que, dado que la época del imperialismo ecle­
siástico ha cesado, los legisladores mexicanos deberían re­
coger la realidad nacional sobre este punto y reformar el -
Articulo 3º Constitucional, en el sentido de levantar las -
prohibiciones a que nos venimos refiriendo, sin que por es­
to se permita a las escuelas particulares dejar de oaapld.r­
con los programas oficiales y demás requisitos de la educa­
ción, especialmente con los relativos a la orientación hum~ 
nística de la misma. 

Artículo 14 

Todo ~atado Farte en el presente Pacto que, en el -
momento de hacerse parte en él, aún no haya podido -­
instituir en su territorio metropolitano o en otros -
territorios sometidos a su jurisdicción la obligato-­
riedad y la gratuidad de la ensefianza primaria, se -
compromete a elaborar y adoptar, dentro de un plazo -
de dos afios, un plan detallado de,acción para la apl! 
cación progresiva, dP~tro de un numero razonable de -
años fijado en el piwi, del principio de la enaeftanza 
obligatoria y gratuita para todos. 

Como hemos dicho, en México se encuentra inetitu!da -
la obligatoriedad y la gratuidad de la educación primaria. 
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Artículo 15 

l. Loe Estados Partes en el presente Pacto recono­
cen el derecho de toda persona as 

a) Participar en la vida cultural; 

b) Gozar de los beneficios del progreso cien­
t!f'ico y de sui aplicaciones; 

c) Beneficiarse de la protecci6n de loe inte­
reses morales 1 materiales que le corres-­
pondan por ·razón de las producciones cien­
tíficas, literarias o artísticas de que -­
sea. autora. 

2. Entre las medidas que los Estados Partes en el 
presente Pacto deberán adoptar para asegurar el ple­
no ejercicio de este derecho, figurarán las necesa-­
riae para la conservación, el desarrollo y la di:tu.-­
eión de la ciencia y de la cultura. 

3. Los Estados Partee en el presente Pacto se com~ 
prometen a res~etar la indispensable libertad para -
la investigación científica y para la actividad ere!! 
dora. 

4. Los Estados :Partee en el presente Pacto recono­
cen los beneficios sue derivan del fomento y deearr.2, 
llo de la cooperacion y de las relaciones internaci.2, 
nales en cuestiones científicas y culturales. 

También el Gobierno tiene numerosos programas cultu-
rales, que cumplen con los derechos establecidos en este -
Artículo. ·1a difusión, desarrollo y conservación de la cu!, 
tura nacional ha distinguido las actividades de las Secre­
tarías de Educación Pública y del Patrimonio Nacional du-­
rante los Últimos diez a.fios. 

En la misma forma, H~xico ha participado en la coope 
ración'intemacional sobre la materia, dentro de la OrganI 
zación de las Naciones Unidas para la Educación, la Cien-­
cia y la Cultura. 

PA.itTE IV 

Artículo 16 

l. Loa Bstados Partes en el presente Pacto se com­
prometen a presentar, en conformidad con esta parte­
del Pacto, infonnes sobre las medidas que hayan ado~ 
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tado, y los progresos realizados, con el fin de ·ase­
gurar el respeto a los derechos reconocidos en el -­
mismo. 

2. a) ~odos loe in.formes serán presentados al Se-­
cretario General de las Naciones Unidas, -­
quien transmitirá copias al Consejo Económi­
co y Social para que las examine conf onne a 
lo dispuesto en el presente PactoJ 

b) El Secretario General de las Naciones Unidas 
transmitirá también a los organismos especi¡ 
lizados copias de loe informes, o de las pa1 
tea pertinentes de éstos, enviados por los -
Estados Partes en el presente Pacto que ade­
m&s sean miebros de esos organismos especia­
lizados, en la medida en que tales informes­º partea de ellos tengan relaci6n con mate-­
rias que sean de la competencia de dichos o,¡ 
ganismos conforme a sus instrumentos consti­
tutivos. 

Articulo 17 

l. Loe Estados Partes en el presente Pacto presen­
tarán sus inf'ormes por etapas, con arreglo al progr.! 
ma que establecerá el Consejo Económico 1 Social en 
el plazo de un afio desde la entrada en vigor el pre­
sente Pacto, previa consulta con los Estados Partes­
y con los organismos especializados interesados. 

2. Loa informes Piodrán eeftalar las circunstancias­
y dificultades que afecten el grado de cumplimiento­
de las obligaciones previstas en este Pacto. 

3. Cuando la informaci6n pertinente hubiera sido -
ya proporcionada a las Naciones Unidas o a alg\Úl or­
ganismo especializado por un Estado Parte, no ser' -
necesario repetir dicha informaci6n, si~o que basta­
rá hacer referencia concreta a la misma. 

Artículo 18 

En virtud de las atribuciones que la Carta de las 
Naciones Unidas le confiere en materia de derechos -
humanos y libertad;s fundamentales, el Consejo Econ2 
mico y Social podra concluir acuerdos con los orga-­
niamos especializados sobre la presentación por ta-­
.les organismos de informes relatiYos al cumplimiento 
de las disposiciones de est~ PactQ que corresponden­ª stt campo de actividades. sstos 1nrormes :podl'an con. 
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. tener detalles sobre las decisiones y recomendaciones 
que en relaci6r. con ese cumplimiento hayan aprobado -
los 6rganos competentes de dichos orgmilsmos • 

.Artículo 19 

El Consejo Econ6mico y Social podrá transmitir a la 
Comisión de Derechos Humanos, para su estudio y reco­
mendación de carácter general, o para información, se 
gÚn proceda, los informes sobre derechos humanos que 
presenten los Sstados conforme a los artículos 16 y -
17, y los informes relativos a los derechos humanos -
que presenten los organismos especializados conforme­
al artículo 18. 

Artículo 20 

Los Estados Partes en el presente Pacto y los orga­
nismos especializados interesados podrán presentar -­
el Consejo Económico y Social observaciones sobre to­
da recomendación de carácter general hecha en virtud­
de artículo 19 o toda referencia a tal recomendaci6n­
general que conste en un informe de la Comisión de -­
Derechos Humanos o en un documento allí mencionado. 

Artículo 21 

El Consejo Económico 1 Social podrá presentar de -­
vez en cuando a la Asamblea General informes oue con­
tengan recomendaciones de carácter general as! como -
un resumen de la información recibida de los Estados­
Partes en el presente Pacto y de los organismos espe­
cializados acerca de las medidas acoptadas y los pro­
gresos realizados para lograr el respeto general de -
los derechos reconocidos en el presente Pacto. 

Artículo 22 

El Consejo Económico y Social podrá seftalar a la -­
atención de otros 6rganos de las Naciones Unidas, sus 
órganos subsidiarios y los organismos especializados­
interesados que se ocupen de prestar asistencia técn! 
ca toda cuestión surgida de los informes a que ae re­
fiere esta parte del Pacto que pueda servir para que 
dichas entidades se pronuncien, cada una dentro de su 
esfera de competencia, sobre la conveniencia de las -
medidas internacionales que puedan contribuir a la -­
aplicación efectiva y progresiva del presente Pacto. 

La presentación de informes al Secretario General de-
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las Naciones Unidas, constituye uno de los puntos esencia~• .. ··· 
les del Pacto, puesto que tienen el fin de hacer posible la 
cooperaci6n internacional en la promoci6n de los derechos -
económicos, sociales y culturales. Las experiencias de.un -
pa!s pueden ser aprovechadas.por otros, a trav's de este -­
sistema. 

México podr!a, sin dificultad u obstáculo de ninguna­
clase, presentar estos informes, en caso de que ratifique -
el Pacto. 

Artículo 23 

Los Estados Partes en el presente Pacto convienen -
en que las medidas de orden internacional destinadas­ª asegurar el respeto de los derechos que se recono-­
cen en el presente Pacto comprenden procedimientos ta 
les como la concluei6n de convenciones, la aprobaoi6ñ 
de recomendaciones, la prestación de asistencia t'cni 
ca y la celebraci6n de reuniones regionales y t&cn1-= 
cae, para efectuar consultas y realizar estudios, or­
ganizadas en cooperación con los gobiernos interesa-­
dos. 

Este Artículo se refiere a los medios para asegurar -
el cumplimiento del Pacto, a través de la cooperaci6n 1 re­
laciones internacionales·, y no hay en ~l nado. que impida a 
Mib:ico aceptarlo. 

Los siguientes Art!culos, no requieren examen a la -­
luz de la leg1slaci6n mexicana. 

Artfoulo 24 

Ninguna disposici6n del presente Pacto deberá inteE, 
pretarse en menoscabo de las disposiciones de la Car­
ta de las Naciones Unidas o de las constituciones de 
los organismos especial;zados que definen las atribu­
ciones de los diversos organos de las Naciones Unidas 
y de los organismos especializados en cuan to a las 111!, 
teriaa a que se refiere el presente Pacto. 

Artículo 25 

Ninguna disposición del presente Pacto deberá inte,t 
pretarse en menoscabo del derecho inherente de todos­
loe pueblos a disfrutar y utilizar plena y libremente 
sus riquezas y recursos naturales. 
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Articulo 26 

l. El presente Pacto estará abierto a la firma de -
todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas o -
miembros de algún organismo especializado, as! como -
de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte Inter 
nacional de Justicia y de cualquier otro Estado 1nvi= 
tado por la Asamblea General de las Naciones Unidas a 
ser parte en el presente Pacto. 

2. El presente Pacto está su~eto a ratificac16n. -
Los instrumentos de ratificacion se depositarán en po 
del del Secretario General de las Naciones Unidas. -

'· El presente Pacto quedará abierto a la adhesión 
de cualquiera de los Estados mencionados en el párra­
fo l del presente articulo. 

4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de 
un instrumento de adhesión en poder del Secretario G~ 
neral de las Naciones Unidas. 

5. El Secretario General de las Naciones Unidas in­
formará a todos los Estados que hayan firmado el pre­
senta Pacto, o se hayan adherido a él, del de~ósito -
de cada uno de los instrumentos de ratificaoion o de 
adhesión. 

A:rt!culo 27 

l. El presente Facto entrará en vigor transcurridos 
tres meses a partir de la fecha en que haya sido dep.Q. 
sitado el trigésimo quinto instrumento de ratifica- -
oión o de adhesión en poder del Secretario General de 
las Uacionee Unidas. 

2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto 
o se adhiera a él después de haber sido depositado el 
trig~simo quinto instrumento de ratificación o de ad­
hesion. 

Artículo 28 

La.a disposiciones del presente Pacto serán aplica-­
bles a todas las partes componentes de los Estados f~ 
derales sin limitación ni excepción alguna. 
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Artículo 29 

l. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá pro 
poner enmiendas y depositarlas en poder del Secreta-= 
rio General de las Naciones Unidas. El Secretario Ge­
neral comunicará las enmiendas propuestas a los Esta­
dos Partee en el presente Pacto, pidiéndoles que le -
notifiquen si desean que se convoque una conferencia­
da Estados Partes con el fin de examinar las propues­
tas y someterlas a votaci6n. Si un tercio al menos de 
loe Estados se declara en favor de tal convocatoria,­
el Secretario General convocará una conferencia bajo­
los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda -
adoptada por la mayor!a de Estados presentes 1 votan­
tes en la conferencia se someterá a la aprobaoi6n de 
la Asamblea General de las Naciones Unidas. 

2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan -
sido aprobadas por la Asamblea ~eneral de las Nacio-­
nes Unidas y aceptadas por una mayor!a de dos tercios 
de los Estados Partes en el presente Pacto, de confoI, 
midad con sus respectivos procedimientos constitucio­
nales. 

3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán -­
obligatorias para los Estados Partes que las hayan -­
a~eptado, en tanto que los demás Estados Partes segu! 
ran obligados por las disposiciones del presente Pac­
to y por toda enmienda anterior que hayan aceptado. 

Artículo 30 

Independientemente de las notificaciones previstas­
en el párrafo 5 del art!culo 26, el Secretario Gene-­
ral de las Naciones Unidas comunicará a todos los Es­
tados mencionados en el párrafo 1 del mismo art!culo1 

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones con 
formes con lo dispuesto en el artículo 26; 

b) La fecha en que entre en vigor el presente­
Pacto conforme a lo dispuesto en el art!cu­
lo 27, y la fecha en que entren en vigor -­
las enmiendas a que hace referencia el ar-­
t!culo 29. 

Artículo 31 

l. El presente Pacto, cuyos textos en chino, espa-­
ftol, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, 
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depositado en los 

2. El Secretario General de lae Naciones Unidas en­
viará copias certificadas del presente Pácto a todos­
los Estados mencionados en el art!culo 26. 

b) Pacto Intemacional de Derechos Civiles y Políticos (24) 

Preámbulo 

Los Estados Partes en el presente Pacto. 

Considerando que, conforme a los principios enunci,! 
dos en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad,­
la justicia y la paz en el mundo tienen por base el -
reconocimiento de la dignidad inherente a todos los -
mie~bros de la familia humana y de sue derechos igua­
les e inalienables, 

Reconociendo que estos derechos se derivan de la -­
dignidad inherente a la persona humana, 

Reconociendo que, con arreglo a la Declaraci6n Uni­
versal de Derechos Humanos, no puede realizarse el -­
ideal del ser humano libre, en el disfrute de las li­
bertades civiles y políticas y liberado del temor y -
de la miseria, a menos que se creen condiciones que -
permitan a cada persona gozar de sus derechos civiles 
y políticos, tanto como de dus derechos econ6micos, -
sociales y culturales, 

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas im 
pone a los Estados la ob~igaci6n de promover el resp¡ 
to universal y efectivo de los derechos y libertades­
humanos, 

Comprendiendo que el individuo, por tener deberes -
respecto a otros individuos I de la comunidad a que -
pertenece 1 tiene la obligacion de esforzar~e por la -
consecucion y la observancia de los derechos reconoc! 
dos en este Pacto, 

Convienen en los artículos siguientess 

PARTE I 

Artículo 1 

l. Todos los pueblos tienen el derecho de libre de-
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t~;_;minación. En virtud de este derecho establecen li­
bremente au condici6n política y proveen asimismo a -
su desarrollo econ6mioo, social y cultural~ 

2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos -
pueden disponer libremente de sus riquezas 1 recursos 
naturales, sin perjuicio de las obligaciones que deri 
van de la cooperaci6n econ6mica internacional basada= 
en el principio de beneficio recíproco, as! como del 
derecho internacional. En n1ng6n caso podrá privarse­
ª un pueblo de sus propios medios de subsistencia. 

3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso 
loa que tienen la responsabilidad de administrar te-­
rri torios no autónomos y territorios en !ideicomiso,­
promoverán el ejercicio del derecho de libre determi­
nación, y respetarán este derecho de conformidad con 
las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas. 

Este Artículo es id~ntico al primero del Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, Sociales y culturales, por 
lo que remitimos al lector a los comentarios que hicimos s~ 
bre el mismo, ya que son aplicables a éste en igual forma. 

PA.Tl.TE II 

Art!oulo 2 

l. Cada uno de los Estados Partes en el presente -­
Pacto se compromete a respetar y a garantizar a todos 
los individuos que se encuentren en eu territorio y -
estén sujetos a su juriedicoi6n los derechos reconoo! 
dos en el presente Pacto, sin distinción alguna de -­
raza, color, sexo, idioma, religi6n, opini6n pol!tica 
o de otra índole, origen nacional o social, posic16n­
económica, nacimiento o cualquier otra condición so-­
cial. 

Los derechos civiles y pol!ticos consignados por la -
Conetituo16n, ee otorgaia todo individuo que se encuentre -
dentro de la soberanía de los Estados Unidos Mexicanos, se­
gÚn su Artículo 1°, sin ninguna distinción. 

2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con -
arreglo a sus procedimientos constitucionales.y a las 
disposiciones del presente Pacto, las medidas oportu­
nas para dictar las dispoaioionee legislativas o de -
otro carácter que fueren necesarias para hacer efect,! 
vos los derechos reconocidos en el presente Pacto y -
que no estuviesen ya garantizados por disposiciones -
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legislativas o de otro carácter. 

Esta fracc16n, establece las obligaciones que adqui-­
riría M~xico si ratifica el Pacto, para hacer efectivos los 
derechos en él reconocidos. 

3. Cada uno de los Estados Partes en el presente -­
Pacto se compromete a garantizar que: 

a) Toda persona cuyos derechos o libertades reco 
nocidos en el presente Pacto hayan sido viola 
dos podrá interponer un recurso efectivo, auñ 
cuando tal violaci6n hubiera sido cometida -­
por personas que actuaban en ejercicio de sus 
funciones oficiales; 

b) La autoridad competente, judicial, administr! 
tiva o legislativa, o cualquiera otra autori­
dad competente prevista por el sistema legal­
del Estado, decidirá sobre los derechos de -­
toda persona que interponga tal recurso, y 
a desarrollar las posibilidades de recurso js 
dicial¡ 

c) Las autoridades competentes cumplirán toda de 
cisi6n en que se haya estimado procedente el 
recurso. 

En el derecho mexicano, como en todo orden jurídico -
interno, la viol'tioi6n de les garantías individuales de una 
persona supone dos situacioness 

l. Si la violaci6n proviene de un particular, el afe~ 
tado puede ejercit~r sus acciones civiles o presentar 
ante el Ministerio Público su denuncia o aquella -­
conforme a las ley~s respectivas. Además, el C6digo -
Penal establece, en su Artículo 364, la aplicaci6n de 
la pena de prisi6n de uno a seis años, y multa de 
diez a cien pesos, al que de alguna manera viole, con 
perjuicio de otro, loo derechos y garantías sefialadas 
por la Constitución en favor de las personas. 

2. Cuando la violación provi~ne de leyes o actos de -
la autoridad, el agraviado puede, con bao e en los Ar­
tículos 103 y 107 de la Constitución y el 1° y 4° de­
la Ley de .Amparo, promover el juicio de ampa.ro, ade-­
más de contar con el derecho de petición que consagra 
el Artículo e ° Consti tucione.l. 

La Constitución y la nueva Ley de Amp::i.ro establecen -
normas que obliglm a. las autot'idades competcmtes a· cumplir-
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con las sentencias judiciales sobre esta materia. 

Antes de seguir adelante, es necesario sefialar que, -
si bien toda persona tiene por la Constituci6n el derecho -
de promover el juicio de amparo, cuando se le han violado -
sus earantías individuales, en la realidad no sucede lo mis 
mo, ya que el amparo se convierte en la mayor!a de las oca= 
siones en un juicio lento y costoso, que no todos pueden PA 
gar, agregando a estos defectos, que vulneran la expeditez­
de la justicia, el de que pocos individuos poseen la asis-­
tencia y consejo legal necesario, no obstante la prohibi- -
ción de las costas judiciales y la existencia en M'xico de 
la defenaor!a de oficio. Este problema ha llegado al grado 
de levantar comentarios que atacan el juicio de amparo, con 
siderándolo como privativo de la clase privilegiada econ6ml 
camente. 

Debe reconocerse que la mayor!a de la poblaci6n mexi­
cana rural y un alto porcentaje de la urbana provincial, no 
tiene siquiera conocimiento de la existencia del juicio de 
amparo, como medio de defensa de sus derechos individuales, 
muchos de los cuales tampoco conocen. Aun más, en caso de -
que tuvieran conciencia de tales prerrogativas, casi.nunoa­
poseen los medios eoon6micos para sufragar un procedimiento 
de esa !ndole. 

También aceptamos que la lentitud y la carencia de -­
consejo y asistencia legal hacen del juicio de amparo un -­
instiumento insuficiente para el logro de la justicia en -­
nuestro pa!s. 

México deber!a, antes que resolver ningÚn otro probl~ 
ma, generalizar por todos los medios el juicio de ·amparo, -
por ser éste el sistema protector de los derechos humanos -
que, como hemos afirmado, son la base de las instituciones­
Y del progreso de un pa!s en todos los órdenes. 

Este es otro caso en el que nuestro Gobierno podría -
aprovechar la promoci6n internacional para el respeto a los 
derechos del hombre. Durante la mencionada Conferencia In-­
ternacional de Derechos Humanos, celebrada en Teherán en -­
abril y mayo de 1968, recogi6 unánimemente en su resolución 
XIX la recomendación, promovida por el Gobierno de Canadá,­
de que los gobiernos estimulen el desarrollo de sistemas de 
ayuda jurídica para la protecci6n de los derechos individu~ 
les, considerando los medios de sufragar los gastos de ta-­
les sistemas, simplificando las leyes y procedimientos a -­
fin de reducir la carga a los individuos que buscan arre- -
glas jurídicos, y cooperando en ampliar la disponibilidad -
de asistencia jurídica a los individuos que la necesiten 
(25), 
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. , Al haber votado M~xico a favor de dicha resoluci6n,-­
lo mas honesto sería hacer caso de los conceptos en ella -­
contenidos. 

.Artículo 3 

Los Estados Partes en el presente ~acto se comprome 
ten a garantizar a hombres y mujeres la igualdad en = 
el goce· de todos los derechos civiles enunciados en -
el presente Pacto. 

La Constitución Política de México no hace ninguna di 
ferencia por razón del sexo en el goce de las garantías in= 
di viduales. 

· El Artículo 2º del Código Civil para el Distrito y Te 
Tritorioa Federales establece que "La capacidad jurídica es 
igual para el hombre y la mujer; en consecuencia, la mujer­
no queda sometida, por razón de su sexo, a restricción al@;!! 
na en la'adquisiclón y ejercicio de sus derechos civiles" -
(26). 

Artículo 4 

l. En situaciones excepcionales que pongan en peli­
gro la vida de la nación y cuya existencia haya sido 
proclamada ofici~lmente, los Estados Partes en el pr~ 
sente Pacto podran adoptar disposicion9s que, en la -
medida estrictamente limitada a las exigencias de la 
situación, suspendan las obligaciones contraídas en -
virtud de este Pacto, siempre que tales disposiciones 
no sean incompatibles con las demás obligaciones que 
les impone el derecho interllacional y no entrafien di~ 
criminación alguna fundada unicamente en motivos de -
raza, color, sexo, idioma, religión u origen social. 

2. La disposición precedente no autoriza suspensi6n 
de los artículos 6, 7, 8 (párrafos 1 y 2), 11, 15, 16 
y 18. 

· 3. Todo Estado Parte en el presente Pacto que haga 
uso del derecho de suspensi6n deberá informar inmedi~ 
tamente a los demás Estados Partes en el presente PaQ 
to, por conducto del Secretario General de las Nacio­
nes Unidas, de las disposiciones cuya aplicación haya 
suspendido y de los motivos que hayan suscitado la 
suspensi6n. Se hará una nueva comunicación por el mi~ 
mo conducto en la fecha en que haya dado por termina­
da tal suspensión. 
Según el Artículo 29 Constitucional, en los casos de 
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invasi6n, perturbaci6n grave de la paz pública o cuales- -
quiera otro que ponga a la sociedad en ~ande peligro o -­
conflicto, solo el Presidente de la Republica puede, de -­
acuerdo con el Consejo de Ministros y con la aP.robaci6n 
del Congreso de la Unión, y en loe recesos de este con la 
de la Comisi6n Permanente, suspender en todo el país, o en 
un lugar determinad~, las garantías que pudieran obetaoul! 
zar hacer frente, rapida y fácilmente, a la eituac16n. Ade 
más, la euspenei6n debe hacerla por un tiempo limitado, -
por medio de prevenciones generales, es decir, sin que ae 
contraiga a un determinado individuo, 

Para aceptar el Articulo 4 del Pacto, es necesario -
reformar el 29 de la Constitución, restringiendo al Presi­
dente de la Reiúblioa la amplitud de su facultad de suspea 
der las garant as individuales, en el sentido que la sus-­
pensi6n no alcance, en ningÚn caso, las que se refieren a 
la imposici6n arbitraria de la pena de muerte, el uso de -
torturas, penas o tratos crueles, inhumanos y degradantes, 
la sumisi6n al estado de esclavitud o servidumbre, el en-­
carcelamiento por deudas oontraotualea, la inexacta aplica 
ción de la ley penal y la pérdida de la personalidad jurí= 
dica y de la libertad de pensamiento y de creencias reli-­
giosaa, que son loa consignados por los Art!oulos menoion~ 
dos en la fracción 2 del que examinamos. 

Todas estas prerrogativas no suspendiblea son de las 
más fundamentales de la persona humana, por lo que ea muy 
convenient~ que México reforme 1~ Constitución en ese sen­
tido, poniendose de esa manera en aptitud de presentar los 
informes previos y posteriores a la suspensión, ordenados­
por la fracción 3. 

Artículo 5 

l. Uinguna disposición del presente Pacto podrá -­
ser interpretada en el sentido de conceder derecho -
alguno a un Bstado 1 grupo o individuo para emprender 
actividades o realizar actos encaminados a la des- -
trucción de cualquiera de los derechos I libertades­
reconocidos en el Facto o a su limitación en mayor -
medida que ln prevista en él. 

2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de -
ninguno de los derechos fundamentales reconocidos o 
vigentes en un Estado Parte en virtud de leyes, con­
venciones, reglamentos o costumbres, só pretexto de­
que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce 
en menor grado. 

f,es:pecto a esta disposición, son identicamente apli-
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cables los comentarios que hemos formulado sobre el Artícu­
lo 5 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia­
les y Culturales. 

PA.ltTE III 

Artículo 6 

l. El derecho a la vida es inherente a la persona -
humana. Este derecho estará protegido por la ley. Na­
die podrá eer privado de la vida arbitrariamente. 

2. ~ los países que no hayan abolido la pena capi­
tal solo podrá imponerse la pena de muerte por los -­
más graves delitos y de conformidad con leyes que es­
tén en vigor en el momento de cometerse el delito y -
que no sean contrarias a las disposiciones del presen 
te Pacto ni a la Convención para la prevención y la = 
sanci6n del delito de genocidio. Esta pena sólo podrá 
imponerse en cumplimiento de sentencia definitiva de 
wr tribunal competente. 

3. Cuando la privación de la vida constituya delito 
de genocidio se tendrá entendido que nada de lo die-­
puesto en este artículo excusará en modo alguno a los 
Estados Partes del cumplimiento de ninguna de las 
obligaciones asumidas en virtud de las dieposiciones­
de la Convención para la prevención y la sanción del 
delito de genocidio. 

4. Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a 
solicitar el indulto o la conmutación de la pena. La 
amnist!a, el indulto o la conmutación de la pena cap! 
tal podrán ser concedidos en todos loa casos. -

5. No se impondrá la pena de muerte por delitos co­
metidos por personas de menos de 18 años de edad, ni 
se la aplicará a las mujeres en estado de gravidez. 

. 6. Ninguna disposición de este artículo podrá ser -
invocada por un Estado Parte en el presente Pacto pa­
ra demorar o impedir la abolición de la pena capital. 

El Código Penal para el Distrito y Territorios Feder~ 
les, y todos los de los Estados de la Federaci6n, protege -
el derecho a la vida al tipificar el homicidio como delito­
en su Artículo 302. 

De acuerdo con el Artículo 14 de la Constitución, na­
die puede ser privado de la vida "sino mediante juicio se--
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seguido ante los tribunales, previamente establecidos, en 
el que se cumplan las formalidades esenciales del procedi-­
miento y conforme a lael.eyes expedidas con anterioridad al 
hecho". 

El Código Penal para el Distrito y Territorios Federa 
les no consigna la pena de muerte, ~ero aquellos de los Es= 
tados que no han abolido esta sancion capital están ateni-­
doe al tercer párrafo del Artículo 22 Constitucional, que -
prohibe la pena de muerte por delitos políticos y eeftala -­
que ésta solo puede imponerse a los delincuenter traidores­
la patria en guerra extranjera, al parricida, al hoaicida -
con alevosía, premeditaci6n o ventaja, al incendiario, al -
plagiario, al salteador de caminos, al pirata y a los reos 
de delitos graves de orden militar. 

Estas causales de la pena de muerte no contrarían al 
Pacto, ni a la convención para la prevenci6n y sanción del 
delito de Genocidio, del que Héxico es parte. 

Como ni la Constitución ni el Código Penal para el -­
Distrito y Territorios Federales establecen la pena de mue!: 
te, no se habla en ellos de su suspenei6n por indulto, con­
mutación o amnistía, por lo que solo ea necesario revisar -
loa c6digos estatales que sí la consignan a fin de adaptar­
los a la fracción 4 del Artículo 6 del Pacto, lo mismo que 
a la fracai6n 5, con el objeto de que se deroguen o refor-­
men todas aquellas disposiciones que hacen aplicable la pe­
na capital a loe menores de 18 a~os y mujeres en estado de 
gravidez. 

Asimismo, aunque no lo obliga el Pacto, creemos que -
debía incluirse en la Constitución un Artículo por el cual­
ee ordene abolida la pena de muerte en toda la Federaci6n,­
por ser absurda y contraria al grado de civilizac16n que V! 
vimos, que debe ser por cierto muy diferente a la ley del -
tal16n. · 

Articulo 7 

Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos­
crueles ~ inhumanos o degradantes. En particular, na-­
die sera sometido sin su libre consentimiento a expe­
rimentos médicos o científicos. 

El citado Artículo 22 Constitucional también prohibe­
las penas de mutilación y de infamia, la marca, los azotes, 
los palos y los tormentos de cualquier especie. Repetimos -
que, desgraciadrunente, estao prácticas continúan en los es­
tablecimientos policíncos del país, por lo que se nos ocu--
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rre que la creación de un sistema de vigilancia, llevado -
a cabo por trabajadores o trabajadoras sociales, daría ma& 
níficos resultados. 

Artículo 8 

l. Nadie estará sometido a esclavitud. La esclavi--­
tud y la trata de esclavos estarán prohibidas en to-­
das sus formas. 

2. Nadie estará sometido a servidumbre. 

}. a) lladie será constreñido a ejecutar un trabajo -
forzoso u obligatorio; 

b) El inciso precedente no podrá ser interpreta-­
do en el sentido de que prohíbe, en los países 
en los cuales ciertos delitos pueden ser casti 
gados con la pena de prisión acompañada de -= 
trabajos forzados, el cumplimiento de una pena 
de trabajos forzados impuesta por un tribunal­
competente; 

c) No se considerarán como "trabajo .forzoso u -­
obligatorio", a los efectos de este párrafo: 

i) Los trabajos o servicios que, aparte de loa 
mencionados en el inciso b), se exijan nor­
malmente de una persona presa en virtud de 
una decisión judicial legalmente dictada, o 
de una persona que habiendo sido presa en -
virtud de tal decisión se encuentre en li-­
bertad condicional; 

ii) El servicio de carácter militar i• en los -
países donde se admite la exencion por raz~ 
nea de conciencia, el servicio nacional que 
deben prestar conforme a la ley quienes se 
opongan al servicio militar por razones de­
conciencia; 

iii) El servicio impuesto en casos de peligro o 
calamidad que amenace la vida o el bienes-­
tar de la comunidad; 

iv) El trabajo o servicio que forme parte de -­
las obligaciones cívicas normales. 

Está prohibida la esclavitud en los ~atados Unidos ; 
Mexicanos ,según el Artículo 2 de la Constitución que ademas 
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establece que los esclavos del extranjero que entren al te­
rritorio nacional alcanzarán, por ese solo hecho, su liber­
tad y la protecci6n de las leyes. 

Por otra parte, México está obligado por las disposi­
ciones de tres Convenciones de la O.N.U. sobre la abolición 
de la esclavitud. 

Pero el empleo de peones y sirvientes dom,st!cos son, 
en muchos casos, prácticas similares a la esclavitud que -­
subsisten en el pa!s, por lo que son plausibles todas las -
proposiciones que, en los proyectos de reformas a la Ley P~ 
deral del Trabajo, tienden a hacerlas desaparecer. 

Nadie puede ser sometido a servidumbre ni a la ejecu­
ción de traba¡os forzados u obligatorios, puesto que as! lo 
ordena el Art culo 5° Constitucional, salvo el servicio mi­
litar, las funciones electorales, censales y de jurados, -­
los cargos de elecci6n popular y los servicios profesiona-­
les de !ndole social, que están autorizados por el inciso -
c} de la fracción 3 al atribu!rles el carácter de obligacio 
nea cívicas normales. -

El mismo Artículo Constitucional obliga a que él tra­
bajo de los presos se ajuste a la duración de la jornada es 
tablecida por el 123 para los casos ordinarios. Adem,s, e! 
Capítulo II del Título Cuarto del Código Penal para el Dis­
trito y Territorios Federales no contiene ninguna norma que 
permita obligar a los presos a trabajos forzados. 

Artículo 9 

l. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a -
la seguridad personales. Nadie podr' ser sometido a -
detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser pri­
vado de su libertad, salvo por las causas fijadas por 
ley y 0011 arreglo al procedimiento establecido en -­
~eta. 

2. Toda persona detenida será informada, en el mo-­
mento de su detención, de las razones de la misma, y 
notificada, sin demora, de la acusación formulada co~ 
tra ella. 

3. Toda persona detenida o presa a causa de una in­
fracción penal será llevada sin demora ante un juez u 
otro funcionario autorizado por la ley para ejercer -
funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada­
dentro de un ~lazo razonable o a ser puesta en liber­
tad. La prision preven~iva de las personas que hayan 
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de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su 
libertad podrá estar subordinada a garantías que ase­
guren la comparecencia del acusado en el acto del jui 
cio, o en cualquier otro momento de l~s diligencias = 
procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo. 

4. Toda persona ~ue sea privada de libertad en vir­
tud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir­
ante un tribunal, a fin de que éste decida a la breve 
dad posible sobre la le~alidad de su prisión y ordene 
su libertad si la prision fuere. ilegal. 

5. Toda pers9na c:¡ue haya. sido ilegalmente detenida.-
o ~resa., tendra el derecho efectivo a obtener repa.ra­
cion. 

La Constituci6n, al prohibir la esclavitud, reconoce­
el derecho de libertad del hombre, pero dentro de ella en­
contramos otras disposiciones que concuerdan con las del -­
Artículo 9 del Pacto. 

En su Artículo 5° prohibe todo contrato, pacto o con­
venio que tenga por objeto el menoscabo, pérdida o el irre­
vocable sacrificio de la libertad del hombre. 

El Artículo 14 establece que "nadie podrá eerp:i;:ivaio de 
••• la libertad ••• sino mediante juicio seguido ante los -
tribunales, previa.mente eatablecidos, en el que sa cumplan­
las formalidades esenciales del procedimiento y confonne a 
las leyes expedidas con anterioridad al hecho", y el 16 que 
"no podrá librarse ninguna orden de aprehensión o detención, 
a no ser por la autoridad judicial, sin que preceda denun-­
cia, acusación o querella de un hecho determinado que la -­
ley castigue con pena corporal, y sin que estén apoyadas -­
aquellas por decla1•aci6n, bajo protesta, de persona digna -
de fe o por otros datos que hagan probable la responsabili­
dad del inculpado, hecho excepción de los casos de flagran­
te delito, en que cualquier persona puede aprehender al de­
lincuente y a sus cómplices, poniéndolos, sin demora, a di~ 
posición de la autoridad inmediata". Posteriormente, el Ar­
tículo 18 señala que solo hay lugar a prisión preventiva -­
por delito que merezca pena corporal. 

De acuerdo con el Artículo 19, ninguna detención pue­
de exceder del término de tres días, sin que se ~ustifique­
con el auto de formal prisión y, según la fraccion I del -­
siguiente Artículo, el acusado puede obtener inmediatamente 
despu~s de que lo solicite ~ue se le ponga en li~ertad bajo 
fianza, que fija el juez tomando en cuenta sus c:i.rcunst::in-­
cias personales y la gravedad del delito que 8e le impute,­
siempre que dicho delito merezcn ser castigado con pena cu-
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yo término medio aritmético no sea mayor de cinco afios de -
prisi6n, y sin más requisito que poner la suma de dinero -­
respectiva a disposici6n de la autoridad u otorgar cauci6n­
hipotecaria o personal bastante para asegurarla, bajo la -­
responsabilidad del juez en su aceptaci6n. La fianza nunca 
puede exceder de $ 250,000.00, a no ser que se trate de un 
delito que represente para su autor un beneficio económico­º cause a la victima un dafio patrimonial, pues en estos ca­
sos la garantía debe ser, cuando menos, tres veces mayor -­
al beneficio obtenido y al daño ocasionado. 

Igualmente, el C6digo Penal para el Distrito y Terri~ 
torios Federales tipifica y sanciona como delictuosa toda -
forma de privaci6n ilegal de libertad, en su Título Vigési­
raoprimero. 

Todas estas disposiciones, junto con las relativas -­
del Código de Procedimientos Penales para el Distrito y Te­
rritorios Federales, cubren todas las fracciones del Art!cY, 
lo 9 del Pacto, pero no la segunda. 

Según el Artículo 20 Constitucional, la persona que -
es privada por las autoridades de su libertad, no es infor­
mada de las razones de la detenci6n en el momento de la mis 
ma, ni de la acusación fol!Ilulada contra ella, como lo arde': 
na el Pacto, sino que esto se hace en audiencia pública, -­
dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a su consig­
naci6n a la justicia. Esto, desde luego, perjudica al dete­
nido, pues primeramente es del todo arbitrario que una per­
sona ignore la causa por la cual está perdiel)do la libertad, 
en segundo lugar permite abusos de los policlas judiciales­
y, en tercer lugar, sobre todo, si la información acerca de 
las razones de la detenci6n, naturaleza de la acusación y -
nombre de su autor llega al detenido en las Últimas de las 
cuarenta y ocho horas, solo le quedan veinticuatro, antes -
de que se dicte el auto de formal prisión, para defenderse, 
lo cual puede resultar un plazo demasiado corto para el pr~ 
p6sito. 

Debe reformarse la fracción III del Artículo 20 de la 
Constitución, lo mismo que el 154 del C6digo Federal de Pr~ 
cedimientos Penales, el cual establece que la garantía rec~ 
nocida por la fracci6n 2 del Artículo 9 del Pacto debe otor 
garse al detenido hasta el momento de la declaración prepa= 
rato ria. 

En cuanto a la fracción 5, nuestras leyes, como hemos 
dicho, sancionan a los particulares que detienen o apresan­
ilegalmente a otra, teniendo derecho la víctima a una repa­
ración. Cuando la violación es cometida por la autoridad, -
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el Código Penal para el Distrito y Territorioa Federales la 
llama abuso de autoridad~ y la castiga con pena de seis me­
ses a seis años de prision, multa de veinticinco a mil pe-­
sos y destitución de empleo •. Su "\rt!culo 214 dice que "Co­
mete el delito de obuso de autoridad todo funcionario pÚbli 
co, agente del gobierno o sus comisionados, sea cual fuere 
su categor!a ••• IV. Cuando ejecute cualquiera otro acto ar­
bitrario y atentatorio a los derechos garantizados en la -­
Constitución". Por otra parte, el Artículo 19 de la Consti­
tución responsabiliza a la autoridad aue ordena la deten- -
ci6n,o la consienta, y a loa agentes, -ministros, alcaldes­º carceleros que la ejecuten, cuando se haga sin existir -­
auto de formal prisión después de tres d!as de la misma, -
o cuando en este auto no se expresen todos los datos debi-­
dos. 

?fo obstante, estas dos Últimas disposiciones son, co­
mo es bien sabido, constantemente violadas, por lo que tal 
vez aer!a conveniente reforzar el sistema de sanciones a -­
funcionarios que privan ilegalmente de sus derechos a los -
particulares. Pero para efectos del Facto, la ley mexicana 
cubre la Última fracci6n de su Artículo 9. 

Artículo 10 

l. Toda persona privada de libertad será tratada h;!! 
manamente y con el respeto debido a la dignidad inhe­
rente al ser humano. 

2. a) Los procesados estarán separados de los cond~ 
nades~ salvo en circunstancias excepcionales, 
y seran sometidos a un tratamiento distinto,­
adecuado a su condici6n de personas no conde-
nadas; · 

b) Los menores procesados estarán separados de -
los adultos y d'eberán ser llevados ante los -
tribunales de justicfa con la mayor celeridad 
posible para su enjuiciamiento. 

3, El régimen penitenciario consistirá en un trata­
miento cuya finalidad esencial será de refonna y la -
readaptación social de los penados. Los menores delin 
cuentes estarán separados de los adultos y serán so~,2. 
tidos a un tratamiento adecuado a su edad y condicion 
jurídica. 

Loa presos deben ser tratados con respeto y humanidad 
en las cárceles mexicanas, de ,confonnidad con lo dispuesto­
por el Artículo 19 Constituciona~, y el Artículo 18 de la -
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misma, ordena que la prisión preventiva debe estar en lugar 
diverso y separado del destinado a la extinci6n de penas. 

El título Sexto del C6digo Penal para el Distrito y -
Territorios Federales otorga a loa menores las garantías re 
conocidas para ellos por el Artículo 10 del Pacto. -

En el mismo C6digo, en su Artículo 79 indica que "El­
Gobierno organizará las cárceles, colonias penales, penitea, 
ciariaa, presidios y establecimientos especiales donde de-­
ban cumplirse las detenciones preventivas y las sanciones y 
medidas de seguridad privativas de la libertad, sobre la b!, 
se del trabajo como medio de regeneraoi6n, procurando la 1!! 
dustrializaoión de aquellos y el desarrollo del espíritu de 
cooperaci6n entre los detenidos". 

Solo hay que insistir en el hecho de que en la reali­
dad los ~resos no son tratados como seres humanos en muchas 
de las cárceles de la Repáblioa, lo cual es irrazonable 1 ya 
que ese es el peor medio para el logro de la regeneraoion. 
Debieran aprovecharse, por el contrario, loe adelantos cien, 
t!!icos que ya existen en materia penitenciaria. 

Artículo 11 

Nadie será encarcelado por el solo hecho de no po-­
der cumplir 1'111& obligación contractual. 

El Articulo 17 de la Constitución garantizas "Nadie -
puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente ci-­
vil". 

Artículo 12 

l. Toda persona que ae halle legalmente en el terr!, 
torio de un Estado tendrá derecho a circular libremen 
te por ~l y a escoger libremente en &l su residencia:" 

2. Toda persona tendrá derecho· a salir libremente -
de cualquier pa!a, incluso del propio. 

3. Los derechos antes mencionados no podrán ser ob­
jeto de reetriociones salvo cuando ~stas se hallen -­
previstas en la ley, sean necesarias para proteger la 
seguridad nacional, el orden público, la salud o la -
moral pública o loa derechos y libertades de terceros, 
y sean compatibles con loe demás derechos reconocidos 
en el presente Pacto. 

4. Nadie podrá ser arbi~rariamente privado del der! 
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cho a entrar en su propio pa!s. 

Estos derechos están perfectamente reconocidos por el 
Art Clllo 11 Constitucional. como garantía de toda persona. 

Artículo 13 

El extranjero que se halle legalmente en el territo 
rio de un Estado Parte en el presente Pacto sólo po-= 
drá ser expulsado de ~l en cumplimiento de una deci-­
ei6n adoptada conforme a la ley¡ y. a menos ~ue razo­
nes imperiosas de seguridad nacional se opongan a 
ello. se permitirá a tal extranjero exponer las razo­
nes que lo asistan en contra de su expulsión, así co­
mo someter su caso a revisión ante la autoridad com-­
petente o bien ante la persona o personas designadas­
especialmente por dicha autoridad competente. y hace¡ 
ser representar con tal fin ante ellas. 

El Artíc~lo 33 de la Constitución no otorga ningún r~ 
cu so. en ningun caso, a los extranjeros que el Ejecutivo -
d~ la Uni6n. en uso de su facultad exclusiva, expulsa del -
p ís por considerar que su permanencia en éste es inconve-­
n ente. 

Estanos de acuerdo con el Pacto en aue ésto solo se -
p ede hacer por razones imperiosas de segt.Íridad nacional, -
p r lo que debe reformarse el Artículo 33 Conotitucional en 
t 1 sentido. ya que de lo contrario se está en oposioión al 
p incipio de universalidad Qe los derechos humanos. 

gl 
1 

Por lo tanto. no creemoa conveniente q~e se interpon­
una reserva al Art~culo 13 del Pacto. 

Artículo 14 

l. Todas las personas son iguales E!llte los tribuna­
les y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho 
a ser oída públicamente y con las debifa.E ¡;ar:mt!as -
por un tribunal competente, indepentliente e imparcial, 
establecido por la ley~ en le. substnnciación de cual­
quier acusación de caracter pP.nal formulada contra 
ella o para la determinaci6n de sus derechos u obligg, 
oiones de carácter civil. La :prensa y el público po-­
drán ser excluidos de la totalidad o parte,de los jui 
cios por consideraciones de moral, ordei; publico o s~ 
Qlridad nacional en unfl sociedad democratice., o cuan­
do lo oxija el inter6s ds la vida privada de las par­
tes o, en la medid c. estric+,anrinte necesari2 en opi- -
nión del tri bnnal, cuMr1o po1: circunstancias especift­
les del asunto la publicidnd pudicr.?.. perjudicar a los 
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intereses de la justicia; pero toda sentencia en mate 
ria penal o sentencia será pública, excepto en los ci 
sos en que el lnter'e de menores de edad exi3a lo coñ 
trario, o en las actuaciones referentes a pleitos ma= 
trlmoniales o a la tutela de menores. 

2. !oda persona acusada de un delito tiene derecho­ª que se presuma su inocencia mientras no se pruebe -
su culpabilidad conforme a la ley. 

3. Durante el proceso, toda persona aC11sada de un -
delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las si- -
guientes garantías míñimas1 

a) A ser informada sin demora, en un idioma que 
comprenda 1 en fol."lla detallada, de la natura­
leza y causas de la acusaci6n formulada oon-­
tra ella; 

b) A disponer del tiempo y de loa medios adecuA 
dos para la preparaci6n de su defensa l a co­
municarse con un defensor de su elecc16n; 

c) A ser juzgada sin dilaciones indebidas; 

d) A hallarse presente en el proceso 1 a deten-­
derae personalmente o ser asistida por un de­
fensor de su elecc16n; a ser informada, si no 
tuviera defensor, del derecho que le asiste a 
tenerlo, y, siempre que el inter'a de la jus­
ticia lo exija a que se le nombre defensor de 
oticio, gratuitamente, si careciere de medios 
suficientes para pagarlo; 

e) A interrogar o hacer interrogar a loa testi-­
gos de descargo y que 'atoe sean interrogados 
en las mismas condiciones que los testigos de 
cargo a 

f) A ser asistida gratuitamente por un int&rpre­
te~ si no comprende o no habla el idioma em-­
pleado en el tribunal; 

g) A no ser obligada a declarar contra sí misma 
ni a confesarse culpable. 

4. En el procedimiento aplicable a loa menores de -
edad a efectos penales se tendrá en cuenta esta cir-­
ounstancia y la importancia de estimular su readapta­
ci6n social. 

5. Toda -persona declarada culpable de un delito te~ 
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drá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que 
se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal supe 
rior, contorme a lo prescrito por la ley. . -

6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya si­
do ulteriormente revocada, o el condenado haya sido -
indultado por haberse producido o descubierto un he-­
cho plenamente probatorio de la comisi6n de un error 
judicial, la persona que haya sufrido una pena como -
resultado de tal sentencia deberá ser indeminizada, -
conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es 
imputable en todo o en parte el no haberse revelado -
oportunamente el hecho desconocido. 

7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un de­
lito por el cual haya sido ya condenado o absuelto -­
por una sentencia rirme de acuerdo conla ley y el P1'2. 
cedimiento penal de cada país. 

Coao ya hemos seaalado, todas estas garantías procesa 
les son reconocidas por la Constituci6n Política de los Es= 
tados Unidos Mexicanos, y por los cSdigos Civil, Penal, de 
Procedimientos Civiles y de Procedimientos Penales para el 
Distrito 1 Territorios ~ederales 1 con excepc16n de aquella­
que se refiere a la indeminizacion que debe percibir la pe~ 
sona que se llega a encontrar en alguna de las situaciones­
descritas en la fracci6n 6. 

Dado que nuestras leyes no contemplan esa garantía, -
debe legi:slarse para reconocer &eta, a fin de poder cumplir 
este Artículo en su totalidad, lo cual es justo, pues el -­
que llega a ser considerado inocente, despufe de haber su-­
trido la privaci6n de sus derechos mas elementales, debe r!, 
cibir una reparación, pues la justicia no debe admitir otra 
cosa para realizarse. 

Art,ículo 15 

l. Nadie será condenado por actos u omisiones que -
en el momento de cometerse no tu.eran delictivos eegÚn 
el derecho nacional o internacional. Tampoco se impon 
drá pena más grave que la aplicable en el momento de 
la comisión del delito. Si con posterioridad a la co­
miaióa del delito la ley dispone la imposición de una 
pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello. 

2. Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá 
al juicio ni a la condena de una persona por actos u 
omisiones que, en el momento de cometerse, fueran de­
lictivos eegtlli los principios generales del derecho -
reconocidos por la comunid~d internacional • 

... , .. _ " 
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Nadie puede ser juzgado por leyes privativas ni por -
tribunales especiales. A ninguna ley se le puede dar efecto 
retract!vo en perjuicio de persona alguna. En los juicios -
ante loe tribunales se deben cumplir las formalidades esen­
ciales del procedimiento y aplicar las leyes expedidas oon 
anterioridad al hecho. En loe juicios del orden criminal es 
tá prohibido imponer, por simple analogía y aún por mayor!i 
de raz6n pena alguna que no est' decretada por una ley exa,g, 
tamente aplicable al delito de que se trata, 1 en los del -
orden civil, la sentencia definitiva debe ser conforme a la 
letra, o a la 1nterpretaci6n jurídica de la ley, 1 a falta 
de 'sta debe fundarse en los principios generales del dere­
cho. 

Todas estas garantías están consagradas por los Ar-­
tículoe 13 1 14 de la Constitución, las cuales concuerdan -
perfectamente con las del 5 del Pacto. 

Artículo 16 

Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al 
reconocimiento de BU personalidad jurídica. 

La leg1slaci6n mexicana reconoce personalidad Jur!di­
oa a todo ser humano, adn antes de nacer en algunos caeos -
del Derecho Civil. 

Artículo 17 

l. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o -
ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio 
o su correspondencia, ni de ataques ilegales a eu ho.a 
ra 1 reputac16n. 

2. Toda persona tiene derecho a la protecoi6n de la 
ley contra estas injerencias o esos ataques. 

En sus Artículos 7, 16 y 25, la Const1tuci6n reconoce 
y protege estas prerrogativas en contra de injerencias arb! 
trarias o ilegales, lo mismo que el C6digo Plllal pera el Di!; 
trito y Territorios Federales, en sus Títulos Quinto, Deci­
moctavo y Vig,simo. 

Articulo 18 

l. Toda persona tiene derecho a la libertad de pen­
samiento, de conciencia y de relig16n¡ este derecho -
incluye la libertad de tener o de adoptar la rel1gi6n 
o las creencias de su eleoci6n, así como la libertad­
de manifestar su religi6n o Bue creencias, individual 
o colectivamente, tanto en público como en privado, -
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mediante el culto, la celebrac16n de los ritos, las 
prácticas 1 la enseaanza. 

2. Jadie será objeto de medidas coercitivas que pue­
dan menoscabar su libertad de tener o de adoptar la -­
religi6n o las creencias de su elecci6n. 

3. La libertad de manifestar la propia religi6n o -­
las propias creencias estará sujeta únicamente a las -
limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias 
para proteger la seguridad, el orden, la salud o lamo 
ral públicos, o los derechos y libertades .fundamenta-= 
lee de loe demás. 

4. Loa Estados Partes en el presente Pacto se compr~ 
meten a respetar la libertad de los padres y, en su -­
caso, de los tutores legales, para garantizar que los 
hijos reciban la educaci6n religiosa y moral que est' 
de acuerdo con sus propias convicciones. 

Puesto que ya tratamos la aueeti6n de la libertad de -
creencias o religión en México, al analizar el Pacto ante- -
rior, solo procede indicar que el Art!culo 24 Constitucional 
contempla esa garantía en la misma medida que el Articulo 18, 
y que las únicas restricciones que le impone son las indie-­
peneables para proteger loe intereses generales. 

Artículo 19 

l. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opinio-­
nes. 

2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expr,! 
si6n; este derecho comprende la libertad de buscar, r.! 
cibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, 
sin consideraci6n de fronteras, 1a sea oralmente, por 
escrito o en forma impresa o artletica, o por cual- -­
quier otro procedimiento de su elecci6n. 

. 3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 
de este articulo entrafla deberes y responsabilidades -
especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a -­
ciertas restricciones que deber&n, sin embargo, estar 
expresamente fijadas por la ley y ser necesarias paras 

a) Ase~rar el respeto a los derechos o a la rep~ 
taci6n de loa demás; 

b) Le protección de la seguridad nacional, el or­
den público o 1a salud o la moral pública. 
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Igualmente, los Artículos 6 1 7 Constitucionales rec2 
nocen estos derechos individuales, 1 los restringen en ra-­
zon de la protecci6n de derechos de terceros 1 del orden pú 
blico. -

Artículo 20 

l. Toda propaganda en favor de la guerra estar' -­
prohibida por la le7. 

2. Toda apología del odio nacional, racial o reli-­
gioao que constitu7a incitaci6n a la d1aorimillaci6n,­
la hostilidad o la violencia estará prohibida por la 
ley. 

No hemos encontrado una diaposici6n expresa que obser 
ve estas prohibiciones, aunque parecerían. estar cubiertas = 
por el C6digo Penal para el Distrito 1 Territorios Pedera-­
les, en sus Títulos relativos a loa delitos contra la segu­
ridad exterior de la naci6n, contra la aeguridad interna de 
la naci6n 1 contra la seguridad pública, que son loa núme-­
ros Primero, Segundo 1 Cuarto. 

Sin embargo, la aplioaci6n no seria precisa, por lo -
que debe legislarse concretamente al respecto, 7a que cues­
tiones como la apología del odio racial quedarían de1aapar1 
das. 

Artículo 21 

Se reconoce el derecho de reuni6n pacifica. El ejer 
cicio de tal derecho s6lo podrá estar sujeto a las _: 
restricciones previstas por la le7 que sean neoeaa- -
rias en una sociedad democrática, en inter'e de la se 
~ridad nacional, de la seguridad pública o del ordeñ 
público, o para proteger la salud o la moral públicas 
o loe derechos 1 libertades de los demás. 

Idénticamente se reconoce este derecho en el Artículo 
9 Constitucional. Pero su goce no es universal, puesto que­
el párrafo noveno del 130 seftala que los ministros de culto 
nunca podrán en reuni6n pública o privada constituida en -­
junta, ni en actos del culto o de propaganda religiosa, ha­
cer or!tioa de las leyes fundamentales del pa!s, de-las au­
toridades en particular o del Gobierno. 

Esta cueeti6n es bastante delicada, dada su tradici6n 
en la historia del pais. 

Estamos seguros de que el problema de la influencia -
política del clero católico ha. disminuido casi en su total! 
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dad dentro de la República, aunque hay ciertos lugares, en­
especial pequeaas poblaciones de provincia, en las que el -
mexicano sigue dependiendo del sacerdote. 

Sin embargo oreemos que el panorama es ahora menos pe 
ligroso y poco critico. -

Consideramos que debe tenderse por la universaliza- -
c16n de los derechos humanos, y evitar por lo mismo toda -­
clase de d1ecrim1nac16n. 

De eata manera, los ministros de todos los cultos de­
berían gozar de sus derechos de ciudadanos. 

Ea necesario derogar la disposición que comentamos -­
del Articulo 130 de la Constitución. 

Artículo 22 

l. ~oda persona tiene derecho a asociarse libremen­
te con otras, incluso el derecho a fundar sindicatos­
y afiliarse a ellos para la protecc16n de sus intere­
ses. 

2. El ejercicio de tal derecho a6lo podrá estar su­
jeto a las restricciones previstas por la ley que -­
sean necesarias en una sociedad democrática, en inte­
rés de la se~ridad nacional, de la seguridad pública 
o del orden público, o para proteger la salud o la ms 
ral públicas o los derechos y libertades de los demás. 
El presente articulo no impedirá la imposici6n de reJ! 
triccionea legales al ejercicio de tal derecho cuando 
se ·trate de miembros de las fuerzas armadas y de la -
policía. 

3. Ninguna dispoeici6n de este artículo autoriza a 
los Estados Partee en el Convenio de la Organizaci6n­
Internacional del Trabajo de 1948 relativo a la libeI, 
tad sindical y a la protecci6n del derecho de eind1-­
caci6n a adoptar medidas legislativas que puedan me-­
nosoabar las garantías previstas en 'l ni a aplicar -
la ley de tal manera que pueda menoscabar esas garan­
tías. 

Este Artículo es similar al 8° del Pacto anterior, -­
por lo que hacemos extensivos nuestros comentarios a ambos. 

Articulo 23 

l. La familia es el elemento natural y tundamental-
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de la sociedad y tiene derecho a la protecoi6n de 
sociedad y del Estado. 

2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer 
a contraer matrimonio 1 a fundar una familia si tiene 
edad para ello. 

3. El m.atrimo~io no podrá celebrarse sin el libre -
y pleno consentimiento de los contrayentes. 

4. Loe Estados Partes en el presente Pacto tomarán­
las medidas apropiadas para asegurar la igllaldad de -
derechos y de responsabilidades de ambos eaposoe en -
cuanto al matrimonio, durante el matrimonio 1 en caso 
de dieoluci6n del mismo. En caso de disoluci6n, ae -­
adoptar~ disposiciones que aseguren la proteooi6n D.! 
cesaria a los hijos. 

El Código Civil para el Distrito y Territorios Peder!! 
lee, y los de los Estados, aseguran todas estas normas en -
materia de matrimonio 1 tamilia. 

Artículo 24 

l. Todo nifto tiene derecho, sin disoriminaci6n algy, 
na por motivos de raza, color, sexo, idioma, relig16n, 
origen nacional o social, posic16n eoon6mica o naci-­
miento, a las medidas de protección que su condici6n­
de menor requiere, tanto por parte de su familia como 
de la sociedad ¡ del Estado. 

2. fodo ni!o será inscrito inmediatamente deapu's -
de su nacimiento y deberá tener un nombre. 

3. Todo nifio tiene derecho a adquirir una nacional! 
dad. 

El Derecho Civil Mexicano observa perfectamente todas 
estas normas, as! como la Constituci6n en lo relativo a na­
cionalidad. 

Articulo 25 

Todo los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las di!, 
tinoione1 mencionadas en el articulo 2, y sin restr1,g, 
ciones indebidas, de los siguientes derechos 1 opor't!l 
nidades1 

a) Participar en la direcci6n de los asuntos pú­
blicos, directamente. o por medio de represen-
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tantee libremente elegidos; 

Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, 
auténticas, realizadas por sufragio universal 
e igual y por voto secreto que garantice la -
libre expresión de la voluntad de loe electo­
res; 

o) Tener acceso, en condiciones generales de 
igualdad~ a las :funciones públicas de su país. 

Loe ciudadanos mexicanos tienen por el Articulo 35 de 
la Const1tuci6n, todos y cada uno de los derechos del Ar-­
t!culo 26 del Pacto. 

Pero el párrafo noveno del Artículo 130 Oonstitucio-­
nal priva a los ministros de los cultos del derecho de voto 
activo o pasivo. 

Siendo esta disposición contraria a la igualdad de tg, 
dos los hombres, debe ser derogada. 

Artículo 26 

Todas las personas son iguales ante la le1 1 tienen 
derecho sin discriminación a igual protección de la -
le7. A este respecto, la le7 prohibirá toda discrimi­
nación 1 garantizará a todas las personas proteco16n­
igual y efectiva contra cualquier d1scrim1naoi6n por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opi-­
niones políticas o de cualquier índole, origen nacio­
nal o social, poaici6n económica, nacimiento o cual-­
quier otra condición social. 

No hay ninguna disposición en la legislaoi6n nacional 
que permita discriminaciones por raz6n alguna. Por el oon-­
trario, establece en ella la igualdad de todos, aunque esta 
no exista en realidad en la vida del pa!s. El Articulo 12 -
Constitucional dice que "En los Estados Unidos Mexicanos no 
se concederán títulos de nobleza, ni prerrogativas 1 hono-­
res hereditarios, ni se dará efecto alguno a los otorgadoe­
por cualquier otro país". 

Artículo 27 

En loe Estados en que existan minorías ~tnicas, re­
ligiosas o lingüísticas, no se negará a las peraonae­
que pertenezcan a dichas minorías el derecho que l'ls 
corresponde, en común con los demás miembros de su 
grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar Y 
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practicar su propia relig16n 1 a emplear su propio -­idioma. 

No ha7 ninguna ley nacional que contrarie este Art!cs. lo del Pacto. 

Loa restantes Art!culos del Pacto, por no implicar un 
análisis comparativo con las le7es mexican.aa, se traneori-­
ben a oontinuaci6n. 

PARTE IV 

Artículo 28 

l. Se establecerá un Comité de Derechos Huaanos (en 
adelante denominado el Comité). Se compondrá de diec! 
ocho miembros, y desempeftará las funciones que se ee­
aalan más adelante. 

2. El Comité estará compuesto de nacionales de loe 
Estados Partes en el presente Pacto, que deberúi ser 
personas de gran integridad moral, con reconocida coa 
petencia en materia de derechos humanos. Se toaar¡ en 
coneideraci6n la utilidad de la participaoi6n de al8!!, 
nas personas que tengan experiencia jurídica. · 

3. Loe miembros del Comité serán elegidos 7 ejerce­
rán sus funciones a titulo personal. 

Artículo 29 

l. Los miembros del Comité serán elegidos ~or 'TI>ta­
oi6n secreta de una lista de personas que re\ln.an las 
condiciones previstas en el articulo 28 y que sean -­
propuestas al efecto por los Estados Partea en el pr.! 
eente Pacto. 

2. Cada Estado Parte en el presente Pacto iodr' prg_ 
poner hasta dos personas. Estas personas serán nacio­
nales del Estado que las proponga. 

3. La misma persona podrá ser propuesta más de una 
vez. 

Artículo 30 

l. La elección inicial se celebrará a más tardar 
aeis meses después de la fecha de entrada en vigor 
del presente Pacto. 

2. Por lo menos cuatro meses antes de la fecha de -
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la elecci6n del Comité, siempre que no se trate de -­
una elecc16n para llenar una vacante declarada de con 
formidad con el artículo 34 el Secretario Genera.1 de 
las Naciones Unidas invitará por escrito a los Esta-­
dos Partes en el presente Pacto a presentar sus candi 
datos para el Comit' en el término de tres meses. -

3. El Secretario General de las Naciones Unidas pre 
parará una lista por orden alfabético de los candida: 
tos que hubieren sido presentados, con indicaci6n de 
loe Estados Partes que los hubieren designado, ·y la -
comunicará a loe Estados Partes en el presente Pacto­ª más tardar un mee antes de la fecha de cada elec- -
ción. 

4. La elecci6n de los miembros del Comité se oele-­
brará en una reunión de los Estados Partes en el pre­
sente Pacto convocada por el Secretario General de -­
las Naciones Unidas en la Sede de la Orgenizaoi6n. En 
esa reunión, para la cual el quórum estará constitui­
do por dos tercios de los Estados Partee en el presen 
te Pacto, quedarán elegidos miembros del Comité los : 
candidatos que obtengan el mayor número de votos y la 
mayoría absoluta de los votos de los representantes -
de los Estados Partes presentes y ~otantes. 

Artículo 31 

l. El Comité no podrá comprender más de un nacional 
de un mismo Estado. 

2. En la eleoci6n del Comité se tendrá en cuenta -­
una distribuci6n geográfica equitativa de los miem- -
broa y le representación de las diferentes formas de 
civilización y de los principales sistemas jurídicos. 

Art!cu·lo 32 

l. Los miembros del Comité se elegirán por cuatro -­
ailos. Podrán ser reelegidos si se presenta de nuevo su 
candidatura. Sin embargo, los mandatos de nueve de los 
miembros elegidos en la primera elección expirarán al 
cabo de dos años. Inmediatamente de~u~s de la primera 
elecc16n, el Presidente de la reuni6n mencionada en el 
párrafo 4 del artículo 30 designará por sorte.o los nom, 
brea de estos nueve miembros. 

2. Las elecciones que se celebren al expirar el man­
dato se harán oon arreglo a los artículos precedentes­
de esta parte del presente Pacto, 
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Art!culo '' 

l. Si los demás miembros estiman por unanimidad -
que un miembro del Comité ha dejado de desempellar -­
sus funciones por otra causa que la de ausencia tem­
poral, el Presidente del Comité notitioará este he-­
cho al Secretario General de las Naciones Unidas, -
quien dec~arárá vacante el puesto de dicho miembro. 

2. En caso de muerte o renuncia de un miembro del 
Comité, el Presidente lo notificar' inmediatamente -
al Secretario General de las Naciones Unidas, quien­
declarar' vacante el puesto desde la fecha del tall.! 
cimiento o desde la techa en que sea efectiva la re­
nuncia. 

Árt!culo 34 

1 Si se declara una vacante de conformidad con el 
art!culo '' y si el mandato del miembro que ha de -­
ser sustituido no expira dentro de los seis meses -­
que sigan a la declaración de dicha vacante, el Se-­
cretario General. de las Naciones Unidas lo notifica­
rá a cada uno de los Estados Partea en el presente-· 
Pacto, los cuales, para llenar la vacante, podrúi -­
presentar candidatos en el plazo de dos meses, de -­
acuerdo con lo dispuesto en el párrafo 2 del articu­
lo 29. 

2. El Secretario General de las Naciones Unidas -­
preparará una lista por orden altab&tico de loa can­
didatos as! designados 1 la comunicar¡ a los Estados 
Partea en el presenta Pacto. La elecci6n para llenar 
la vacante se verificará de conformidad con las dis­
posiciones pertinentes de esta parte del presente -­
Pacto. 

3. Todo miembro del Comit~ que haya sido elegido -
para llenar una vacante declarada de conformidad oon 
el articulo 33 ocupará el cargo por el resto del mea 
dato del miembro que dej6 vacante el puesto en el -­
Comit~ conforme a lo dispuesto en ese articulo. 

Art!culo 35 

Los miembros del Comit&m previa aprobac16n de la -
Asamblea General de las Naciones Unidas, percibir!n­
emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en 
la forma y condiciones que la Asamblea General dete¡ 
mine, teniendo en cuenta la importancia de las :tun-
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ciones del Comité. 

Art!culo 36 

El Secretario General de las Naciones Unidas propor 
cionará el personal y loe servicios necesarios para ':' 
el deaempeUo etica1 de las funciones del Comit' en -­
virtud del presente Pacto. 

Articulo 37 

l. El Secretario General de las Naciones Unidas con 
vooar' la primera reuni6n del Comité en la Sede de -= 
las Naciones Unidas. 

2. Despu'a de su primera reunión, el Comité se reu­
nirá en las ocasiones que se prevean en su reglamento. 

3. El Oomit& se reunirá normalmente en la Sede de -
las Naciones Unidas o en la Oficina de las Naciones -
Unidas en Ginebra. 

Art!culo 38 

Antes de entrar en funciones, loa miembros del Oomi 
té declarar'-n solemnemente en sesión pública del ComI 
té que desempeUarin su cometido con toda imparciali-= 
dad y conciencia. 

Articulo 39 

l. El Comité elegirá su Mesa por un periodo de dos 
aflos. Los miembros de la Mesa podrán ser reelegidos. 

2. El Comité establecerá su propio reglamento, en -
el cual se dispondrá, entre otras cosaa, que& 

a) Doce miembros constituirán qu6rum; 

b) Las deciciones del Comité se tomarán por mays 
ría de votos de los miembros preeentee. 

Articulo 40 

l. Loa Estados Partes en el presente Pacto se com-­
prometen a presentar informes sobre las disposiciones 
que hayan adoptado y que den efecto a loa derechos r~ 
conocidos en el Pacto y sobre el progreso que hayan -
realizado en cuanto al goce de esos derechos: 
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En el plazo de un aflo a contar de la fecha de 
entrada en vigor del presente Pacto con res-­
pecto a loa Estados Partea interesados¡ 

b) En lo sucesivo, cada vez que el Comit' 1o pi­
da. 

2. ~odos los informes se presentarán al Secretario­
General de las Naciones Unidas, quien loa tranémitirá 
al Comit' para examen. Loe informes sef1alarlÚ1 los fa¡, 
toree 1 las dificultades, si loa hubiere, que atecten 
a la apl1cac16n del presente Pacto. 

3. El Secretario General de las Naciones Unidas -­
después de celebrar consultas con el Comité, podr1 -­
transmitir a loe organismos eepeoializados interesa-­
dos copias de las partes de loe informes que caigan -
dentro de sus esteras de competencia. 

4. El Comit& estudiará loe informes presentados por 
los Estados Partes en el presente Pacto. ~ranemitirá­
sus informes, y los comentarios generales que estime­
oportunos, a los Estados Partes. El Comit& también P.2. 
drá transmitir al Consejo Econ6mico 1 Social esos co­
mentarios, junto con copia de los informes que hafa -
recibido de los Estados Partes en el Pacto. 

5. Los Estados Partes podrlÚl presentar al Com.it& -­
observaciones sobre cualquier comentario que se haga 
con arreglo al párrafo 4 del presente articulo. 

Artículo 41 

l. Con arreglo al presente artículo, todo Estado -­
Parte en el presente Pacto podrá declarar en oualqulflr 
momento que reconoce la oompetenoia del Comit& para -
recibir 1 examinar las comunicaciones en que un Esta­
do Parte alegue que otro Estado Parte no cumple las -
obligaciones que le impone este Pacto. Las comunioa-­
ciones hechas en virtud del presente artículo s6lo se 
podrán admitir y examinar si son presentadas por un -
Estado Parte que haya hecho una declaraci6n por la -­
cual reconozca con respecto a sí mismo la competencia 
del Comité. El Comité no admitirá ninguna comunica- -
c16n relativa a un Estado Parte que no haya hecho tal 
declaraci6n. Las comunicaciones recibidas en virtud -
de este artículo ae tramitarán de conformidad con el 
procedimiento siguiente: 

a) Si un Estado Parte.en el presente Pacto oona1 
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dera que otro Estado Parte no cumple las dis­
posiciones del presente Pacto, podrá señalar­
el asunto a la atenci6n de dicho Estado me- -
diante una comunicaci6n escrita. Dentro de un 
plazo de tres meses, contado desde la fecha -
de recibo de la comunicaci6n, el Estado desti 
natario proporcionará al Estado que haya en-= 
viado la comunicaci6n una explicación o cual­
quier otra declaraci6n por escrito que aclare 
el asunto, la cual hará referencia, hasta don 
de sea posible y pertinente, a los procedi-:: 
mientos nacionales y a los recursos adoptados, 
en trámite o que puedan utilizarse al respec­
to. 

b) Si el asunto no se resuelve a eatisfacci6n de 
los dos Estados Partee interesados en un pla­
zo d~ seis meses contado desde la !echa en -­
que el Estado destinatario haya recibido la -
primera comunicación, cualquiera de ambos Es­
tados Partee interesados tendrá derecho a so­
meterlo al Comité, mediante notificación diri 
gida al Comité y al otro Estado. -

c) El Comité conocerá del asunto que se le some­
ta después de haberse cerciorado de que se -­
han interpuesto y agotado en tal asunto todos 
los recursos de la jurisdicción interna de -­
que se pueda disponer, de conformidad con los 
principios del derecho internacional general­
mente admitidos. No se aplicará esta regla -­
cuando la tramitac16n de los mencionados re-­
cursos ee prolongl,le injustificadamente. 

d) El. Comité celebrará sus sesiones a puerta ce­
rrada cuando examine las comunicaciones pre-­
vistas en el presente artículo. 

e) A reserva de las disposiciones del inciso e), 
el Comité pondrá sus buenos oficios a dispo-­
sici6n de loe Estados Partes interesados a -­
fin de llegar a una soluci6n amistosa del 
asunto, fundada en el respeto a los derechos­
humanoe y de las libertades fundamentales re­
conocidos en el presente Pacto. 

f) En todo asunto que se someta, el Comité podrá 
pedir a los Estados Partes interesados a que­
se hace referencia en el inciso b) que raoil! 
ten cualquier informaci6n pertinente. 
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Los Estados Partea interesados a que ee hace­
retereno1a en el inciso -O) tendrmi derecho a 
estar representados cuando el asunto se exalld 
ne en el Comit' 1 a presentar exposiciones .:= 
verbalmente, o por escrito, o de ambas mane-­
ras. 

h) El Comit6, dentro de loa dooe meses &18111en-­
tea a la fecha de recibo de la notifioaoi6n -
mencionada en el inciso b), presentar' un. in­
forme en el cual1 

i) Si se ha llegado a una soluoi6n con arre-­
slo a lo dispuesto en el inciso e), se li­
mitará a un.a breve exposici6n de 101 hedlos 
1 de la soluoi6n alcanzadaJ 

11) Si no se ha llegado a una aolución con -­
arreglo a lo dispuesto en el inciso e), se 
limitará a una breve exposic16n de los he­
chos, y agregará las exposiciones eaoritas 
y las actas de las exposiciones verbales -
que hayan hecho los Estados Partes intere~ 
sados. 

En oada asunto, se enviará el informe a los Estados -
Partes interesados. 

2. Las disposiciones del presente articulo entrar4n 
en vigor cuando diez Estados Partes en el presente -­
Pacto hayan hecho las declaraciones a que se hace re­
ferencia en el párrafo l del presente art!oulo. Tales 
declaraciones serán depositadas por loa Estados Par-­
tes en poder del. Secretario General de las Naciones -
Unidas, quien remitirá copia de las mil'Jlllaa a loa de-­
más Estados Partes. Toda deolaraci6n podrá retiraree­
en cualquier momento mediante notitioao16n dirigida -
al Secretario General. Tal retiro no será obat,oulo -
para que se examine cualquier asunto que sea objeto -
de una comunicac16n ya transmitida en virtud de este­
artíoulo; no se admitirá ninguna nueva comunicaoi6n -
de un Estado Parte una vez que el Secretario General­
de las Naciones Unidas hafa recibido la not1ticac16n­
de retiro de la declaraci~n, a menos que el Estado 
Parte interesado haya hecho una nueva deolaraoi6n. 

Artículo 42 

l. a) Si un asunto remitido al Comit~ con arreglo -
al artículo 41 no. se resuelve a aatiafaoo16n-
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de loe Estados Partee interesados, el Comité, 
con el previo consentimiento de los Estados -
Partes interesados, podrá designar una Comi-­
si6n Especial de Conciliación {denominada en 
adelante Comisión). Los buenos oficios de la 
Comisión se pondrán a disposición de los Esta 
dos Partee interesados a fin de llegar a una 
solución amistosa del aBllnto, basada en el -­
respeto al presente Pacto; 

b) La Comisión estará integrada por cinco perso­
nas aceptables para los Estados Partee intere 
sadoa. Si, transcurridos tres meses, loe Esta 
dos Partee interesados no se ponen de acuerdo 
sobre la composición, en todo o en parte, de 
la Comisión, loe miembros de la Comisión eo-­
bre loe que no haya habido acuerdo serán ele­
gidos por el Comité, entre sus propios miem-­
broa, en votaci6n secreta y por mayoría de -­
dos tercios. 

2. Loa miembros de la Comisión ejercerán sus tuncio 
nea a título personal, No serán nacionales de los Es= 
tadoe Partee interesados, de ningún Estado que no sea 
parte en el presente Pacto, ni de ningún Estado Parte 
que no haya hecho la declaración prevista en el ar- -
t!oulo 41. 

3. La Comisión elegirá su propio Presidente y apro­
bará su propio reglamento. 

4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán nor-­
malmente en la Sede de las Naciones Unidas o en la -­
Oficina de las llacionee Unidas en Ginebra. Sin embar­
go, podrán celebrarse en cualquier otro lugar conve-­
niente que la Comisión acuerde en consulta con el Se­
cretario General de las Naciones Unidas y loe Estados 
Partee interesados. 

5. La secretaría prevista en el artículo 36 presta­
rá también servicios a las comisiones que se estableA 
can en virtud del presente artículo. 

6. La información recibida y estudiada por el Comi­
té se facilitará a la Comisión, y ésta podrá pedir a 
los Estados Partes interesados que faciliten cual- -­
quier otra información pertinente. 

7. Cuando la Comisión haya examinado el asunto en -
todos sus aspectos, y en todo caso en un plazo noma­
yor de doce meses despu's de haber tomado conocimien-
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to del mismo, presentará al Presidente del Oomit' un 
informe para su tranemis16n a los Estados Partee int!, 
resadoea 

a) Si la Oomisi6n no puede completar su examen -
del asunto dentro de los doce meses, limitará 
su informe a una breve exposici6n de la situ! 
ci6n en que se halle su examen del aeunto1 

b) Si se alcanza una soluci6n amistosa del asun­
to basada en el respeto a los derechos huma~ 
nos reconocidos en el presente Pacto, la Oomi 
si6n limitará su intorme a una breve ezpoai-= 
ci6n de los hechos y de la solución alcan1ada1 

c) Si no ae alcanza una soluci6n en el sentido -
del inciso b), el informe de la Comisión in-­
cluirá sus conclusiones sobre todas las cues­
tiones de hecho pertinentes al asunto plante! 
do entre los Estados Partee interesados, y -­
sus observaciones aoeroa de las posibilidades 
de soluci6n amistosa del asunto1 dicho infor-
me contendrá tambi'n las exposiciones escri-~ 
tas y una reeef1a. de las exposiciones orales -
hechas por los Estados Partes 1nteresados1 

d) Si el informe de la Comis16n se presenta en -
virtud del inciso e), los Estados Partee inte 
resadoe notificarán al Presidente del Oomit&~ 
dentro de los trea meses siguientes a la re-­
cepci6n del informe, ei aceptan o no los t'r­
minos del informe de la Comisión. 

a. Las die·posiciones de este artículo no afectan a 
las tunciones del Comid previstas en el artículo 41. 

9. Los Estados Partee interesados compartirán por -
igual todos los gastos de loe miembros de la Comis16n, 
de acuerdo con el cálculo que haga el Secretario Gen!. 
ral de las Naciones Unidas. 

lO. El Secretario General de laa Naciones Unidas po­
drá sufragar, en caso necesario, los gastos de los •­
miembros de la comisión, antes de que los Estados Pa:;, 
tes interesados reembolsen esos gastos conforme al -­
párrafo 9 del presente articulo. 

Artículo 43 

Los miembros del Comité.Y los miembros de las comi-



- l'.72 -

siones es~eciales de concilicación designados confor­
~e al articulo 42 tendrán derecho a las facilidades,­
privilegioe e inmunidades que se conceden a los eXper 
toe que desempefian misiones para las Naciones Unidas"; 
con arreglo a lo dispuesto en las secciones pertinen­
tes de la Convenci6n sobre los privilegios e inmunida 
des.de las Naciones Unidas. -

.Artículo 44 

Las dispoeioiones de la aplicación del presente Pas_ 
to ee aplicarán sin perjuicio de loe procedimientos -
previstos en materia de derechos humanos por los ins­
trumentos constitutivos y las convenciones de las Na­
ciones Unidas y de los organismos especializados o en ~ 
virtud de los mismos, y no impedirán que los Estados­
Partes recurran a otros procedimientos para reeolver­
una controversia, de conformidad con convenios inter­
nacionales generales o especiales vigentes entre 
ellos. 

Artículo 45 

El Comit' presentará a la Asamblea General de las -
Naciones Unid.as, por conducto del Consejo Económico y 
Social, un informe anual sobre sus actividades. 

PARTE V 

Artículo 46 

Ninguna disposici6n del presente Pacto deberá inte! 
pretarse en menoscabo de las disposiciones de la Car­
ta de las Naciones Unidas o de las constituciones de 
los organismos especializados que definen las atribu­
ciones de los diversos órganos de las Naciones Unidas 
y de los organismos especializados en cuanto a las ~ 
terias a que se refiere el presente Pacto. 

Artículo 47 

Ninguna disposición del presente Pacto deberá inte! 
pretarse en menoscabo del derecho inherente de todos­
los pueblos a disfrutar y utilizar plena y libremente 
sus riquezas y recursos naturales. 

PARTE VI 

Artículo 48 

i. El presente Pacto estará abierto a la firma de -
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de todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas 
o miembros de al~ organi1110 especialisado, as! como 
de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte Intet 
nacional de Justicia y de cualquier otro Estado invi­
tado por la Asamblea General de las Naciones Unidas -
a ser parte en el presente Pacto 

2. El presente Pacto está sujeto a ratificac16n. -­
Los instl'llmentos de ratificaci&n ae depoaitar4n en P.2 
der del Secretario General de las Naciones Unidas. 

3. El presente Pacto quedará abierto a la adheai6n­
de cualquiera de loe Estados mencionados en el pl.rra­
to l del presente articulo. 

4. La adhea16n se efectuará mediante el dep61ito de 
un instrumento de adhesi6n en poder del Secretario -­
General de las Naciones Unidas. 

5. El Secretario General de las Naciones Unidas in­
formará a todos los.Estados que haJan fil'lla4o el pre­
sente Pacto, o se ha7an adherido a ,1, del 4e»681to -
de cada uno de los inatl'Wllentoa de ratit1oao16n o de 
adhesi6n. 

Artículo 49 

l. El presente Pacto entrará en vigor tranacurridoa 
tres meses a partir de la techa en que ha7a sido depg_ 
sitado el trig,aiDlo quinto inatl'Ullento de ratifica- -
ci6n o de adhes16n en poder del Secretario General de 
lae Naciones Unidas. 

2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto 
o se adhiera a &l despu's de haber sido de~oaitado el 
trig,aiJDo quinto instrumento de ratificaci6n o de ad­
hesi6n, el Pacto entrará en vigor tranaa11rridos tres­
meses a partir de la f eoha en que tal Estado haya de­
positado su instrumento de ratifioac16n o de adheai6n. 

Artículo 50 

Las disposiciones del presente Pacto serán aplica-­
bles a todas las partes componentes de los Estados f!, 
derales, sin limitaci6n ni excepo16n alguna. 

Artículo 51 

l. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá P~.2. 
poner enmiendas y depositarlas en poder del Secreta--
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rio General de las Naciones Unidas. El Secretario Ge­
neral comunicará las enmiendas propuestas a loe Esta­
dos Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le -
notifiquen si deseen que se convoque a una conferen-­
oia de Estados Partes con el fin de examinar las pro­
puestas y someterlas a votac16n. Si un tercio al me-­
nos de los Estados se declara en favor de tal convoca 
toria, el Secretario General convocará una conferen-= 
cia bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda -
enmienda adoptada por la mayoría de Estados presentes 
y votantes en la conferencia se someterá a la aproba­
oi6n de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 

2. ~alee enmiendas entrarán en vigor cuando hayan -
sido aprobadas por la Asemble~ General de las Naoio-­
nea Unidas y aceptadas por una mayor!a de dos tercios 
de los Estados Partes en el presente Pacto, de confo¡ 
midad con sus respectivos procedimientos constitucio­
nales. 

3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán -­
obligatorias para los Estados Partes que las hayan -­
aceptado, en tando que loa demás Estados Partes segu! 
rán obligados por las disposiciones del presente Pac­
to y por toda enmienda anterior que hayan aceptado. 

Artículo 52 

Independientemente de las notificaciones previstas­
en el párrafo 5 del artículo 48, el Secretario Gene-­
ral de las naciones Unidas comunicará a todos los Es­
tados mencionados en el párrafo 1 del miB!Ilo artículos 

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones con-­
formes con lo dispuesto en el artículo 48; 

b) La fecha en que entre en vigo~ el presente -­
Pacto conforme a lo dispuesto en el art!culo-
49, y la fecha en que entren en vigor las en­
miendas a que hace referencia el artículo 51. 

Artículo 53 

l. El presente Pacto, cuyos textos en chino, espa-­
fiol, francés, ingles y ruso son igualmente auténticos, 
será depositado en los archivos de las Naciones Unidas. 

2. El Secretario General de las Naciones Unidas en­
viará copias certificadas del presente Pacto a todos­
los Estados mencionados en el art!culo 48. 



- 175 -

El establecimiento de un Comité de DerechÓs HW11&11os,­
la presentaoi6n de informes (27) y la creación de Comisio-­
nea Especiales de Conoiliaci6n no violar!m el principio de 
la no intervención en loa asuntos internos de un pa!s, pues 
todo Estado puede obligarse a esas cuestiones en un acto -­
de eu voluntad soberana. 

Para que México se viera sujeto a un procedimiento -­
dentro del Comité necesita fol'lllular una declaración, como -
está previsto en el Artículo 41 del Pacto. 

Aunque la presentación de quejas de Estado contra Es­
tado ~ede llefar a estar envuelta en circunstancias de ti­
po político, Mexioo no está en una posición internacional -
tal que pueda verse afectado por ellas. 

El sistema del Comité se nos antoja ambicioso, pues -
no oreemos que muchos Estados lleguen a aometersele, pero -
oreemos que puede llegar a ser efectivo, sobre todo en la -
internacionalización de loe derechos humanos. Si todo gira­
en beneficio del individuo, todo Estado que se precie de -­
ser respetuoso de éste debe aceptar la oreaoi6n del Comité. 

Dado que ser!a provechoso para los derechos humanos -
de la persona en México, y que no hay ningÚn obstáculo im-­
portante para ello, oreemos que se debe aceptar la parte IV 
del Pacto. Pero sería recomendable que México, si ratifioa­
el Pacto, se abstuviera de presentar su declarao16n de aoen 
tación de la competencia del Comité hasta que los Pactos ea 
tren en vigor, a fin de estar en oonooimiento para entonces 
de la actitud de los d<Dás países en relación con ellos. 

Esto no quiere decir que se abstenga de ser de loe -­
primeros diez Estados que presenten su declaración, sino al 
contrario, debe hacerlo, por~ue de tal modo contribuiría -­
afectivamente a la oooperaoion y promoción internacional de 
los derechos humanos. 

En todo caso, si México viera con el tiempo que el C2 
mité es utilizado como instrumento de cuestiones políticas, 
en cualquier momento podría, de aouez.:go con la fracción 2 -
del Articulo 41, retirar su deolaracion. 

c) Protocolo facultativo del Pacto Internacional de Der~ 
ohos Civiles y Políticos 

Loa Estados Partes en el presente Protocolo, 

Considerando que para asegurar el mejor logro de 
loa prop6si tos del Pacto .Internacional de Derechos C.! 
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viles 1 Pol!ticoe (en adelante denominado el Pacto) 1 
la aplicaci6n de sus disposiciones sería conveniente­
faoultar al Comit& de Derechos Humanos establecido en 
la Parte IV del Pacto (en adelante denominado el Comi 
té) para recibir y considerar, tal como se prev& en = 
el presente Protocolo, comunicaciones de individuos -
que aleguen ser v!ctimae de violaciones de cualquiera 
de loe derechos enunciados en el Pacto, 

Han convenido en lo siguientes 

Art!culo 1 

fodo Estado Parte en el Pacto que llegue a ser par­
te en el »reeente Protocolo reconoce la coapetencia -
del Com1t6 para recibir y considerar comunicaciones -
de individuos que se hallen baio la jurisdicción de -
ese Estado y que aleguen ser v otimae de una viola- -
ci6n por ése Estado Parte, de cualquiera de los dere­
chos enunciados en el Pacto. El Comit& no recibirá -­
ninguna comunioaoi6n que concierna a un Estado Parte­
en el Pacto que no sea parte en el presente Protocolo. 

Art!cu.lo 2 

Con sujeci6n a lo dispuesto en el articulo 1, todo 
individuo que alegue una violaci6n de cualquiera de -
sus derechos enunciados en el Pacto y que haya agota­
do todos los recursos internos disponibles podrá som!_ 
ter a la consideraci6n del Comité una comunicaoi6n e!!. 
orita. 

Artículo 3 

El Comité considerará inadmisible toda comunicaci6n 
presentada de acuerdo con el presente Protocolo que -
sea an6nima o que, a su juicio, constituya un abuso -
del derecho a presentar tales comunicaciones o sea -­
incompatible con laJdisposioiones del Pacto. 

Artículo 4 

l. A reserva de lo dispuesto en el artículo 3, el -
Comité pondrá toda comunicación que le sea sometida -
en virtud del presente Protocolo en conocimiento del 
Estado Parte del que se afirme que ha violado cual- -
quiera de las disposiciones del Pacto. 

2. En un plazo de seis meses, ese Estado deberá pr~ 
sentar al Comité por esc~ito explicaciones o declara-
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cianea en las que ee aclare el asunto 1 se seflalen -­
las medidas que eventualmente h&Ja adoptado al reape,g, 
to. 

Artículo 5 

l. El Comit' examinará las comunicaciones recibidas 
de acuerdo con el presente Protocolo tomando en cuen­
ta toda la intormaci6n escrita que le hayan taoillta­
do el individuo 1 el Estado Parte interesado. 

2. El Oomit' no exBlllinará ninguna ooDlUJl1cao16n de -
un individuo a menos que se haya cerciorado de ques 

a) El mismo aaunto no ha sido sometido ya a otro 
procedimiento de exanea. o arreglo internacio­
nales; 

b) El individuo ha agotado todos loa recursos de 
la jurisd1cc16n interna. No aplicará esta no¡, 
ma ouando la tramitaci6n de los recursos se -
prolongue in~ustitioadaaente. 

J. El Oom1t' celebrará sus sesiones a puerta cerra~ 
da cuando examine las oomunicaoiones prev1stas en el 
preaente Protocolo. 

4. El Oomit6 presentar4 sus observaciones al Estado 
Parte interesado y al individuo. 

Artículo 6 

El Comit& incluirá en el intorme anual que ha de -­
presentar con arreglo al artículo 45 del Pacto un re­
sumen de sus actividades en virtud del presente Prot2, 
colo. 

Artículo 7 

En tanto no se logren los objetivos de la reeolu- -
ci6n 1514 (XV) de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, de l4 de diciembre de 1960, relativa a la De­
olaraoi6n sobre la oonces16n de la independencia a -­
los países 7 pueblos coloniales, las disposiciones -­
del presente Protocolo no limitarán de manera alguna­
el derecho de petición concedido a esos pueblos por -
la Carta de las Naciones Unidas y por otros inatrumen. 
toe y convenciones internacionales que se hayan con-­
certado bajo los auspicios de las Baciones Unidas o -
de sus organismos espec!aiizados. 
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Artículo 8 

l. El presente Protocolo estará abierto a firma. de 
cualquier Estado que haya firmado el Pacto, 

2. El presente Protocolo está sujeto a ratifica- -
ción por cualquier Estado que haya ratificado el Pag 
to o se ha¡a adherido al mismo. Los instiumentos de 
ratificacicn se depositarán en poder del Secretario-
General de las Naciones Unidas. , 

3, El presente Protocolo quedará abierto a la adhe 
si6n de cualquier Estado que haya ratificado el Pac': 
to o se haya adherido al mismo. 

. 4. La adhesión se etectua~á mediante el depósito -
de un instrumento de adhesion en poder del Secreta-­
ria General de las Naciones Unidas. 

5. El Secretario General de las Naciones Unidas in 
formará a todos los Estados que haya firmado el pre= 
sente Protocolo, o se hayan adherido a él, del depó­
sito de cada uno de los instrumentos de ratificación 
o de adhesión. 

Artículo 9 

l. A reserva de la entrada en vigor del Pacto, el 
presente Protocolo entrará en vigor transcurridos 
tres meses a partir de la techa en que haya sido de­
positado el décimo instrumento de ratificación o de 
adhesión en poder del Secretario General de las Na-­
ciones Unidas. 

2. Para cada Estado que ratifique el presente Pro­
tocolo o se adhiera a él después de haber sido depo­
sitado el décimo instrumento de ratificación o de -­
adhesión, el presente Protocolo entrará en vigor 
transcurridos tres meses a partir de la fecha en que 
tal Estado haya depositado su propio instrumento de 
ratificación o adhesión. 

Artículo 10 

Las disposiciones del presente Protocolo serán 
aplicables a todas las partes componentes de los Es­
tados federales, sin limitación ni excepción alguna. 

Artículo 11 

l. Todo Estado Parte en el presente Protocolo po--
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drá proponer enmiendas y depositarlas en poder del SJ. 
oretario General de las Naciones Unidas. El Secrete.­
rio General comunicará las enmiendas propuestas a los 
Estados Partes en el presente Protocolo pidi,ndoles­
que le notifiquen ai desean que se convoque una oonfe 
renoia de Estados Partea con el fin da examinar laa = 
propuestas 1 someterlas a votaoi6n. Si u:n tercio al -
menos de los Estados se declara a favor de tal convo­
catoria el Secretario General convocará una conferen­
cia balo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda -
enmienda adoptada por la mayor!a de los Estados pre-­
sen tea 1 votantes en la conferencia se someterá a la 
aprobaci6n de la Asamblea General de las Naciones Uni 
~. -

2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando haya -­
sido aprobadas por la Asamblea General 1 aceptadas -­
por una ma1or!a de dos tercios de loa Estados Partes­
en el presente Protocolo, de conformidad con sus res­
pectivos procedimientos constitucionales. 

3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán -­
obligatorias para loe Estados Partes que las hayan -~ 
a~eptado, en tanto que los demás Estados Partes segu! 
ran obligados por las d~~posicionee del presente Pro­
tocolo y por toda enmie~da anterior que hubiesen aoe.2 
tado. 

Art!culo l2 

l. Todo Estado Parte podrá denunciar al presente -­
Protocolo en cualquier momento mediante notif1caoi6n­
escrita dirigida al Secretario General de las Nacio-­
nes Unidas. La denuncia surtirá efecto tres meses de4 
pués de la feche. en que el Secretario General haya -­
recibido la notitioaoi6n. 

2. La denuncia se hará sin per3uicio de que las di!, 
posiciones del presente Protocolo sigan aplicándose a 
cualquier oomunicaci6n presentada. en virtud del ar-­
t!culo 2, antes de la fecha de efectividad de la de-­
nuncia. 

Artículo 13 

Independientemente de las notificaciones formuladas 
conforme al párrafo 5 del artículo 8 del presente Pr~ 
tooolo, el Secretario General de las Naciones Unidas­
comunicará a todos loa Estados mencionados en el pá-­
rrafo l del artículo 48 del Pacto: 
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Las firmas, ratificaciones y adhesiones con­
formes con lo dispuesto en el articulo 81 

La fecha en que entre en vigor el presente -
Protocolo conforme a lo dispuesto en el ar-
tículo 9, y la techa en que entren en vigor­
las enm1endae a que hace referencia el ar-­
tículo ll; 

e) Las denunciae recibidas en virtud del art!cu 
lo 12. -

Art!C11lo 14 

l. El presente Protocolo, cuyos textos en chino, -
eapa11ol, trances, ingl'e 1 ruso son igualmente autén 
ticoa, será depositado en los archivos de las Nac10': 
nea .Unidas. 

2. El Secretario General de las Naciones Unidas en 
viará copias certificadas del presente Protocolo a ': 
todos loa Estados mencionados en el articulo 48 del 
Pacto. 

Como dejamos descrito en la segunda parte de este -­
Cap!tulo, M3xico está relacionado con procedimientos simi­
lares a los del Protocolo, en el Consejo Econ6mico y So- -
cial de las Naciones Unidas, en la Comisi6n Interamericana 
de Derechos liumanos y en el Comité de Libertad Sindical de 
la Organización Internacional del Trabajo, en los que se -
da al individuo la calidad de sujeto de derecho internacia, 
nal, al poder concurrir a organismos 1.nternacionales para­
demandar a su Estado en uso de las disposiciones de instl'!! 
mentas multilaterales. 

El individuo adquiere la garantía de que si no reci­
be justicia en su país, puede lograrla en el ámbito inter­
nacional, lo cual es un resultado mágn!tico de la coopera­
ci6n internacional, por constituir un medio más de protec­
ci6n de los derechos humanos. 

Si M'xico ratifica el Pacto Internacional de Dere- -
choe Civiles y Políticos puede, sin contradecir su 1egisl! 
ci6n, raUfit~ar el Protocolo del mismo. 

E) CONCLUSION 

Después de haber evaluado loe Paotoe Internacionales 
de Derechos Humanos de 1966, examinado la legislaci6n y 
doctrinas mexicanas y efectuado. el análisis comparativo --
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emitir la concluei6n de esta.tesis. 

En la misma medida en que se ha violado la dignidad -
del hombre en la historia, se ha velado por lograr el respe 
to de la misma, desde los sofistas hasta los internacióna-= 
listas de nuestro siglo. 

. El mismo sufrimiento, 1 el mismo desvelo y preooupa-­
ci6n por su remedio. 

Pero la civilizaci6n debe imponerse de tal modo, que 
el hombre pueda ver pronto el resu1tado de los esfuerzos de 
todos aquellos que han luchado por preservar una esfera in­
dividual intocable. 

Buen medio para obtener dichas aspiraciones son los -
Pactos Internacionales de Derechos Humanos. 

Si bien, como lo hemos sefialado, la realidad de Méxi­
co en el campo de los derechos humanos ee deprimente, como 
en casi toda la tierra, la adopción de instrumentos interna 
cionales relativos a la materia llevará necesariamente a uñ 
alivio de la situaci6n. 

La legislación mexicana es apta para ello, pueé es de 
las más avanzadas en la protecoi6n de loe derechos humanos. 

Todas las reformas, derogaciones y nuevas leyes que -
proponeaos para el orden jurídico del país, redundarían en 
beneficio del individuo, lo cual acarrea el progreso social, 
eoonémico, político y cultural, 

Concluimos que M6xico debe firmar y ratificar los Pa~ 
tos Internacionales de Derechos Humanos y el Protocolo Fa-­
cul tativo, a la brevedad posible, cooperando as! en la más 
alta medida con la labor de la comunidad internacional en -
pro de loa derechos del hombre. 

Pero, insistimos en que para que tal medida sea sufi­
ciente es indispensable que estos instrumentos sean di:tundi 
dos por todos los rincones de la República. -

Mbico camina vertiginosamente hacia su desarrollo. -
Nuestra propuesta sería un paso más hacia el codiciado pro­
p6si to. 

Al Gobierno Mexicano le toca perfeccionar y reforzar, 
con base en la labor internacional, su legislación y siste­
ma de protecci6n de las garantías individuales, para que el 
pueblo, en su integridad, empiece a aprender que hay que --
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observar un profundo respeto de los derechos del hombre. -
Que no h~ más discriminaci6n que la que el egoismo engen-­
dra en el ooraz6n. Que la igualdad radica en ser humano, 1 
la desigualdad en lo que cada uno hace de bueno o malo por 
sus semejantes. 

'\ 
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A) EVALUACION DE LOS PACTOS Y DEL PROTOCOLO FACULTATIVO 

B) LOS DEilECHOS HUMANOS m MEXICO 

a~~i Legislación nacional Notas sobre el .Amparo 
Doctrina 
Realidad mexicana 
Papel que ha desempeñado Méxioo en la Promooión In--
ternaci onal 
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O) MEDIOS DISPONIBLES PARA SALVAR LAS DISCREP.ABCIAS QUE EXIS 
TEN EN!l!RE LOS PACTOS Y EL ORDEN JURIDICO MEXICANO -

a) Modifioaoiones al orden jurídico 
b) Lae reservas . 

D) ANALISIS DE LOS PACTOS Y DEL PROTOCOLO !ACULTATIVO A LA -
LUZ DEL DERECHO MEXICANO 

a) Pacto Internacional de Derechos Eoon6micoa,Soc1ales y 
Culturales 

b
0

) Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
) Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Dere­

chos Civiles y Políticos 

E) CONOLUSION 
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